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I.  Cuando estalla la gran crisis y se extiende, como un tsunami, des­
de Estados Unidos a todo el planeta, la UE se encontraba inmersa en una 
difícil transición, desde un mercado común con moneda única hacia un 
gobierno de la economía que no acababa de nacer. La crisis, pues, nos 
golpeó a los europeos en medio del torrente. El Tratado de Maastrich 
había significado un notable avance al crear el euro, de extraordinario 
significado político, pero no había establecido los instrumentos y las ins­
tituciones que una moneda única exige para su buen funcionamiento. 
Quizá se pensó, en medio de la bonanza económica, con un exceso de 
optimismo, que tales herramientas no eran urgentes o que, en todo caso, 
acabarían imponiéndose como una necesidad histórica. Esta deficiencia 
arquitectónica vino a ser remediada, en parte, por el Tratado de Lisboa, 
remedo de la non-nata Constitución europea. Tratado Constitucional 
que si se hubiese aprobado en su momento quizá estaríamos ahora en 
mejor situación para afrontar el torbellino en que estamos metidos. En 
todo caso, Lisboa supuso un nuevo paso hacia adelante, si bien no esta­
bleció un auténtico gobierno de la economía con sus correspondientes 
instituciones. De tal suerte que cuando estalla la crisis se observa con 
claridad que existe un desnivel o desfase entre los instrumentos y los 
retos, es decir, la Unión no estaba preparada, ni económica ni política­
mente, para hacer frente a una crisis de esta envergadura. Sin embargo, 
sí tenía la suficiente cohesión y estructura decisoria para evitar la catás­
trofe que hubiese supuesto, en este trance, la no existencia de la Unión. 
Quizá habríamos terminado en parecidos términos a como acabamos 
durante la crisis del 29 del siglo pasado, de infausta y sangrienta memo­
ria para todos los europeos. Creo que ésta es la razón por la cual se ha 
dado la impresión de que se han ido improvisando, con cierto retraso, 
medidas que eran imprescindibles para evitar que todo se viniera abajo, 

El escenario político de la crisis
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pero que no atacaban en la raíz las causas de los problemas. El carecer 
de una auténtica gobernanza económica, por lo menos de la zona euro, 
ha pasado su factura y ya hoy el Tratado de Lisboa ha quedado, en parte, 
sobrepasado por los acontecimientos.

II.  Reconozcamos, en todo caso, que la fuerte sacudida de la crisis 
ha puesto en carne viva las contradicciones que se venían fraguando 
durante las décadas anteriores: entre mercado y Estado o, si se prefiere, 
entre economía y política, entre lo nacional y lo global, entre las exigen­
cias de la construcción europea y las realidades nacionales, entre países 
desarrollados y emergentes. Centrándonos en el escenario político eu­
ropeo nos encontramos con que la crisis ha puesto en evidencia que 
existe una estrecha interdependencia financiera y económica entre los 
países que formamos la Unión y más allá, pero no sucede lo mismo, o 
por lo menos no somos conscientes de ello, en el ámbito de la política. 
Aquí seguimos con las categorías nacidas en el siglo xix y desarrolladas 
en la segunda parte del siglo xx, es decir, en esencia, las instituciones y la 
legitimidad democrática del Estado-Nación. Esto se ha podido compro­
bar, con bastante claridad, a lo largo de la crisis, a la hora de tomar las 
decisiones que se han ido aplicando, no sin cierta improvisación. De tal 
forma que al no existir un gobierno económico y, mucho menos, político 
de la Unión, estas medidas y decisiones no recaían, esencialmente, en 
las instituciones europeas —Consejo, Comisión, Parlamento—, sino que 
estaban influidas, de manera determinante, por la lógica política de cada 
nación y, sobre todo, de los Estados más poderosos. No podemos olvidar 
que a los gobiernos que, a la postre, deciden sobre el destino común de 
Europa no los eligen los ciudadanos europeos en su conjunto sino los 
ciudadanos de cada país al suyo, esto es, a la canciller alemana, al presi­
dente francés o al premier inglés no los elegimos todos los ciudadanos de 
la Unión sino, solamente, los ciudadanos alemanes, franceses o ingleses. 
Estamos, pues, intentando gobernar el «interés general» de los europeos 
con instrumentos «particulares» de ámbito nacional. Cuestión que no 
tendría mayor problema si no fuese porque hemos llegado a un punto, 
en el espacio del gobierno de la economía, que la solución de los proble­
mas que afrontamos no la encontraremos en la suma de los intereses de 
cada una de las naciones de la UE sino en el interés común de ésta, que 
no es una suma sino una síntesis que necesita, para lograrse, potenciar 
las actuales instituciones europeas y crear algunas nuevas. Éste es el 
escenario político en que nos movemos, que no deja de ser contradic­
torio hasta que no pongamos en sintonía las necesidades que nos está 
desvelando el gobierno común de la economía —y de lo social— con 
adecuados instrumentos políticos. Hoy por hoy, esta sintonía no se da 
en el terreno político. El «demos» determinante sigue siendo nacional, 
los gobiernos decisivos siguen siendo nacionales y los partidos políticos 
apenas traspasan la lógica de cada Estado. No se trata, desde luego, de 
que los Estados-Nación vayan a desaparecer o a no jugar el papel que 
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les corresponde, pero si queremos ganar en legitimidad y eficacia, debe­
remos acrecentar el papel de las instituciones comunes para resolver los 
problemas comunes que son cada vez más decisivos.

III.  Este escenario en que nos movemos ha generado un malestar 
político entre la ciudadanía que sería imprudente no tener en cuenta. 
La particular crisis griega, y de otros, ha mostrado con una nueva luz el 
malestar al que nos referimos. Grecia no tendría salida ni futuro fuera 
del euro —perdería una parte insoportable de su riqueza—, pero man­
tenerse dentro, en las actuales condiciones de «no-gobierno económi­
co» de la Unión, le está suponiendo tremendos sacrificios y un creciente 
descontento social. Lo mismo que de Grecia podríamos hablar de otros 
países que se encuentran en dificultad. Sin embargo, en los países que 
como Alemania, Holanda, Austria, Finlandia o Francia, especialmente 
la primera, que tienen que «contribuir» a «salvar» a Grecia u otros, el 
descontento social no radica en los sacrificios que tengan que hacer sus 
ciudadanos sino en la sensación de que tienen que acudir en ayuda de 
países que «no han cumplido con sus obligaciones» —ya sean económi­
cas o sociales—. De esta manera, el escenario político, en medio de la 
crisis, se enrarece en extremo y dificulta la propia salida colectiva de la 
misma. Los gobiernos en dificultad —sean del color que sean— pagan 
un precio por imponer sacrificios que los ciudadanos no ven equitativos 
—ya sea en Portugal, Irlanda, Grecia, España o Italia— y los gobiernos 
de los países más saneados y en mejor situación también pagan el suyo 
por acudir en ayuda de aquéllos —casos de Alemania, Dinamarca, Ho­
landa, Francia...—. Es decir la crisis ha tenido, en este periodo, conse­
cuencias en el desgaste de los gobiernos en el poder, en cada uno de los 
Estados miembros, a medida que las políticas de austeridad o ajuste, o 
bien los vaivenes en la gestión de la crisis de la deuda, han indispuesto 
a una parte significativa del electorado con sus gobiernos de tendencia 
centro-derecha o centro-izquierda. Es el caso de la histórica pérdida del 
Senado en Francia para el presidente Sarkozy, las seis derrotas consecu­
tivas de la canciller Merkel en diversas elecciones regionales, el triunfo 
de los socialistas daneses, la derrota de los socialistas portugueses o los 
vaticinios negativos para los gobiernos italiano o español. Quizá todo 
ello se deba a que, en ambos casos, los gobiernos no les han explicado a 
los ciudadanos cuál es la realidad de las cosas, ni acaban de establecer 
los instrumentos que permitirían salir de este laberinto sin excesivos 
descalabros. Movimiento ciudadano como el de los «indignados», que, 
con una u otra forma, ha nacido en diferentes países europeos, e, inclu­
so, en otros continentes, responde a estas nuevas contradicciones. Por 
un lado, la sensación de que las decisiones que afectan a sus vidas se 
toman en instancias o por poderes que no son democráticos y, de otro 
lado, que los poderes elegidos no responden a los intereses ciudadanos, 
en el reparto de los sacrificios, sino a las necesidades de los mercados 
o de las finanzas, al margen de que los gobiernos sean de derechas o de 
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izquierdas. En realidad un malestar por «insuficiencia de democracia» o 
lo que se ha venido llamando «déficit democrático» y la reivindicación de 
una democracia más «real» y participativa. Malestar que se acentúa ante 
el hecho de que si, en el ámbito de cada nación, los ciudadanos sienten 
que no pintan lo suficiente, el espacio de decisión europeo se les escapa 
todavía más, cuando es en este ámbito donde se toman cada vez más 
medidas. Los indignados multinacionales son, pues, el síntoma de un 
malestar y de una exigencia de mayor democracia y justicia que la crisis 
no ha hecho más que precipitar.

IV.  Porque la verdad es que si bien la política se vive en el ámbito 
de cada país y la mayoría de los ciudadanos tienen la percepción de que 
sus gobiernos son los responsables de sus males o de sus bienes, de los 
errores y de los aciertos, la dimensión europea, e incluso global, de la 
política está cada vez más presente. Evitar que Grecia, por ejemplo, en­
tre en bancarrota no es solamente un acto de solidaridad entre europeos, 
sino, sobre todo, la manera de ayudarnos a nosotros mismos e impedir 
que el entramado del euro y la construcción europea se vengan abajo, en 
fatídico perjuicio de todos. La conciencia política de que lo anterior es 
la realidad, no está suficientemente extendida entre los europeos, ni los 
líderes argumentan las decisiones que toman a partir de esta premisa. 
Salvar a Grecia es, también, salvar a los bancos franceses, alemanes y al 
sistema financiero europeo del que dependemos todos. Los dineros que 
se le dan a Grecia, Portugal o Irlanda no son a fondo perdido sino que 
tienen que devolverlos con intereses. Las deudas en que han incurrido 
una serie de países están en manos de unos acreedores que están co­
brando sustanciosos intereses, en un trasvase de rentas de los ciudada­
nos a los mercados como no se había conocido antes. La inexistencia de 
un gobierno de la economía europea es lo que explicaría el porqué la po­
lítica va por detrás de los acontecimientos económicos, la razón de que 
haya esta sensación de parcheo sucesivo, de que no existe un plan, un 
diseño para salir de la crisis que permita recobrar el crecimiento y el em­
pleo. La tardanza en tomar decisiones, la falta de contundencia de éstas 
estriba, precisamente, en la insuficiencia de la arquitectura política de la 
Unión, pues muchas de las decisiones más importantes, en este terreno, 
las tienen que tomar los Estados por unanimidad, con intervención de 
los diecisiete parlamentos, con sus ritmos, sus alianzas e intereses. A 
veces olvidamos que los gobiernos europeos son, en algunos casos, coa­
liciones de diferentes partidos o no tienen mayoría absoluta en el Parla­
mento o están sometidos a calendarios electorales, en diferentes fechas, 
que deben de tener en cuenta a la hora de tomar decisiones. Las derrotas 
del gobierno alemán en una serie de «lander» o la pérdida de la mayoría 
en el Senado francés por el centro-derecha o las perspectivas electorales 
en España o Italia, son cuestiones que afectan a la marcha de la Unión 
en la toma de decisiones cara a la crisis económica. La tendencia de 
centro-derecha de la mayoría de los gobiernos de la UE también influye 
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en la dirección de las decisiones que se adoptan. No tiene nada que ver 
con lo que sucede en los Estados Unidos o China. A veces, sin ser cons­
cientes de esta situación, se le pide a la UE, en el plano de la economía o 
de la política, lo que no es: una federación de Estados. El drama es que 
ante la profundidad de la crisis y su naturaleza global, la Unión debería 
actuar, ante ciertos temas, como una federación. Qué otra cosa se está 
diciendo cuando se considera imprescindible y urgente que se lancen los 
eurobonos; que se cree un Tesoro europeo; que aumente el Presupuesto 
de la Unión; que se establezcan impuestos sobre las transacciones finan­
cieras internacionales; que los propios Presupuestos nacionales tengan 
que ser supervisados por la Comisión Europea o que las Constituciones 
de cada país limiten la capacidad de endeudamiento de cada uno. Todos 
éstos son elementos claros de una lógica federal, se la quiera llamar así 
o no. Estamos asistiendo, en el escenario de la política, al difícil parto 
del «federalismo fiscal», bastante más complicado que el «federalismo 
monetario» del euro. Las resistencias políticas a dar estos pasos, por 
parte de algunos Estados, tienen su explicación. La «mutualización» o 
«europeización» de la deuda y el establecimiento de un gobierno econó­
mico, con todas las consecuencias, presupone un previo saneamiento de 
las cuentas públicas y una armonización de aspectos importantes de la 
política económica. Pero sin olvidar que este saneamiento, para que no 
acabe con el enfermo, presupone igualmente una «europeización» pre­
via de la deuda de los Estados más débiles, cosa que de alguna manera 
ya se está haciendo a través de la compra de bonos por parte del Banco 
Central Europeo, ante la protesta de algunos sectores que no entienden 
bien lo que está pasando. Ésta es la dialéctica política del proceso y la 
dificultad del mismo. El último episodio del drama griego con el anun­
cio de un referéndum —luego retirado— y la formación de un nuevo 
gobierno es buen ejemplo de lo que decimos. Un mediano país, enfermo 
de deuda y de estancamiento, pone en jaque al conjunto de la Unión 
ante la repercusión que una quiebra del mismo supondría para el resto, 
unido a la peligrosa situación italiana, aliviada con la caída de Berlus­
coni. La quita del 50 por 100 de la deuda, la inyección de dinero, la 
creación de un fondo de un billón de euros, son medidas positivas pero 
no suficientes. El problema de Grecia, Italia, España y, en general, de la 
zona euro es que no crece lo suficiente, lo que condena a un callejón sin 
salida. No es razonable que se utilicen billones de euros para sanear el 
sistema financiero y no exista la misma voluntad política para invertir 
en un plan europeo de reactivación económica que cree empleo y dina­
mice el crecimiento. De ninguna gran crisis se ha salido sin un primer 
impulso desde la acción pública.

V.  Al igual que en las finanzas y la economía todo cambia muy de­
prisa y se puede decir que «los acontecimientos se han precipitado», así 
ocurre en la esfera de la política. La diferencia radica en que mientras 
en los procesos económicos los actores directamente implicados han 
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evolucionado, para bien o para mal, con rapidez, en la política los ac­
tores —gobiernos, partidos— han reaccionado más lentamente. Y, sin 
embargo, por paradójico que parezca, todo ha cambiado más rápida­
mente desde el final de la guerra fría, cuando podría pensarse que la 
situación internacional se estabilizaría. Algunos llegaron a pensar que la 
desaparición de la URSS y el final del «bipolarismo imperfecto» —pues 
nunca fueron equiparables Estados Unidos y la URSS, salvo quizá en lo 
nuclear— suponía también el fin de la historia. Sin darse cuenta de que 
ese mundo bipolar estaba embalsando y ocultando una serie de contra­
dicciones que acabarían aflorando en los años sucesivos. La aparente 
super hegemonía de Occidente, encabezada por Estados Unidos, no era 
desde luego el final de la historia sino el inicio de una nueva historia, más 
abierta e incierta. Surgen en ella los nuevos actores económicos y polí­
ticos. Los grandes poderes financieros y multinacionales de variado tipo 
campan por el ancho mundo como actores globales y grandes Estados, 
hasta entonces agostados ante el imperio de las dos superpotencias, re­
claman un puesto al sol y lo conquistan. Hoy en día países como China, 
India, Brasil, Rusia o Sudáfrica o, en otro orden, el mundo islámico, son 
actores imprescindibles que han transformado los datos de la geopolítica 
mundial, incluyendo la económica. Un nuevo reparto del poder econó­
mico y político se está produciendo ante los europeos, en detrimento de 
Occidente y en beneficio de los países emergentes. Fenómeno que se ha 
dado, curiosamente, en paralelo a la expansión de los mercados y sus 
instrumentos a nivel global en menoscabo de la política. Al capital le 
ocurre lo mismo que al universo que se expande sin límite, ocupando el 
vacío, a diferencia de la política que tiende a recluirse dentro de límites 
territoriales determinados, en los cuales se ejerce el poder o lo que se 
cree que es el poder. La reciente cumbre del G-20 en Cannes ha sido sin­
tomática. Ante la solicitud de fondos para ayudar a Europa a salir de la 
crisis, los emergentes —en especial China— plantean, en contrapartida, 
un nuevo equilibrio de poder y otras reformas.

Este poder, democrático en el caso de los países de la UE, fue declinan­
do a partir de los años noventa del siglo pasado al socaire de las políticas 
que se abrieron camino al amparo del llamado Consenso de Washington. 
Esas políticas estaban basadas en las privatizaciones en masa; la desre­
gulación o falta de control de los flujos financieros; la anorexia fiscal, en 
especial sobre los impuestos al capital; en realidad, en una intervención 
cada vez menor del Estado sobre la economía y una cada vez mayor in­
tervención de los mercados en la dirección de ésta, sin la intermediación 
del poder político. Este proceso, más acentuado en los Estados Unidos 
que en Europa, está en la base de la actual crisis por cuanto la falta de 
vigilancia e intervención de los poderes públicos en los graves desajustes 
—burbujas financieras, inmobiliarias, etc.— que se estaban incubando, 
acabaron estallando en el centro del sistema y se extendieron al conjunto 
del planeta, con desigual intensidad.
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Es cierto que esta «liberalización» a ultranza de la economía, ligada 
al proceso de globalización, ha producido un aumento de la riqueza, con 
desigual fortuna según continentes, países y sectores sociales, pero no 
es menos cierto que los desmadres que se han cometido durante esos 
años han conducido, a la postre, al estallido de la crisis. Crisis que tiene 
su cuna en Occidente como consecuencia de la pérdida de posiciones 
en la producción de bienes en favor de los emergentes —China, etc.—, 
la creciente desigualdad en el reparto de la riqueza —para mantener el 
consumo sin aumentar ingresos había que endeudarse— y el crecimien­
to elefantiásico de los productos financieros, quizá con la pretensión 
de seguir manteniendo la dirección del proceso de globalización. Crisis 
que, como se ha explicado en reiteradas ocasiones, tiene su origen en el 
sistema financiero, contagia a la economía real, degrada las condiciones 
sociales, se extiende a los cuatro continentes y supone un duro reto para 
los sistemas políticos. Políticas de los gobiernos, incluidas las europeas, 
que no son ajenas al desencadenante del terremoto, ya sea por dejar ha­
cer a «los mercados» más allá de lo prudente, ya sea por incurrir en deu­
das insoportables. En efecto, cuando los países se endeudan en exceso, 
las consecuencias no pueden ser más perniciosas. Una parte importante 
de la riqueza se va en el pago de los intereses de la deuda, las posibili­
dades de crecimiento disminuyen, el poder de los acreedores aumenta y 
los ajustes fiscales son más duros. Es el precio de la anorexia fiscal de los 
años anteriores a la crisis, de las alegrías en el gasto y en la asunción de 
créditos, pues siempre es más amable para los gobiernos endeudarse que 
aumentar los impuestos a los ciudadanos.

VI.  En el caso de la UE este paso atrás de la política ha tenido con­
secuencias más perniciosas que en Estados Unidos. En este último, al 
tratarse de un Estado, la recuperación del espacio perdido ha sido más 
rápida y contundente, a pesar de las dificultades del presidente Obama 
para sacar adelante su política. En la UE, los mecanismos para tomar las 
decisiones políticas necesarias son más complejos y lentos, no obstante 
lo cual la Unión ha ido tomando medidas, algunas de las cuales real­
mente notables que, de momento, han eludido lo peor, pero sin lograr, 
todavía, retomar la senda de la virtud. Recordemos los planes de rescate 
de Irlanda, Portugal o Grecia, la compra de bonos españoles o italianos, 
el fondo de estabilidad financiero, entre otras. Y al igual que a Estados 
Unidos le está costando salir de la crisis y superar el lastre de las enormes 
deudas contraídas por la administración anterior, el coste de las guerras 
y la depresión de la demanda interna, a la UE también le está suponiendo 
un gran esfuerzo esa misma crisis, no sólo por el peso de la deuda sino 
por la dificultad de crecer como antaño. El binomio de consolidación 
fiscal y crecimiento no es fácil de alcanzar. Quizá una solución sería 
reducir la deuda más lentamente y aumentar los ingresos fiscales que 
permitiesen inversiones dedicadas a la recuperación de la economía. En 
esa dirección parece ir el establecimiento del impuesto sobre las tran­
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sacciones financieras internacionales, aunque quizá no sea suficiente. El 
crecimiento depende, en esencia, de la inversión —ya sea pública o pri­
vada— y el consumo —ya sea privado o público, más el resultado de la 
balanza de bienes y servicios—. La inversión pública necesita ingresos 
fiscales utilizables y la privada que fluya el crédito bancario, el consu­
mo, la creación de empleo y el aumento del nivel de renta. La balanza 
comercial depende de la competitividad de cada economía. Hoy por hoy, 
todas estas variables están en decadencia. De ahí la urgencia de poner al 
sistema financiero en forma, abordar la reforma fiscal y crear empleo. En 
todo caso, la UE no puede seguir ocupada sólo en reducir los gastos —el 
déficit, la deuda— y no acordar un plan de reactivación de la economía. 
Es preocupante que sea en la cumbre de Cannes, tres años después de 
estallar la crisis, cuando se reconozca que no es suficiente recortar gastos 
y que es imprescindible reactivar la economía desde el ámbito público.

La complejidad en el crecimiento se acentúa porque ya no estamos 
solos en el mundo. La época en que las crisis se las endosábamos a otros 
o las superábamos a través de las guerras ha sido, por fortuna, supera­
da. El escenario político ha cambiado radicalmente. Los países emer­
gentes siguen acortando distancias y su peso político es cada vez más 
determinante. Mientras nosotros crecemos, en el mejor de los casos, al 
2 por 100, ellos lo hacen al 8 o al 9 por 100. La reciente reunión de los 
llamados Brics (Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica) con el fin de 
instrumentar medidas en ayuda de la UE, o las llamadas de atención de 
China a los Estados Unidos para que ponga en orden su casa, son claros 
síntomas de los nuevos tiempos. La América Latina actual es muy dife­
rente a la de hace sólo veinte años. En lo esencial se han terminado las 
dictaduras, los países han girado hacia el control de sus riquezas, hacia 
la necesidad de superar la pobreza, han aumentado las clases medias y el 
papel de los Estados Unidos ya no es el de antes. El continente latinoame­
ricano está creando su propio liderazgo en torno a Brasil y quizá, en el 
futuro, de Méjico, si este país es capaz de superar sus actuales problemas 
con el narcotráfico. Incluso en el mundo árabe los cambios son rápidos 
y profundos. Las revoluciones de Túnez y Egipto, la caída de Gadafi, las 
revueltas de Yemen y Siria, la evolución de Marruecos son fenómenos 
que están cambiando la geopolítica del mundo. La reciente visión del 
presidente de la Autoridad Palestina, Mahmud Abbas, exigiendo en las 
Naciones Unidas el reconocimiento de Palestina como Estado de pleno 
derecho, su ingreso en la Unesco, o el nuevo papel de Turquía en Oriente 
Próximo, postulándose como modelo para toda el área, son signos evi­
dentes de estos cambios, que no dejarán de influir en la política europea. 
Son nuestros vecinos y cuando los vecinos cambian nosotros no podemos 
permanecer impasibles. En este caso, la transformación ha sido a mejor 
y nos debe de conducir a revisar toda nuestra política en el Mediterráneo 
y Oriente Próximo, al igual que la desintegración de la URSS nos hizo 
cambiar toda nuestra política hacia los países de Europa oriental.
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VII.  El escenario político que se vislumbra tras la crisis y en el que 
la UE tendrá que actuar, depende de variables que están en pleno desa­
rrollo y cuyo resultado es incierto. Lo previsible es que nos encontremos 
con unos Estados Unidos menos determinantes —aunque imprescindi­
bles—, más cooperativos ante la evidencia de que no pueden hacer fren­
te en solitario a los grandes retos que tenemos por delante y, sobre todo, 
porque es difícil ser el gran «hegemón» y el gran «deudor» al mismo 
tiempo. También se observan en este país tendencias ultraconservadoras 
que podrían dificultar una salida y post crisis cooperativa, en el supuesto 
de que el presidente Obama no fuese reelegido en las próximas eleccio­
nes presidenciales. Una razón de más para que la UE acelere su integra­
ción económica y política, pues lo más probable es que Estados Unidos 
ya no juegue en el futuro el mismo papel que ha jugado en el pasado. La 
UE debería plantear, con determinación, su autonomía política en todos 
los terrenos y caminar hacia una relación estrecha entre socios y aliados 
en plano de igualdad.

Lo más probable es que países como China, India, Brasil o Rusia 
tengan cada vez más una posición protagonista no sólo en términos eco­
nómicos, sino también políticos y de seguridad. Ello dependerá de en 
qué medida sean conscientes de que su futuro desarrollo y bienestar está 
ligado a lo que suceda en Estados Unidos y la UE. Por los últimos mo­
vimientos ya comentados parece que han entendido esta ecuación, pero 
en cualquier caso son sociedades con enormes retos medioambientales, 
de reparto equitativo de la riqueza, de alcanzar un Estado del bienestar 
y, en ciertos casos, instituciones democráticas. A la UE le interesa, como 
se expresa en este Informe, mantener en el futuro una asociación estra­
tégica con estos países, muy especialmente con Brasil, en la estabilidad 
política, en el crecimiento económico y en la solución de los problemas 
globales. Hay otros países que sin ser calificados de «emergentes» juga­
rán un papel relevante en el futuro. Nos referimos a Turquía o a Egip­
to. El primero es un país con una democracia de mayoría islámica que 
puede ser un modelo para las naciones árabes que se han sacudido sus 
respectivas dictaduras. País que se postula para ingresar en la UE y ésta 
cometería un craso error si rechazase esa pretensión en el caso de que 
Turquía acabase reuniendo las condiciones requeridas. Egipto, por su 
parte, es una gran nación árabe que por múltiples motivos —demográ­
ficos, culturales, económicos y políticos— jugará un papel de liderazgo 
en el área cuando culmine su proceso de transición a la democracia. Por 
no hablar de Japón, casi siempre olvidado en los análisis geopolíticos 
pero que no deja de ser la tercera economía del mundo y gran nación 
asiática.

VIII.  Para la UE la disyuntiva está clara: o avanza hacia una mayor 
integración en todos los campos o el riesgo de ruptura, enfrentamiento o 
decadencia estaría a la vuelta de la esquina. La actual situación de ines­

00c-sartorius.indd   19 16/11/11   15:33:27



nicolás sartorius

20

tabilidad e inseguridad permanente no es sostenible por mucho tiempo. 
O se avanza o se retrocede. La apuesta que se desprende de este Informe 
es claramente hacia el avance, hacia una mayor integración. Una mayor 
integración económica y fiscal, un gobierno económico de la zona euro, 
lo que conduciría, a la postre, a una mayor integración política. Esto su­
pondría, en una primera fase, el desarrollo hasta sus últimas consecuen­
cias del Tratado de Lisboa, ya que se pueden resolver algunas cuestiones 
importantes sin necesidad de modificar los tratados o, en todo caso, con 
reformas parciales. Pero no nos engañemos, si queremos introducir ele­
mentos de «federalismo» fiscal o de un gobierno económico, en nuestro 
funcionamiento, tendremos que plantearnos ir más allá de las disposi­
ciones de Lisboa y reformar los tratados. La hipótesis de un fracaso del 
euro resulta inimaginable. Supondría la ruina de cincuenta años de cons­
trucción europea, el resurgir de lo peor de las tendencias nacionalistas 
más peligrosas que condujeron a Europa al desastre de los años treinta/
cuarenta del siglo pasado. Y aunque la historia no se repite de la misma 
forma, no está garantizado en ningún sitio que los procesos sean lineales 
o que las conquistas sean irreversibles. Sin ir más lejos, en el escenario 
político actual, vemos cómo crecen los partidos de ultraderecha, xenófo­
bos y/o anti-europeos en una serie de países de la Unión, de consistente 
tradición democrática, al calor del rechazo de los emigrantes y de las 
consecuencias de la crisis. Partidos que si bien, hoy por hoy, son minori­
tarios —aunque en algunos casos han participado en los gobiernos— en 
un clima de descalabro general y de radicalización social podrían trans­
formarse en mayoritarias. Así pues no juguemos con fuego.

Vivimos en un mundo cada vez más interdependiente porque eso es, 
también, la globalización, y en ese mundo sólo los grandes actores serán 
decisorios. De la crisis saldremos mejor si lo hacemos todos juntos, ya 
que es cada vez más inviable la «salvación» individual. Del mundo que 
quede después de la crisis seremos todos responsables y si deseamos una 
aldea común, democrática, sostenible y con prosperidad global debería­
mos sumar esfuerzos, estrategias y decisiones. La Unión Europea tiene 
ante sí la gran oportunidad de contribuir a ello desde una mayor integra­
ción, convirtiéndose en un actor político relevante, pues de la crisis tiene 
que salir fortalecida y más unida, lo contrario sería un suicidio.
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¿Qué tipo de organización política es la 
UE? O lo que parecería más acorde a un in-
forme dedicado al estado de la Unión, ¿qué 
tipo de Unión es la UE? Lo que se defiende en 
este capítulo es que para evaluar su estado ac-
tual y hacia dónde debe dirigirse, es necesario 
entender qué tipo de animal político es la UE.

En cuanto a su estructura, la UE se ase-
meja a un tipo de organización política bien 
conocido: un sistema federal. Hemos evitado 
el término Estado federal, ya que la UE no es 
un «estado» en el sentido tradicional webe-
riano. A pesar de que se han efectuado gran-
des avances en la UE en áreas relacionadas 
con la seguridad interior (cooperación poli-
cial y judicial) y, en menor medida, con la 
seguridad exterior (cooperación en defensa y 
misiones en el extranjero), la Unión está aún 
lejos de tener una capacidad coactiva dentro 
de sus propias fronteras.

Si no es un «Estado» federal, entonces 
qué tipo de sistema federal es la UE. Los aca-

démicos del federalismo definen un sistema 
federal como una forma de organización po-
lítica en la que las actividades del gobierno 
se dividen entre gobiernos estatales y un go-
bierno central, de tal manera que cada nivel 
del gobierno posee ciertas actividades sobre 
las que toma las decisiones finales 1. Una de-
finición tan amplia permite a los analistas 
distinguir a través de un continuo. Algunas 
federaciones están muy centralizadas, mien-
tras que otras están muy descentralizadas. 
Por razones que se explicarán a continuación, 
la UE se puede considerar como un sistema 
federal incompleto. El gráfico 1 muestra de 
forma esquemática dónde se podría situar la 
UE dentro del universo federal.

Evidentemente, muchos factores histó-
ricos ayudan a entender la variabilidad del 

1  Los académicos del federalismo han estado muy 
influenciados por el trabajo de W.  H. Riker (1964), 
Federalism: Origin, Operation, Significance, Boston, 
MA: Little, Brown.
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gráfico, que por cuestiones de espacio no se 
analizan en este capítulo. Sin embargo, po-
demos apuntar a un elemento fundamental 
que ayuda a modelar trayectorias institucio-
nales posteriores en sistemas federales. La 
clave está en tener en cuenta dos tipos de fe-
deralismos distintos. Por un lado está el tipo 
de federación «coming together», en la cual 
unidades políticas previamente separadas se 
integran para formar un Estado nuevo (nor-
malmente en respuesta a una crisis o ante 
la percepción de amenazas de seguridad del 
exterior). Por otro lado, está el modelo de 
federalismo «holding together», en el que el 
centro devuelve poder a las regiones con el 
fin de mantener la unión —una dinámica vi-
sible en países en proceso de federalización 
como España y Bélgica—  2. La diferencia 
entre las dos lógicas es fundamental. En el 
tipo «coming together» la política se forja de 
abajo hacia arriba, por lo general muy len-
tamente.

Normalmente, pocos poderes se delegan 
al centro durante el momento fundacional y 
los no delegados expresamente, los llamados 
poderes residuales, permanecen con las uni-
dades regionales. El centro acumula poderes 
lentamente, llegando a tardar incluso siglos 

2  La distinción entre las dos lógicas federales se 
hizo por primera vez por A. Stepan (1999), «Federa-
lism and democracy: Beyond the US model», Journal 
of Democracy, 10: 19-34.

en algunos casos, como fue el de Estados 
Unidos o Suiza —dos prototipos de este mo-
delo—. Obviamente el caso de la UE es un 
«coming together» que se fundó con el Tra-
tado de Roma en 1957, sin embargo su es-
tructura federal tal y como la conocemos hoy 
proviene del Tratado de Maastricht de 1993.

Cabe destacar algunos acontecimientos 
federalizantes importantes que habían te-
nido lugar en la UE previos al Tratado de 
Maastricht. Por ejemplo la serie de decisio-
nes del Tribunal de Justicia Europeo (TJCE) 
en la década de 1960, que establecían el 
efecto directo del Derecho comunitario, las 
elecciones al Parlamento Europeo en 1979 
y la firma del Acta Única Europea en 1986 
que introdujo el voto por mayoría cualifica-
da sobre cuestiones de mercado interior. No 
obstante, la «incompleta» estructura federa-
lista heredada de Maastricht ha sido revisa-
da periódicamente por tratados posteriores 
—más recientemente con el de Lisboa—. En 
la siguiente sección nos centraremos en el 
estado de la Unión tras la ronda de reforma 
constitucional atendiendo a i) su estructura 
institucional básica, ii)  sus características 
democráticas y iii)  sus políticas públicas. 
Cuando sea oportuno, se harán compara-
ciones pertinentes con otros sistemas. En la 
segunda parte se explica el porqué de este 
federalismo incompleto de la UE y a modo 
de conclusión se ofrecen algunas recomen-
daciones.

Gráfico 1
Continuum de la Federación (periférica-Centralizada)
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I.  �  El acuerdo constitucional 
de Lisboa desde la 
perspectiva federal

La Unión Europea, como ya hemos men-
cionado, tiene los atributos clásicos de un 
sistema federal en cuanto a una división de 
competencias entre niveles de gobierno (la 
Unión Europea y sus Estados miembros). 
Si bien esta característica vertical básica 
es común a todos los sistemas federales, lo 
que es menos reconocido son los elementos 
de la estructura federalista horizontal de la 
UE —es decir, el diseño de sus instituciones 
centrales—. Una característica federal cada 
vez más visible es una legislatura bicame-
ral que está compuesta por el Consejo de 
Ministros, que representa a los Estados, y 
el Parlamento Europeo, representando a los 
ciudadanos. Históricamente, el Consejo de 
Ministros ha sido el actor dominante en el 
proceso legislativo, aunque con el paso del 
tiempo los poderes legislativos del Parla-
mento Europeo han mejorado significativa-
mente. Desde el Acta Única Europea todos 
los sucesivos Tratados de la UE han conce-
dido más poder al Parlamento Europeo para 
equilibrar el poder con el Consejo. A pesar 
de que existen todavía importantes excep-
ciones en algunos ámbitos, como por ejem-
plo el de la política exterior, con el Tratado 
de Lisboa el procedimiento de codecisión se 
convirtió en el procedimiento más común. 
Además, Lisboa ha ampliado los pode-
res del Parlamento Europeo en materia de 
control de los tratados internacionales y el 
presupuesto, aunque de forma limitada. No 
hay más que mirar al otro lado del Atlánti-
co para ver cómo el Congreso de Estados 
Unidos defiende vigorosamente sus atribu-
ciones en estas dos áreas. No obstante, hay 
una diferencia obvia en relación con los po-
deres del Parlamento Europeo. A diferencia 
de otros sistemas federales, el Parlamento 
Europeo no tiene poder de iniciativa legis-
lativa. Sin embargo, se parece a otras asam-

bleas en su estructura de «Parlamento de 
Comités». El Parlamento Europeo es esen-
cialmente un «working Parliament» (Parla-
mento de Comités) similar al Congreso de 
los Estados Unidos, en contraposición a los 
parlamentos de debate, más característicos 
de las democracias europeas. La caracterís-
tica esencial de un Parlamento de Comité es 
que su forma de control no se ejerce a través 
de debates in situ, sino más bien a través de 
comités especializados.

Con respecto al Poder Ejecutivo en la 
UE, hay que tener en cuenta algunas im-
portantes distinciones. Hay dos formas de 
organizar la distribución del poder entre 
los órganos centrales de una federación: 
un sistema parlamentario o un sistema de 
separación de poderes. Algunas de las fede-
raciones clásicas, como Australia, Canadá y 
Alemania, tienen sistemas parlamentarios 
federales, mientras otras como Suiza y los 
Estados Unidos tienen sistemas de separa-
ción de poderes. La diferencia es que en los 
sistemas parlamentarios el poder se fusiona 
en el centro. El ejecutivo se extrae de la le-
gislatura tras las elecciones nacionales. El 
partido ganador o una coalición de partidos 
forman el gobierno. En los sistemas de se-
paración de poderes, el ejecutivo y el legis-
lativo están separados y no obtienen su legi-
timidad de las mismas elecciones. La Unión 
Europea es, en muchos aspectos, un sistema 
de separación de poderes. Es más, el ejecu-
tivo a nivel UE tiene una naturaleza dual al 
estar compuesto por la Comisión Europea, 
con poderes de iniciativa legislativa, y un 
Consejo Europeo, que reúne a los Jefes de 
Estado y establece los objetivos estratégicos 
de política de la UE. Con la entrada en vigor 
del Tratado de Lisboa, el Consejo Europeo 
ha sido incluido formalmente como una ins-
titución de la UE en el Tratado. No extra-
ña que esta forma de diseño institucional, 
con la Comisión encargada de la gestión del 
día a día de la Unión y el Consejo Europeo 
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como órgano máximo responsable durante 
momentos de crisis, crea una complicada re-
lación entre los dos órganos ejecutivos debi-
do a la superposición de responsabilidades 
en muchas áreas políticas. Con las recientes 
revisiones constitucionales ambos cuerpos 
han sido reestructurados. El Tratado de Lis-
boa ha proporcionado a la Comisión un ma-
yor protagonismo en política exterior y de 
seguridad a través del alto representante (un 
proto-ministro de Relaciones Exteriores), 
que ahora es apoyado por un cuerpo unifi-
cado diplomático. Por otro lado, el Conse-
jo Europeo está dirigido por un presidente 
responsable de la coordinación del Consejo. 
Cómo conseguirán estos dos presidentes (el 
de la Comisión y el del Consejo) coordinar 
sus responsabilidades, especialmente en el 
ámbito de la gobernanza económica, será un 
tema a seguir con interés. Desde una pers-
pectiva federal los órganos ejecutivos de la 
UE parecen ser bastante sui generis, no así 
su estilo colegiado —el Consejo Federal sui-
zo de siete miembros es un ejemplo de un 
ejecutivo colegiado—.

Otro elemento común a los sistemas fede-
rales es un poder judicial fuerte e indepen-
diente. El Tribunal de Justicia es claramente 
similar a algunos de los Tribunales federales 
homólogos propios de las federaciones clási-
cas. De hecho, podría decirse que el Tribu-
nal de Justicia Europeo es la más federal de 
las instituciones de la UE. Ha sido un actor 
poderoso en la vigilancia de la aplicación del 
Derecho comunitario. Al igual que su ho-
mólogo, el Tribunal Supremo de los Estados 
Unidos ha incluso revocado legislación co-
munitaria. Pero, a diferencia del más activis-
ta Tribunal Supremo de los Estados Unidos, 
el Tribunal de Justicia sólo lo ha hecho en 
algunas ocasiones muy contadas. Sin embar-
go, ha ido mucho más allá que el Tribunal 
Federal Suizo, que no tiene poderes de revi-
sión judicial de la legislación federal. Cabe 
destacar que la supremacía de la legislación 

de la UE no ha sido aceptada incondicional-
mente por los sistemas jurídicos nacionales 
(por ejemplo, el Tribunal Constitucional ale-
mán o el Conseil d’État francés). Como es el 
caso en otros sistemas federales, la percep-
ción de activismo judicial por parte de tri-
bunales federales puede generar reacciones 
políticas. En el caso de la UE la estructura 
de los tres pilares de Maastricht es un ejem-
plo de excluir ciertas políticas del control del 
Tribunal de Justicia, i. e. el segundo y tercer 
pilar, que abordan respectivamente temas 
de seguridad externa (relaciones exterio-
res) y seguridad interna (justicia y asuntos 
internos). Hasta cierto punto, el Tratado de 
Lisboa ha remediado a algunos de estos as-
pectos proporcionando más control judicial, 
come es el caso en cuestiones de asuntos de 
justicia e interior. Evidentemente, todavía 
hay margen para extender la competencia 
del Tribunal de Justicia a más ámbitos de la 
política y anclar constitucionalmente su su-
premacía.

Pasando ahora a cuestiones de democra-
cia y «accountability» (aquí entendida como 
responsabilidad y legitimidad política), un 
componente fundamental para el funciona-
miento de una democracia federal es la par-
ticipación ciudadana. Un momento decisivo 
en el caso de la UE fue la introducción de 
elecciones directas en 1979 a la Cámara que 
ahora conocemos como el Parlamento Euro-
peo. Una consecuencia de estas elecciones 
fue la evolución de un sistema competitivo 
de partidos a nivel de la UE. No es sorpren-
dente que el sistema de partidos de la UE 
también pueda compararse con los de otros 
sistemas federales, un ejercicio que a menudo 
se lleva a cabo por politólogos 3. A diferencia 
de los sistemas de partidos más centraliza-
dos de, por ejemplo Australia o Alemania, 

3  Véase, por ejemplo, el trabajo de S. Hix (2005), 
The political system of the European Union, Basing-
stoke, Palgrave Macmillan.

PARTE1-01.indd   26 16/11/11   17:06:29



El estado de la Unión. Una valoración comparativa

27

el sistema de partidos de la UE tiene una or-
ganización descentralizada y una cohesión 
ideológica baja. Esto se debe a que no hay 
partidos políticos auténticos a escala de la 
UE. En su lugar, lo que existen son familias 
de partidos políticos débilmente organizadas 
e ideológicamente bastante difusas. La UE 
no es única en tener, lo que los politólogos 
llaman, un sistema de partidos fragmentado; 
Suiza también tiene uno, mientras que Esta-
dos Unidos tiene un sistema de partidos muy 
descentralizado. Nada de esto significa que 
la política partidista esté ausente en la UE. 
De hecho los partidos políticos paneuropeos 
compiten vigorosamente y tienen un impac-
to significativo en el ámbito legislativo de la 
UE, así como en la selección de varios ejecu-
tivos de alto nivel. Por otra parte, una evolu-
ción muy importante es que los partidos eu-
ropeos votan en gran medida basándose en 
preferencias ideológicas (es decir, izquierda 
versus derecha), en lugar de motivos terri-
toriales. Por supuesto, las elecciones de los 
Estados miembros son mucho más promi-
nentes que las elecciones europeas —aunque 
hay que tener en cuenta que en los sistemas 
federales de Suiza o los Estados Unidos, por 
ejemplo, se tardó más de un siglo para que 
las elecciones federales fueran tan importan-
tes como las elecciones estatales con respec-
to a la participación—. No obstante, hoy en 
día las elecciones europeas están generando 
una creciente apatía (la participación se ha 
reducido de un 63 por 100 en 1979, a un 
43 por 100 en 2009), y son consideradas en 
gran medida como un voto a la labor de los 
partidos en gobierno, en lugar de una con-
tienda electoral sobre cuestiones europeas. 
Tal y como se realizan actualmente las elec-
ciones europeas no ofrecen un mecanismo 
robusto de responsabilidad y legitimidad 
democrática. Los académicos lo han deno-
minado el déficit democrático de la UE. Para 
otros, con concepciones de democracia me-
nos idealizadas, la UE se puede comparar 
favorablemente con muchos de sus Estados 

miembros  4. Obviamente esto no implica 
que no se pueda mejorar considerablemen-
te. Existe un amplio margen en cuanto a una 
mayor democratización de las instituciones 
de la UE. Pero en última instancia, las re-
formas que más importan —por ejemplo, la 
sugerencia de permitir la elección directa o 
indirecta del presidente de la Comisión— es-
tán en manos de los Estados miembros que, 
al fin y al cabo, son los «arquitectos» de los 
Tratados. Cabe reconocer que los problemas 
de responsabilidad democrática no sólo exis-
ten en la UE. De hecho, debido a sus múl-
tiples niveles de gobierno, son una fuente 
constante de controversia en sistemas fede-
rales. En particular, donde existen sistemas 
políticos de escala continental como en los 
Estados Unidos, la distancia entre el ciuda-
dano medio y el gobierno federal puede pa-
recer muy remota. En tal caso, con el tiempo 
se pueden desarrollar nuevos mecanismos 
de participación ciudadana, como ha sido la 
elección directa de senadores en los Estados 
Unidos. En otros casos, como es el suizo, 
se pueden crear nuevos instrumentos que 
permiten a los ciudadanos la posibilidad de 
vetar legislación federal. El Tratado de Lis-
boa ha introducido una importante reforma 
a este respecto. Ahora permite que los par-
lamentos nacionales desempeñen un papel 
potencialmente mucho mayor en el control 
del proceso legislativo de la UE. Bajo cier-
tas condiciones, los Parlamentos nacionales 
también podrán vetar la legislación comuni-
taria (por ejemplo, en áreas relacionadas con 
asuntos de justicia e interior).

Tal vez la innovación democrática más 
importante del Tratado de Lisboa —una que 
ha generado entusiasmo entre los teóricos de 
la democracia— es la introducción de la Ini-
ciativa Ciudadana Europea. El nuevo instru-

4  A. Moravcsik (2008), «The Myth of Europe’s 
“Democratic Deficit”», Intereconomics: Review of Eu-
ropean Economic Policy, 43(6), pp. 331-340.
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mento de democracia directa, disponible en 
2012, permitirá a un millón de ciudadanos 
de la UE, de al menos una cuarta parte de 
los Estados miembros, invitar a la Comisión 
a que presente propuestas legislativas en el 
marco de sus competencias. Mientras que la 
democracia directa a nivel federal existe en 
Australia y Suiza, la iniciativa ciudadana a 
nivel federal (un mecanismo de democracia 
directa desde abajo) es mucho menos común 
en sistemas federales. Entre las federaciones 
clásicas, la iniciativa ciudadana en el ámbi-
to federal sólo existe en Suiza. En los Esta-
dos Unidos, a pesar de sucesivas peticiones 
para su promulgación, la Iniciativa Nacional 
(como se le conoce en los Estados Unidos 
a la iniciativa ciudadana) siempre ha sido 
rechazada a nivel federal. El hecho de que 
la UE haya creado una iniciativa ciudadana, 
aunque sea una versión bastante más débil 
que el instrumento suizo, es en sí mismo una 
innovación institucional importante. Cómo 
se utilizará y su posible impacto institucional 
a largo plazo es, sin embargo, un tema difícil 
de anticipar. En el caso de Suiza, la iniciati-
va ciudadana fue empleada, rápidamente y 
muy efectivamente, por los opositores a una 
mayor centralización. Tal vez esto nos debe 
alertar a la importancia de hacer frente al in-
cremento de la oposición política al proyecto 
de la UE y el clima creciente de escepticismo 
—que son sin duda los mayores desafíos que 
enfrenta la Unión—. En este sentido, cabe 
señalar que el acuerdo de Lisboa ahora ofre-
ce una cláusula de secesión para los Estados 
miembros que deseen abandonar la Unión. 
Aunque se pueda encontrar este tipo de 
cláusula en algunos sistemas federales, son 
muy pocos los casos donde existe 5.

Habiendo descrito el marco institucional 
de la UE y sus similitudes con otros siste-
mas federales podemos ahora centrarnos en 

5  La Constitución Federal de Etiopía tenía tal 
cláusula.

el tema de políticas publicas. Esto, al fin y al 
cabo, es lo que más importa a los ciudada-
nos de la UE. Aquí las preguntas claves son: 
¿qué tipo de bienes públicos europeos ofrece 
la UE? y ¿en qué áreas de la política pública 
se especializa? Tomando la última pregunta 
como punto de partida se puede afirmar que 
la UE se especializa en un tipo de política, 
conocida como políticas reguladoras, por 
encima de todas las demás. El objetivo de 
las políticas reguladoras es influir en el com-
portamiento de los individuos u organizacio-
nes, como las empresas. Dentro del ámbito 
de políticas reguladoras se puede mencionar 
como ejemplos la normativa de los derechos 
de autor, leyes de privacidad o legislación 
de seguridad laboral. Hay una buena razón 
que explica porqué la UE se ha especializado 
en políticas reguladoras. Esto se debe al he-
cho de que las políticas de regulación gene-
ralmente requieren presupuestos mínimos, 
pues los costes de aplicación y cumplimien-
to se transmiten a las organizaciones priva-
das y/o públicas que operan en los Estados 
miembros. En lo que es el ámbito de la polí-
tica de regulación, la UE se ha especializado 
en las políticas de mercado único, como la 
eliminación de las barreras comerciales y la 
política de competencia, respecto a las que 
disfruta de competencias exclusivas. Es co-
mún que los sistemas federales se especiali-
cen en temas de comercio durante sus años 
de formación mientras desarrollan mercados 
más integrados que trascienden fronteras 
regionales. Además, disposiciones constitu-
cionales tales como la cláusula de comercio 
interestatal estadounidense, el equivalente 
funcional del mercado interior de la UE, pro-
porcionan la base legal para la regulación en 
los ámbitos políticos adyacentes conectados 
al funcionamiento del mercado. Esto expli-
ca la expansión de la política reguladora en 
áreas como la regulación social, la sanidad y 
seguridad, la regulación ambiental, protec-
ción del consumidor y muchos otros sectores 
que se justifican en términos de protección 
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del mercado interior de la UE. Esta dinámica 
regulativa resultará muy familiar a cualquier 
jurista estadounidense.

Otro tipo de política en la que la UE está 
inmersa es la política distributiva. Esta polí-
tica incluye bienes públicos que se distribu-
yen entre toda la población. El ejemplo más 
destacado en la Unión Europea es la política 
monetaria. El Banco Central Europeo es el 
único responsable de definir y ejecutar la po-
lítica monetaria (incluyendo el ajuste de los 
tipos de interés) de aquellos Estados miem-
bros cuya moneda es el euro. Otra política 
que tiene un componente de distribución es 
la política de I+D de la Unión, que se ne-
gocia en paquetes multianuales. Otras áreas 
políticas que tienen una dimensión distri-
butiva, y que son cada vez más relevantes, 
son los relacionados con la política de segu-
ridad interior y exterior. Desde el Tratado de 
Amsterdam, y los tratados sucesivos a partir 
de éste, la UE ha adquirido nuevas compe-
tencias e instrumentos para actuar en áreas 
relacionadas con la seguridad interna, como 
la justicia y los asuntos interiores. A conse-
cuencia de esto, las políticas relacionadas 
con la seguridad interior ha sido una de las 
áreas de crecimiento en la actividad política 
de la UE durante la década del 2000. Lisboa 
ha continuado en esta línea.

Hay una política en la que la UE está se-
veramente limitada. Se trata de su política 
redistributiva, y se refiere a las políticas que 
otorgan beneficios, a menudo económicos, 
de un segmento de la sociedad a una circuns-
cripción más reducida. Las políticas redistri-
butivas, como nos ha recordado la crisis de 
la eurozona, tienden a ser las más politizadas 
y conflictivas de todas las políticas, ya que 
llevan implícitas transferencias —por lo ge-
neral de fondos económicos— de un grupo 
a otro. El hecho de que las políticas redis-
tributivas estén tan politizadas en la UE no 
debería ser una sorpresa, ya que se generan 
similares dinámicas conflictivas en otros sis-

temas federales, como es el caso de Canadá, 
por ejemplo. No obstante, desde una pers-
pectiva comparativa la Unión parece estar 
particularmente mal equipada para partici-
par en esta forma de actividad política, dado 
su escasísimo presupuesto en proporción 
al PIB de la UE (alrededor del 1 por 100). 
Sin embargo, a pesar de estas limitaciones, 
la UE ha forjado un conjunto de políticas 
redistributivas en áreas relacionadas con la 
agricultura, la pesca y la política regional en 
general. Aunque en relación al PIB de la UE 
las transferencias redistributivas netas pue-
dan ser muy pequeñas, para los que reciben 
fondos de la UE (los Estados más pobres, 
las regiones atrasadas y los agricultores) las 
cantidades reales pueden ser bastante gran-
des. Para las principales regiones beneficia-
rias los fondos de la política regional de la 
UE pueden ser muy significativos, llegando 
hasta el 3,5 por 100 del PIB. Aparte de su 
pequeñísimo presupuesto, lo que diferencia 
claramente a la UE de todos los demás siste-
mas federales (por el momento) es la falta de 
una base fiscal independiente 6. Tales cues-
tiones fiscales/presupuestarias han estado 
demasiado conflictivas para resolverse en las 
sucesivas revisiones del Tratado.

En cuanto a los tipos de políticas tratadas 
hasta el momento, el acuerdo de Lisboa ha 
simplificado la capacidad de regulación de 
la Unión, extendiendo el voto por mayoría 
cualificada a nuevas áreas. Por ejemplo, la 
capacidad de la Unión para actuar ha sido 
reforzada en el ámbito de la cooperación po-
licial y judicial. La enorme carencia, no tra-
tada en Lisboa (o por su predecesor), es la 
capacidad de la UE de participar en las polí-
ticas redistributivas. En realidad, las cuestio-
nes relacionadas con las transferencias fisca-
les no tenían un lugar tan destacado como 

6  Hay un elemento independiente en el presupues-
to de la UE a través de un impuesto del IVA, pero en la 
actualidad representa sólo 14.000 millones de euros.
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luego adquirieron durante la crisis financiera 
que barrió la eurozona. Durante los años del 
boom de la década del 2000 las élites po-
líticas de la UE creían que, en cuanto a la 
zona del euro se refería, el pacto de estabi-
lidad y crecimiento era suficiente para man-
tener económicamente y monetariamente a 
la Unión. Pocos meses después de entrar en 
vigor el Tratado de Lisboa el tsunami finan-
ciero se apodera de la zona euro y destruye 
este optimismo ¿Hasta qué punto puede en-
tonces hacer frente la solución constitucional 
lograda por Lisboa a algunos de los desafíos 
internos y globales más urgentes que encara 
la Unión?

II.  �  Más allá de la solución  
de Lisboa

El argumento presentado hasta el momen-
to es que la UE ha sido objeto de un proceso 
de lenta federalización desde su creación. El 
actual acuerdo constitucional de Lisboa sólo 
puede entenderse en este contexto. Para ello 
se limita a seguir un camino bien trazado de 
creciente cambio institucional, que implica 
la transferencia de nuevas, pero cada vez 
más limitadas, competencias hacia el centro 
a fin de capacitar a la Unión para hacer fren-
te a nuevos desafíos.

En este sentido Lisboa representa una 
menor reforma constitucional que el Tratado 
de Maastricht, por ejemplo. Sin embargo, el 
actual acuerdo de Lisboa es un buen punto 
de partida. Comparativamente, el presente 
acuerdo de Lisboa sale bastante bien parado 
en comparación con otros sistemas federa-
les (ver tabla). La estructura federal básica, 
aunque, de manera muy periférica, es visi-
ble. Aunque de manera lenta, la legitimación 
democrática y unos mayores mecanismos de 
rendición de cuentas están evolucionando. 
Lo mismo sucede con el ámbito de compe-
tencias a nivel federal o de la UE, que se han 

ampliado. De hecho, Lisboa proporciona la 
maquinaria institucional para que la Unión 
actúe en casi todas las políticas. Sin embar-
go, hay dos áreas en particular en las que el 
proceso de federalización está notoriamente 
incompleto. Estas son las reglas que rigen 
los cambios constitucionales y las competen-
cias presupuestarias/fiscales. Es aquí donde 
la UE puede aprender de soluciones fede-
rales ya existentes que han demostrado ser 
sostenibles en el tiempo. Las dos áreas son 
evidentemente indisociables, y la fuente de 
conflicto político en muchas federaciones. 
En la UE estas dos cuestiones generan agrias 
discusiones, y nunca han sido abordadas 
realmente por ninguna de las reformas de 
los sucesivos tratados desde mediados de la 
década de 1980.

Comencemos con las normas que rigen 
los cambios constitucionales en la UE, ya 
que en muchos aspectos son el origen de la 
anomalía central, cuyas repercusiones re-
verberan en todo el sistema. Ningún sistema 
político puede desarrollarse o sobrevivir por 
mucho tiempo sin tener una capacidad de 
adaptación. En el caso de las federaciones, 
la adaptación en un contexto federal tiende 
a generar conflictos constitucionales sobre 
la redistribución de poderes entre los go-
biernos centrales y estatales. La UE no es 
diferente en este sentido. Desde el Acta Úni-
ca Europea, los principales cambios consti-
tucionales se han empaquetado a través de 
sucesivas revisiones de los Tratados de la 
UE. El proceso es similar al de la enmienda 
constitucional o la revisión de los sistemas 
federales. Contrariamente al conocimiento 
convencional, la UE ha sido capaz de rea-
lizar cambio institucional muy notable. De 
hecho, su maquinaria institucional se ha 
adaptado a diversas perturbaciones, de la 
euroesclerosis de los años setenta y ochenta, 
al colapso del orden mundial bipolar, pasan-
do por los diversos ataques terroristas en los 
Estados Unidos y en territorio europeo. To-
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dos estos retos han ido acompañados de im-
portantes adaptaciones institucionales, tales 
como el camino hacia la Unión Económica 
y Monetaria, la incorporación de países de 
Centro y Este de Europa en la órbita de la 
UE y las nuevas políticas en los campos de 
seguridad interna y externa —por citar unos 
cuantos ejemplos ilustrativos—. Es verdad 
que la intensa actividad constitucional en 
las últimas dos décadas (cinco rondas suce-
sivas de revisión de los Tratados) ha dotado 
a la UE de los instrumentos y los poderes 
necesarios para actuar en muchas nuevas 
políticas. Lo que ha quedado patente con 
este tipo de evolución constitucional es que 
la revisión de los Tratados es una ardua ta-

rea por su rigidez, si bien carente de grandes 
fracasos. En pocas palabras, el problema es 
que el cambio constitucional de la UE está 
muy limitado por un requisito de «doble 
unanimidad». En primer lugar, la modifica-
ción del Tratado requiere una Conferencia 
Intergubernamental (CIG), sometida a la 
aprobación unánime de los ejecutivos de 
los Estados miembros. En segundo lugar, el 
Tratado sólo puede entrar en vigor tras la 
ratificación nacional de todos los Estados 
miembros, que también está sometida a la 
aprobación unánime. Tomando cualquier 
punto de referencia federal, las reglas que 
rigen el cambio constitucional en la UE son 
particularmente rígidas.

Tabla 1

La UE a partir de una perspectiva comparativa federal (UE + cinco federaciones clásicas)

División 
horizontal 
de poder

Tipo  
de Ejecutivo

Poder de 
veto de la 
Cámera 
Superior

Comité 
Inter-gube-
narmental 
de Minis-

tros

Frecuencia 
de intentos 
de modifi-

cación

Apro-
bación 

Estatal de 
cambios 
constitu-
cionales

Referendos 
sobre cam-
bios consti-
tucionales

Revisión 
judicial de 
la federa-

ción

Sistema de 
partidos: 
Nivel or-

ganizativo 
centrali-

zado

Australia No Parlamentario Sí Sí Media Sí Sí Sí Alto

Canadá No Parlamentario No Sí Baja Sí A veces Sí Medio

Alemania No Parlamentario Sí Sí Baja Sí No Sí Alto

Suiza Sí Colegial Sí No Alta Sí Sí No Bajo

Estados Unidos Sí Presidencial Sí No Baja Sí No Sí Bajo

Unión Europea Sí Colegial Sí Sí Alta Sí A veces Escasa Bajo

Tabla 1 (cont.) 

Sistema de  
partidos: grado  

de cohesión  
ideológica

Estilos  
de toma  

de decisiones

La fuerza de  
las identidades 

regionales

Independencia del  
banco central

Uniformidad  
fiscal  

del Estado

Única  
administración 

tributaria

Australia Alta Mayoritaria Baja Sí Sí Sí

Canadá Baja Mayoritaria Alta Sí Sí Sí

Alemania Alta Consensuada Baja Sí Sí Sí

Suiza Media Consensuada Alta Sí No No

Estados Unidos Alta Mayoritaria Baja Sí No No

Unión Europea Baja Consensuada Muy Alta Sí No No
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Lisboa —y anteriormente el Tratado 
Constitucional— trataron de abordar el 
problema de la «unanimidad» de varias 
maneras, pero poco se ha logrado hacer al 
respecto. Es cierto que ha habido intentos 
de inyectar una mayor flexibilidad constitu-
cional, las llamadas cláusulas de pasarela, 
introducidas en tratados anteriores, y que 
permiten a la Unión modificar los procedi-
mientos de votación en el Consejo en ciertas 
áreas. Por otra parte, también se ha intro-
ducido un procedimiento simplificado de re-
visión que no requiere de una Conferencia 
Intergubernamental. No obstante, el proce-
dimiento de revisión simplificado no puede 
utilizarse para aumentar las competencias de 
la Unión. Además, se requiere la unanimi-
dad en el Consejo Europeo y la ratificación 
nacional unánime. De hecho, fue el nuevo 
procedimiento simplificado de revisión el 
que se ha utilizado para la modificación del 
Tratado de marzo de 2011, que ha estable-
cido la base legal para un fondo de carácter 
más permanente que estabilice la eurozona. 
En otras palabras, Lisboa no ha abordado el 
problema de la rígida doble exigencia de una-
nimidad para el cambio constitucional. Por 
el momento, esta exigencia —rígida incluso 
para los estándares de muchos organismos 
internacionales— seguirá siendo una carac-
terística especialmente distintiva del paisaje 
constitucional de la UE.

Recientes acontecimientos en el Reino 
Unido han agravado el problema de la una-
nimidad. Una ley de julio de 2011 —The 
European Union Act— introdujo un verda-
dero «bloqueo británico del referéndum». 
La ratificación de nuevos Tratados desen-
cadenarán automáticamente un referéndum 
en el Reino Unido. Ni siquiera el recurso al 
procedimiento de revisión simplificado de 
Lisboa ayudará, ya que también está sujeto 
a la restricción de la unanimidad y de la ra-
tificación doméstica. Aunque Irlanda haya 
utilizado el referéndum como mecanismo de 

ratificación desde el Acta Única Europea, el 
requisito de referéndum del Reino Unido es 
tan amplio que resulta difícil apreciar qué 
reforma significativa podría llevarse a cabo 
sin desencadenar un referéndum. A diferen-
cia de Irlanda —hasta hace poco uno de los 
miembros más pro-europeos—, Reino Uni-
do es históricamente uno de los países más 
euroescépticos. Las posibilidades de aprobar 
nuevos paquetes constitucionales de la UE 
bajo la amenaza del bloqueo del referéndum 
en el Reino Unido son especialmente som-
brías. Esto equivale a un veto intolerable por 
parte del Reino Unido sobre la futura evolu-
ción constitucional de la UE.

Las normas que rigen el cambio constitu-
cional afectan a todo el edificio de la UE. En 
ninguna parte ha sido esto más evidente que 
con la crisis financiera y su transformación 
en una crisis total en la eurozona. La crisis 
monetaria ha puesto de manifiesto las inade-
cuadas estructuras del sistema de la UE para 
hacer frente a uno de sus mayores desafíos 
hasta el momento: hacer frente a un shock 
asimétrico en una o varias de sus regiones. 
Sabemos cómo los sistemas federales se en-
frentan a estas perturbaciones. En primer lu-
gar, tienen la opción de recurrir a una serie 
de instrumentos redistributivos capaces de 
realizar funciones de estabilización fiscal y 
macroeconómica. En segundo lugar, también 
disponen de otras herramientas, tales como 
la capacidad de emitir bonos. En tercer lugar, 
un tesorero (o ministro de finanzas) habla 
con una sola voz en nombre de la federación 
y es responsable de la integridad del sistema 
financiero. Teniendo en cuenta el presupues-
to minúsculo de la UE (alrededor del 1 por 
100 del PIB de la UE), es muy poco lo que 
puede hacer ésta en cuanto a las funciones de 
estabilización fiscal y macroeconómica. Res-
pecto al punto dos, se han tomado algunas 
medidas adicionales a través de la creación 
del Fondo Europeo de Estabilidad Financie-
ra (que será reemplazado por el Mecanismo 
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Europeo de Estabilidad), que es una forma 
embrionaria de euro-bono, incluso si no se 
le denomina de esta manera. Finalmente, la 
idea de un Tesoro del Euro ha sido lanzada 
recientemente por el gobernador del Banco 
Central Europeo. Esto pone de manifiesto 
que aunque los remedios políticos para de-
fender el euro son aparentemente simples, 
su puesta en práctica es más difícil. Poner 
en marcha una combinación política (policy 
mix) que involucre los tres elementos ante-
riores será uno de los desafíos a los que se 
enfrenta la Unión a medio plazo. Aún queda 
por ver si la crisis financiera va a constituir 
una típica amenaza que empuje a las élites 
estatales a buscar una mayor federalización.

III.    Recomendaciones

El acuerdo constitucional de Lisboa ha 
evidenciado una incapacidad para hacer 
frente a los desafíos de la Unión. Esto no es 
de extrañar, ya que Lisboa, contrariamente a 
las opiniones de algunos comentaristas po-
líticos, nunca podría haber puesto fin a ese 
tradicional proceso de modificación del Tra-
tado. Tras la entrada en vigor de Lisboa en 
diciembre de 2009, lo que sorprende es la 
rapidez con que la revisión del Tratado vuel-
ve a estar en la agenda política. Esto se debe 
a que la estructura institucional heredada de 
Maastricht y revisiones posteriores sólo han 
logrado crear un sistema federal incompleto 
y, por tanto, un sistema político inestable. 
Se necesitarán abordar una serie de cambios 
entre los que deberán figurar los siguientes:

Una nueva Convención Constitucional: 
Cambiar el Tratado vuelve a estar en la agen-
da. La crisis de la eurozona ha hecho que 
una modificación del Tratado sea inevitable 
a medio plazo, es decir, en los próximos dos 
o tres años. Ésta es una evolución normal y 
debería ser entendida como una oportuni-
dad. Una nueva Convención (con delegados 

seleccionados de parlamentos de los Estados 
miembros) debería elaborar un proyecto de 
reforma constitucional en un plazo de, diga-
mos, seis meses o un año.

Ratificación nacional: Será imposible ig-
norar la demanda de participación popular 
en el proceso de ratificación del nuevo Trata-
do. Una opción sería la de adelantarse a esa 
demanda mediante el establecimiento de un 
referéndum pan-europeo. Al mismo tiempo 
la UE tendrá que contemplar un modelo en 
el que los países que no hayan ratificado el 
nuevo Tratado (ya sea por medio de referén-
dum o los órganos legislativos nacionales) se 
mantengan fuera de la órbita constitucional 
—al menos hasta que puedan ratificarlo—.

En otras palabras, la UE debe cambiar su 
actual modelo de ratificación, en virtud del 
cual todos los Estados miembros adoptan de 
manera uniforme el nuevo Tratado. La ratifi-
cación nacional uniforme en todos los Esta-
dos miembros de la UE ya no es un modelo 
constitucional viable. Reconocer un espacio 
que permita constitucionalmente una inte-
gración variable es la única forma admisible 
de conciliar los diferentes intereses de los 
Estados miembros.

Superar el problema de la unanimidad: 
El nuevo tratado tendrá que superar el re-
quisito de la unanimidad para las normas 
que rigen el cambio constitucional en el fu-
turo. Algún tipo de mayoría absoluta (sin 
duda con un umbral muy alto) será necesa-
ria para permitir a la UE hacer frente a los 
desafíos que enfrenta. Éste será uno de los 
temas constitucionales más difíciles de resol-
ver. Hay que tener en cuenta que la UE tiene 
en la actualidad un requisito de «doble una-
nimidad». Lo que se plantea aquí es que se 
elimine el requisito de unanimidad respecto 
a las ratificaciones domésticas de tratados o 
reformas constitucionales.

Introducir mayor dosis democrática en 
los cambios constitucionales: Si se supera el 
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problema de la unanimidad, una ruta a te-
ner en cuenta para la ratificación de futuras 
revisiones constitucionales es el referéndum 
pan-europeo. No hay que olvidar que las re-
visiones constitucionales podrían seguir es-
tando sujetas a un requisito de unanimidad 
en el seno del Consejo. La diferencia sería 
que el voto popular paneuropeo constituiría 
el mecanismo de ratificación nacional. El re-
feréndum constitucional de la UE sería obje-
to de una doble mayoría, tal vez dos tercios 
de los Estados miembros y de los electores 
de la UE, para que la ratificación constitu-
cional entrara en vigor. Esto sería útil para 
transformar el estado actual de las de elec-
ciones europeas —que hoy en día funcionan 
más como un referéndum sobre el desem-
peño de los gobiernos en el poder— en una 
contienda electoral verdaderamente europea 
sobre un asunto europeo. Evidentemente, 
este tipo de votación tendría consecuencias, 
como por ejemplo el peligro de estar en el 
bando perdedor. Sin embargo, dado que los 
ciudadanos de los Estado miembros están 
ya acostumbrados a que sus representantes 
pierdan votaciones en el Consejo, esto no su-
pondría sino un paso más.

Unión fiscal: Para aquellos Estados miem-
bros que han adoptado el euro, una mayor 

unión fiscal es inevitable. De hecho, está ya 
en marcha una hoja de ruta hacia una ma-
yor cooperación fiscal que comporte varias 
etapas y parecida, por ejemplo, al programa 
del mercado único de 1992, debería figurar 
en el nuevo Tratado. Aparte de varios instru-
mentos de supervisión y vigilancia que ine-
vitablemente formarían parte de este nuevo 
pacto fiscal, la hoja de ruta debería conducir 
a un Tesoro de la zona euro y proporcionar 
a la UE la posibilidad de emitir bonos (ya se 
llamen así o de otra forma).

Presupuesto de la UE: Es evidente que el 
actual presupuesto de la UE es insuficiente 
para hacer frente a los desafíos que enfrenta 
su gobernanza. Ya en la década de los seten-
ta se recomendó que el presupuesto comuni-
tario ascendiera al 2,5 por 100 del PIB. Hoy 
en día esto es aún más imperativo. Para ello 
existen posibles nuevas fuentes de ingresos, 
como impuestos sobre el sector financiero, 
un impuesto del carbono, un impuesto de 
aviación, una porción más grande del IVA 
o del impuesto de sociedades, por nombrar 
sólo algunas posibilidades. En última ins-
tancia, debería considerarse alguna forma 
de redistribución a nivel comunitario para 
compensar la tendencia deflacionaria que 
acompañaría una mayor unión fiscal.
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I. � Gobernanza, sociedad civil 
y esferas públicas europeas 
como respuesta a la crisis 
de legitimidad de la UE

El debate en torno a la legitimidad y los 
déficits democráticos en la UE es relativa-
mente reciente. En el proceso de construc-
ción europea se tardó más de tres décadas 
en reconocer de manera explícita su carác-
ter democrático, sancionado por vez prime-
ra con el Acta Única en 1986, cuando un 
mercado común se ampliaba con la incor-
poración de los nuevos miembros recien-
temente democratizados, Grecia, Portugal 
y España. El paso más importante dentro 
de la estrategia para «acercar Europa a los 

ciudadanos» fue el Libro Blanco sobre la 
Gobernanza presentado por la Comisión en 
2001 (LBG en adelante), donde el grado de 
apertura de las instituciones europeas y la 
participación de «la sociedad civil europea» 
se presentan como dos cuestiones a abor-
dar para mejorar tanto la legitimidad como 
la eficiencia en la resolución de problemas. 
Este governance turn supone valorizar la 
influencia de actores no estatales en la ela-
boración de políticas públicas y el papel de 
la sociedad civil en la promoción del diá-
logo para la innovación social, aportación 
hasta ese momento desconsiderada en los 
tratados y en los documentos de la UE. Sin 
embargo, esta perspectiva va a ser progresi-
vamente cuestionada en su coherencia por 
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diversos actores —sobre todo «expertos» y 
vinculados a organizaciones y movimientos 
sociales— por sus excesos liberalizadores. 
Por ejemplo, la Comisión contempla como 
sociedad civil a «todo el conjunto de grupos 
de interés», mientras los actores sociales 
buscan «cerrar» el tercer sector a los actores 
lucrativos, como ha puesto de manifiesto 
el Grupo de Contacto de la Sociedad Civil 
(http://www.act4europe.org/code/en/de-
fault.asp).

Con este pulso en su interior, las distin-
tas iniciativas van abriendo un nuevo cam-
po europeo de participación donde se dis-
puta el empoderamiento de la ciudadanía. 
Tras los noes en los referéndums francés y 
holandés al Tratado Constitucional europeo 
en 2005, la Comisión lanzó la iniciativa Plan 
D (Democracia, Dialogo y Debate) con los 
objetivos de promover la participación de 
la ciudadanía en las instituciones comuni-
tarias. De este marco han surgido algunas 
de las propuestas de experimentación par-
ticipativas más importantes de los últimos 
años, aunque en su desarrollo normativo se 
observan derivas contradictorias que hacen 
perder peso a la inicial referencia jurídica 
que ganó la democracia participativa. Ex-
plícitamente citada en el llamado Tratado 
Constitucional (art.  47), queda eliminada 
en el Tratado de Lisboa, pasándose a ma-
nejar una definición confusa y ambigua 
ceñida conceptualmente a transparencia, 
principios de publicidad y subsidiariedad 
en las acciones. Además, desde la perspec-
tiva participativa, este último principio ha 
ido perdiendo su potencial innovador, resin-
tiéndose de casi veinte años de lecturas e 
interpretaciones basadas fundamentalmen-
te en la realización de protocolos que han 
prestado mayor atención a la dimensión 
vertical (la referida a la relación entre los 
niveles institucionales) que a la dimensión 
horizontal (la relación entre sociedad políti-
ca y sociedad civil).

En la actualidad, el análisis de la cons-
trucción de la esfera pública europea se 
mueve entre dos corrientes. Una pers-
pectiva elitista que asume las esferas pú-
blicas transnacionales como segmentadas 
y definidas como espacios comunicativos 
centrados en elementos institucionales 
concretos y dominados fundamentalmente 
por élites económicas y políticas. Frente 
a ella una perspectiva realista que piensa 
la esfera pública europea a partir de una 
«europeización de las esferas públicas na-
cionales», donde se plantea la necesidad 
de promover una dimensión fundamental-
mente mediática a partir de dos requisitos. 
Primero, el incremento de la cobertura de 
las temáticas tratadas y de las acciones 
emprendidas por los actores europeos, 
donde puedan percibirse «tratados como 
interlocutores válidos, como parte de ese 
“nosotros” a partir del cual surge una co-
munidad de comunicación» (Risse, 2002: 
6). Segundo, atender la evolución de estos 
procesos usando perspectivas problemati-
zadoras, que vayan más allá de los intere-
ses nacionales. En ambos casos el rol de 
los medios de comunicación nacionales 
(ante la ausencia de una lengua común y 
de medios de comunicación pan-europeos, 
y frente a la perentoria necesidad de de-
batir la identidad europea) será un tema 
fundamental a ser debatido entre actores 
institucionales y de la sociedad civil cre-
cientemente movilizada en el contexto de 
la crisis. Lamentablemente, el recorrido de 
una propuesta de mínimos como EURO-
NEWS, enfrentando en los últimos años 
múltiples dificultades para incorporarse a 
la programación ampliada de la televisión 
digital, es un exponente de la marginalidad 
de trato dispensado a este tipo de iniciati-
vas por parte de las actuales élites políticas 
nacionales y comunitarias, que dejan la co-
municación pública en manos de la inicia-
tiva mercantil.
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II. �E ntre el diÁlogo social  
y las iniciativas  
de participación: ¿una 
gobernanza asimétrica?

Diez años después del LBG la mayor par-
te de las prácticas de participación de orga-
nizaciones de la sociedad civil en las políti-
cas comunitarias se siguen dando en torno a 
la Comisión Europea. Pero lejos de existir un 
régimen claro, reglamentado y sistemático, 
hay una pluralidad de prácticas de consulta 
que en algunos casos muestran una impor-
tante informalidad. De hecho, para muchas 
organizaciones de la sociedad civil (en ade-
lante OSC), especialmente ONG, su «princi-
pal reivindicación ha consistido en pedir el 
desarrollo de un diálogo civil que institucio-
nalice la consulta regular de la sociedad civil 
organizada al principio del proceso legislati-
vo» (Bouza, 2010: 10).

Además la Comisión Europea no es un 
todo homogéneo, así que las relaciones pre-
vias existentes con la sociedad civil, la vo-
luntad política, el diseño institucional van 
a hacer que las relaciones de las diferentes 
Direcciones Generales (en adelante DG) con 
las OSC varíen. Mientras que algunas como 
las de política agraria cuentan con un régi-
men de consulta más establecido, las «DG 
más orientadas al mercado han sido más va-
cilantes a la hora de usar instrumentos tales 
como las consultas online, y cuando las usan 
están más orientadas a representantes de 
grupos de interés que al público en general» 
(Kohler-Koch, 2010b: 9).

Se continúa manteniendo el acceso fun-
damentalmente vinculado a la fase de ela-
boración de políticas, consolidándose una 
práctica donde «la inclusión en las fases de 
monitoreo y evaluación de las políticas son 
una clara excepción». Lo que hace pensar 
que la participación es entendida por la Co-
misión como un mecanismo funcional para 

incrementar su legitimidad ante otras insti-
tuciones europeas, más que dar a las ONG 
o al resto de OSC un rol significativo dentro 
del ciclo político. Se produce, por tanto una 
retórica de participación vinculada a una 
legitimidad funcional y corporativista. De 
esta manera se establece una jerarquía de 
acceso, puesto que «esta concepción define 
la participación en términos funcionales, lo 
que significa que el derecho de la ciudada-
nía a participar depende de los recursos que 
introducen en el proceso político» (Finke, 
2007: 6).

Sin embargo, no es esta legitimidad fun-
cional el único aspecto discutible en la par-
ticipación de la sociedad civil en la UE. En 
2007, Thomas Perssons analizó las 6.000 
contribuciones a la consulta online sobre la 
política química de la UE, resultando que 
más de dos tercios de los comentarios, su-
gerencias, ideas, etc., pertenecían a la indus-
tria química, mientras que sólo el 6 por 100 
procedía de ONGs u otros grupos similares. 
Años después, a la hora de evaluar las prác-
ticas de consulta y diálogo con la sociedad 
civil, se mantienen «importantes asimetrías, 
las “organizaciones vinculadas al mercado” 
como las asociaciones profesionales o de ne-
gocios, son de lejos mucho más numerosas 
que las de interés general. De manera simi-
lar se produce una distorsión en la represen-
tación territorial. La parte nord-occidental 
está sobre-representada en comparación con 
el sur y el este» (Kohler-Koch, 2010b: 3).

Dentro de la dinámica habitual del lobby 
europeo, la Comisión ha sido la arena fun-
damental de acción de los mismos. Tras la 
aprobación del Tratado de Lisboa, la actua-
ción de los lobbies se ha extendido también 
al Parlamento. En esta readaptación de las 
estrategias de presión se está produciendo 
una nueva asimetría en los diferentes roles 
que en el proceso de gobernanza comunitaria 
tienen los diferentes actores de la denomina-
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da «sociedad civil europea». Los grupos em-
presariales, que cuentan con recursos para 
desarrollar estrategias más sofisticadas en el 
nuevo escenario institucional, pueden utili-
zar múltiples vías de lobby, mientras que las 
ONG y otras entidades sociales se centran 
mayoritariamente sólo en una institución. Es 
evidente que aquellos grupos con capacidad 
para ejercer lobby en diferentes institucio-
nes simultáneamente obtendrán una mayor 
influencia.

Para regular el comportamiento de los 
lobbies, la Comisión Europea lanzó entre 
2005 y 2006 la Iniciativa para la Transpa-
rencia Europea. El proceso de consulta a la 
sociedad civil (de unos cuatro meses) que 
siguió a la propuesta de la Comisión tuvo 
tres problemas: a)  el feedback de la Comi-
sión respecto de las recomendaciones hechas 
por las OSC se consideró pobre; b) el escaso 
tiempo de consulta otorgado, y c) el peso de 
las organizaciones con intereses económicos 
fue mucho mayor que el de otras como las 
ONG en la consulta. Este proceso mostró la 
dificultad de alcanzar consensos respecto a 
códigos de conducta comunes entre organi-
zaciones de negocios y de la sociedad civil, 
de modo que la Comisión optó por liderar el 
proceso tras las consultas 1.

1  Si bien esta afirmación no implica considerar 
que desde el Parlamento Europeo no se haya puesto 
en marcha ninguna iniciativa de diálogo con la so-
ciedad civil. El proyecto Agora, es un espacio de in-
tercambio y debate con actores de la sociedad civil 
(conservando la consideración de sociedad civil que 
se hace en la Comisión Europea). Se han celebrado 
tres foros hasta el momento: 2007 (Futuro de Euro-
pa, retos, oportunidades e instrumentos derivados 
de los tratados); 2008 (Cambio climático) y el más 
reciente en 2011 (Pobreza y crisis financiera). Su 
carácter de mera recolección de opiniones y su es-
casa relación con decisiones o propuestas finales del 
propio Parlamento Europeo, son elementos que esta 
iniciativa comparte con la mayoría de los procesos 
de participación desarrollados desde la Comisión, en 
especial con aquéllos orientados a la ciudadanía no 
organizada. 

En el resultado final triunfa la perspec-
tiva defendida por las organizaciones de 
negocios. Según su postura era necesaria la 
autorregulación (plasmada en el registro de 
entidades, piedra angular de la iniciativa, 
para que fuera voluntario, no obligatorio), 
al mismo tiempo que señalaban que los re-
quisitos de transparencia que se estaban 
planteando eran contrarios al derecho a la 
privacidad de las corporaciones con las que 
trabajaban 2. De esta forma el registro de en-
tidades quedó limitado a una herramienta 
voluntaria, con pocos datos sobre las enti-
dades participantes y con escasas sanciones 
que sería sometida a evaluación en 2009.

Según una investigación de ALTER-EU, 
en marzo de 2010 aún faltaba por registrarse 
el 60 por 100 de las entidades de lobby que 
operaban a nivel europeo 3, entre ellas algu-
nas de las agencias de lobby vinculadas a las 
corporaciones más importantes de la indus-
tria europea. Además la información facili-
tada resulta inútil en muchos casos e impide 
hacer un diagnóstico claro de quién, dónde 
y con qué estrategias se están realizando ta-
reas de lobby 4. Si bien se están planteando 
reformas que incentivan el registro de las 
organizaciones, éste sigue siendo voluntario, 
de manera que los grupos más importantes 
del lobby europeo continúan actuando en un 
marco de reducida transparencia  5. Escán-
dalos recientes como el que los periodistas 
de la cadena BBC levantaron en marzo de 
2011 sobre sobornos a parlamentarios eu-

2  http://act4europe.horus.be/module/FileLib/
CSCG%20Briefing%20April%2007%20final.pdf 
(consultada el 1 de junio de 2011).

3  http://www.alter-eu.org/about-lobbying-trans-
parency (consultada el 2 de junio del 2011).

4  http://www.alter-eu.org/documents/briefings-
info-sheets/2010/03/11/blacklist-of-unregistered-
lobbying-consultancies (consultada el 2 de junio de 
2011).

5   h t t p : / / w w w. a l t e r - e u . o r g / d o c u m e n t s / 
2010/10/06/why-the-eu-lobby-register-needs-fixing 
(consultada el 2 de junio de 2011).
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ropeos muestran cómo esta institución está 
aún lejos de potenciar mecanismos de trans-
parencia coherentes en la lucha contra la co-
rrupción, que permitan realmente gestionar 
las patologías de la dinámica lobbística, con 
lo que se hace necesario profundizar en las 
reformas en estos ámbitos 6.

Dentro de la ausencia de determinadas 
redes de organizaciones de la sociedad civil, 
es llamativa la escasa atención prestada a los 
actores que participan del Foro Social Eu-
ropeo, habitualmente excluidos bajo la acu-
sación de euroescépticos. Sin embargo, ya 
desde los inicios de las movilizaciones tras-
nacionales que tenían como objeto de crítica 
las políticas de la UE (como las marchas eu-
ropeas contra el paro, la inseguridad y la ex-
clusión en 1997) se podía observar que lejos 
de rechazar la integración europea lo que se 
estaba demandando eran diferentes políticas 
por parte de la UE.

El desarrollo de los Foros Sociales Euro-
peos no sólo ha visibilizado una contraesfera 
pública trasnacional, con intensos procesos 
de información y aprendizaje sobre cues-
tiones comunitarias (una de las deficiencias 
detectadas generadas en las iniciativas im-
pulsadas por las instituciones europeas)  7. 
También ha visibilizado una crítica al modo 
en que se está desarrollando el crecimiento 
y consolidación de la UE. Esta crítica, cen-
trada en el déficit democrático y social de la 
UE, está acompañada de la percepción de 
la arena europea como un espacio de múl-
tiples posibilidades, donde las instituciones 

6  http://www.alter-eu.org/sites/default/files/do-
cuments/alter-eu_position_on_joint_ep-ec_register.
pdf (consultada el 2 de junio de 2011).

7  A esto es necesario añadir que en el marco euro 
pero existen escasísimos «watchdog» para monitorizar 
la compleja estrategia desarrollada por los lobbies en 
las diferentes fases de elaboración y ejecución de las 
políticas. A nivel europeo se cuenta con la citada red 
Altereu (http://www.alter-eu.org) y el Corporate Euro-
pe Observatory (http://www.corporateeurope.org/).

comunitarias abren la oportunidad de crear 
redes e identidades transnacionales en torno 
a ellas. Los movimientos sociales que com-
ponen el Foro Social Europeo se han mos-
trado como europeístas críticos, favorables a 
profundizar la integración europea pero bajo 
otros marcos y otras políticas alejadas de la 
agenda neoliberal.

Sin embargo, el FSE al igual que sucede 
con el Foro Social Mundial está experimen-
tando problemáticas derivadas del rol de las 
ONG que están haciendo que estos espacios 
se limiten a ser lugares de intercambio con 
escasa voluntad de presión política. Tenden-
cia derivada de la dependencia estructural 
de las ONG de los recursos públicos y em-
presariales. Si se percibe así en el FSM pa-
rece razonable la posibilidad de trazar cierto 
paralelismo con la presencia hegemónica 
de determinadas ONG en el diálogo social 
europeo. Estos procesos de onegeización 
derivan del hecho de que son determinadas 
ONG las que tienen capacidad de garanti-
zar la continuidad de determinados proce-
sos de trabajo en red, frente a las dinámicas 
más fluctuantes de algunos movimientos 
sociales. Este hecho implica considerar que 
la creación de espacios de participación y 
diálogo social puede generar dinámicas de 
competencia entre actores que generen cier-
to «jacobinismo participativo» que refuerce 
exclusivamente a determinados actores con 
la creación de determinados espacios de par-
ticipación.

La dinámica de las consultas a las OSC 
no está suponiendo un incremento signifi-
cativo en su capacidad de influencia en las 
decisiones comunitarias, generándose cierto 
«cansancio de las consultas». Proceso acom-
pañado por ciertos límites de estas prácticas, 
el más relevante es que «las reglas del juego 
son que la sociedad civil tiene voz pero no 
tiene voto, y que la agenda viene definida 
por la Comisión». Esta agenda es también 
problemática, pese a que tras el Libro Ver-
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de de la Transparencia (Comisión Europea, 
2007) se han dado importantes avances en 
el acceso a la documentación oficial, las or-
ganizaciones de la Sociedad Civil demandan 
también tenerlo a las agendas de las insti-
tuciones europeas —para poder acompañar 
sus iniciativas desde redes que cuentan con 
recursos mancomunados escasos y cuya efi-
cacia depende en buena medida de su capa-
cidad de planificación, cuestión que aún no 
se cumple.

Por último, existen otros dos fenómenos 
relevantes dentro de la dinámica del diálogo 
con la sociedad civil. Primero los procesos 
de mayor participación (como por ejemplo 
las consultas online) no suponen crear esce-
narios de deliberación 8 con lo que se dificul-
ta mucho el aparente objetivo de mejorar las 
decisiones que se toman posteriormente a la 
consulta. Y segundo, muchas de las redes de 
grupos de interés asentadas en Bruselas (y 
en otras ciudades como Estrasburgo) están 
desarrollando pautas informales de relación 
con las instituciones europeas (desde foros 
de discusión, participación en consejos ase-
sores, etc.). Con lo que se están abriendo 
procesos de relación que distan mucho de 
ser transparentes y de contribuir a la clarifi-
cación de los mecanismos participativos, lo 
que obviamente gravita en la consiguiente 
apertura del espacio público europeo 9.

Dentro de las dinámicas de informalidad, 
discrecionalidad y falta de transparencia en 

8  Hasta el momento se han celebrado las siguien-
tes ediciones: Florencia, 2002; París, 2003; Londres, 
2004; Atenas, 2006; Malmoe, 2008, y Estambul, 
2010.

9  Frente a la perspectiva de la democracia partici-
pativa que hace referencia a conceptos como el de la 
inclusión en el proceso y su influencia en las diferentes 
fases de las políticas públicas, la democracia delibera-
tiva centra su atención en la calidad procedimental del 
debate que se fomenta, sin tener en cuenta la diver-
sidad y cantidad de sujetos que participan en él y su 
influencia en las políticas públicas más allá de proveer 
de insumos para la elaboración de las mismas.

la relación entre las OSC y las DG de la Co-
misión, es importante como experiencia pi-
loto el caso de la de Salud y Protección a 
los consumidores. En ésta la creciente im-
plicación en un proceso de revisión de sus 
estructuras de participación, a través de un 
comité de evaluación y de diálogo con gru-
pos de interés, da interesantes muestras de 
voluntad de reforma. Este proceso genera-
dor de reflexividad de los diferentes actores 
(institucionales o no) puede marcar el cami-
no para una transformación en los sistemas 
de diálogo social que profundice realmente 
la innovación democrática en la UE.

La profundización democrática de la UE 
tiene en la problemática del control a los re-
presentantes (accountability) un terreno fér-
til de debate respecto de las consecuencias 
de la gobernanza multinivel (un modelo de 
gobierno marcado por las relaciones coope-
rativas entre actores públicos y no públicos 
en diferentes niveles de gobierno mediante 
partenariados público-privados). Las interac-
ciones en las redes de gobernanza multinivel 
suelen carecer de visibilidad para quienes no 
participan de ellas. Se opta por un funcio-
namiento opaco e informal con la intención 
de dificultar el control de las actividades y 
desdibujar la responsabilidad. Estas redes 
(formadas por burócratas, representantes de 
intereses, actores privados, expertos, etc.) 
suelen estar separados de los cuerpos de de-
mocracia representativa y no están someti-
das a formas de control que descansen en 
mecanismos públicos y democráticos. En la 
gobernanza multinivel, los mecanismos ge-
neralizados y omnicomprensivos de control 
son sustituidos por otros compartimentali-
zados y desagregados.

Los mecanismos de rendición de cuentas 
que se han ido desplegando, cuentan con 
escaso impacto en la rearticulación de las 
dinámicas participativas en el control del 
ejercicio de las políticas comunitarias. Se ha 
ido desarrollando un conjunto de mecanis-
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mos de desresponsabilización en cascada 
de los diferentes niveles institucionales, así 
como una importante fragmentación y des-
conexión de las políticas comunitarias desa-
rrolladas a través de estos partenariados. El 
riesgo que existía, y que se ha concretado, 
es de la lectura «neoliberal» del principio 
de subsidiariedad, que ve la reducción de la 
misma a la mera limitación de la interven-
ción del Estado en sectores en los que los 
actores privados —no estatales— pueden 
actuar con absoluta libertad.

III. �T res ámbitos  
de innovación 
participativa

Dentro de las innovaciones y/o de los re-
tos participativos que se empiezan a dibu-
jar en la UE, cabe destacar tres procesos: 
aquellas iniciativas que se han dirigido a la 
participación abierta a toda la ciudadanía 
(independientemente de que esté o no aso-
ciada), el debate en torno a la reforma del 
presupuesto europeo y la Iniciativa Ciuda-
dana Europea.

Una de las innovaciones más importan-
tes cuyo ciclo se ha cerrado en torno a 2009 
ha sido la puesta en marcha de mecanismos 
que permitiesen la participación de la ciu-
dadanía no asociada u organizada, respon-
diendo a algunas críticas que se planteaban 
a la propuesta del LBG. En muchos casos 
se ha tratado de experiencias donde los ciu-
dadanos «normales» (lay people) participan 
en debates y procesos de toma de decisiones 
sociotécnicas junto con académicos, exper-
tos y representantes institucionales, sin que 
tengan que mostrar un conocimiento previo 
en determinadas áreas.

Este tipo de iniciativas, tratan de superar 
el carácter elitista tanto de la democracia re-
presentativa como de la deliberativa, que en 
muchos casos limitan sus foros de debate a 

organizaciones y expertos, dejando de lado 
a la ciudadanía. En la UE encontramos una 
importante tradición de diálogo con comités 
de expertos asociados a la legitimidad fun-
cional de la UE y a una concepción tecno-
crática de la deliberación. Sin embargo, la 
necesidad de intervenir sobre agendas te-
máticas asociadas al riesgo y de someter a 
debate con la ciudadanía determinadas de-
cisiones a este respecto (tras casos como el 
de las vacas locas o el desastre del Prestige) 
llevó a abrir espacios deliberativos donde la 
participación se amplió a ciudadanos no or-
ganizados (o no sólo, pues pueden participar 
asociados en distintos tipos de organizacio-
nes). Los experimentos más significativos a 
este nivel fueron:

— � Dos sondeos deliberativos (deliberati-
ve polls), basados en la metodología 
desarrollada por J. Fishkin. El primero 
de ellos denominado «La Europa del 
Mañana» (en el 2007) y «Europolis» 
(con debates en torno a las elecciones 
europeas, en 2009).

— � Cuatro Conferencias Ciudadanas (Ci-
tizens’ Conferences): la primera de 
ellas enmarcada en el proyecto RAI-
SE sobre «La Ciudad del Mañana» 
(2005); la segunda denominada «Mee-
ting of Minds» (sobre neurociencia) 
tuvo lugar entre 2006 y 2007; la ter-
cera sobre el «Futuro de las Zonas Ru-
rales» en Europa fue también bianual 
(2007-2009); la última (2008-2009) 
se centró en la «Movilidad Urbana 
Sostenible».

— � Consultas Europeas a la Ciudadanía: 
se celebraron dos consultas: la prime-
ra en 2007 sobre «El Futuro de Eu-
ropa en 2020» y otra en 2009 bajo el 
objetivo de discutir sobre el Futuro 
Económico y Social de la UE más allá 
de fronteras geográficas y lingüísti-
cas. A diferencia de las Conferencias 
Ciudadanas este tipo de iniciativas no 
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incorporó la participación de expertos 
en etapas previas de formación (sólo 
en las discusiones finales) y se basó 
en la participación de ciudadanos de 
todos los Estados miembros (incorpo-
rando a más de 2.000 personas).

Entre los análisis que se han realizado de 
estas experiencias, destacan los siguientes 
elementos:

— � Son procesos de un coste económico 
muy alto para las consecuencias y los 
impactos que tienen (muchas han tra-
tado sobre temáticas sobre las cuales 
la UE no tiene competencias y han te-
nido escaso o nulo impacto en térmi-
nos comunicativos).

— � En los casos en los que existía un me-
canismo de autoselección (una aplica-
ción telemática a partir de la cual se 
podía solicitar la inscripción) la par-
ticipación ha presentado sesgos sig-
nificativos (siendo mayoritariamente 
personas con titulaciones universita-
rias, profesionales de alta movilidad, 
de núcleos urbanos y en muchos casos 
ya participantes en organizaciones de 
la sociedad civil), profundizando en el 
carácter elitista de la participación a 
escala comunitaria.

— � Las experiencias más interesantes, a la 
hora de construir «muestras represen-
tativas» han sido las que han combina-
do el sorteo con una serie de criterios 
(edad, sexo, profesión, nacionalidad, 
etc.), además de determinar el mismo 
peso para todos los países.

— � El problema del idioma es determi-
nante en el funcionamiento de todas 
las experiencias, complicando los es-
cenarios deliberativos.

— � En algunos casos como el de las Con-
sultas Europeas a la Ciudadanía no se 
trata tanto de procesos en los que la 
Comisión habilite estructuras de diá-
logo directo con la ciudadanía, sino 

que son procesos mediados por ONG 
u otras entidades de la Sociedad Civil 
que dinamizan el proceso. Este aspec-
to puede resultar problemático ante 
la falta de rendición de cuentas de las 
propias organizaciones mediadoras.

— � Es importante considerar que «meto-
dológicamente» han mostrado que es 
posible construir instituciones de de-
liberación ciudadana (no basada úni-
camente en organizaciones) a escala 
europea. En varios de estos procesos 
(fundamentalmente en las Consultas 
Europeas a la Ciudadanía y en algu-
nas de las Conferencias Ciudadanas) 
se han combinando mecanismos de 
participación a escala nacional con 
mecanismos a escala europea.

— � Resulta problemático que algunas de 
las Direcciones Generales de la Co-
misión que apostaron por estas inicia-
tivas (como la DG de Investigación) 
hayan eliminado cualquier referencia 
a estos procesos (o similares) en sus 
siguientes documentos estratégicos.

— � La mayoría de estas experiencias no 
han contado con objetivos claros, es 
decir están referidas a declaraciones de 
principios, a recabar opiniones, pero 
no estaban vinculadas a objetivos cla-
ros y concretos y su influencia en deci-
siones finales ha sido muy reducida.

— � En el campo de la comunicación la 
pretendida voluntad de «comunicar 
Europa» no consigue plantear una 
agenda de discusión en torno a las ini-
ciativas mediáticas a impulsar y cómo 
definir y narrar Europa desde relatos 
nacionales.

A diferencia de lo que sucedía con otras 
declaraciones y tratados que hacían referen-
cia a la participación de la ciudadanía en la 
UE, el Tratado de Lisboa hace referencia a un 
instrumento concreto: la Iniciativa Ciudada-
na, a través de la cual y tras la consecución 
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de un millón de firmas se pueden promover 
propuestas de debate legislativo en las ins-
tituciones comunitarias, con el objetivo de 
influir en su agenda.

La Iniciativa Ciudadana Europea podrá 
ponerse en marcha a partir de abril de 2012. 
Encontramos ya algunas iniciativas previas 
similares que han tenido diferentes resulta-
dos. En el 2007 el Foro Europeo de Personas 
con Discapacidad, lanzó la campaña «1 mi-
llón por la discapacidad» con el objetivo de 
promover una legislación comunitaria espe-
cífica sobre esta temática 10. Pese al gran éxi-
to de la campaña (más de 1.300.000 firmas), 
dicha legislación aún no ha sido promovida 
desde la Comisión. Otro ejemplo significa-
tivo es que a pesar de la dimensión de sus 
organizaciones, la iniciativa de promoción 
de la agenda social de la Confederación Eu-
ropea de Sindicatos no consiguió llegar al 
millón de firmas.

El proceso de debate en torno al Libro 
Verde de la Iniciativa Ciudadana (Comisión 
Europea, 2009) también ha abierto impor-
tantes interrogantes sobre quién y cómo 
puede llegar a utilizar esta herramienta. Al-
gunas organizaciones de la sociedad civil, 
entre ellas redes de ONG críticas, no han 
participado de ese debate o se muestran algo 
reacias a la puesta en marcha de esta herra-
mienta. Muchas de las ONG participantes, 
algunas de ellas establecidas en Bruselas y 
centradas en ganar eficiencia en su relación 
con las instituciones comunitarias, están al-
tamente profesionalizadas y con gran distan-
cia de sus bases, y con posicionamientos y 
discursos muchas veces tecnocráticos y de 
bajo perfil político, que llegada la coyuntura 
dificultan cualquier estrategia movilizadora.

No obstante, al calor de la propuesta y de 
la amplificación del debate sobre la Iniciativa 
Ciudadana, nuevas ONG están registrándo-

10  http://www.edf-feph.org.

se en la UE y la movilización en torno a las 
consultas «puede tener un efecto de reestruc-
turación del campo de la sociedad civil eu-
ropea que sirva para dinamizar y hacer más 
participativo el propio funcionamiento de las 
organizaciones» (Kohler-Koch, 2010: 35). 
Es oportuno señalar cómo los resultados de 
la consulta están influidos por el tema selec-
cionado, la información circulante sobre el 
mismo y las tramas de tejidos participativos 
existentes en los distintos ámbitos de inter-
vención, lo que lleva a pensar que las distintas 
agendas desarrollaran distintos mecanismos 
de participación/contextos de movilización.

Durante muchos años, la Comisión Eu-
ropa a través de los Programas Urbal se ha 
convertido en uno de los actores interna-
cionales que más contribuyó a la difusión 
de buenas prácticas de gestión urbana. El 
presupuesto participativo, iniciado en Porto 
Alegre y después extendido a numerosas ciu-
dades brasileñas, latinoamericanas, europeas 
y recientemente asiáticas y africanas fue una 
de las prácticas más importantes en estos 
programas 11. Pese a limitarse, salvo algunas 
excepciones, al nivel local, la profundización 
democrática que suponen estos procesos (a 
nivel de cogestión ciudadana y de interven-
ción en todas las fases de las políticas públi-
cas) y el efecto de redistribución de rentas y 
bienes públicos y de justicia social que han te-
nido algunas experiencias (especialmente en 
el sur del planeta), los hacen especialmente 
interesantes como prácticas de las que sacar 
aprendizajes para rediseñar los esquemas de 
participación dentro de la UE.

Sin embargo, es necesario destacar que 
la participación de entidades locales en las 
redes Urbal es escasa. Además, como ya se 
señaló, la estrategia de la UE a la hora de 
promover la participación se centra funda-

11  La red temática «Financiación local y presupues-
to participativo»: http://www2.portoalegre.rs.gov.br/
urbal9_esp/default.php.
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mentalmente en campos en los que no tiene 
competencia. Para ello promueve incenti-
vos a través de programas de financiación 
de proyectos (como el programa Urban  12 
en un primer momento y posteriormente el 
Urbact 13). Estos esfuerzos de promoción de 
la participación si bien promueven prácticas 
participativas en las esferas locales (funda-
mentalmente), no llegan a impulsar prácti-
cas similares en la elaboración de políticas 
comunitarias.

Dentro de una línea que podría recuperar 
parte de estos aprendizajes, una de las pro-
puestas que más interés ha suscitado en los 
últimos años ha sido la reforma del presu-
puesto comunitario, planteada en el marco 
de la firma del «Acuerdo interinstitucional 
entre el Parlamento Europeo, el Consejo y la 
Comisión sobre la disciplina del presupuesto 
y la buena gestión financiera» (2006). Dando 
continuidad a este acuerdo, con el documen-
to «Reformar el presupuesto, cambiar Euro-
pa: Documento para la consulta pública para 
la revisión del Presupuesto 2008/2009», se 
activa en 2007 un proceso de consulta abier-
to no sólo a las instituciones de la UE, tam-
bién a organizaciones sociales y ciudadanía 
no organizada.

El proceso de consulta se abrió entre el 
12 de septiembre de 2007 y junio del 2008 
recogiendo 305 contribuciones. La mayoría 
de éstas proceden del sector público (de di-
ferentes niveles de gobierno), mientras que 
55 proceden de ONG, 44 de organizaciones 
de la sociedad civil, 38 contribuciones de 
universidades y expertos, 35 de ciudadanos 
no asociados (procedentes de 13 Estados 
miembros) y 21 contribuciones más no cla-
sificables en estas categorías. De los resul-
tados presentados por la Comisión se des-
prendía «la profunda necesidad de reformar 

12  http://ec.europa.eu/regional_policy/urban2/
index_es.htm.

13  http://urbact.eu/.

el Presupuesto Europeo, que aún no es capaz 
de responder a las prioridades en continua 
evolución de la sociedad europea, al tiempo 
que se subrayaba la necesidad de superar la 
rigidez de las estructuras financieras que fre-
nan dicha adaptación» (Picchi, 2010: 332).

En el contexto de crisis este proceso ha 
vivido un profundo retroceso. La Comisión 
Europea ha suspendido el proceso de revi-
sión del Presupuesto Europeo y el Grupo de 
Contacto de la Sociedad Civil ha presentado 
una queja ante el presidente de la Comisión 
D. Barroso, donde se señalan las implicacio-
nes más importantes que tiene la reforma del 
presupuesto (GCSC, 2011):

— � Un presupuesto a escala europea debe 
servir a los intereses públicos euro-
peos, respetando e implementando el 
principio de solidaridad y el desarro-
llo sostenible.

— � Los fondos de la UE deben distribuir-
se de manera coherente a los valores 
de la Unión y sus prioridades políticas 
de acuerdo con el Tratado de Lisboa.

— � El gasto del presupuesto público de la 
UE ha de convertirse en un proceso 
transparente y susceptible de segui-
miento y rendición de cuentas.

— � Este tipo de reformas presupuestarias 
puede solucionar las dinámicas per-
versas generadas por determinados 
subsidios a sectores en exceso particu
laristas.

IV. � recomendaciones

1. � Desde la perspectiva de las organi-
zaciones participantes son las vin-
culadas a la empresa corporativa las 
que logran incidir en el campo de las 
políticas sectoriales, frente a las de-
dicadas a la protección de derechos 
sociales y ambientales, más atentas 
al interés general y a los bienes co-
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munes. Se estima que de los 15.000 
lobbistas presentes en Bruselas, sólo 
el 10 por 100 trabaja para ONG, una 
evidencia de la disparidad de recur-
sos de estas redes: las organizaciones 
y movimientos de base lastrados por 
la segmentación nacional de sus rela-
ciones frente a la capacidad de coor
dinación europea —global— de las 
vinculadas a las empresas trasnacio-
nales. Es necesario que se atiendan 
las demandas del Grupo de Contacto 
de la Sociedad Civil en relación con 
el registro, transparencia de fuentes 
de financiación y representatividad 
de estas organizaciones, con el obje-
tivo de lograr el reconocimiento di-
ferenciado de las entidades sociales 
desvinculadas del sector lucrativo.

2. � Si bien la experimentación en el cam-
po de iniciativas participativas y la 
promoción de la deliberación ha sido 
rica en términos de procedimientos y 
escalas, se ha caracterizado por la im-
precisión de sus reglas y la ausencia de 
competencias vinculantes. Es necesa-
rio desarrollar normativa e institucio-
nalmente estos procesos de consulta 
sobre la necesidad de diferenciación 
del punto precedente: buscando gene-
rar un primer espacio de clarificación 
de las demandas y propuestas de las 
organizaciones procedentes de «lo so-
cial», para que después puedan diri-
mir en otros ámbitos de participación 
ya vinculados a la decisión política, 
la compatibilización de sus deman-
das con las procedentes del ámbito 
gubernativo y mercantil.

3. � En el campo de la elaboración de 
políticas (sean sectoriales, sociales 
y urbanas), la accountability social 
que puede derivarse de los procesos 
de participación tiene interesantes 
potencialidades racionalizadoras. La 

experiencia de presupuestos parti-
cipativos desarrollados a nivel local 
constituye una propuesta recomen-
dada ya en el marco de Naciones 
Unidas, que pueden plantearse desa-
rrollar a mayor escala. Con ayuda de 
las TIC la sociedad civil reclama in-
sertarse de manera más activa tanto 
en el diseño de las políticas públicas 
como en los procesos de monitoreo 
en la ejecución y evaluación de sus 
resultados. En este sentido es nece-
sario promover desde los poderes pú-
blicos mayor acceso a la información 
institucional y económica, e incluir 
sus demandas y perspectivas en la 
construcción de indicadores que eva-
luarán su desarrollo.

4. � La gobernanza europea planteada 
hace una década sigue limitada por 
las tendencias elitistas y la segmen-
tación nacional de su esfera pública, 
que en el contexto de crisis verán 
agravarse tensiones políticas y con-
flictos sociales derivados de un au-
mento de la movilización social. La 
iniciativa ciudadana europea, al pro-
mover mecanismos de democracia 
semidirecta (referéndum), tiene po-
tencialidad para ser un canal trasna-
cional de movilización en red, donde 
nuevas interacciones sociopolíticas 
reformulen tanto las dimensiones de 
agencia como de identidad de una so-
ciedad civil europea en construcción. 
Aunque se sale del marco aquí tema-
tizado, no puede dejarse de subrayar 
la importancia fundamental del de-
sarrollo mediático-comunicativo que 
acompañen los procesos de participa-
ción que trasnacionalizan la sociedad 
civil europea promoviendo intereses 
y perspectivas cosmopolitas. Son ne-
cesarias iniciativas mediáticas espe-
cíficas, orientadas por los principios 
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de expresión-explicación del conflic-
to y la reconciliación argumentativa 
desde el interés general y los bienes 
comunes, con el objetivo de valori-
zar la contribución participativa a la 
inteligencia colectiva y el desarrollo 
de nuevas tecnologías sociales para 
enfrentar los retos de una crisis mul-
tidimensional.

5. � Desde una perspectiva ideológico 
discursiva es fundamental repensar 
el planteamiento «utilitarista» de la 
participación (mecanismo de extrac-
ción de información —insumos socia-
les— y/o vector de legitimación fren-
te a la opinión pública) —denunciado 
por los movimientos sociales como 
participación florero (decorativa)—. 
Los actores políticos e institucionales 
más avanzados se tienen que plantear 
la necesidad de revalorizar la parti-
cipación como espacio clave de em-
poderamiento para el mantenimien-
to y construcción de viejos y nuevos 
derechos ineludibles en el orden de-
mocrático. Parece necesario revisar 
postulados liberales que simplifican 
la complejidad de la sociedad civil 
y la esfera pública con un esquema 
público-privado en exceso limitado y 
reducen la relación representación-
participación a una propuesta elec-
toral parlamentarista como ámbito 
exclusivo de decisión política.
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I. � PARTICIPACIÓN ELECTORAL

La participación en las elecciones euro-
peas ha ido menguando con el tiempo (gráfi-
co 1): ha pasado de estar en torno al 62 por 
100 en 1979 al 43 por 100 en las últimas 
elecciones de 2009. Sin embargo, como se 

ve, la participación no es igual en todos los 
países. Así, en la UE-12 es sustantivamente 
superior a la de los últimos países que se han 
incorporado a la Unión.

Como se muestra en la tabla 1, la media 
de participación en la UE, desde las prime-

Participación política  
Y desafección ciudadana

Ferran Martínez i Coma

SUMARIO: I. PARTICIPACIÓN ELECTORAL.—II. RAZONES PARA VOTAR.—III. FACTORES INSTITUCIONALES. REFOR-
MAS ELECTORALES.—IV. RECOMENDACIONES.—BIBLIOGRAFÍA.

GRÁFICO 1

EVOLUCIÓN DE LA PARTICIPACIÓN EN LAS ELECCIONES DE LA UE

70

60

50

40

30

20

10

0

1979 1984 1989 1994 1999 2004 2009

Media participación UE

Media UE 15

Media UE 12

Media UE última adhesión

E
n

 %

Fuente: www.europarl.europa.eu y elaboración propia.

PARTE1-03.indd   49 16/11/11   15:41:03



Ferran Martínez i Coma

50

TABLA 1

EVOLUCIÓN DEL VOTO EN LAS ELECCIONES EUROPEAS

Año 1979 1984 1987 1989 1994 1999 2004 2009

Bélgica 91,36 92,09 90,73 90,66 91,05 90,81 90,39

Dinamarca 47,82 52,38 46,17 52,92 50,46 47,89 59,54

Alemania 65,73 56,76 62,28 60,02 45,19 43,00 43,30

Irlanda 63,61 47,56 68,28 43,98 50,21 58,58 58,64

Francia 60,71 56,72 48,80 52,71 46,76 42,76 40,63

Italia 85,65 82,47 81,07 73,60 69,76 71,72 65,05

Luxemburgo 88,91 88,79 87,39 88,55 87,27 91,35 90,75

Holanda 58,12 50,88 47,48 35,69 30,02 39,26 36,75

Reino Unido 32,35 32,57 36,37 36,43 24,00 38,52 34,70

Grecia 80,59 80,03 73,18 70,25 63,22 52,61

España 68,52 54,71 59,14 63,05 45,14 44,90

Portugal 51,10 35,54 39,93 38,60 36,78

Suecia 38,84 37,85 45,53

Austria 49,40 42,43 45,97

Finlandia 30,14 39,43 40,30

República Checa 28,30 28,20

Estonia 26,83 43,90

Chipre 72,50 59,40

Lituania 48,38 20,98

Letonia 41,34 53,70

Hungría 38,50 36,31

Malta 82,39 78,79

Polonia 20,87 24,53

Eslovenia 28,35 28,33

Eslovaquia 16,97 19,64

Bulgaria 38,99

Rumania 27,67

Media participación UE 61,99 58,98 58,41 56,67 49,51 45,47 43,00

Media UE-12 61,99 58,98 68,52 58,41 56,67 55,66 55,90 54,50

Media UE-15 52,42 52,70 52,39

Media UE última adhesión 40,44 38,73
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ras elecciones celebradas en 1979 con casi el 
62 por 100, se ha pasado al 43 por 100 en 
2009. Este descenso para algunos puede no 
ser un problema por diversas razones:

— � En primer lugar, la participación en 
las elecciones es un derecho que se 
puede ejercer, si se desea. Luego no 
debería causar extrañeza que algunos 
ciudadanos no lo ejercieran.

— � En segundo lugar, se puede entender 
que una participación baja refleja un 
acuerdo con la situación general de 
las cosas, porque en caso contrario, 
se acudiría a las urnas. Así, una baja 
participación podría implicar confor-
midad general con la situación del sis-
tema europeo.

— � En tercer lugar, hay un argumento 
clásico: como la probabilidad de que 
un voto decida la elección es tan pe-
queña, los costes que conlleva ir a 
votar no compensan los potenciales 
beneficios. Así, lo racional sería no 
votar y, por tanto, no hay que extra-
ñarse de las bajas tasas de participa-
ción.

— � En cuarto lugar, puede ser que la no 
participación no tenga consecuen-
cias. Si la abstención se distribuye de 
forma normal, en la gran mayoría de 
las ocasiones, la diferencia entre una 
participación alta y una participación 
baja será prácticamente nula y, por 
tanto, mayor o menor participación 
no afectaría a los resultados.

A nuestro juicio, con una participación de 
entre el 40 por 100 y el 50 por 100, caben in-
terpretaciones alternativas menos relajadas, 
basándonos en, al menos, los mismos cuatro 
aspectos presentados:

—	� Es obvio que la participación es un 
derecho que se puede ejercer o no. 
Pero eso sucede en algunos países, 
mientras que en otros, con mayor tra-

dición democrática, el voto es obliga-
torio.

—	� Respecto a la conformidad con el sis-
tema, también se puede interpretar 
que éste es demasiado complejo como 
para entenderlo. O, dentro del siste-
ma, si observamos la evolución de los 
votos en blanco o nulos y vemos que 
han aumentado, cabe preguntarse si, 
habiendo un apoyo generalizado a la 
democracia, hay un distanciamiento 
importante con el funcionamiento de 
la democracia electoral que lideran 
los partidos políticos.

	 • � Este distanciamiento es especial-
mente alarmante en el caso de la 
UE. Por ejemplo, Hix, con una se-
rie de Eurobarómetros que abarcan 
desde 1977 hasta 2006, muestra 
cómo la media de los ciudadanos 
de la UE que apoyan que su país 
sea miembro de la UE ha pasado de 
un máximo que superaba el 70 por 
100 en 1991 a un valor por deba-
jo del 55 por 100. El valor mínimo 
fue en 1996 con un apoyo inferior 
al 50 por 100. En promedio, en 
1991, algo más del 70 por 100 de 
los miembros de la UE de los 15 es-
taba a favor de la pertenencia a la 
UE. En 2006 ese porcentaje estaba 
algo por encima del 50 por 100.

	 • � En la misma línea, el último Euro-
barómetro estándar de 2010 —el 
núm.  74— hace la siguiente pre-
gunta: «Teniéndolo todo en cuen-
ta, ¿usted diría que su país en su 
conjunto se ha beneficiado o no de 
ser un Estado miembro de la Unión 
Europea?» Para un 50 por 100 de 
los ciudadanos de la UE, su país se 
ha beneficiado, llegando a un máxi-
mo del 59 por 100 en septiembre 
de 2007. El problema reside en el 
aumento paulatino de aquellos que 
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dicen que su país se ve perjudica-
do. En otoño de 2005 llegó al 36 
por 100, para estabilizarse en el 30 
por 100. En las últimas tres tomas 
—Eurobarómetros EB72, EB73 y 
EB74— se ha pasado del 31 por 
100 al 35 por 100 y al 39 por 100, 
respectivamente, el punto más alto 
en la serie.

—	� Para cualquier elección, el problema 
de la participación es que está sesga-
da, no sigue una forma normal: los 
más educados participan más en po-
lítica. Esto tiene consecuencias por-
que como el interés por la política y 
la participación no se distribuyen al 
azar y los que tienen menor nivel edu-
cativo tienen mayor probabilidad de 
abstenerse, el apoyo político tampo-
co está distribuido de forma aleatoria 
—y no lo está en tanto que hay varia-
bles  socio-demográficas fundamenta-
les como, por ejemplo, la renta o la 
religiosidad.

—	� Hay un último argumento que expli-
caría la abstención: puede ser que los 
ciudadanos perciban cada vez menos 
relevante a la UE y, por tanto, consi-
deren que tiene menos sentido partici-
par en las elecciones. El problema de 
esta hipótesis es que la realidad y el 
sentido común indicarían precisamen-
te lo contrario: la UE cada vez tiene 
más relevancia en diferentes áreas de 
nuestras vidas y, justamente por eso, 
debiera participarse más.

II. � Razones para votar

Hay tres factores determinantes de la 
participación electoral: los socioeconómi-
cos, los políticos y los institucionales. Entre 
los socioeconómicos estarían el tamaño, la 
concentración y la estabilidad; la homoge-

neidad social; y los niveles de participación 
previos.

Hay variables institucionales que afectan 
a la participación en las elecciones. En pri-
mer lugar, el sistema electoral —los medios 
por los que los votos se traducen en escaños 
en el proceso de elección de los políticos—. 
En segundo lugar, la existencia de voto obli-
gatorio. En tercer lugar, si las elecciones son 
concurrentes, si se celebran diferentes co-
micios a la vez. En cuarto lugar, si se hace 
necesario inscribirse personalmente en el 
censo para poder votar. Dentro de estos fac-
tores, también se pueden añadir el unicame-
ralismo o cuál es la edad mínima para poder 
votar.

Por último, entre los factores políticos se 
señalan el nivel de competitividad de la elec-
ción; los recursos económicos destinados en 
campaña, y la fragmentación política me-
diante la que el número de partidos que con-
curren a la elección. Dicho de otro modo, 
cuando las elecciones son competidas, las 
elites concentran sus recursos en aquellas 
zonas que son decisivas.

En este trabajo nos centramos esencial-
mente en los factores institucionales y políti-
cos, si bien en ocasiones es difícil diferenciar 
unos de otros. Los factores socioeconómicos 
son fundamentales, aunque al intentar apli-
car algunas propuestas en el corto plazo, los 
cambios institucionales y políticos pueden 
ser más viables.

III. �Factore s institucionales. 
Reformas electorales

Como parece que la participación en las 
elecciones europeas no está consiguiendo 
conectar a los ciudadanos con la UE y con el 
Parlamento Europeo (PE), un debate sugiere 
que un cambio en el sistema electoral mejo-
raría dicha relación.
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Los ciudadanos perciben las elecciones 
al PE como elecciones de «segundo orden» 
y utilizan dichos comicios para expresar sus 
opiniones más sobre asuntos nacionales que 
europeos. De forma llana, si se le pregunta 
a los ciudadanos, a un candidato o a un par-
tido, qué elección es más asumible perder 
—si la nacional o la europea— la respuesta 
es obvia. Esto hace que se refuerce la per-
cepción de «segundo orden». En la misma 
línea, también cabe hacer referencia al voto 
de castigo que en muchas ocasiones recibe el 
partido en el gobierno a través de las eleccio-
nes europeas.

Hay dos elementos más que refuerzan 
esta última idea: las acciones de los partidos 
nacionales y los medios de comunicación. 
Primero, dentro de la pugna política nacio-
nal de los partidos, Bruselas es vista, con 
honrosas excepciones, como la puerta de 
salida de candidatos válidos que se habrían 
desgastado en la arena nacional o autonómi-
ca, bien porque han perdido alguna elección, 
congreso o lucha interna. En segundo lugar, 
está la misma idea que se transmite desde los 
medios de comunicación y que refuerza la 
concepción de elecciones de segundo orden. 
También puede influir el enfoque de los me-
dios en el conflicto y no en lo positivo. Así, 
mientras podemos mencionar muchos de los 
desacuerdos en el seno de la UE en el último 
año y medio sería difícil mencionar cuál ha 
sido el resultado más destacado de la UE en 
este periodo.

Como parece que la participación en las 
elecciones europeas no está consiguiendo 
conectar a los ciudadanos con la UE y con 
el Parlamento Europeo (PE), cabe pregun-
tarse: ¿qué reformas se han propuesto para 
«europeizar» el sistema y así provocar más 
cercanía y mayor participación con los ciu-
dadanos?

Para ello primero hablamos de la im-
portancia de las fórmulas electorales y lue-

go describimos críticamente algunas de las 
propuestas realizadas y proponemos algunas 
nuevas para intentar aumentar la partici
pación.

1. � ¿Por qué son importantes las fórmulas 
electorales? ¿Qué situación hay hoy?

Un sistema electoral es el mecanismo que 
transforma los votos en escaños. Este meca-
nismo tiene diversos componentes que de-
bemos abordar, puesto que las reformas que 
se proponen suelen afectar a una o varias de 
estos elementos:

— � En primer lugar, consideramos el ta-
maño de Cámara, que se mide con 
el número de escaños que dispone. 
Hoy en la UE hay 736 parlamentarios, 
provenientes de 27 países. En 1979, 
y con nueve países miembros, había 
434. Aunque no hay una regla para 
establecer el número de escaños, las 
cantidades suelen estar correlaciona-
das con el tamaño de las poblaciones. 
En tanto que ha aumentado el censo 
electoral, también lo ha hecho el ta-
maño del Parlamento Europeo (PE). 
Algunas voces critican el número de 
parlamentarios por ser demasiados. 
Ante eso, basta confrontar los da-
tos. Primero, mientras que en 1979 
un europarlamentario representaba a 
426.000 (había 185 millones de per-
sonas con derecho a voto), en 2009, 
con casi 400 millones de votantes 
potenciales, representaba a 543.000. 
Segundo, bien es cierto que 736 par-
lamentarios es un número considera-
ble. Pero no deja de ser menos cierto 
que, proporcionalmente, por ejemplo 
comparado con España (350 diputa-
dos, uno cada 100.000 miembros del 
censo electoral), Reino Unido (636 
miembros del Parlamento, uno cada 
71.800 miembros del censo electoral) 
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o Francia (con 577 diputados, uno de 
cada 77.000 miembros del censo elec-
toral), es un número menor.

— � En segundo lugar, tratamos el número 
de circunscripciones. En la UE, cada 
Estado miembro es una circunscrip-
ción. Por tanto, hay 27 y los eurodipu-
tados se eligen en todos y cada uno de 
los países de la UE. Sin embargo, cada 
uno de los Estados miembros decide 
cómo organizarse en la repartición de 
escaños y se pueden distribuir entre 
uno o varios distritos. Así, mientras 
España funciona como una circuns-
cripción única —esto es, todo el país 
sirve como unidad para el reparto de 
los escaños asignados—, Francia se 
divide en ocho zonas e Irlanda en cua-
tro. No hay una correlación entre el 
número de distritos en la circunscrip-
ción y la participación, con lo que una 
propuesta en este sentido carece de 
fundamento. También cabe recordar 
que aunque los eurodiputados se eli-
jan en una circunscripción nacional, 
normalmente se forman grupos por 
afinidades ideológicas, como muestra 
el Partido Socialista Europeo o el Par-
tido Popular Europeo.

— � En tercer lugar, el tamaño de la cir-
cunscripción, esto es, el número de 
escaños en juego en una determinada 
zona, es variable en función del nú-
mero de habitantes en el país. Así, 
mientras a España en 2009, bajo el 
Tratado de Niza, le correspondieron 
50 escaños (54 a partir de la aplica-
ción de Lisboa en 2010), Alemania 
tiene 99 (96 con Lisboa), mientras 
que Estonia o Luxemburgo disponen 
de seis, respectivamente. La mag-
nitud de la circunscripción es la va-
riable más importante a la hora de 
determinar la proporcionalidad del 
sistema (Taagepera y Shugart, 1989). 

Once estados miembros, que eligen a 
286 eurodiputados (un 36 por 100) 
emplean distritos relativamente pe-
queños. Ocho Estados miembros, 
que eligen a 188 eurodiputados (un 
24 por 100), tienen distritos de ta-
maño medio. Y otros ocho Estados 
miembros, que eligen a 262 represen-
tantes (un 40 por 100), tienen distri-
tos grandes.

— � También incluimos la fórmula electo-
ral que es el método de cálculo que 
aplicamos a los votos para que se 
transformen en escaños. En las elec-
ciones al PE, cada país aplica la fór-
mula electoral que considera. Así, 
mientras España implementa la mis-
ma fórmula que para las elecciones 
estatales, la de Hondt pero con una 
circunscripción única, en Suecia se 
sirve de la Sainte-Lagüe también con 
circunscripción única.

  �  Es imprescindible una nota sobre el 
tamaño de la circunscripción y la ley 
d’Hondt, la que se implementa en la 
mayoría de los países para las eleccio-
nes en la UE. Cuando el tamaño de 
la circunscripción es pequeño, con 
independencia de la fórmula que se 
aplique, el sistema suele tener efectos 
mayoritarios, mientras que cuando es 
grande, la fórmula tiende a la propor-
cionalidad.

— � En quinto lugar, influye el umbral le-
gal, que es el mínimo de votos que los 
partidos deben obtener para poder 
optar al reparto de los escaños. El ob-
jetivo de estas barreras es impedir la 
entrada de partidos minoritarios, la 
consiguiente fragmentación e inesta-
bilidad. Para las elecciones en la UE, 
cada país establece su propio um-
bral. Y mientras España no establece 
umbral alguno, la República Checa, 
Francia o Alemania lo estipulan en 
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un 5 por 100. Como es lógico, cuanto 
mayor es la barrera, más dificultades 
para los partidos pequeños y más sen-
cillo es conseguir representación para 
los grandes.

— � El último elemento a tener en cuenta 
es el sistema de elección del candida-
to. En los países con sistemas mayori-
tarios, el papel del candidato es mucho 
más activo, puesto que se «trabaja» la 
circunscripción a la que se debe. En 
los sistemas proporcionales, en cam-
bio, las listas de representantes son lo 
más habitual (con la excepción de Ir-
landa) y suelen ser de dos tipos: 1) las 
conocidas como «listas cerradas y blo-
queadas», que fuerzan al ciudadano 
a optar por una lista de candidatos a 
propuesta del partido, que es lo que 
funciona en el Congreso español. Una 
variante más flexible es la «lista cerra-
da pero no bloqueada», que permite 
alterar el orden de los candidatos de la 
lista presentada por el partido; 2) las 
«listas abiertas», que permiten votar 
a diferentes candidatos de distintos 
partidos, como en el Senado español. 
En la UE, 18 Estados miembros que 
eligen a 318 eurodiputados (el 41 por 
100) utilizan listas abiertas o semi 
abiertas, como Holanda, Suecia o Ir-
landa, mientras que en nueve Estados, 
que eligen a 467 eurodiputados (el 
59 por 100), utilizan una estructura 
cerrada y bloqueada, como España o 
Dinamarca.

Los miembros del PE, a diferencia de los 
miembros de los parlamentos nacionales, no 
se eligen siguiendo los mismos criterios, sino 
que cada Estado aplica un criterio individua-
lizado. Así, los posibles efectos mecánicos y 
psicológicos de un sistema electoral europeo 
se difuminan porque, en tanto que cada Es-
tado aplica el suyo, dichos efectos permane-
cen en el nivel nacional.

En esta lógica, tampoco hay incentivos 
para que aparezcan partidos de ámbito euro-
peo; los electores siguen utilizando paráme-
tros nacionales para evaluar y designar a sus 
candidatos en la UE.

2. � ¿Qué reformas institucionales  
se proponen?

Antes de entrar a las propuestas realiza-
das, hay que dejar claro que cambiar el sis-
tema electoral no es la única solución a los 
problemas de representación y legitimidad a 
los que se enfrenta la UE en general y el PE 
en particular. Dicho de otro modo, ni todos 
los problemas de la UE pasan por las refor-
mas electorales; ni la única fórmula de au-
mentar la participación pasa por cambios en 
los arreglos institucionales; ni todos los cam-
bios institucionales están vinculados direc-
tamente con la participación. Ahora bien, la 
virtud de los cambios institucionales es que 
pueden cambiar el sistema de incentivos de 
los partidos políticos y, a la postre, cambiar 
la visibilidad de la política europea. También 
se propondrán algunas medidas alejadas del 
sistema electoral y que pueden aumentar la 
participación.

La provisión de un sistema electoral con 
determinadas características, sin embargo, 
aumenta la probabilidad de los ciudadanos 
a sentirse vinculados tanto con la UE como 
con sus representantes en el PE. En este 
sentido, se han presentado varias reformas 
para así aumentar la vinculación entre repre-
sentantes y representados y la consiguiente 
participación. Ninguna de las propuestas de 
los miembros del PE —como la de Seitlinger 
en 1982, la de Bocklet entre 1984-1989 o 
las de De Gucht en 1991 y en 1993—, se 
han aplicado en toda su extensión. Y sin em-
bargo, han tenido influencia en los acuerdos 
adoptados tanto en el Tratado de Maastricht 
como los de Amsterdam y, más recientemen-

PARTE1-03.indd   55 16/11/11   15:41:03



Ferran Martínez i Coma

56

te, Lisboa. Sin desmerecer ninguna de estas 
propuestas, nos vamos a centrar en las más 
recientes y publicitadas. Tratamos de forma 
crítica las del eurodiputado Andrew Duff, la 
de los académicos Hix y Hagemann (2009) y 
las de Ghergina y Jiglau (2010).

El eurodiputado británico Andrew Duff 
es el ponente en el Comité de Asuntos Cons-
titucionales del PE y ha propuesto una modi-
ficación del Acta relativa a la elección de los 
eurodiputados del 20 de septiembre de 1976. 
En su informe, con el objetivo de mejorar la 
legitimidad de las elecciones como su dimen-
sión europea, para que la opinión pública y 
los medios de comunicación se involucren 
más en las decisiones políticas del futuro po-
lítico de la UE. Según Duff, las propuestas 
del informe proporcionan razones de ser a 
los partidos europeos que en este momen-
to no existen. También complementan las 
reformas ya introducidas por el tratado de 
Lisboa en lo concerniente a la democracia 
representativa y participativa. Las propues-
tas más relevantes son:

  1. � Crear un cuerpo adicional de 25 
europarlamentarios transnacionales 
y que se elegirían con un segundo 
voto, mediante un sistema de listas 
preferenciales y con paridad de gé-
nero.

  2. � En los países más poblados, hacer 
obligatorio las circunscripciones te-
rritoriales con bases regionales.

  3. � Insistir en el voto preferencial con 
sistema de listas semi-abiertas (don-
de los electores pueden votar por 
candidatos individuales ignorando 
el orden de la lista que propone el 
partido).

  4. � Introducir una revisión habitual de 
los 751 escaños durante cada man-
dato parlamentario para aplicar en 
las siguientes elecciones, que res-
pete el principio de proporcionali-
dad «degressive» y quizás con una 

fórmula matemática que se debería 
acordar.

  5. � Facilitar acuerdos para los ciuda-
danos de la UE que viven en países 
distintos al de su origen para que 
sean candidatos y puedan votar.

  6. � Crear una autoridad electoral de la 
UE para manejar, vigilar las listas 
transnacionales y escuchar reclama-
ciones.

  7. � Reducir el tiempo de votación al fin 
de semana para «dramatizar» el voto 
y para reducir la mala praxis de «dis-
closure» de resultados prematura.

  8. � Cambiar las elecciones de junio a 
mayo para hacer más rápida la elec-
ción de una nueva Comisión

  9. � Proponer un mínimo de edad uni-
forme tanto para electores como 
para candidatos

10. � Establecer un régimen supranacio-
nal de privilegios e inmunidades 
para los europarlamentarios.

11. � Explorar la extensión del voto elec-
trónico como un esfuerzo para mo-
vilizar votantes y facilitar el voto.

En la misma línea, Hix y Hagemann 
(2009) ofrecen dos vías para que las elec-
ciones europeas sean más atractivas. Por un 
lado, para que los partidos nacionales se to-
maran las elecciones europeas más en serio 
habría que vincularlas a las decisiones que 
afectan directamente a los ciudadanos. Así, 
argumentan, si las elecciones al Parlamen-
to Europeo se vincularan a la elección del 
presidente de la Comisión, las negociacio-
nes de los presupuestos de la UE y a otras 
decisiones importantes que se toman en el 
seno de la UE con un impacto evidente y di-
recto en la vida de los ciudadanos, entonces, 
aumentaría la participación. Por otro, tam-
bién proponen cambiar los incentivos de los 
eurodiputados para que se labren perfiles 
personales visibles y de esta forma cambia-
rían las formas de hacer las campañas desde 
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la perspectiva europea más que la nacional. 
La síntesis de estas dos vías se traduciría en 
unas circunscripciones de tamaño mediano 
y listas abiertas. Así, aumentaría la represen-
tatividad y la participación.

Tanto las propuestas de Duff como las de 
Hix y Hagemann, como todas las institucio-
nales, pueden crear diversos problemas. Sin 
ser exhaustivos, podemos apuntar varios que 
se pueden generalizar a muchas otras pro-
puestas de otros autores. En primer lugar, no 
contemplan las externalidades negativas que 
se pueden generar. Por ejemplo, el punto 10 
de la propuesta de Duff —establecer un ré-
gimen supranacional de privilegios e inmu-
nidades para los europarlamentarios—, en 
el momento actual de valoración de los po-
líticos, probablemente podría suscitar más 
críticas que beneficios y más bien actuaría 
en contra del objetivo inicial de mejorar la 
legitimidad de las elecciones como su dimen-
sión europea. Con las reformas instituciona-
les, en general hay que ser consciente que, 
en muchas ocasiones, se sabe dónde y cómo 
se empieza pero no cómo se acaba.

En segundo lugar, estas propuestas hacen 
un supuesto demasiado importante sobre el 
nivel de información de los ciudadanos. Este 
supuesto es que los ciudadanos conocen las 
atribuciones de la UE o del presidente de 
la Comisión. Y este supuesto es demasiado 
atrevido porque, si bien la información está 
disponible, es difícil afirmar que un ciuda-
dano corriente sabe de las atribuciones del 
Parlamento Europeo. En breve, ¿cuántos 
ciudadanos conocen las atribuciones del pre-
sidente de la Comisión?

En tercer lugar, ¿hasta qué punto algunas 
de estas medidas no serían extrañas con las 
prácticas habituales en el plano nacional? Por 
ejemplo, el tercer punto de la propuesta de 
Duff propone el voto preferencial con sistema 
de listas semi-abiertas —los electores pueden 
votar por candidatos individuales ignorando 

el orden de la lista que propone el partido—. 
El primer contraste y consiguiente problema 
que se puede generar en algunos ámbitos na-
cionales que funcionan con listas electorales 
cerradas y bloqueadas puede no ser menor.

Ahora bien la virtud de los cambios insti-
tucionales es que pueden cambiar el sistema 
de incentivos de los partidos políticos y, a la 
postre, cambiar la visibilidad de la política 
europea. También se propondrán algunas 
medidas alejadas del sistema electoral y que 
pueden aumentar la participación.

Cabe añadir algo respecto a la elección de 
los eurodiputados, que no por obvio pare-
ce menos importante cuando se observa la 
realidad. En primer lugar, probablemente se 
mandaría otra señal a los ciudadanos si los 
candidatos que concurrieran a las elecciones 
fueran de primer nivel y no percibidos como 
«reservas» o fueran los perdedores de otras 
elecciones y que se utiliza el PE como co-
locación de dichos candidatos. En segundo 
lugar, los comportamientos de algunos euro-
diputados (como el reciente escándalo de fi-
char en el pleno, no asistir y cobrar la dieta), 
deberían asemejarse más al proverbio de «no 
sólo ser honesto, sino parecerlo».

3. � Qué otras posibles reformas 
institucionales se pueden proponer

Si se considera que el nivel actual de par-
ticipación es un problema, se pueden adop-
tar otras medidas que también tendrían efec-
tos inmediatos. Dos posibilidades son variar 
los umbrales de entrada en la elección y la 
instauración del voto obligatorio en las elec-
ciones europeas.

3.1. � Retirada de umbrales

La literatura académica demuestra que 
los umbrales electorales legales —el porcen-
taje mínimo de votos que se deben conseguir 

PARTE1-03.indd   57 16/11/11   15:41:03



Ferran Martínez i Coma

58

para poder tener la posibilidad de obtener 
representación— son un factor determinante 
en la participación. La relación suele ser ne-
gativa y a mayor umbral, menor proporcio-
nalidad del sistema y, normalmente, menor 
participación. Cuando observamos la parti-
cipación en las últimas elecciones de la UE, 
se observa que se produce esta correlación, 
como muestra el gráfico  2: normalmente, 
en aquellos países con mayores umbrales de 
voto, suele haber una menor participación.

De los países de la UE-15, Grecia (3 por 
100), Suecia (4 por 100), Austria (4 por100), 
Alemania (5 por 100) y Francia (5 por 100), 
tienen umbrales mientras que de los doce 
restantes siete tiene un umbral que está entre 
el 4 y el 5 por 100 por cinco que carecen 
de umbral (Estonia, Chipre, Letonia, Malta 
y Bulgaria)

En este sentido, parece claro que al me-
nos en algunos países del centro y del este de 
Europa, si se eliminaran los umbrales míni-
mos de representación, la participación po-
dría aumentar, puesto que algunas voces que 

en este momento están fuera del Parlamento 
tendrían ahora cabida. Ahora bien, la nue-
va inclusión de estas voces no garantiza en 
absoluto que éstas sean sensatas y cumplan 
con el ideal democrático que se puede com-
partir por la mayoría. En cualquier caso, esta 
propuesta es razonablemente viable, puesto 
que serían modificaciones que ser harían en 
el plano nacional.

3.2. � Condicionar la representación  
en el PE y el peso de las decisiones

Ghergina y Jiglau (2010) proponen ligar el 
número de representantes en el PE a la parti-
cipación y, así, donde más se participara, ma-
yor sería el número de representantes. Una 
de las desventajas de esta medida es, preci-
samente, no conseguir «desnacionalizar» la 
elección, puesto que la participación vendría 
condicionada por el sentimiento nacional. 
Tampoco resolvería el problema en algunos 
países donde al saber que en función de la 
participación se consiguen más representan-

gráfico 2

RELACIÓN ENTRE NIVEL DE PARTICIPACIÓN 2009 Y UMBRAL
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tes, allá donde hubieran movimientos nacio-
nalistas o independentistas fuertes, podrían 
afectar aún más negativamente a la participa-
ción. Ahora bien, una pequeña variación de 
este sistema permitiría superar este proble-
ma: se podría poner un mínimo y un máxi-
mo para que ningún país quedara demasiado 
sub-representado o muy sobre representado.

En algunas decisiones de la UE todos los 
países tienen un voto. Sin embargo, en la mis-
ma línea del condicionamiento, se podría con-
dicionar el poder de dicho voto en función de 
la participación. Tomando los datos de partici-
pación de las últimas elecciones, el argumen-
to sería que en Polonia, con un 24 por 100 
de participación, no se toman tan en serio las 
elecciones como en Chipre (59,4 por 100) o 
Malta (78,7 por 100). Por esa razón, se puede 
pensar que la opinión de los chipriotas y mal-
teses sea más influyente que la de polacos.

Una medida de este calado puede generar 
un revuelo considerable tanto entre los deci-
sores políticos como entre el público. Ahora 
bien, parece que sus efectos pueden ser claros 
en el sentido de que podría reforzar los vín-
culos con el proyecto y la política europea.

4. � Reformas político-institucionales

Las medidas que a continuación se pro-
ponen vincularían cambios institucionales y 
políticos a la participación. Algunas de ellas 
ya están presentes en el debate actual y no 
las desarrollamos, mientras que nos detene-
mos algo más en las más novedosas.

4.1.  �Elección directa por el Parlamento 
Europeo del presidente  
de la Comisión Europea

La elección del presidente de la Comi-
sión por el Parlamento Europeo, a partir de 
los candidatos propuestos con anterioridad 
a las elecciones por parte de los partidos 

europeos, tendrá un efecto inmediato. En 
primer lugar, los ciudadanos podrían res-
ponsabilizar y premiar o castigar a alguien 
concreto. Y también solventaríamos parcial-
mente la pregunta que antes suscitábamos 
sobre sus atribuciones.

En segundo lugar, esto implicaría cam-
bios en la estructura y en el funcionamiento 
de los partidos. Algunos de estos cambios 
son imprevisibles, para bien y para mal.

En tercer lugar, todo parece indicar que au-
mentaría la competitividad de la elección para 
los ciudadanos. Si la candidata de un partido 
sale escogida, lo más probable es que sus co-
misarios sean del mismo o al menos más próxi-
mos que la Comisión que ahora se produce. Al 
fin y al cabo, para un votante medio, las dife-
rencias entre una Comisión con una Presiden-
cia conservadora y algunos comisarios progre-
sistas puede ser lógica pero difícil de observar 
diferencias con una Presidencia progresista y 
algunos comisarios conservadores.

En cierta medida desvincularía la «nacio-
nalización» de la política europea y, puede ser 
que muchos ciudadanos diferenciaran: no se-
ría lo mismo votar por el Partido Socialista en 
el país X que votar por el presidente de la Co-
misión que el Partido Socialista Europeo pro-
pone. Por ejemplo, el Partido Popular Europeo 
debería presentar un candidato que tanto los 
franceses como los irlandeses podrían votar. 
Probablemente, los partidos se verían obliga-
dos a realizar estrategias europeas globales y a 
ser más coherentes con sus discursos.

En cuarto lugar, favorecería la carrera de 
políticos europeos y ayudaría a romper la 
imagen de unos políticos europeos que van a 
la UE porque están debilitados nacionalmen-
te. A su vez, generaría sinergias, positivas y 
negativas, entre políticos de un mismo parti-
do en distintos países.

Obviamente, la elección del presidente 
de la Comisión también tendría efectos en 
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la visibilidad y la responsabilidad de los co-
misarios.

4.2. � Reforzar a la UE con más 
competencias y mayor presupuesto

Si aumenta la legitimidad del presiden-
te de la Comisión, también está legitimado 
para pedir mayores atribuciones vía compe-
tencias y recursos.

La viabilidad de esta propuesta en un pri-
mer momento es difícil tanto por la resisten-
cia de los gobiernos a transferir competen-
cias como por la ola de euroescepticismo en 
la que está instalada en la opinión de la UE. 
Por ejemplo, en el Eurobarómetro estándar 
75 de la primavera de 2011, muestra cómo 
se ha erosionado la confianza tanto en el 
Parlamento pasando del 56 por 100 en sep-
tiembre de 2007 al 45 por 100, cuatro años 
después, como en la Comisión, que pasa 
del 53 por 100 al 40 por 100 en el mismo 
periodo. Ahora bien, si la Presidencia de la 
Comisión es elegida directamente por el Par-
lamento Europeo, con el tiempo es probable 
vencer estas restricciones.

4.3.  �Cambiar las circunscripciones

Una forma de acercar la UE a los ciu-
dadanos es estableciendo que en los países 
más grandes, además de una circunscripción 
nacional, también hubieran regionales. Esto 
aumentaría el número de partidos y la diver-
sidad de los intereses en el Parlamento. Sin 
embargo, es harto improbable una medida 
de este calibre porque los problemas en la 
viabilidad de la propuesta: muchas reformas 
de las constituciones nacionales así como del 
Tratado. Y en segundo lugar, un cambio de 
esta magnitud probablemente conllevaría el 
aumento de los representantes, algo no muy 
aceptado en algunos países de la UE en estos 
momentos, donde se piensa que los políticos 

son uno de los principales problemas. Ade-
más tampoco garantizaría necesariamente 
mayor pluralismo en el Parlamento y, si así 
fuera, probablemente el acuerdo sería más 
complicado de conseguir.

4.4.  �Más allá de lo electoral: relación 
entre representante y representados

La participación política no se agota en lo 
electoral y es absurdo pensar que algunas de 
las «movilizaciones» que están sucediendo 
en Europa no van a tener efecto alguno en 
la participación política. Por ejemplo, en Ma-
drid, un 18 por 100 consideró bastante o mu-
cho el movimiento 15-M para emitir su voto 
durante las últimas elecciones municipales.

Así que habría que buscar mecanismos 
que favorecieran la relación entre represen-
tantes y representados y que no sean los me-
canismos clásicos de lobby. En este sentido 
sería muy positiva la obligatoriedad de que 
cada representante tuviera una oficina en su 
territorio al que los ciudadanos pudieran di-
rigirse en persona cuando el parlamentario 
no está en Bruselas. Obviamente, dichas ofi-
cinas no deberían estar situadas en las sedes 
de los respectivos partidos, sino en lugares 
con fácil acceso para los ciudadanos.

Los efectos de una medida tan viable y 
sencilla como esta son obvios.

5. � Otro tipo de reformas

Todas las reformas mencionadas anterior-
mente son institucionales y, si se implemen-
tan algunas, tal vez la participación aumente. 
Pero en tanto que no todas las reformas que 
se pueden realizar son en este ámbito, en vis-
ta a los comicios de 2014, se pueden realizar 
algunos experimentos que tal vez incentiven 
la participación. En concreto, considera-
mos que para aumentar la participación y la 
vinculación con la UE, hay que desligar las 
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reformas que se realicen en la mera técni-
ca electoral. Dicho de otro modo, en la UE 
hay demasiado en juego como para sólo cen-
trarnos en reformas de tipo institucional. El 
alejamiento entre la UE y los ciudadanos no 
se debe únicamente al arreglo institucional 
realizado y, por tanto, las medidas deben ser 
más profundas.

En este sentido, y entre las posibles so-
luciones, proponemos aprovechar la lógica 
subyacente de uno de los principales éxitos 
de la UE desde la perspectiva ciudadana, que 
es el programa de intercambio de estudiantes, 
Erasmus. Nuestra propuesta sería la imple-
mentación, un programa de concienciación 
centrado en la participación de los jóvenes 
votantes, de últimos años de instituto o pri-
meros universitarios. Durante unos años, en 
los últimos cursos de la educación obligato-
ria se impartirían con cierta regularidad una 
serie de cursos, clases o conferencias. Para 
evitar hacer una gran inversión en los 27 paí-
ses de la UE, se elegirían algunos con una 
tasa de participación similar. En algunos se 
realizarían estos programas, mientras que en 
otros no se haría nada. Si en las zonas donde 
se aplicó el programa observamos que en las 
siguientes elecciones aumenta la participa-
ción, entonces, se podría extender a todos 
los países miembros de la UE. Una medida 
en este sentido ayudaría a evitar que se si-
guiera percibiendo a la UE como algo lejano 
y elitista. Probablemente, un plan como éste 
o parecido también despertaría la simpatía 
de los medios de comunicación, que recoge-
rían estas medidas como un acercamiento a 
los ciudadanos.

Esta medida además estaría en sintonía 
con los intereses de los ciudadanos euro-
peos. Según el Eurobarómetro estándar 75 
de primavera de 2011, para un 45 por 100 la 
UE significa la libertad de viajar, estudiar y 
trabajar en cualquier lugar de la Unión. Éste 
es el significado más importante para los ciu-
dadanos, seguidos del «euro» (45 por 100), 

«desperdicio de dinero» (38 por 100) y «paz» 
(22 por 100). Efectivamente si las elites polí-
ticas y mediáticas impulsaran y publicitaran 
una medida de este estilo es probable que los 
ciudadanos de la UE interpretaran este tipo 
de iniciativas de forma positiva, más demo-
crática, cercana a sus intereses y no como un 
brindis al sol.

IV.  Recomendaciones

Es el momento de recapitular las reco-
mendaciones del capítulo:

1. � Retirada de umbrales.
2. � Condicionar la representación en el 

Parlamento Europeo y el peso de las 
decisiones.

3. � Elección directa por el Parlamento 
Europeo del presidente de la Comi-
sión.

4. � Reforzar a la UE con más competen-
cias y mayor presupuesto.

5. � Cambiar las circunscripciones.
6. � Oficinas ciudadanas de los miembros 

del Parlamento para fortalecer la re-
lación entre representados y repre-
sentantes.

Como se ha explicado en el artículo, no 
todas estas propuestas tienen la misma pro-
babilidad de ser exitosas, puesto que algunas 
conllevan más complicaciones que otras. No 
está de más recordar que se deberían apli-
car por fases: mientras que la retirada de 
los umbrales no parece conllevar problemas 
muy relevantes (nada más que la adaptación 
de la legislación nacional), condicionar la 
representación en el PE o el peso de las de-
cisiones en el PE podría generar mucha más 
controversia.

El grueso de las reformas que se han 
propuesto son de carácter institucional y 
político-institucionales, pero no son las úni-
cas, y se podrían complementar con otras de 
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carácter político o socioeconómica como la 
mencionada en la sección anterior.

Estas reformas no nos conducen a la per-
fección del sistema, pero sí consideramos 
que lo hace más funcional y próximo a los 
ciudadanos. No todo está escrito y la partici-
pación en las elecciones europeas puede re-
ducirse aún más o aumentar. Pero desde las 
instituciones se puede cambiar el statu quo.
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I. � UNA RENUNCIA APRESURADA

Durante la reunión del G20+ en septiem-
bre de 2009, el presidente de la Comisión 
Europea apelaba a la necesidad de construir 
un nuevo modelo económico más ecológico y 
con un sustrato ético, más equitativo y equi-
librado a nivel global. El mecanismo para 
lograrlo pasaba por volver a situar al ciuda-
dano en el centro de la actividad económica, 
política y social. Esta visión reflejaba que la 
crisis no era sólo de carácter financiero sino 
que afectaba a los fundamentos participati-
vos y democráticos de los sistemas políticos. 
La primacía en el plano europeo de la cons-
trucción del mercado económico sobre el 
proyecto político había llevado a un desequi-
librio entre las capacidades de los individuos 
como ciudadanos y como consumidores.

En noviembre de 2008  1 se anunció un 
plan de estímulo fiscal coordinado a nivel 

1  Aprobado por el Consejo Europeo del 11-12 de 
diciembre de 2008.

europeo y repartido entre fondos europeos 
(30.000 millones de euros) y nacionales 
(170.000 millones de euros). Se puso en-
tonces de manifiesto la reducida capacidad 
a nivel europeo de desarrollar una política 
fiscal expansiva ante la insuficiencia del pre-
supuesto europeo y la posibilidad por par-
te de la Unión Europea de generar fondos 
propios. El esfuerzo se concentró a nivel na-
cional con el convencimiento de que a largo 
plazo y cuando la economía diera signos de 
mejora y los esfuerzos se debieran concen-
trar entonces en devolver el déficit público 
al nivel fijado en el Pacto de Estabilidad y 
Crecimiento 2.

2  Comunicado conjunto los gobiernos alemán y 
francés de 3 de marzo de 2009 dirigido a los presiden-
tes de las instituciones europeas. La Comisión Europea 
se hizo eco de la estrategia y en su informe de septiem-
bre de 2009 aludía a la necesidad de adoptar medidas 
de estímulo fiscal en el marco de flexibilidad que per-
mitía el Pacto de Estabilidad y Crecimiento (Comisión 
Europea, 2009, Report. European Economy 7/2009. 
Economic crisis in Europe: causes, consequences and 
responses).
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Sin embargo, la concentración a nivel 
nacional del esfuerzo fiscal puso al límite la 
flexibilidad del Pacto de Estabilidad y Cre-
cimiento, que no superó el mes de octubre 
de 2009. Sería en el mismo mes que Irlanda 
y Polonia ratificaban el Tratado de Lisboa, 
permitiendo su entrada en vigor, cuando el 
recién elegido ejecutivo griego destapaba un 
déficit público cuatro veces superior al ofi-
cialmente declarado (12,5 por 100 frente al 
3,7 por 100) a la Comisión Europea, donde 
fallaron todos los mecanismos de control.

Comenzó así una nueva fase en la estra-
tegia para afrontar la crisis de la deuda na-
cional en el mismo momento que entraba 
en vigor el Tratado de Lisboa. La puesta en 
marcha de los planes nacionales de estímulo 
fiscal fueron abruptamente retirados y sus-
tituidos por planes nacionales de reducción 
del déficit y reformas estructurales con un 
gran impacto en los derechos de la ciuda-
danía.

Este cambio en la estrategia condicionó 
el desarrollo de un nuevo modelo socioeco-
nómico basado en el empoderamiento de la 
ciudadanía. En primer lugar, los planes nacio-
nales de consolidación fiscal se traducen en 
una serie de medidas que no garantizan una 
mayor participación por parte de la ciudada-
nía en el modelo socioeconómico: reducción 
del gasto público, privatización de servicios 
públicos y reformas estructurales (desregula-
ción de mercados para incentivar la compe-
titividad, reducción en los sistemas públicos 
de pensiones, limitación de la protección por 
desempleo y modificación de la negociación 
colectiva).

En segundo lugar, estas medidas no con-
tribuyen a la ampliación de la base social de 
la economía, sino que se avanza peligrosa-
mente hacia unos mayores riesgos de exclu-
sión. Hasta un 16 por 100 de la población 
europea se encuentra en una situación de 
riesgo de pobreza (esto es, por debajo del 60 

por 100 del ingreso medio de cada Estado) 3. 
También las desigualdades en la distribución 
de la renta son notables: el 20 por 100 de 
la población con mayor renta recibe hasta 
cinco veces más ingresos que el 20 por 100 
con el nivel inferior de renta y en algún caso 
como Portugal o España esta cifra llega a seis 
veces más. A las crecientes desigualdades en 
el contexto europeo se suma el progresivo 
endeudamiento de los hogares desde mitad 
de los años noventa (los créditos pendientes 
de los hogares representan hasta un 97 por 
100 de la renta disponible —en 1995 esta 
cifra era del 61,3 por 100—).

Finalmente, los planes de reducción del 
déficit público se desarrollan exclusivamen-
te en clave nacional, sin que desde la UE se 
haya compensado su retirada con programas 
europeos de inversión en aquellas políticas 
más afectadas por los recortes de gasto públi-
co (transportes e infraestructuras, educación 
o cohesión social). Por el contrario, desde la 
Unión Europea la atención se ha centrado en 
aquellos elementos de la ciudadanía más vin-
culados al libre mercado, como son la pro-
tección de los consumidores y la superación 
de las diferencias que existen en las prácticas 
administrativas de los distintos EEMM y que 
dificultan el ejercicio de las libertades de cir-
culación y residencia.

II. � UN SISTEMA DUAL: 
CIUDADANOS NACIONALES  
Y CONSUMIDORES EUROPEOS

1. � Dimensiones estática y dinámica  
de la ciudadanía

En abril de 2010 la Comisión realizó 
una consulta pública sobre el estado de la 

3  El porcentaje alcanzaría el 25 por 100, en 2009, 
antes de las transferencias sociales, por lo que el im-
pacto de los planes de consolidación fiscal pueden 
afectar negativamente a este índice. Si se desagrega 
por grupos, el porcentaje alcanzaría más del 40 por 
100 en el grupo de desempleados.
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ciudadanía y sus perspectivas futuras. Esta 
medida pretendía buscar mecanismos para 
mejorar la libre circulación de personas, la 
protección diplomática y consular, los dere-
chos electorales y la protección del consumi-
dor. La consulta constataba la existencia de 
una falta de sintonía entre un amplio mar-
co normativo de derechos y una deficiente 
aplicación práctica, sobre todo en situacio-
nes donde concurría un elemento transna-
cional. El informe identificaba tres tipos de 
obstáculos en el ejercicio efectivo de los de-
rechos que comporta la ciudadanía europea 
(obstáculos de reconocimiento, aplicación y 
conocimiento) y proponía un plan de acción 
de hasta 25 medidas a implementar antes 
del 2020.

Las dificultades en la aplicación de los 
derechos de la ciudadanía europea se deri-
van de la tardía o incorrecta implementa-
ción a nivel nacional de las directivas co-
munitarias. En 2010, hasta un 5 por 100 
de las directivas sobre el mercado interior 
no habían sido traspuestas a tiempo por los 
EEMM (diez años antes y en la UE15 el por-
centaje era sensiblemente superior, 13 por 
100). No obstante, esta cifra se eleva en el 
caso de algunos sectores como los derechos 
de los consumidores, o la política de trans-
porte y de medio ambiente (10 por 100). 
Un reciente ejemplo de esta transposición 
tardía es el tercer paquete normativo para 
la creación de un mercado europeo de la 
energía (electricidad y gas) 4 que debía ser 
implementado por los países antes del 3 de 
marzo de 2011.

Un segundo tipo de obstáculos para la 
ciudadanía europea son administrativos y es-
tán asociados a la duplicidad de trámites o a 
la falta de previsión en los sistemas adminis-
trativos nacionales de los casos en los que se 
plantea un elemento de transnacionalidad. 
Se generan con frecuencia situaciones de do-

4  Directivas 2009/72/CE y 2009/73/CE.

ble imposición económica y jurídica, como 
en el caso de la matriculación de vehículos o 
en las donaciones internacionales.

Finalmente, una tercera fuente de obs-
táculos es el desconocimiento que tienen 
los ciudadanos de sus derechos. Dentro de 
las acciones dirigidas a atenuar la falta de 
información destaca el lanzamiento, en ju-
lio de 2010, del portal web E-justice  5, di-
rigido a dar a conocer el marco normativo 
básico de los Estados europeos, su sistema 
de justicia y los puntos de información en 
cada país. Sin embargo, no resulta del todo 
evidente que una mayor información consiga 
una activación de los derechos por parte de 
la ciudadanía si no se habilitan canales de 
protección en caso de incumplimiento. Por 
ello, la potenciación de los mecanismos al-
ternativos de resolución de controversias y 
el procedimiento rápido y simplificado para 
las reclamaciones de reducida cuantía o el 
proceso de implementación de la mediación 
en asuntos transnacionales, cuyo plazo de 
transposición espiraba en mayo de 2011  6, 
representan claros progresos en esta línea.

En todo caso, los avances más significati-
vos respecto a la ciudadanía europea se pro-
ducen con relación a su dimensión dinámica, 
esto es, cuando existe un elemento transna-
cional (por ejemplo, parejas de distinta na-
cionalidad o titulaciones obtenidas en otro 
Estado miembro) o de movilidad geográfica. 
Así, en el caso de los procesos de separación 
y divorcio entre cónyuges de distinta nacio-
nalidad, se ha adoptado un marco norma-
tivo que ofrece mayor seguridad jurídica al 
determinar cuál es la normativa aplicable en 
estos supuestos 7. Supone además la prime-
ra vez que se pone en marcha el mecanis-
mo de la cooperación reforzada y en la que 

5  https://e-justice.europa.eu.
6  Directiva 2008/52 sobre ciertos aspectos de la 

mediación en asuntos civiles y mercantiles.
7  Reglamento (UE) núm. 1259/2010.
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14 EEMM, hasta el momento, han decidido 
participar.

También en el campo de la política cri-
minal el factor relativo a la movilidad ha 
servido para impulsar medidas como la ne-
cesidad de informar de los derechos básicos 
en las causas criminales o la orden europea 
de protección a las víctimas apoyada por el 
Parlamento Europeo y aunque duramente 
criticada por la Comisión fue aprobada en el 
JAI de 22-23 de septiembre 2011. Finalmen-
te, también se adoptó la Directiva sobre los 
derechos de traducción e interpretación en 
los procesos penales 8.

Todos estos avances suponen notables 
mejoras en el desarrollo de la ciudadanía 
europea cuando concurre algún elemento 
dinámico (transnacionalidad en los nego-
cios jurídicos, en las relaciones económicas 
o personales, o también, movilidad geográfi-
ca) y representan principalmente un reforza-
miento de los derechos civiles. Sin embargo, 
el desarrollo de la ciudadanía europea en su 
dimensión estática (ausencia de elementos 
transnacionales o de movilidad geográfica) 
y ligada a los derechos sociales no sigue la 
misma evolución.

Así, el desarrollo de la dimensión social 
de la ciudadanía está sometido a una doble 
salvaguardia, de tipo formal y material. Res-
pecto de esta última, el Tratado de Lisboa 
abría la posibilidad de adoptar medidas re-
lativas a la protección social por parte de la 
UE siempre que su objetivo fuera garantizar 
los derechos a circular y residir libremente 
en el territorio de los Estados miembros. Se 
reproduce también aquí la atención privile-
giada que reciben los aspectos dinámicos de 
la ciudadanía (concurrencia de elementos 
de transnacionalidad o movilidad). Con re-
lación a la salvaguardia formal, la adopción 
de medidas en esta materia no se somete al 

8  Directiva 2010/64.

procedimiento legislativo ordinario (codeci-
sión), sino que el Consejo, previa consulta 
del Parlamento Europeo, decide por unani-
midad 9.

A pesar de estas limitaciones en el desa-
rrollo de la política social, la actividad del 
Parlamento Europeo en este campo ha sido 
más esperanzadora que la desarrollada por el 
Consejo o la Comisión. Así, el 20 de octubre 
de 2010, el Parlamento Europeo adoptó una 
resolución no vinculante en la que se subra-
yaba la necesidad de establecer un umbral 
mínimo de renta para garantizar la cohesión 
socioeconómica en la Unión. En la misma 
fecha, el Parlamento adoptó otra resolución 
no vinculante en materia de permisos de ma-
ternidad dirigida a garantizar el permiso de 
veinte semanas por maternidad y asegurar la 
plena retribución durante al menos las seis 
primeras semanas después del nacimiento.

Por el contrario, la coincidencia en los 
programas de trabajo de la Comisión Euro-
pea y del trío de presidencias rotatorias no 
produjo avances significativos. Así se reflejó 
en los casos de distintas directivas como la 
del tiempo de trabajo, la relativa a los tra-
bajadores desplazados o la de trasferencias 
de empresas, de centros de actividad o de 
partes de empresas o de centros de activi-
dad, así como las relativas al marco general 
relativo a la información y la consulta de los 
trabajadores. La limitación, por tanto, de la 
participación del Parlamento Europeo pare-
ce ser un freno al potencial desarrollo de la 
política social a nivel europeo

Estas diferencias en el desarrollo de la 
perspectiva dinámica y estática de la ciuda-
danía contrastan con las características de 
la población europea. La mayor atención de 
la política comunitaria hacia los elementos 
de movilidad y transnacionalidad deja, sin 
embargo, una buena parte de la población 

9  Art. 21 TFUE.
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europea fuera de su alcance. Los movimien-
tos de población entre países de la UE sólo 
alcanzaban el 36 por 100 del total de los flu-
jos migratorios en 2008. En 2011, y a pesar 
de que la crisis podría hacer pensar en ma-
yores desplazamientos, el porcentaje alcanzó 
el 37,5 por 100 del total de los movimien-
tos migratorios dentro del espacio europeo 
(aproximadamente 12 millones sobre un to-
tal de 500 millones que representa la pobla-
ción UE: un 2,4 por 100).

2. � El protagonismo del consumidor 
europeo

Las experiencias británica y estadouni-
dense impulsaron desde los años ochenta 
una tendencia entre los EEMM hacia la pri-
vatización de la gestión de servicios públi-
cos y la desregularización. Esta tendencia se 
consolida en los años noventa con el desa-
rrollo de un modelo de mercado europeo ba-
sado en los principios de libre competencia 
y la limitación de la intervención pública. La 
salvaguarda de estos principios queda enco-
mendada a la Comisión Europea y al Tribu-
nal de Justicia de la Unión Europea. Poste-
riormente, esta tendencia se consolida con 
el desarrollo de una unión monetaria des-
provista de competencias en materia fiscal. 
El fomento de los planes de reducción del 
déficit y reformas estructurales, como salida 
a la crisis actual, retroalimenta el proceso de 
reducción del sector público y permite am-
pliar progresivamente un modelo europeo 
basado en la libre competencia pero huérfa-
no de mecanismos de cohesión social y redis-
tribución de rentas.

Este proceso de privatización de los ser-
vicios públicos ha sido acompañado por un 
traslado de la política reguladora en diversos 
sectores económicos desde los parlamentos 
nacionales hacia agencias reguladoras inde-
pendientes tanto a nivel nacional como euro-
peo. Éstas se han convertido en los principales 

responsables para la adopción de decisiones 
y para controlar su correcta implementación 
en sectores estratégicos como los servicios 
financieros, la energía o las telecomunicacio-
nes. Esta tendencia se ha visto impulsada por 
el convencimiento de que la independencia 
de estas agencias las dota de mayor credibili-
dad en la defensa de sus objetivos y eficacia 
en la adopción de sus decisiones que dejan de 
estar condicionadas por el horizonte corto-
placista que marca el debate político.

Como consecuencia de esta evolución en 
los servicios públicos y la política regulatoria, 
las instituciones europeas han concentrado 
la atención en la figura del consumidor y han 
confiado en el libre mercado como el siste-
ma más adecuado para proveer un número 
creciente de servicios. Se produce así un des-
plazamiento de la relación Estado-ciudadano 
hacia otra de tipo mercado-consumidor.

De esta manera, los tímidos avances en la 
dimensión social de la ciudadanía contrastan 
con las ambiciosas iniciativas en materia de 
consumo. Entre las acciones impulsadas en 
este periodo destaca la relativa al desarrollo 
de un código europeo de Derecho contrac-
tual. Con el impulso de un código armoniza-
do de principios de contratación se pretende 
hacer frente a la mayor desconfianza que 
generan las operaciones transnacionales. 
También se pretende elaborar una norma-
tiva para resolver eventuales controversias, 
reducir el coste derivado del asesoramiento 
legal y los gastos de traducción y simplificar 
los diferentes tipos impositivos con relación 
al impuesto sobre el valor añadido. En defi-
nitiva, las acciones emprendidas por la UE 
se dirigen a conseguir uniformizar las reglas 
tanto para el consumidor como para el pro-
ductor a fin de dinamizar el mercado de ope-
raciones transnacionales.

Sin embargo, no existe consenso, inclu-
so entre los operadores económicos, acerca 
de si este código contractual debiera afectar 
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exclusivamente a las relaciones empresarios-
consumidores o también entre empresarios 
(b2c y b2b). En el caso de estos últimos pare-
ce difícil alcanzar un acuerdo que limite la li-
bertad de negociación como principio básico 
de la contratación. Tampoco existe consenso 
acerca de si el código debiera ser opcional 
u obligatorio o si debiera afectar exclusiva-
mente a las transacciones online o también 
cubrir las transacciones off-line. Finalmente 
un último punto de fricción es si se debiera 
aplicar cuando existe un elemento de trans-
nacionalidad o también en las operaciones 
internas de un EEMM (productor/empresa y 
consumidor residentes en el mismo Estado). 
En junio de 2011 el Parlamento aprobó una 
resolución en la que abogaba por el desarro-
llo de un código, a modo de manual (caja de 
herramientas), de carácter opcional y apli-
cable a empresarios y consumidores 10, y en 
octubre de 2011, la Comisión presentó una 
comunicación sobre transacciones trans-
fronterizas en las que establecía un Código 
de Conducta de carácter facultativo.

Dentro de la estrategia de reforzar los 
derechos de los consumidores, los esfuerzos 
también se han dirigido a la unificación de 
las directivas que componen el marco nor-
mativo de los derechos del consumidor 11. En 
marzo de 2011, el Parlamento Europeo dio 
luz verde a la nueva regulación que incluye la 
armonización del periodo de entrega (treinta 
días) y del periodo de desistimiento de un 
contrato por parte del consumidor (catorce 
días), iniciándose una serie de contactos con 
el Consejo a fin de consensuar posiciones y 
adoptar el texto normativo en primera lec-
tura. A diferencia de la iniciativa del código 

10  Resolución del Parlamento Europeo, de 8 de 
junio de 2011. 

11  Aspectos de la venta y las garantías de los bie-
nes de consumo (99/44/EC), Cláusulas abusivas en 
los contratos celebrados con consumidores (93/13/
EC), Venta a distancia (97/7/EC), Venta a domicilio 
(85/577/EC).

contractual europeo, el ámbito de esta nueva 
directiva unificadora es más limitado al abar-
car sólo las transacciones online b2c tanto 
de bienes como de servicios. Sin embargo, 
han quedado fuera de la discusión aspectos 
tan relevantes para una completa protección 
del consumidor como las condiciones abu-
sivas de contratación o la regulación de los 
supuestos de incumplimiento contractual.

En esta política de consumo aún quedan 
cuestiones por resolver, como el relativo al 
desarrollo de mecanismos, alternativos al 
judicial, para la resolución de controversias, 
el desequilibrio entre consumidor y empre-
sario en la contratación, la determinación de 
la jurisdicción competente, la diversidad na-
cional en términos de fiscalidad de las ope-
raciones transnacionales, o la diversidad en 
las normas complementarias a nivel nacional 
que sirven para integrar los contratos.

En cualquier caso, el nivel de concreción 
en el debate europeo o el activismo de los in-
terlocutores sociales en materia de consumo 
contrasta con la laxitud con la que se definen 
y discuten las cuestiones sociales. Un reflejo 
de este desigual desarrollo es el número de 
asuntos que conoció el Tribunal en materia 
de ciudadanía —normalmente asociados a 
aspectos dinámicos— (8) frente a los que 
versaban sobre consumo (80) en 2009.

3. � Nuevos elementos para el reequilibrio

El Tratado de Lisboa ha introducido va-
rias innovaciones que potencialmente permi-
tirían un mayor desarrollo de la dimensión 
social de la ciudadanía. Se trata de la inicia-
tiva legislativa popular, la introducción de la 
Carta europea de derechos fundamentales 
en el Tratado de Lisboa, el establecimiento 
de la «cláusula social» y la mayor influencia 
del Parlamento Europeo mediante la conver-
sión de la codecisión en el procedimiento le-
gislativo ordinario.
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Con la entrada en vigor del Tratado de 
Lisboa, la Carta de Derechos Fundamentales 
de la Unión Europea se convierte en Derecho 
originario, pero su alcance resulta incierto 
hasta futuras resoluciones por parte del Tri-
bunal de Justicia de la UE. La Carta obliga a 
las instituciones europeas pero sólo vincula-
ría a los Estados cuando estén aplicando el 
Derecho comunitario. Además la Carta no 
tiene rango normativo privilegiado ni es obli-
gatoria en todos los países europeos (Reino 
Unido, Polonia y República Checa), pudien-
do entrar en conflicto con otros principios de 
la construcción europea, fundamentalmente 
los derivados del libre mercado.

El limitado alcance de la Carta se constata 
tras el primer año de su entrada en vigor. De 
las más de 4.000 comunicaciones de los ciu-
dadanos recibidas por la Comisión Europea 
en el año 2010 a propósito de derechos fun-
damentales, hasta un 75 por 100 se declaró 
que caían fuera del ámbito de aplicación de 
la Carta. Por su parte, la Agencia Europea 
para los Derechos Fundamentales señala en 
su informe de 2010 algunas áreas que no 
permiten concluir una evaluación positiva 
en el cumplimiento de los derechos funda-
mentales. Estas áreas son la persistente y ex-
trema pobreza, así como la exclusión social 
de las comunidades romaníes; el deterioro 
de las condiciones de los solicitantes de asilo 
en algunos Estados miembros, la integración 
de los inmigrantes; nuevas cuestiones relati-
vas a la protección de datos; la violación de 
los derechos de los niños; la falta de igualdad 
y los constantes casos de racismo y discri-
minación; la falta de acceso a la justicia y 
la falta de desarrollo en la protección de las 
víctimas.

En materia de derechos fundamentales, 
uno de los temas más relevantes en este pe-
riodo ha sido la firma del acuerdo SWIFT. 
Este acuerdo inicialmente rechazado por el 
Parlamento Europeo recibió el visto bueno 
tras obtener algunas garantías para que no 

se produjera una transmisión masiva e in-
discriminada de información financiera de 
ciudadanos europeos a las autoridades nor-
teamericanas con la justificación de luchar 
contra el terrorismo. Con el desarrollo de la 
agenda digital europea es previsible que los 
conflicto entre el derecho de acceso a la in-
formación y la protección de la intimidad e 
integridad de la persona se multipliquen.

Una segunda innovación institucional 
ha sido la iniciativa legislativa popular. En 
febrero de 2011 se aprobó definitivamen-
te el texto de la regulación del Parlamento 
y el Consejo 12 sobre la iniciativa legislativa 
popular por la que un comité de al menos 
siete ciudadanos residentes en siete países 
distintos (no se computan los miembros del 
Parlamento Europeo) podrán promover y or-
ganizar la iniciativa, que debe contar con al 
menos un millón de declaraciones de apoyo. 
Tras su presentación ante la Comisión Euro-
pea, ésta se pronunciará sobre su admisión, 
en el plazo de dos meses, y su eventual regis-
tro. A partir del registro, los organizadores 
disponen de doce meses para reunir el apoyo 
(mediante firma documental o electrónica) 
de un millón de ciudadanos de al menos sie-
te Estados. Se establece un segundo control a 
partir de un umbral mínimo por país igual al 
número de europarlamentarios elegidos mul-
tiplicado por 750 (entre los 3.750 de Malta 
y los 74.250 de Alemania). Conseguido los 
apoyos, la Comisión deberá pronunciarse 
en un plazo máximo de tres meses sobre las 
medidas a adoptar o que deja de adoptar. 
Aún es pronto para realizar una valoración, 
aunque ya se cuestiona la viabilidad de una 
iniciativa al margen del patrocinio de actores 
organizados como partidos políticos, asocia-
ciones o grupos de interés. En cualquier caso 
su configuración apunta a que la Comisión 

12  PE/CONS 65/10 de 4 de febrero de 2011: Re-
glamento del Parlamento Europeo y del Consejo sobre 
la iniciativa ciudadana.
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deberá justificar su posición ante las peticio-
nes de la ciudadanía y se le exigirá una ma-
yor responsabilidad en su papel de iniciar el 
proceso legislativo.

Un tercer elemento que está llamado a re-
forzar la dimensión social de la ciudadanía 
europea es la inclusión de una «cláusula so-
cial» que debiera inspirar toda la legislación 
comunitaria. Según esta cláusula, los aspec-
tos sociales (promoción de un nivel de em-
pleo elevado, protección social adecuada, lu-
cha contra la exclusión social, etc.) se deben 
tener en cuenta al definir y ejecutar todas las 
políticas 13. Sin embargo, se trata de un prin-
cipio que informa las regulaciones europeas 
y, por tanto, sólo se puede alegar en la me-
dida que sea desarrollado por la legislación 
ordinaria. En consecuencia, los ciudadanos 
carecen de un recurso directo para reclamar 
su aplicación.

Finalmente, un cuarto mecanismo para 
un mayor reequilibrio entre los distintos 
elementos de la ciudadanía se produciría 
mediante la mayor influencia dada al Parla-
mento Europeo en el proceso legislativo, al 
ser ésta la institución más proclive a adop-
tar posiciones, aunque no sean vinculantes, 
en materia social. Esta mayor capacidad de 
influencia se logra al convertir el procedi-
miento de codecisión en el procedimiento le-
gislativo ordinario al extenderlo a la práctica 
totalidad de áreas políticas (incluyendo polí-
tica agrícola y de pesca, asuntos de justicia e 
interior y asuntos presupuestarios).

Sin embargo, se ha constatado cómo el 
contrapeso al intergubernamentalismo que 
representa el proceso de codecisión y el ma-

13  Tratado de Funcionamiento de la UE, art. 9: «En 
la definición y ejecución de sus políticas y acciones, 
la Unión tendrá en cuenta las exigencias relacionadas 
con la promoción de un nivel de empleo elevado, con 
la garantía de una social adecuada, con la lucha contra 
la exclusión social y con un nivel elevado de educa-
ción, formación y protección de la salud humana».

yor poder del Parlamento Europeo no ha fun-
cionado hasta el momento de manera con-
vincente. Y ello porque la primera y segunda 
lecturas a las que aboca el procedimiento de 
codecisión (y que permite identificar las po-
siciones de ejecutivos nacionales, la Comi-
sión y los grupos parlamentarios o grupos de 
interés) ha sido sustituida por reuniones in-
formales (secret trialogue). Unas reuniones 
celebradas entre la Comisión, el Parlamento 
y el Consejo que están dominadas por exper-
tos no elegidos democráticamente y que re-
sultan opacas a los medios de comunicación. 
Estas reuniones, pensadas originalmente 
para cuestiones técnicas, se han extendido a 
otros aspectos de carácter político como la 
política migratoria y el espacio Schengen.

III.  RECOMENDACIONES

Los avances en materia de ciudadanía a 
nivel europeo han ido conformando un sis-
tema dual entre los derechos ligados a los 
aspectos dinámicos de la ciudadanía europea 
(perfeccionamiento de la libertad de circula-
ción y residencia y promoción de los dere-
chos del consumidor en el marco del libre 
mercado) y aquellos ligados a la dimensión 
estática (derechos sociales y políticos que 
vienen reconocidos y garantizados en el pla-
no nacional). El reequilibrio entre ambos as-
pectos puede ser acometido a partir de dis-
tintas iniciativas.

1. � Creación de un sistema de recursos 
económicos propios de la UE  
y definición de servicios públicos  
a nivel europeo

La crisis económica y las respuestas adop-
tadas no han contribuido a conseguir un ma-
yor equilibrio entre ambas dimensiones de 
la ciudadanía. Sin embargo, la hipótesis de 
la escasez de recursos que guían las medidas 
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de respuesta a la crisis en el contexto actual 
no resulta del todo satisfactoria. Si en 2010 
el presupuesto europeo ascendía a 122.937 
millones de euros, sólo los planes de rescate 
durante el mismo año alcanzaron 194.500 
millones de euros. El presupuesto europeo 
de 2010 representa aproximadamente el 4,2 
por 100 del gasto social de todos los países 
de la UE en 2005 (2,9 billones de euros).

El reducido carácter del presupuesto eu-
ropeo es consecuencia inmediata del proce-
so seguido para su aprobación y de su de-
pendencia casi exclusiva de las aportaciones 
realizadas sobre la base de la renta nacio-
nal. Este último factor determina que el pre-
supuesto europeo no esté tanto orientado a 
la promoción de determinadas políticas y 
programas cuanto a lograr el mayor equi-
librio entre las aportaciones y los retornos 
que obtiene cada EEMM. Se produce así 
un juego de suma cero en el que para que 
unos (EEMM) ganen otros deben perder, 
perpetuándose así el equilibrio actual. En 
este escenario, la combinación de los pro-
gramas nacionales de consolidación fiscal y 
de los planes europeos de rescate dificulta 
aún más la ampliación del presupuesto co-
munitario, ya que los contribuyentes princi-
pales al fondo de rescate europeo podrían 
cuestionar que los máximos beneficiarios 
de un presupuesto europeo ampliado fue-
ran los mismos que han de acudir al fondo 
de rescate.

Para superar el equilibrio actual sería ne-
cesario establecer un sistema de progresiva 
sustitución de las aportaciones nacionales, 
como principal fuente de ingresos, por un 
sistema de recursos propios a partir de un 
sistema impositivo europeo (nuevas formas 
de imposición sobre transacciones finan-
cieras, beneficios de sociedades europeas o 
emisiones de gases contaminantes). Éste se 
definiría no tanto por la armonización de los 
impuestos nacionales sino, en primer lugar, 
por la definición de cuáles son los bienes 

públicos y los servicios de interés general a 
nivel europeo que han de ser financiados. De 
esta manera, la determinación de los obje-
tivos en materia social que se hace a nivel 
nacional ha de ser completada con el esta-
blecimiento niveles mínimos de protección y 
servicios sociales que sean garantizados por 
una redistribución de rentas a nivel europeo 
y financiado directamente por nuevos recur-
so propios.

2. � Establecimiento de mecanismos  
de corresponsabilidad en la asunción 
de los riesgos derivados  
de la actividad económica

Para un reequilibrio necesario de los dis-
tintos componentes de la ciudadanía euro-
pea se han de establecer mecanismos para 
mejorar la participación del ciudadano en el 
mercado.

1. � El creciente protagonismo del crédito 
en el consumo requiere de una mayor 
atención hacia los casos de sobreen-
deudamiento. A fin de evitar la cre-
ciente exclusión social que genera el 
sobreendeudamiento sería oportuno 
crear un procedimiento armonizado 
a nivel europeo de los casos de insol-
vencia de persona física que contem-
ple no sólo medidas (informativas) 
de prevención del sobreendeuda-
miento sino también recuperadoras 
de la posición de la persona o uni-
dad familiar (planes plurianuales de 
devolución con opciones de quita y 
aplazamientos). Esta medida fomen-
taría la necesaria corresponsabilidad 
de ciudadanos y agentes económicos 
en la gestión del crédito y estimularía 
el cambio en los incentivos.

2. � También dentro de las relaciones con-
tractuales b2c y c2c resulta necesaria 
la codificación de los derechos de los 
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ciudadanos europeos (más allá de las 
condiciones generales de contrata-
ción) y el establecimiento de meca-
nismos de seguridad y privacidad así 
como de procedimientos ágiles que 
garanticen la ejecución de las deci-
siones administrativas o judiciales.

3. � Reequilibrio entre las cámaras 
de representación y las agencias 
reguladoras independientes

Respecto a los derechos políticos, el cre-
ciente recurso al establecimiento de agencias 
reguladoras independientes ha de ser compen-
sado mediante un mayor control y participa-
ción del Parlamento Europeo en las activida-
des de aquéllas. La designación de los consejos 
directivos de estas agencias, al margen de cuo-
tas nacionales, por los grupos parlamentarios 
europeos introduciría un principio democráti-
co en el funcionamiento de estas agencias.

4. � Fortalecimiento de la administración 
pública a nivel europeo

Finalmente, y respecto a los aspectos di-
námicos de la ciudadanía, el actual sistema 
administrativo descentralizado presenta ca-
rencias que se transmiten en la dificultad de 
ejercicio de los derechos de los ciudadanos.

1. � De un lado, la creación de una oficina 
europea de reconocimiento transna-
cional de derechos sociales permitiría 
gestionar más eficazmente los casos 
de aquellos ciudadanos con una vida 
laboral fragmentada entre distintos 
EEMM. De otro lado, una oficina 
europea de movilidad encargada de 
tramitar expedientes administrativos 
que impliquen a más de una adminis-
tración pública nacional (por ejem-
plo, traslado de vehículos, reconoci-
miento de titulaciones) simplificaría 

y facilitaría el ejercicio del derecho 
de circulación y residencia.

2. � El desarrollo de estas oficinas euro-
peas (reconocimiento transnacional 
de derechos y movilidad) requiere 
el desarrollo de un código europeo 
de derechos y procedimientos de la 
relación del ciudadano con las admi-
nistraciones públicas basados en la 
simplificación de la práctica adminis-
trativa (formularios europeos transfe-
ribles directamente entre administra-
ciones y reconocimiento de derechos 
a los ciudadanos en su relación con la 
administración), así como el fortale-
cimiento de servicios de reclamacio-
nes y mediación como SOLVIT.
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I.  �  Introducción. El año 2010  
en materia de inmigración  
e integración

En materia de inmigración e integración, 
el 2010 ha sido un año de pocos avances. 
Esto se ha debido en gran medida a los efec-
tos que la crisis económica (y en particular 
las energías empleadas en solucionar la crisis 
del Euro) ha tenido a la hora de marcar las 
prioridades de la UE, y en menor medida, a 
la lenta puesta en funcionamiento de la Co-
misión Barroso II.

La actividad de la UE en el ámbito de la in-
migración a lo largo de 2010 vino precedida 
por la entrada en vigor del Tratado de Lisboa 
a finales de 2009 y la aprobación del llamado 
Programa de Estocolmo 1 por el Consejo Eu-
ropeo de diciembre de ese mismo año.

1  «Programa de Estocolmo: Una Europa abierta y 
segura que sirva y proteja al ciudadano», Documento 
2010/C 115/0, DOUE de 4 de mayo de 2010.

Paradójicamente la entrada en vigor del 
Tratado de Lisboa hacía prever que la UE 
fuera a desarrollar una mayor actividad en 
este campo. Con el Tratado de Lisboa, la 
práctica totalidad  2 de las cuestiones refe-
rentes a la Inmigración legal y la Integra-
ción (capítulo 2 del título V TFUE) pasaron 
a ser decididas a través del llamado proce-
dimiento legislativo ordinario 3 (antigua co-
decisión), y además con voto por mayoría 
cualificada en el Consejo. Con Lisboa es-
tas políticas pasaban a ser casi plenamente 
comunitarias, con lo que se podía prever 
una mayor facilidad para la toma de deci-
siones.

2  Art. 79.5 Tratado de Funcionamiento de la UE: 
«El presente artículo no afectará al derecho de los Es-
tados miembros a establecer volúmenes de admisión 
en su territorio de nacionales de terceros países proce-
dentes de terceros países con el fin de buscar trabajo 
por cuenta ajena o por cuenta propia».

3  Art. 79.2 Tratado de Funcionamiento de la UE.

Inmigración entre la lógica del mercado  
y la integración

David Chico Zamanillo
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Sin embargo, como veremos a continua-
ción, el balance de la actividad de la UE en 
el ámbito de la inmigración en 2010 ha sido 
bastante magro, sin grandes avances en la 
actividad legislativa comunitaria, pese a pa-
sos conseguidos, como el Plan de Acción del 
Programa de Estocolmo o la aprobación del 
Plan de Acción sobre Menores Extranjeros 
no Acompañados 2010-2012 4.

II.  �A  ctividad legislativa  
de la UE

1.  �L  a integración: desafío de futuro

La introducción por el Tratado de Lisboa 
de una base jurídica específica sobre la inte-
gración de inmigrantes (art. 79.4 TFUE) ha 
supuesto un refuerzo importante de las polí-
ticas de integración en la UE. En consonan-
cia con esto, las cuestiones relacionadas con 
la integración ocuparon un lugar destacado 
en la agenda política europea durante 2010.

A partir de esta nueva base jurídica, y 
gracias al impulso de la Presidencia espa-
ñola, el Consejo aprobó en junio de 2010 5 
las conclusiones adoptadas por los minis-
tros responsables de la integración en la IV 
Conferencia sobre Integración, celebrada en 
Zaragoza en abril de 2010, donde se confir-
mó el compromiso europeo con la «integra-
ción como motor de desarrollo y cohesión 
social».

Por otro lado, 2010 trajo la celebración 
de dos reuniones del Foro Europeo sobre In-
tegración. Este Foro es una de las innovacio-
nes más recientes de la UE en esta área. El 
Foro Europeo sobre Integración, organizado 
por la Comisión Europea en colaboración 

4  Conclusiones del Consejo relativas a los menores 
no acompañados aprobadas por el Consejo JAI el 3 de 
junio de 2010, Documento 10669/10.

5  Documento del Consejo 9248/10.

con el Comité Económico y Social Europeo, 
tiene la gran virtud de reunir en una misma 
plataforma de debate a las instituciones co-
munitarias y a las organizaciones de inmi-
grantes europeas y nacionales. Su objeto es 
el intercambio de puntos de vista y la mejora, 
en lo posible, de las políticas de integración 
de ciudadanos de terceros Estados en la UE.

Asimismo, el Fondo europeo para la inte-
gración de los nacionales de terceros países 
continuó a lo largo de 2010 proporcionando 
fondos y ayuda financiera para la integra-
ción, financiando 1.949 proyectos. Además, 
la Comisión siguió desarrollando la página 
web europea sobre integración (www.inte-
gration.eu), que sirve de punto de unión e 
intercambio de mejores prácticas en el con-
tinente, al tiempo que se publicó el tercer 
Manual sobre Integración.

Las sociedades europeas reconocen cada 
vez más la importancia de la integración de 
los inmigrantes en la UE, pero las ideas res-
pecto a cómo conseguirlo se encuentran en 
un punto de encrucijada. Los modelos tradi-
cionales (multicultural, asimilacionista, etc.) 
se encuentran en revisión y 2010 recogió con 
fuerza este nuevo escenario. En particular 
en Alemania, donde la publicación del libro 
Deutschland schafft sich ab (aproximada-
mente, Alemania se deshace), publicado en 
agosto de 2010 por Thilo Sarrazin, miembro 
de la junta directiva del Bundesbank y del 
SPD, suscitó una gran controversia y debate 
público. En los meses siguientes, destacados 
dirigentes como C. Wulff 6, presidente de la 
República Federal, o la canciller Merkel 7, se 

6  Discurso con motivo del vigésimo aniversario 
de la reunificación alemana, Bremen, 3 de octubre de 
2010, en el que el presidente Wulff afirmó que: «No 
hay duda de que el cristianismo y el judaísmo forman 
parte de Alemania, pero ahora también el Islam forma 
parte de Alemania».

7  Discurso ante la organización juvenil de la Unión 
Cristiano Demócrata (CDU), en Postdam el 16 de oc-
tubre de 2010. Meses más tarde, en febrero de 2011, 
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pronunciaron en uno u otro sentido sobre la 
cuestión de la integración, llegando esta úl-
tima, a afirmar que «la perspectiva de una 
sociedad multicultural (...) ha fracasado».

La integración requiere esfuerzos tanto 
por parte de los inmigrantes que residen le-
galmente como de la sociedad que los acoge. 
Es un esfuerzo bidireccional. El éxito de la 
integración es esencial para el inmigrante, 
pero también para las sociedades de acogida. 
Tras el logro de la reconciliación y reunifica-
ción del continente, la UE tiene como uno 
de sus grandes desafíos del siglo  xxi con-
seguir un relato similar de solidaridad para 
esos «nuevos europeos» que logren su plena 
integración en las sociedades de los Estados 
miembros (EEMM). No existen en la historia 
de la humanidad ejemplos de sociedades de 
progreso y prosperidad sin la incorporación 
y asunción en sus idearios de construcción, 
de las masas de población que paulatina-
mente se fueron incorporando. En el caso de 
la UE del siglo xxi esto pasa, sin duda, por el 
éxito de la integración de los «nacionales de 
terceros Estados».

No existe una fórmula infalible que ga-
rantice la integración, pero es evidente que 
son necesarios más esfuerzos, tanto a escala 
de la UE como a escala nacional, regional 
y local, para conseguir mejores resultados. 
Como cualquier otro ciudadano, los inmi-
grantes deben sentir Europa como su casa, 
respetar sus leyes y valores fundamentales y 
contribuir a su futuro. Los inmigrantes deben 
familiarizarse con los valores fundamentales 
de la UE y de sus Estados miembros, al tiem-
po que las sociedades europeas comprenden 
que su integración es un elemento más de su 
ethos. La integración implica un equilibrio 

el primer ministro británico, D. Cameron, en la Con-
ferencia de Seguridad y Defensa de Munich también 
declararía el fracaso del multiculturalismo (http://
www.number10.gov.uk/news/pms-speech-at-munich-
security-conference/).

entre los que llegan y los que están, entre 
el respeto a las leyes y la cultura del país de 
acogida y el libre ejercicio de todos sus dere-
chos de ciudadanía.

Sin embargo, ciertas actitudes recientes 
en Europa acerca de la inmigración y el as-
censo de partidos con idearios claramente 
xenófobos están conduciendo al regreso y 
propagación de comportamientos discrimi-
natorios y racistas, aunque los sentimientos 
anti-inmigración estén a menudo desconec-
tados de la realidad, como muestran nume-
rosos informes sobre la inmigración y su 
impacto en la economía 8. Por el otro lado, 
la radicalización de algunos miembros de las 
comunidades inmigrantes y, en ocasiones, su 
no asunción de las leyes existentes, es el otro 
lado del espectro extremista.

En el actual contexto económico, la recu-
peración debe llevarse a cabo fomentando 
la integración de los inmigrantes, ya que de 
este modo también estamos promoviendo 
un modelo de crecimiento económico y so-
cial sostenible y no dualizado. La Estrategia 
Europa 2020, el gran diseño estratégico de 
la UE para los próximos diez años, marca 
como objetivo para las políticas migratorias 
el establecimiento de una política racional en 
esta materia, a partir del reconocimiento del 
dinamismo económico que los inmigrantes 
aportan y su papel favoreciendo una recupe-
ración económica sostenible.

Pero a pesar de los esfuerzos realizados, 
los inmigrantes encuentran todavía notables 
obstáculos para su participación en las so-
ciedades europeas, con tasas de desempleo 
que doblan en muchos casos los porcentajes 
generales. Si la UE desea seguir siendo com-
petitiva y poder mantener la viabilidad de 
su modelo social, ha de tomar medidas para 

8  A modo de ejemplo se puede citar el estudio de 
la Caixa: «Inmigración y Estado del Bienestar en Es-
paña».
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mejorar las tasas de empleo de los inmigran-
tes y al mismo tiempo dar pasos concretos 
para satisfacer las necesidades que se prevén 
en sus mercados de trabajo a través de la 
inmigración. Los inmigrantes deben poder 
participar de forma plena en sus nuevas co-
munidades, especialmente tener acceso a los 
sistemas educativo, sanitario y de empleo, al 
tiempo que participan de sus obligaciones 
ciudadanas y continúan con la capacidad so-
cioeconómica de mantenerse a sí mismos.

Será preciso realizar esfuerzos adiciona-
les para seguir mejorando la integración. Las 
sociedades europeas tienen que reconocer y 
apoyar la contribución de los inmigrantes al 
crecimiento económico, garantizando al mis-
mo tiempo la cohesión social. Sólo garanti-
zando progresivamente la integración social 
y económica de los inmigrantes, la UE podrá 
«pesar en la globalización».

2.  �  Inmigración legal

En relación a la inmigración legal, duran-
te el 2010 se continuó con el desarrollo de 
las propuestas de Directivas incluidas en el 
Plan sobre Política de Inmigración Legal de 
2005 9. Sin embargo, los efectos de la crisis 
económica y la demora en la constitución del 
nuevo Colegio de Comisarios en 2009 retra-
saron el desarrollo de las propuestas legisla-
tivas sobre inmigración legal, con lo que el 
proceso legislativo a lo largo del año avanzó 
lentamente y apenas consiguió progresos en 
los debates sobre nuevas propuestas.

La Comisión no presentó dos Directi-
vas 10 sino hasta muy avanzado el año (mes 
de julio).

9  Documento COM(2005) 669 final, de 21 de di-
ciembre de 2005.

10  Proyecto de Directiva relativa a las condiciones 
de entrada, estancia y residencia de nacionales de ter-
ceros países en el marco de un traslado dentro de una 
misma empresa, COM(2010) 378 final. 

El Proyecto de Directiva relativa a las 
condiciones de entrada, estancia y residen-
cia de nacionales de terceros países en el 
marco de un traslado dentro de una misma 
empresa, trata de facilitar la transferencia de 
capacidades dentro de las empresas. En con-
creto, se trata de responder de forma rápida 
y efectiva a la demanda de personal directivo 
y cualificado en sucursales y filiales de multi-
nacionales, creando para ello condiciones de 
admisión transparentes y armonizadas, para 
la estancia temporal del personal trasladado 
dentro de una misma empresa y de sus fami-
liares.

Por su lado, el Proyecto de Directiva rela-
tiva a las condiciones de entrada y residen-
cia de los nacionales de terceros países para 
fines de empleo estacional pretende estable-
cer un procedimiento abreviado para la admi-
sión de trabajadores temporeros de terceros 
países, sobre la base de una definición y cri-
terios comunes, como pueda ser la existencia 
de un contrato de trabajo o una oferta firme 
de trabajo. Debido a la tradicional existencia 
de comportamientos abusivos y situaciones 
de explotación de los trabajadores tempore-
ros, la Directiva define claramente una serie 
de disposiciones legales acerca de sus condi-
ciones laborales mínimas, así como medidas 
para facilitar las denuncias en caso de abuso 
para quienes vengan a trabajar a la UE.

En cuanto a la Directiva sobre permiso 
único y marco de derechos para los trabaja-
dores inmigrantes, que se venía negociando 
desde hacía meses, debido a la entrada en vi-
gor del Tratado de Lisboa las negociaciones 
con el Parlamento Europeo se tuvieron que 
reiniciar. Así, a lo largo de 2010 continua-
ron los debates sobre esta propuesta de Di-
rectiva, sin que el Parlamento Europeo y el 

Proyecto de Directiva relativa a las condiciones de 
entrada y residencia de los nacionales de terceros paí-
ses para fines de empleo estacional, COM(2011) 291 
final.

PARTE2-02.indd   80 16/11/11   15:45:24



Inmigración entre la lógica del mercado y la integración

81

Consejo llegaran a un acuerdo. Es de lamen-
tar esta falta de consenso, ya que la realidad 
migratoria de los países de la UE muestra la 
necesidad acuciante de conseguir unas nor-
mas de admisión flexibles y, al mismo tiem-
po, una adecuada protección de los derechos 
de los inmigrantes. Sería importante que 
los colegisladores comunitarios lograran un 
acuerdo sobre la propuesta de «permiso úni-
co», que no quedara desnaturalizada de su 
objetivo y que garantice los derechos de los 
trabajadores inmigrantes legales en toda la 
UE, evitando el actual enfoque fragmentado 
respecto a las formalidades administrativas y 
a la simplificación.

La situación dista también mucho de ser 
satisfactoria en lo que se refiere a la transpo-
sición de la Directiva de trabajadores alta-
mente cualificados, llamada «Tarjeta azul», 
cuyo plazo de transposición finalizará en ju-
nio de 2011. Hasta la fecha, sólo España ha 
comunicado a la Comisión su transposición 
total y otros dos EEMM (Estonia y Países 
Bajos) han llevado a cabo medidas de trans-
posición parcial. Si bien numerosos EEMM 
(diez a saber: Alemania, Francia, Letonia, 
Lituania, Austria, Polonia, Rumanía, Finlan-
dia, Suecia, Eslovaquia) han comenzado la 
reforma de su legislación nacional a fin de 
transponerla, otros han llevado a cabo tra-
bajos preparatorios (seis: Bélgica, Chipre, 
Luxemburgo, Hungría, Malta, Finlandia), 
otros dos han comunicado a la Comisión su 
intención de hacerlo a lo largo de 2011 (Ita-
lia, Suecia) y Eslovenia incluía ya la Direc-
tiva en su legislación nacional. En resumen, 
se puede concluir que cuatro Estados miem-
bros la han transpuesto, 16 están en proceso 
y siete esperan a hacerlo.

3.  A  silo

Desde la perspectiva española, el asilo y 
el refugio, se han situado fuera del ámbito 
tradicional de la inmigración. No obstante, 

en el marco de este Informe incluimos su 
análisis, ya que en la práctica es cada vez 
más difícil una diferenciación estricta entre 
asilo e inmigración, y además el 2010 trajo 
grandes novedades en este ámbito.

En 2010 se registraron en la UE, 257.800 
solicitudes de asilo, que equivale a 515 soli-
citantes por cada millón de habitantes. Ale-
mania (48.490), Francia (51.595) y Suecia 
(31.875) fueron los EEMM con mayor nú-
meros de solicitudes, mientras que Estonia 
(35), Letonia (65) y Portugal (160) los Es-
tados con menor número. En términos pro-
porcionales, la mayor tasa fue para Chipre 
(1.320 solicitudes por millón de habitantes), 
Suecia (990) y Bélgica (765), y la menor, de 
nuevo, para Estonia (cinco), Portugal (cinco) 
y Letonia (diez). Los países de procedencia 
de los solicitantes de asilo fueron: Afganistán 
(20.580), Rusia (18.500), Serbia (17.715, 
excluido Kosovo), Iraq (15.800) y Soma-
lia (14.350). Asimismo, en 2010, 55.095 
solicitantes de asilo recibieron en la UE un 
estatuto de protección en primera instancia 
(refugiado, protección subsidiaria o humani-
taria), esto es, se concedió protección en el 
25 por 100 de las decisiones adoptadas en 
procedimientos de primera instancia.

En el ámbito del asilo, los progresos le-
gislativos en 2010, aunque lentos, se vieron 
coronados por la adopción del Reglamento 
relativo a la creación de la Oficina Europea 
de Apoyo al Asilo (OEAA)  11, con sede en 
Malta. Su creación constituye uno de los ma-
yores avances a nivel europeo en la materia y 
es pieza clase del llamado Sistema Europeo 
Común de Asilo (SECA) 12. La Oficina Eu

11  Reglamento núm.  439/2010 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 19 de mayo de 2010, por 
el que se crea una Oficina Europea de Apoyo al Asilo, 
DOUE de 29 de mayo de 2010, L 132/11.

12  Uno de los principales objetivos del Sistema 
Europeo Común de Asilo es reducir las grandes dife-
rencias existentes en los resultados de las solicitudes 
de asilo presentadas en los distintos países de la UE y 
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ropea de Apoyo al Asilo desarrolla la coope-
ración práctica en materia de asilo, facilita el 
intercambio de información sobre los países 
de origen y proporciona a los EEMM apoyo 
en las tareas de traducción e interpretación, 
de formación de los funcionarios compe-
tentes y traslado de refugiados reconocidos 
según la Convención de Ginebra. Asimis-
mo, apoyará a los EEMM sometidos a una 
presión particular, sobre todo mediante la 
introducción de un sistema de alerta rápida, 
la coordinación de equipos de expertos para 
colaborar en la gestión de las solicitudes de 
asilo y en el establecimiento de instalaciones 
de recepción adecuadas.

Otro aspecto destacado a lo largo del 2010 
fue la puesta en marcha de diversos mecanis-
mos de solidaridad y «reparto equitativo de 
la carga», en relación a personas en busca 
de asilo o refugio y en especial situación de 
vulnerabilidad y persecución internacional. 
En este sentido, se debe distinguir entre la 
reubicación (relocation) y el reasentamiento 
(resetlement) 13. En relación al primero, du-
rante el 2010 se puso en marcha un proyecto 
piloto para la reubicación desde Malta a diez 
EEMM de unos 250 beneficiarios de protec-
ción internacional, proyecto que prorrogará 
su duración inicialmente prevista para faci-
litar el traslado de las personas que solicitan 
protección internacional.

facilitar un conjunto común de derechos procedimen-
tales y sustantivos que puedan ser invocados en toda 
la Unión, garantizando a la vez el pleno cumplimiento 
de la Convención de Ginebra de 1951 sobre los re-
fugiados y de las demás obligaciones internacionales 
pertinentes.

13  El término «reubicación» debe distinguirse del 
de «reasentamiento». Por «reubicación» se entiende el 
traslado de refugiados de un Estado de la Unión a otro, 
ante «presiones específicas y desproporcionadas» que 
sufra este Estado miembro. Mientras que por «reasen-
tamiento» en el territorio de la UE desde fuera de un 
Estado miembro de la UE, se entiende la protección 
que se da a los refugiados que no pueden volver a su 
país de origen y cuya protección o sustento no puede 
asegurarse en los países de primera llegada.

En lo que respecta al reasentamiento, a 
lo largo de 2010 unos 5.000 refugiados se 
reasentaron en el conjunto de la UE. Desde 
2009, la Comisión Europea trata de impulsar 
este mecanismo y establecer un «Programa 
conjunto de la UE en materia de reasenta-
miento» 14, sobre la base de la voluntariedad, 
que mejore la protección internacional de 
los refugiados, al tiempo que se integra el 
reasentamiento en la dimensión externa de 
la política de asilo de la UE. Para la Comi-
sión «el reasentamiento debe convertirse en 
parte integrante de la política de asilo de la 
UE». Las negociaciones sobre la creación de 
un programa conjunto de la UE en materia 
de reasentamiento continuaron a lo largo de 
2010, pero sin llegar a ninguna conclusión 
final. El Parlamento Europeo apoyó el pro-
grama conjunto a través de su Resolución 15 
de 18 de mayo de 2010, sobre el estableci-
miento de un programa conjunto de la UE 
en materia de reasentamiento, pero aún no 
se ha llegado a una solución desde el punto 
de vista operativo.

Otra de las novedades del 2010 fue la 
activación, por primera vez, de los equipos 
Frontex de intervención rápida en fronteras. 
En octubre, Grecia tramitó una solicitud 
para responder a la presión urgente y excep-
cional en puntos de sus fronteras exteriores 
debido al intento de numerosos grupos de 
nacionales de terceros países de entrar ile-
galmente.

También cabe mencionar la modificación 
legal operada en materia de asilo durante 
2010. Se amplió del ámbito de aplicación 
de la Directiva del 2003 sobre residentes 
de larga duración a refugiados o beneficia-

14  Comunicación de la Comisión al Consejo y al 
Parlamento Europeo relativa al establecimiento  de un 
programa conjunto de la UE en materia de reasenta-
miento, COM(2009) 447 final.

15  Resolución de 18 de mayo de 2010, P7_
TA(2010)0163, DOUE de C 161 E/1.
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rios de protección subsidiaria. Gracias a las 
modificaciones introducidas, éstos podrán 
obtener el estatuto de residente de larga du-
ración en los EEMM de la UE de modo si-
milar a otros nacionales de terceros países 
que hayan residido legalmente en la UE du-
rante más de cinco años. Con esta reforma 
los beneficiarios de protección internacional 
que obtengan la residencia de larga duración 
podrán trasladar dicha residencia a otro Es-
tado miembro distinto de aquel en el que se 
haya reconocido su situación. Así también, 
en determinadas condiciones, disfrutarán de 
la igualdad de trato con los ciudadanos del 
Estado miembro de la UE en el que residan, 
en distintos ámbitos económicos y sociales, 
incluida la educación y el acceso al mercado 
de trabajo y a las prestaciones de seguridad 
social. Por último, mencionar que las nuevas 
normas refuerzan las salvaguardias contra la 
expulsión.

Para finalizar esta sección, en el plano 
jurisdiccional, el Tribunal de Justicia fijó las 
circunstancias en las que una persona puede 
perder el estatuto de refugiado  16. Asimis-
mo, cabe destacar la sentencia de junio de 
ese año, que especifica las condiciones apli-
cables en caso de solicitud del estatuto de 
refugiado de un ciudadano que se desplace a 
un Estado miembro 17.

4.  �  Plan de Acción del Programa  
de Estocolmo

En diciembre de 2009, como se ha comen-
tado al principio, el Consejo Europeo adop-
tó el Programa de Estocolmo, que establecía 
las orientaciones y prioridades políticas en 
el ámbito de Libertad, Seguridad y Justicia 

16  Sentencia del Tribunal de Justicia, de 2 de mar-
zo de 2010, en los asuntos acumulados C-175/08, 
C-176/08, C-178/08 y C-179/08 Salahadin Abdulla y 
otros.

17  Sentencia del Tribunal de Justicia, de 17 de ju-
nio de 2010, en el asunto C-31/09, Bolbol.

para el periodo 2010-2014. Dicho programa 
incluía acciones en muy diferentes ámbitos, 
tales como derechos fundamentales, justicia 
civil y penal, derechos de los consumidores 
y ciudadanía, asilo, inmigración y gestión de 
fronteras.

Con estos antecedentes, en abril de 2010 
la Comisión presentó una propuesta de Plan 
de Acción 18 que desarrollaba las orientacio-
nes políticas del Programa y fijaba de ma-
nera detallada el calendario a seguir para la 
puesta en marcha de los objetivos y priorida-
des del mismo. El Consejo Justicia y Asuntos 
de Interior (JAI) de 23 de abril de 2010 trató 
dicha Comunicación, iniciando los trabajos 
y negociaciones. Posteriormente se alcanzó 
un acuerdo final en mayo, que fue elevado y 
definitivamente aprobado por los ministros 
en el Consejo JAI de 3 y 4 de junio de 2010.

El Plan de Acción dota de una dimen-
sión operativa al Programa de Estocolmo 
mediante la identificación de acciones y la 
determinación de plazos concretos para su 
cumplimiento.

5.  �M  enores no acompañados

La llegada de Menores Extranjeros no 
Acompañados (MENA) ha sido un tema de 
importancia creciente a nivel europeo, no 
sólo por el notable incremento en el número 
de llegadas, sino sobre todo por los rasgos de 
especial vulnerabilidad de los menores.

En 2010 los EEMM que tuvieron mayor 
número de MENA, excluyendo a los solici-
tantes de asilo, fueron Grecia (4.438), Es-
paña (3.800) y Suecia (2.363), seguidos por 

18  Comunicación de la Comisión al Parlamento 
Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social y 
al Comité de las Regiones: «Garantizar el espacio de 
libertad, seguridad y justicia para los ciudadanos euro-
peos. Plan de Acción por el que se aplica el Programa 
de Estocolmo», COM(2010) 171 final, DOUE de 20 
de abril de 2010.
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Alemania (1.950), Reino Unido (1.585) y 
Bélgica (1.080).

Por impulso de diferentes EEMM, en par-
ticular España, la Comisión Europea adoptó 
en mayo de 2010 un Plan de Acción para 
menores no acompañados (2010-2012)  19, 
para tratar de manera homogénea en la UE 
esta cuestión, buscando «el establecimiento 
de líneas de actuación entre las que figuran 
la prevención, la acogida y la búsqueda de 
soluciones duraderas». Las soluciones exis-
tentes hasta la fecha a nivel de la UE diferían 
enormemente, existiendo grandes contrastes 
entre el tratamiento de unos Estados miem-
bros y otros.

Basándose en la propuesta de la Comi-
sión, el Consejo aprobó en junio de 2010 20 
las conclusiones sobre MENA, identificando 
elementos y medidas para la acción, inci-
diendo en la prevención, la protección y el 
retorno asistido. Esta serie de medidas no se 
limitan a meras políticas de contención, sino 
que tratan las causas de esta migración tan 
particular, primando en todo momento el 
interés del menor. El documento plantea 33 
medidas, recogidas en cinco bloques.

Otra de las actuaciones de la UE en 2010 
fue la publicación del estudio de la Red Eu-
ropea de Migraciones (EMN, en sus siglas en 
inglés) sobre MENA 21, que ha proporciona-
do las tan necesitadas estadísticas y la infor-
mación completa a nivel europeo, de la cual 
se carecía hasta el momento.

A nivel internacional, el tema de los 
MENA fue discutido en el marco de la plata-
forma de UE-EEUU para cooperación en te-
mas de migración y refugiados, en el subgru-
po de inmigración del G8, dentro del marco 

19  COM(2010) 213 final.
20  Conclusiones del Consejo relativas a los meno-

res no acompañados aprobadas por el Consejo JAI el 3 
de junio de 2010, Documento 10669/10.

21  Disponible en http://www.emn.europa.eu.

sobre Migración, Movilidad y Empleo del 
Partenariado UE-África, y en el proceso de 
Rabat en migración y desarrollo (reunión de 
expertos sobre grupos vulnerables). En par-
ticular hay que destacar la conferencia sobre 
la cuestión MENA, realizada bajo presiden-
cia belga bajo el título «Unaccompanied Mi-
nors: children crossing the external borders 
of the EU in search of protection».

6.  �  Primer Informe Anual PEIA

El Pacto Europeo sobre Inmigración y 
Asilo 22 (PEIA), adoptado en 2008, supuso 
un salto cualitativo al consensuar las gran-
des líneas de las políticas de inmigración y 
asilo a nivel de la UE del futuro.

El Pacto contemplaba la celebración de 
un debate anual en el Consejo Europeo  23, 
basado en un Informe anual que evaluaría 
los progresos realizados. En 2010, por pri-
mera vez, tuvo lugar la redacción 24, evalua-
ción y debate de las políticas de inmigración, 
integración y asilo según lo estipulado en el 
Pacto.

Sin embargo, la situación financiero-eco-
nómica (crisis de la deuda soberana griega) 
de la UE hizo que el objetivo inicial quedara 
disminuido. La necesidad de concentrar los 
debates en el seno del Consejo Europeo en 
la recuperación económica, la aprobación de 
la Estrategia 2020 y la articulación del me-
canismo de rescate a Grecia, hicieron acon-
sejable dejar a un lado la celebración del de-
bate previsto.

22  Documento núm. 13189/08 ASIM 68.
23  Con el Tratado de Lisboa la figura del «Consejo 

Europeo» es elevada a la categoría de «institución». A 
la hora de describir las funciones que éste ha de de
sempeñar, se dispone que «el Consejo Europeo defi-
nirá las orientaciones estratégicas de la programación 
legislativa y operativa en el espacio de libertad, segu-
ridad y justicia».

24  COM(2010) 214.
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La valoración de esta situación es clara-
mente negativa. Pues si por un lado se ha de 
poner en valor la puesta en marcha del meca-
nismo establecido en el Pacto de redacción del 
Informe Anual, la desaparición del objetivo 
de albergar un debate sobre políticas de inmi-
gración y asilo al más alto nivel político en la 
Unión, ha sido una señal de que la cuestión de 
la inmigración es demasiado espinosa como 
para querer ser tratada en tiempos de crisis.

Ahora bien, los europeos deben tener 
muy en cuenta que de no afrontar a nivel eu-
ropeo cuando toca, los desafíos y problemas 
de escala y alcance claramente continental 
(aunque tengan efectos distintos según los 
Estados miembros), como es el tema de la 
inmigración y la integración, el tiempo los 
traerá más pronto que tarde a la mesa de ne-
gociación. Y esperemos que para entonces 
no sea demasiado tarde.

III.  �C  risis económica y libre 
circulación

Cuestión diferente de la inmigración, en 
sentido estricto, pero muy relacionada, es el 
desafío que la situación económica está en-
frentando a uno de los mayores y más tangi-
bles éxitos del proceso de integración euro-
pea: la libre circulación. Aunque los mayores 
problemas han venido en meses posteriores 
al ámbito temporal de este Informe, por su 
importancia no puede dejarse a un lado. Así 
ya durante 2010, la UE hubo de afrontar los 
retos de la libre circulación y la integración 
social y económica de los romaníes, la mino-
ría étnica más importante de Europa.

Pese a que en abril, la Comisión había pu-
blicado una Comunicación sobre la integra-
ción social y económica del pueblo romaní 
en Europa 25, la expulsión de ciudadanos ru-

25  Comunicación de la Comisión «La integración so-
cial y económica del pueblo romaní», COM(2010) 133.

manos de etnia romaní de Francia en el ve-
rano de 2010 provocó la eclosión de un pro-
blema latente y que ponía en tela de juicio la 
libre circulación. Pese a algunas reacciones e 
intervenciones de la Comisión en los meses 
posteriores, nunca se consiguió modificar ni 
castigar las infracciones y actos ultra vires 
cometidos por Francia. Por el contrario, el 
tema se debatió ampliamente en el Conse-
jo Europeo de septiembre sin consecuencias 
graves para las actuaciones francesas, que 
bordeaban, si no infringían, la normativa 
europea. Como solución de compromiso, 
Francia (y de paso otros Estados miembros) 
«adaptaron» sus legislaciones nacionales a 
los requisitos de la Directiva de 2004 sobre 
libre circulación en la UE. Por su parte, la 
Comisión estableció un grupo de trabajo 
sobre el pueblo romaní, cuyo mandato es 
analizar en qué medida se están utilizando 
correctamente los fondos nacionales y de la 
UE para proyectos de apoyo a la integración 
económica y social de los romaníes tanto en 
sus países de origen como en los países de 
acogida.

Así pues, como se puede observar, el cal-
do de cultivo para los sucesos que vendrían 
posteriormente en 2011 entre Francia e Ita-
lia a resultas de la crisis por los refugiados 
tunecinos y libios, o las medidas unilaterales 
e ilegales de Dinamarca en sus fronteras con 
Suecia y Alemania, estaba creado.

Como se puede observar, los avances de 
los últimos quince años se están viendo fre-
nados por una fina pero constante lluvia de 
actuaciones y pensamiento que está provo-
cando un cambio lento pero inexorable de 
mentalidad en los ciudadanos y las élites eu-
ropeas, dirigiéndoles hacia un repliegue en el 
proyecto de libre circulación.

La Unión Europea es un proyecto basado 
en la convivencia en la diversidad, y que se 
debe apostar por el diálogo migratorio con 
los países de origen y tránsito, algo que está 
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en la agenda comunitaria desde 2005. Se 
trata de concertar acuerdos internacionales 
globales que regulen desde la readmisión de 
extranjeros en situación irregular a la mejo-
ra de los sistemas de control de fronteras de 
los propios países de origen, pasando por un 
modelo de inmigración ordenado y vincula-
do al mercado de trabajo, y que tenga como 
objetivo prioritario reforzar la integración y 
la cohesión social.

Determinadas actuaciones de gobiernos 
europeos, como la crisis de las expulsiones 
de rumanos de etnia gitana, son un riesgo 
para el proyecto europeo, ya que socavan la 
libertad de circulación de personas, una de 
las libertades básicas de los ciudadanos de la 
Unión y uno de los grandes logros del proce-
so de construcción europea. Estas actuacio-
nes suponen cuestionar las normas comuni-
tarias que han comportado la supresión de 
los controles fronterizos interiores y el esta-
blecimiento de una única frontera exterior.

IV.  �  recomendaciones

A pesar de los importantes logros alcanza-
dos durante el último decenio en el ámbito de 
libertad, seguridad y justicia y en particular 
en el ámbito de la inmigración, no existe un 
conjunto equilibrado de medidas en el cam-
po migratorio que respondan a un enfoque 
global y abarquen todas las dimensiones que 
requiere una adecuada gestión de los flujos 
migratorios. Al mismo tiempo, el escenario 
se complica con el incremento de los impul-
sos identitarios y el repliegue que se observa 
en partes de las sociedades europeas.

La UE se ha movido en un escenario in-
cierto entre la lógica del mercado y la ne-
cesaria integración de la inmigración en las 
sociedades de acogida.

Durante mucho tiempo, la posibilidad 
de una política europea de gestión de flujos 

migratorios se ha visto frenada por la gran 
diversidad de intereses al respecto entre los 
EEMM. La política migratoria afecta al nú-
cleo tradicional de la soberanía estatal, el 
derecho de los Estados a decidir quiénes y 
de qué forma pueden formar parte de ellos. 
Este carácter esencial de la soberanía nacio-
nal sobre la población ha sido un motivo cla-
ve para las resistencias de los Estados a ce-
der competencias en esta materia, o dicho de 
otra manera, para «europeizar» las políticas 
migratorias. Pero, por otro lado, las institu-
ciones de la UE, Comisión y Parlamento Eu-
ropeo han demostrado en demasiadas oca-
siones no ser capaces de responsabilizarse y 
ser responsables (accountable) ante la ciu-
dadanía europea en una materia tan sensible 
como la inmigración e integración.

El hecho de que buena parte de esa sobe-
ranía sobre la población se haya perdido en 
el contexto de la UE, bien por la pertenencia 
al espacio Schengen, bien por el proceso de 
globalización, hace que la realidad esté for-
zando avances en la materia. Sin embargo, la 
llegada de la crisis económica y financiera ha 
dejado al descubierto los fallos de la falta de 
una estrategia y una visión de conjunto.

La UE y los EEMM deben reforzar sus es-
trategias y acciones en materia de migración. 
Como señala el informe «proyecto Europa 
2030» 26, del grupo de reflexión dirigido por 
Felipe González, «en términos generales, es 
necesario que Europa cambie de actitud. 
Muy a menudo, la inmigración se percibe 
como una carga que soportar, más que como 
una oportunidad que aprovechar».

El objetivo de los próximos años no se pre-
senta muy favorable mientras la UE siga sin 
el músculo político necesario que le permitan 
afrontar sus numerosos retos. En todo caso, 
a modo de conclusión propuesta podríamos 
sintetizar las siguientes recomendaciones:

26  http://www.reflectiongroup.eu/.
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1.    Consolidar, reformular y clarificar el 
actual marco legislativo migratorio comuni-
tario, dotándolo de una visión de conjunto 
que proporcione mayor transparencia y cer-
teza jurídica solucionando la actual frag-
mentación, falta de coherencia y enfoque 
parcial.

2.    Situar el fenómeno migratorio en su 
realidad global. La UE debe reforzar sus es-
trategias exteriores en materia de migración. 
Pese a los intentos (el más conocido es el 
llamado «Global Approach to migration»), 
las políticas europeas continúan adolecien-
do de la necesaria visión de conjunto y sin 
poner en marcha una política completa que 
comprenda todas las realidades del fenó-
meno. Esto ha llevado a que la UE carezca 
de los instrumentos necesarios en su acción 
internacional. Los ejemplos de las repercu-
siones de la llamada Directiva de retorno en 
países sudamericanos y los acontecimientos 
históricos que han tenido lugar en los países 
del sur del Mediterráneo, han confirmado 
la imperiosa necesidad de que la UE resitúe 
sus políticas migratorias bajo un prisma más 
general. Asimismo, la UE debe aprovechar 
y hacer uso de las «diásporas» presentes en 
sus sociedades como una herramienta de po-
lítica exterior.

3.    Canalizar el debate público en torno 
a la inmigración, evitando la estigmatización 
y separación. El «viejo continente» debe en-
tender que su pervivencia en la geopolítica 

del siglo xxi simplemente pasa por lo que ha 
hecho a lo largo de los siglos: ser tierra de 
paso, inmigración y emigración, transmisor 
de flujos de personas, y que no puede permi-
tirse el repliegue identitario del que parece 
dar síntomas cada vez mayores.

Si a nivel general se ha conseguido ex-
pulsar del debate público aspectos como el 
antisemitismo, la discriminación racial o por 
razón de sexo, etc., la UE continúa con la 
asignatura pendiente de rechazar las actitu-
des más xenófobas o anti-inmigración.

En definitiva, en el tema de la inmigra-
ción, el reto de futuro para la UE se sustenta 
en la necesidad de avanzar hacia una políti-
ca común de inmigración que sea, a la vez, 
equilibrada y eficaz. Esto pasa por políticas 
europeas sustentadas en dos ejes: la necesi-
dad de colaboración entre países de origen, 
tránsito y destino, y el compromiso de aplicar 
un tratamiento integral al fenómeno (gestión 
ordenada de la migración legal, lucha con-
tra la inmigración irregular y estrategias de 
desarrollo). Lo que no está tan claro es que 
seamos capaces de conseguir el consenso 
político y social necesario para conseguirlo. 
Sin embargo, como decía Churchill en los 
peores momentos de la batalla de Inglaterra: 
«We are still masters of our fate. We are still 
captains of our souls» 27.

27  1941.

PARTE2-02.indd   87 16/11/11   15:45:25



PARTE2-02.indd   88 16/11/11   15:45:25



89

I.  �  ELDESEQUILIBRIO ENTRE 
LIBERTAD Y SEGURIDAD  
EN LAS DEMOCRACIAS 
OCCIDENTALES  
Y SU REPRODUCCIÓN  
EN EL SENO DE LA UNIÓN 
EUROPEA

En los sistemas democráticos la discusión 
a propósito de la búsqueda de un equilibrio 
entre los dos polos que conforman el inse-
parable binomio libertad-seguridad siempre 
ha sido centro de debate político y académi-
co. La esencia misma del Estado democrá-
tico y de Derecho aspira desde sus orígenes 
a una equilibrada convivencia entre ambas. 

Pero la realidad actual es que del 11S hace 
ya dos lustros y las democracias occidenta-
les persisten en mantener leyes claramente 
restrictivas de aspectos íntimamente ligados 
con la libertad de sus ciudadanos, situación 
ésta que empeora notoriamente para quienes 
ostentan la condición de extranjero. Por aña-
didura, la actual crisis económica y financie-
ra ha traído como consecuencia añadida una 
aplicación aún más estricta de las normas 
sobre extranjería basadas en el polo de la se-
guridad.

Esta misma situación se reproduce en el 
seno de la UE. Desde la creación del llama-
do estatuto de ciudadanía por el Tratado de 
Maastricht, los nacionales de los Estados 
miembros son titulares, en tal condición de 
ciudadanos europeos, de todo un elenco de 
derechos que sin duda refuerzan el elemen-
to de libertad y entre los que por encima de 
todos destaca la libertad de circular y residir 
libremente en el territorio de cualquier Esta-

El desequilibrio entre libertad y seguridad *

José Martín y Pérez de Nanclares

SUMARIO: I. EL DESEQUILIBRIO ENTRE LIBERTAD Y SEGURIDAD EN LAS DEMOCRACIAS OCCIDENTALES Y SU 
REPRODUCCIÓN EN EL SENO DE LA UNIÓN EUROPEA.—II. EL NUEVO MARCO NORMATIVO.—III. LA APARENTE 
ASPIRACIÓN DE LA UNIÓN A RECOBRAR EL EQUILIBRIO PERDIDO ENTRE LIBERTAD Y SEGURIDAD.—IV. LA 
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*  Las labores de investigación conducentes a la 
elaboración de este trabajo se insertan también dentro 
de un proyecto de investigación financiado por el Mi-
nisterio de Ciencia e Innovación (DER 2009/13679), 
del que el firmante de esta contribución es el investi-
gador principal.
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do miembro. Sin embargo, en relación a los 
no ciudadanos europeos, la Unión ha creado 
a partir del originario embrión de Schengen 
el actual Espacio de Libertad, Seguridad y 
Justicia (ELSJ), cuya base la conforma tam-
bién la aspiración de libre circulación para 
todas las personas con independencia de su 
nacionalidad. Se define, de hecho, como «un 
espacio sin fronteras interiores en el que esté 
garantizada la libre circulación de las perso-
nas» y en el que se «desarrollará una polí-
tica común de asilo, inmigración y control 
de las fronteras exteriores que esté basada 
en la solidaridad entre Estados miembros y 
sea equitativa respecto de los nacionales de 
terceros países», y en el que en todo caso se 
actuará «dentro del respeto de los derechos 
fundamentales».

Ahora bien, al amparo de la correlativa 
posibilidad de adoptar medidas compensa-
torias de seguridad, la realidad ha discurrido 
por derroteros bien diferentes a los previstos 
en la letra de los tratados constitutivos. Tam-
bién durante este último año.

II.  �  EL NUEVO MARCO NORMATIVO

El Tratado de Lisboa, en vigor desde el 1 
de diciembre de 2009 y cuya puesta en mar-
cha real se ha realizado a lo largo de 2010, 
contiene avances sustanciales en cuestiones 
propias del ELSJ. Ha reconducido todo el 
tratamiento de la cooperación policial y ju-
dicial en materia penal hacia el redil institu-
cional comunitario en lugar de mantenerlo 
en el ámbito de la mera cooperación inter-
gubernamental; es decir, refuerza la posición 
de la Comisión (iniciativa legislativa y poder 
de vigilancia), del PE (participación decisi-
va en el procedimiento de toma de decisio-
nes) y del TJUE (control de legalidad y de 
cumplimiento), en detrimento del Consejo 
(representación de los Estados). Ha amplia-
do sustancialmente las competencias de la 

Unión en la materia (posibilidad de adoptar 
una verdadera política común en materia de 
inmigración y asilo). Ha democratizado el 
proceso decisorio (introducción del llama-
do procedimiento legislativo ordinario con 
poder de codecisión entre Parlamento Eu-
ropeo y Consejo), a la par que ha agiliza-
do también la toma de decisiones (mayoría 
cualificada en lugar de unanimidad). Ade-
más, la Carta de Derechos Fundamentales 
contiene algunos derechos específicamente 
dirigidos a los nacionales de países terceros 
(prohibición de las expulsiones colectivas o 
el derecho de asilo) y es ahora jurídicamen-
te vinculante. Con ello, el TJUE se dota de 
un catálogo de derechos transparente que, 
unido a la adhesión de la Unión al CEDH 
que se está negociando en estos mismos 
momentos, permitirá una más coherente ju-
risprudencia en materia de derechos funda-
mentales.

En este nuevo contexto jurídico, el Con-
sejo Europeo aprobó el 10 y 11 de diciem-
bre de 2009 un nuevo programa plurianual 
en materia del ELSJ que ya anunciaba des-
de su mismo título toda una declaración de 
intenciones en la búsqueda de un reequili-
brio entre los dos elementos que aquí esta-
mos tratando: «El Programa de Estocolmo: 
una Europa abierta que sirva para proteger 
al ciudadano». Al establecer las prioridades 
políticas de la Unión para desarrollar el es-
pacio europeo de libertad, seguridad y justi-
cia durante los siguientes cinco años (2010 
a 2014) los Jefes de Estado y de Gobierno 
consideraron que «el reto será asegurar el 
respeto y la integridad de las libertades fun-
damentales, garantizando al mismo tiempo 
la seguridad de Europa». Hace particular 
hincapié en aspectos como la garantía de 
los derechos fundamentales, la confianza en 
el espacio judicial europeo, así como la exi-
gencia de solidaridad y responsabilidad en la 
respuesta europea. Este programa se ha visto 
concretado durante 2010 por el Plan de Ac-
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ción aprobado por la Comisión el 20 de abril 
de 2010. Ambos documentos conforman el 
marco de actuación de la Unión en la ma-
teria y contienen potencialidades suficientes 
como para recobrar un cierto equilibrio en-
tre libertad y seguridad.

III.  �  LA APARENTE ASPIRACIÓN  
DE LA UNIÓN A RECOBRAR  
EL EQUILIBRIO PERDIDO 
ENTRE LIBERTAD Y SEGURIDAD

1.  �  La actuación de la Unión en materia 
de ciudadanía

Con este marco, durante los últimos me-
ses se han adoptado diversas acciones para 
beneficiar a los ciudadanos de la Unión en 
sus desplazamientos, destacando con luz 
propia las 25 medidas concretas que la 
Comisión propuso en octubre de 2010 en 
el marco jurídico de su informe sobre la 
ciudadanía de la Unión para lograr en los 
próximos tres años un mejor ejercicio de 
los derechos en las situaciones transfronte-
rizas: simplificación de trámites, mejora de 
la asistencia consular, mejor protección de 
los turistas en caso de quiebra del agente de 
viajes, más adecuada asistencia a los consu-
midores en sus reclamaciones, transferencia 
efectiva de los derechos de seguridad social, 
facilitar la matrícula de un coche en otro 
Estado, etc. Es un informe con propuestas 
muy específicas y de relevancia práctica. 
Ahora bien, su reverso es obviamente el aflo-
ramiento de una realidad en la que incluso 
dentro del mercado interior los ciudadanos 
europeos sufren aún una amplia panoplia de 
obstáculos cotidianos cuando se desplazan a 
otro Estado miembro de la Unión diferente 
al de su residencia ordinaria. Piénsese que 
en la práctica incluso esta libre circulación 
está sometida aún a importantes límites, que 
se establecen básicamente en una Directiva 
de 2004 (Directiva 2004/38/CE), y entre los 

que sigue sorprendiendo que este derecho se 
disfrute «mientras no se conviertan en una 
carga excesiva para la asistencia social del 
Estado miembro de acogida» (¡sic!).

En este mismo orden de cosas, en relación 
con los serios problemas que ha planteado 
en algunos Estados miembros la integración 
de la minoría romaní, la Comisión presentó 
en abril de 2010 una Comunicación sobre la 
integración social y económica de esta mi-
noría, si bien los acontecimientos que poste-
riormente tuvieron lugar en Francia en agos-
to de 2010 —a la que nos referiremos más 
adelante—, no dejaron precisamente muy 
bien a esta institución; por mucho que para 
paliar otras inacciones crease un grupo de 
trabajo, que en diciembre de 2010 presentó 
sus primeras conclusiones.

Por último, otro aspecto básico para la 
ciudadanía es la cuestión de la igualdad de 
género. Aunque durante la presidencia de 
turno de España no se logró materializar el 
objetivo de lograr una directiva en materia 
de violencia de género, la Comisión adoptó, 
por ejemplo, una estrategia quinquenal para 
promover la igualdad de género, incluyendo 
tanto aspectos muy concretos como otros 
más visibles en relación a la participación 
de las mujeres en los consejos de adminis-
tración de las empresas o la promoción de la 
lucha contra la violencia de género.

2.  �  La actuación de la Unión en materia 
de ELSJ

A diferencia de lo visto a propósito de la 
ciudadanía europea, de un somero repaso 
de las principales acciones adoptadas por la 
Unión en el marco de las competencias que 
los tratados le atribuyen, tanto en el ámbito 
de la inmigración y el asilo como en el de 
la cooperación policial y judicial en materia 
penal, no será difícil colegir un predominio 
cierto del elemento de la seguridad.
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A)  �  Acciones que refuerzan el elemento 
de libertad

A lo largo de 2010 se ha hecho efectiva 
la entrada en vigor de varios acuerdos inter-
nacionales con Estados terceros para garan-
tizar a sus ciudadanos una exención de visa-
dos para estancias de corta duración. Ahora 
bien, de un análisis superficial será fácil con-
cluir que no resultan precisamente Estados 
relevantes a estos efectos (Mauricio, Barba-
dos, Bahamas y Seychelles). Lo propio cabe 
decir de la reforma mínima que en noviem-
bre de 2010 sufrió la más importante norma 
de la Unión en materia de visados (Regla-
mento 539/2001); es decir, aquella que de 
forma obligatoria para todos los Estados de 
la Unión establece en sendos anexos los dos 
listados básicos para determinar si sus na-
cionales están exentos de la exigencia de vi-
sado para estancias de menos de tres meses 
o si, por el contrario, se trata de Estados a 
cuyos nacionales es obligatorio exigírseles el 
referido visado. De una lectura rápida de los 
Estados que conforman cada una de esas dos 
listas no será complicado poner una etiqueta 
a esos dos anexos con criterios más empa-
rentados con la seguridad, entendida ésta 
también en sentido económico, que con los 
de la libertad.

Sin salir de este mismo ámbito, durante 
2010 se han aprobado igualmente diversas 
Decisiones de la Comisión, entre las que 
destacan las que se refieren al Fondo Euro-
peo para los Refugiados o al Fondo Europeo 
para la Integración de Nacionales de Terce-
ros Países, si bien afectan más a aspectos de 
gestión administrativa y a la elegibilidad de 
los gastos de los proyectos cofinanciados que 
a cuestiones de fondo; y en el bien entendido 
añadido de que también se ven acompaña-
das por otras Decisiones que tratan de ac-
tualizar los fondos referidos a la gestión de 
los flujos migratorios en un sentido propio 
de la seguridad, a saber: el Fondo Europeo 

para el Retorno o el Fondo para las fronte-
ras exteriores. En nada afectan, con todo, a 
la regulación básica de estas materias cuyo 
periodo de aplicación abarca los años 2007 
a 2013.

En este mismo orden de cosas, resul-
ta ineludible referirnos a la adopción, bien 
que de forma discreta y totalmente ausente 
de los medios de comunicación, de algunas 
normas de la Unión que desarrollan las ga-
rantías propias del elemento de justicia. Así, 
por sólo citar algunos ejemplos de cierta 
entidad, se ha aprobado una importante di-
rectiva a propósito de la exigencia de garan-
tizar el derecho a la interpretación y a la tra-
ducción en los procesos penales (Directiva 
2010/64/UE). Igualmente, se han celebrado 
también algunos acuerdos internacionales 
para garantizar la asistencia judicial en ma-
teria penal, por ejemplo con Japón.

B)  �  Acciones que consolidan el elemento 
de la seguridad

Ahora bien, la seguridad ha seguido sien-
do la preocupación fundamental que ha 
inspirado a la Unión. Sin ánimo de exhaus-
tividad, las acciones adoptadas se podrían 
dividir según afecten bien a la lucha contra 
el terrorismo y el crimen organizado, bien a 
la lucha contra la inmigración ilegal. En re-
lación a la primera de las dimensiones, a lo 
largo de 2010 se ha mejorado y adaptado la 
Agencia Europea de Seguridad de las Redes 
y de la Investigación, Europol ha pasado a 
ser una agencia de la Unión, se han propues-
to normas más estrictas para la protección de 
la sociedad frente a ataques contra sistemas 
informáticos y para la ciberdelincuencia, se 
han adoptado medidas para luchar contra 
el tráfico de seres humanos, se ha adoptado 
un reglamento para luchar contra el frau-
de en el impuesto del IVA, se ha negociado 
con Estados Unidos un importante acuerdo 
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para el tratamiento y transferencia de datos 
financieros en el marco de la lucha contra el 
terrorismo —tras no pocas incidencias entró 
en vigor en agosto de 2010—, así como tam-
bién se ha presentado una propuesta para 
readaptar el modelo europeo de intercambio 
de información. El principal elemento de 
preocupación probablemente siga siendo la 
protección de datos personales —especial-
mente en lo que afecta a las relaciones con 
Estados Unidos—.

Por otro lado, en relación con las medidas 
para la lucha contra la inmigración ilegal, 
no es tampoco escaso el elenco de acciones 
emprendidas. Así, por ejemplo, se ha refor-
zado la capacidad operativa de FRONTEX, 
se han adoptado medidas encaminadas a ir 
perfeccionando los sistemas de información 
de la Unión para asegurar un adecuado cum-
plimiento de las normas de la Unión para re-
forzar el control de la inmigración, muy en 
particular el capital «Sistema de Información 
Schengen» y en menor medida el «Sistema 
de Información de Visados». En este mismo 
orden de cosas, dentro de la ya consolida-
da trayectoria anterior de suscribir acuerdos 
con países terceros para asegurar la readmi-
sión de residentes en situación ilegal, se han 
seguido firmando dichos acuerdos durante 
2010 con países tan dudosamente cataloga-
bles como «seguros a los efectos del Conve-
nio de Ginebra» como Georgia. En la lista fi-
guran ya con toda naturalidad otros Estados 
como Pakistán, Albania, Moldova o Rusia.

IV.  �  LA ACTUACIÓN  
DE LOS ESTADOS MIEMBROS

Ahora bien, a nuestro juicio no es la ac-
ción de la Unión la que más crítica plantea. 
Debería quedar patente en este informe que 
buena parte de las acciones que provocan en 
Europa un predominio de la seguridad frente 
a la libertad procede en realidad de acciones 

de los Estados miembros al aplicar incorrec-
tamente normas europeas. Cierto que su eco 
en la Unión es frecuentemente un silencio 
permisivo.

1.  �  La creciente violación de normas 
básicas del estatuto de ciudadanía

Los Estados miembros se aferran con 
enorme frecuencia a las cláusulas de ex-
cepcionalidad previstas en el Derecho de la 
Unión, sea en el marco del mercado interior a 
propósito de la libre circulación de trabajado-
res o prestadores de servicios (orden público, 
seguridad pública y salud pública) o sea en el 
de la ciudadanía en sentido propio (Directiva 
citada de 2004). El problema radica no tanto 
en su uso como en la violación flagrante de 
los límites autorizados; e incluso no tanto en 
violaciones puntuales, que el Tribunal de Jus-
ticia condena anualmente por decenas en su 
jurisprudencia sobre mercado interior, como 
en casos particularmente graves.

A este respecto, tres casos han sido parti-
cularmente preocupantes. El primero fue la 
legislación propuesta por Hungría a finales 
de 2010 en materia de medios de comuni-
cación, ya que contenía preceptos que, entre 
otros aspectos, amenazaban gravemente a 
los derechos de algunas minorías. El segun-
do fue el conflicto surgido en la primavera 
de 2011 como consecuencia de la afluencia 
(supuestamente) masiva a Francia de nacio-
nales tunecinos procedentes de Italia sin la 
documentación en regla, lo que provocó que 
el gobierno francés cerrase provisionalmente 
la frontera ferroviaria con Italia. Con todo, 
el caso más grave fue la expulsión de gitanos 
de nacionalidad rumana y búlgara —o sea, de 
Estados miembros de la Unión— acaecida en 
Francia en el verano de 2010. No es que se 
incumpliesen preceptos básicos del estatuto 
de ciudadanía y del propio mercado interior; 
es que se violaron flagrantemente derechos 
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fundamentales recogidos en la Carta, entre 
los que la prohibición de expulsiones colec-
tivas no es el menor de ellos. Y lo más preo
cupante de todo fue que la Comisión eludió 
por completo su función de «guardiana de 
los tratados» y, en contra de lo que en un 
primer momento anunció públicamente la 
comisaria responsable de la materia, no lle-
gó a interponer recurso por incumplimiento 
contra Francia por estos hechos.

2.  �  La muy restrictiva interpretación 
de las normas europeas sobre 
inmigración y asilo

Por otro lado, en relación con la inmigra-
ción y el asilo, al margen del evidente sesgo 
populista que está sufriendo el discurso na-
cional en la materia, se está dando en casi 
todos los Estados miembros un endureci-
miento serio de las legislaciones existentes al 
respecto. La interpretación que se está con-
virtiendo en regla en prácticamente todos 
los Estados a propósito de la expulsión de 
extranjeros en situación irregular —a través 
de los acuerdos de expulsión que se han ido 
suscribiendo con los Estados considerados 
seguros (prácticamente todos los que tienen 
frontera terrestre o marítima con la Unión 
Europea)— amenaza gravemente la esencia 
misma del Convenio de Ginebra de 28 de 
julio de 1951. Igualmente, la interpretación 
restrictiva que se está haciendo en algunos 
Estados —sin ir más lejos en España 1— con-

1  Piénsese que, según los datos facilitados por la 
propia Comisión Interministerial de Asilo y Refugio 
(CIAR), durante 2010 se concedió el estatuto de re-
fugiado a 260 personas y se reconoció algún otro tipo 
de protección internacional a 371 personas. Frente a 
ellos, se resolvieron de forma desfavorable 2.332 soli-
citudes. Pese a que los datos, debido al acuerdo suscri-
to con Cuba para la acogida de presos cubanos y sus 
familias, suponen un notable aumento respecto a los 
datos de 2009 (179 concesiones de estatuto de refu-
giado y 170 de otro tipo de protección), distan mucho 
de resultar alentadores.

lleva un serio riesgo de desvirtuar por com-
pleto la esencia de este Convenio.

Es más, acontecimientos recientes como 
los ocurridos en países supuestamente segu-
ros a efectos del Convenio (Túnez, Egipto, 
Marruecos, Libia, etc.) han hecho aflorar 
con toda nitidez las dudas existentes a pro-
pósito de si los nacionales de Estados terce-
ros, que utilizan su territorio como tránsito 
hacia la Unión y son devueltos —«casi» de 
forma automática— a los mismos una vez 
llegados irregularmente a la Unión, tienen 
asegurada una correcta aplicación de los es-
tándares mínimos de derechos fundamenta-
les que exigen los instrumentos internacio-
nales existentes en la materia. Por otro lado, 
tampoco resulta evidente que las condicio-
nes de vida a que son sometidos aquéllos en 
algunos de los «campamentos» establecidos 
al efecto —no es preciso recordar de nuevo 
el caso libio— cumplan con las exigencias 
mínimas derivadas del derecho a la dignidad 
de la persona.

V.  �  EL TRIBUNAL DE JUSTICIA 
COMO GARANTE ÚLTIMO  
DEL EQUILIBRIO ENTRE 
LIBERTAD Y SEGURIDAD 
DENTRO DE LA UNIÓN

En este complejo contexto de incumpli-
miento de los Estados y omisión de la Co-
misión lo cierto es que el TJUE está desem-
peñando una tarea realmente muy loable. 
Así, durante 2010 y los primeros meses de 
2011 ha dictado algunas sentencias que son 
de enorme importancia para compensar en 
cierta medida el desequilibrio (normativo y 
gubernamental) existente a favor de la segu-
ridad. Por ejemplo, ha considerado contra-
rias al Derecho de la Unión algunas normas 
y actuaciones de los Estados miembros que 
no cumplían adecuadamente con las exigen-
cias derivadas de determinadas directivas. 
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En concreto, el TJUE demostró que inclu-
so normas europeas tan denostadas como 
la llamada Directiva de retorno (Directiva 
2008/115/CE) albergan potencial suficiente 
como para limitar algunas actuaciones de los 
Estados que, bajo la corteza de motivos ba-
sados en la seguridad, persiguen en realidad 
objetivos claramente contrarios a las míni-
mas exigencias europeas de libertad y justi-
cia. De manera lacerante para el legislador 
italiano, el TJUE consideró en su sentencia 
de 28 de abril de 2011 que la condena a una 
pena de prisión al inmigrante irregular por 
el mero hecho de serlo no es compatible con 
el Derecho de la Unión (asunto Hassen El 
Dridi).

Muy significativa en relación con la inmi-
gración ilegal es también la sentencia de 8 
de marzo de 2011 en la que el TJUE estable-
ció que los padres en situación irregular que 
tienen hijos que gozan de nacionalidad de 
un Estado miembro (por ejemplo por haber 
nacido en él) gozan de un derecho a la resi-
dencia y al trabajo como consecuencia del 
estatuto de ciudadanía, incluso aunque no 
se cumplan los requisitos para encajar en la 
libertad (económica) de circulación de tra-
bajadores (asunto Ruiz Zambrano).

Tampoco resulta baladí la sentencia de 1 
de julio de 2010, en la que el TJUE clari-
ficó las normas recogidas en el Reglamento 
relativo a la competencia, el reconocimiento 
y la ejecución de resoluciones judiciales en 
materia matrimonial y de responsabilidad 
parental en un supuesto de restitución de un 
niño en caso de sustracción ilegal del mismo 
(asunto Povse). Como tampoco lo son las 
sentencias de 19 de enero y 12 de octubre de 
2010, en las que el Alto Tribunal de la Unión 
reiteró la exigencia de aplicar el principio de 
no discriminación por razón de la edad en el 
ámbito del empleo (asuntos Kucukdeveci y 
Ingeniorforeiningen). O la sentencia de 15 
de septiembre de 2011, en la que conside-

ra que el alejamiento preceptivo en casos de 
violencia doméstica cabe incluso cuando la 
víctima desee reanudar la convivencia con el 
agresor (asunto Salmerón Sánchez).

En el fondo, esta posición jurisprudencial 
del TJUE no es en absoluto algo excepcional. 
Desde hace tiempo, este Tribunal ha veni-
do delimitando de forma tan discreta como 
efectiva un cierto dique de contención a los 
excesos derivados de la interpretación exten-
siva de las exigencias de seguridad. No de-
bería olvidarse que el TJUE consideró en el 
importante asunto Kadi de 3 de septiembre 
de 2008 que la normativa que había dictado 
el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas 
para, en el marco de la lucha contra el terro-
rismo internacional, imponer la obligación 
de congelar todos los activos financieros de 
quienes aparecieran en el listado de terroris-
tas no podía aplicarse en la UE porque viola-
ba derechos fundamentales tan elementales 
como el de la tutela judicial efectiva. Como 
tampoco puede olvidarse la sentencia que 
antes había anulado la decisión comunitaria 
por la que se celebraba un acuerdo interna-
cional con Estados Unidos para la transmi-
sión de los datos personales de los viajeros 
que volaran desde aeropuertos de Estados 
miembros de la UE al territorio de aquel país 
(asunto Parlamento Europeo contra Consejo 
y Comisión). Y ello viene a colación porque, 
en relación al Reglamento de 2002 que dio 
lugar a la aludida jurisprudencia Kadi, el Tri-
bunal de Justicia consideró el 29 de abril de 
2010 que la exigencia de congelación de fon-
dos no debería aplicarse a las prestaciones 
de seguridad social abonadas a los cónyuges 
de quienes aparezcan en las listas en cues-
tión (asunto M y otros). A la par, el Tribu-
nal General anuló también en septiembre de 
2010 algunas de las medidas adoptadas por 
el Consejo para congelar los fondos de una 
concreta fundación supuestamente ligada 
con el terrorismo internacional (asunto Al-
Aqsa Stichting c. Consejo).
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VI.    RECOMENDACIONES

Tanto la regulación recogida en los Tra-
tados constitutivos y la Carta de Derechos 
Fundamentales como la jurisprudencia des-
plegada por el TJUE marcan un umbral de 
garantía razonable ante eventuales violacio-
nes de derechos y libertades fundamentales. 
Aun así, en el plano político y legislativo, la 
UE está imbuida de una excesiva preocu-
pación por la seguridad que conlleva en la 
actividad legislativa y ejecutiva del «día a 
día» limitaciones crecientes a la libertad. La 
situación es particularmente evidente en lo 
que afecta a los extranjeros no comunitarios. 
Por ello, a fin de mejorar el equilibrio desea-
do, resultaría recomendable:

A)  �  Mayor compromiso político  
de las instituciones europeas para 
aprovechar las potencialidades  
de los tratados y del Programa  
de Estocolmo

1.    Un mayor compromiso político del 
Consejo. Mientras los tratados constituti-
vos y Programa de Estocolmo contienen 
potencial suficiente para desplegar una ac-
ción equilibrada entre los tres elementos que 
conforman el ELSJ (libertad, seguridad y 
justicia), la puesta en práctica de los mismos 
—de igual modo a lo que ocurrió antes tam-
bién con las modificaciones del Tratado de 
Ámsterdam o los Programas de Tampere y 
La Haya— conllevan un escoramiento hacia 
la seguridad. Por ello, se precisa, por encima 
de todo, un mayor compromiso político real 
a favor de una equilibrada acción europea en 
la materia.

En relación con la libertad, este mayor 
compromiso político se podría plasmar por 
ejemplo en una más adecuada regulación 
y aplicación del reagrupamiento familiar, 
en el logro de una plena libertad de circu-
lación dentro de la Unión de los nacionales 

de Estados terceros que residen legalmente 
en un Estado miembro o en la garantía de 
que la aprobación de las normas comunes 
relativas al restablecimiento temporal del 
control fronterizo en las fronteras interio-
res pueda ocurrir tan sólo en circunstancias 
realmente críticas y en todo caso la deci-
sión final se adopte en el nivel europeo. Y, 
por lo que respecta a la justicia, se debería 
aprobar definitivamente la directiva sobre la 
orden de protección europea o la directiva 
sobre el derecho de los extranjeros al acceso 
a un abogado en un procedimiento criminal 
y a comunicación consular tras la detención 
(varios Estados consideran la propuesta 
de la Comisión excesivamente ambiciosa), 
así como también se debería avanzar en la 
creación de un verdadero sistema europeo 
común de asilo que incluya una adecuada 
protección internacional y una revisión de la 
«Directiva procedimientos» para garantizar 
un procedimiento común realmente accesi-
ble, equitativo y eficaz.

2.    Una más intensa actuación del PE y 
de la Comisión. Para lograr levantar el freno 
que invariablemente pisa el Consejo cuando 
se trata de adoptar normas particularmente 
abiertas y defensoras de la libertad no estaría 
quizá de más que en el futuro la Comisión 
buscase como «socio político» al PE, y vice-
versa. La experiencia pasada muestra cómo 
cuando el PE se ha empeñado en hacer desa
parecer normas o prácticas particularmente 
lesivas para el elemento de libertad en la 
Unión lo ha logrado con un éxito notable. El 
desenmascaramiento de los vuelos secretos 
de la CIA, la exigencia de modificación de los 
acuerdos con Estados Unidos sobre transfe-
rencia de datos de viajeros con ese destino o 
la más reciente sobre transferencia de datos 
financieros son buenos ejemplos de ello.

Probablemente, esa eficacia se podría in-
crementar notablemente si el PE y la Comi-
sión intensificasen sus lazos de «complicidad 
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política» para elevar el umbral protector del 
elemento de libertad en el ELSJ. Ello permi-
tiría que, una vez constatado que los Estados 
(Consejo) no parecen dar muestras de variar 
su criticable rumbo en la materia, las inicia-
tivas legislativas de la Unión (Comisión) pu-
dieran blandir una mayor ambición en sus 
contenidos de manera que facilitase la labor 
legislativa del PE en su posición de colegisla-
dor junto al Consejo.

B)  �  Mayor control sobre los Estados  
y las agencias de la UE

3.    Un mayor control político de los Es-
tados por la Comisión. Junto a la actividad 
legislativa, resulta del todo punto exigible 
un mayor control político sobre los Estados 
por parte de las instituciones de la Unión. 
Pese a las conocidas limitaciones de los tra-
tados constitutivos en la materia y recono-
ciendo sin ambages la extraordinaria labor 
desarrollada en el pasado por la comisión 
de libertades civiles y asuntos de interior, el 
PE podría incrementar aún ese control so-
bre el Consejo. Pero es, sobre todo, papel 
de la Comisión, en cuanto «guardiana de los 
tratados», a quien corresponde un mayor y 
más eficaz escrutinio de la actividad de los 
Estados miembros en esta materia. Máxime 
cuando el control judicial que pueda ejercer 
el Tribunal de Justicia depende en buena 
medida de que aquélla interponga o no un 
recurso de incumplimiento contra el Estado 
que se sospeche haya podido incumplir algu-
na norma en la materia.

La no interposición de este recurso con-
tra Francia en el escandaloso asunto de la 
expulsión de gitanos (rumanos y búlgaros) 
es buen botón de muestra de esa falta de de-
cisión (política) y, acaso también, ejemplo de 
una diferente «vara de medir» según quién 
sea el Estado infractor. A este respecto, la 
rigurosidad ejercida contra Hungría en el 

caso la incidencia sobre determinadas mi-
norías de su proyecto de ley sobre medios 
audiovisuales da buena prueba del contraste 
de trato.

4.    Garantizar una aplicación efectiva 
de la legislación europea ya en vigor. Corres-
ponde igualmente a la Comisión garantizar 
una correcta aplicación por todos los Esta-
dos de la legislación ya en vigor. Se trata de 
evitar con ello que las divergencias crecien-
tes que, en el plano legislativo, se dan en la 
transposición de determinadas directivas por 
parte de algunos Estados miembros lleguen a 
trastocar el espíritu de las normas europeas 
que favorecen la libertad y la garantía de los 
derechos de los inmigrantes. Probablemente, 
la Directiva sobre la libertad de circulación 
de personas debería ser la primera diana de 
este mayor control.

Del mismo modo, es también tarea de la 
Comisión estar especialmente vigilante ante 
determinadas acciones que, en el plano ad-
ministrativo y ejecutivo, emprenden unilate-
ralmente algunos Estados en situaciones de 
afluencia —masiva o no— de inmigrantes 
hasta llegar a desvirtuar casi por completo 
normas tan elementales como las del acervo 
Schengen; o, por ejemplo, ante la creciente 
tendencia de determinados Estados miem-
bros a introducir restricciones discriminato-
rias a los nacionales de terceros países que 
siendo familiares de inmigrantes con permi-
so de residencia de larga duración tendrían 
derecho al reagrupamiento familiar.

5.    Mayor control político y judicial de 
las agencias. El nuevo modelo de agencias 
en materia del ELSJ (FRONTEX, Europol, 
Agencia Europea de Apoyo al Asilo, etc.) de-
bería ser objeto de un mayor escrutinio de-
mocrático por el PE y una estrecha verifica-
ción por la Comisión de que sus actividades 
son plenamente compatibles con las exigen-
cias de los Tratados y la Carta de Derechos 
Fundamentales.
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Ejemplos como las actividades conjuntas 
de FRONTEX en territorio marítimo de paí-
ses terceros o determinadas actuaciones de 
EUROPOL de apoyo operativo —p. ej., su 
apoyo a los jointinvestigationteams— e in-
cluso el uso que pueda hacer de los datos 
personales con los que cuenta son buen pun-
to de partida.

C)  �  Una mejor protección de los derechos 
fundamentales

6.    Hacer realidad el ámbito del ELSJ el 
contenido de la Carta de Derechos Funda-
mentales. Dado que en pocos ámbitos como 
en el del ELSJ resulta tan capital una adecua-
da protección de los derechos fundamentales, 
desde una perspectiva material, se debería 
prestar mayor atención a la mejor garantía 
de estos derechos. A este respecto, resulta 
particularmente preocupante la inexistencia 
de un adecuado régimen jurídico de protec-
ción de datos 2, la falta de una regulación su-
ficiente de protección del derecho de asilo o 
la carencia de mecanismos suficientes para 
garantizar la correcta aplicación de la prohi-
bición de la xenofobia.

Desde el plano jurisdiccional, las negocia-
ciones actualmente en vigor para articular la 

2  La intención de la Comisión de aprobar una di-
rectiva para el control y almacenamiento de las comu-
nicaciones de los ciudadanos con el objetivo de poder 
ser utilizada en la investigación de delitos es buen bo-
tón de muestra de este riesgo. Como ha recordado el 
propio supervisor europeo para la protección de datos, 
la obtención de esos datos «se podría regular de una 
manera menos intrusiva para la vida de los ciudada-
nos»; que es, ya de por sí, una forma bastante eufe-
mística de considerar la propuesta de Directiva como 
una violación flagrante del núcleo irrenunciable del 
derecho a la intimidad. Igualmente en la propuesta de 
Directiva sobre utilización de datos (PNR) el supervi-
sor considera desproporcionada la «evaluación previa 
a gran escala de todos los pasajeros». También la re-
gulación de la Agencia Europea de Seguridad de las 
Redes y de la Información (ENISA) plantea para el 
supervisor dudas sobre la protección de datos.

adhesión de la UE al CEDH deberán velar 
para que se dé una adecuada cooperación ju-
dicial entre el TEDH y el TJUE que garantice 
la armónica actuación de ambos tribunales 
internacionales en sus respectivos ámbitos 
de competencia, así como para permitir que 
el umbral de protección de los derechos de la 
Carta especialmente aplicables a los extran-
jeros (p. ej., derecho de asilo o prohibición 
de expulsiones colectivas) pueda ser en el 
seno de la Unión superior al garantizado por 
el TEDH en el marco del CEDH.

Desde la perspectiva externa, convendría 
atender con celeridad a la demanda del PE 
de que se renegocien con Estados Unidos y 
Canadá los actuales acuerdos PNR (Pasan-
gerNameRecords), logrando darles un con-
tenido plenamente garante de los derechos 
fundamentales.

7.    Garantizar protección judicial ade-
cuada a los nacionales de Estados terce-
ros. Particular atención merece la acuciante 
necesidad de garantizar adecuadamente la 
protección de los derechos fundamentales a 
los nacionales de terceros países que, bien 
en el marco de las políticas de inmigración o 
bien en el de las normas sobre asilo, se ven 
afectados por normas de la UE. En algunas 
ocasiones en los controles de las fronteras 
exteriores de la UE, pero en otras fuera del 
territorio de la UE.

Esta exigencia se extiende también a las 
consecuencias de los convenios bilaterales 
de readmisión, cuya monitorización y se-
guimiento por la UE son claramente insufi-
cientes, además de que los prematurereturns 
plantean en algunos casos serias dudas en 
relación con los derechos humanos.

D)  �  Mayor eficacia y coherencia  
del sistema

8.    Desarrollar una visión integral de 
las acciones de la Unión con consecuencias 
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para los inmigrantes. En el ámbito legisla-
tivo de la Unión, para mejorar la eficacia y 
coherencia se debería lograr una mejor coor-
dinación e integración entre las acciones en 
materia de ELSJ y las acciones enmarcadas 
en otras políticas de la Unión, muy en espe-
cial la política social, la política de vecindad, 
la política exterior y, por supuesto, también 
las políticas con una dimensión económica. 
Igualmente, se debería prestar cuidada aten-
ción a la dimensión exterior del ELSJ, en 
especial a lo que se refiere a acuerdos con 
países terceros de los que provienen los prin-
cipales flujos migratorios hacia la Unión.

No sólo de control en origen o de readmi-
sión y expulsión de los inmigrantes en situa-
ción irregular dentro de la Unión puede vivir 
la acción exterior del ELSJ. Su incardinación 
con ayudas (reales) de cooperación al desa-
rrollo a los países de origen y con acuerdos 
comerciales («algo» más equilibrados y jus-
tos) parece muy recomendable para paliar, al 
menos en parte, las causas económicas que 
frecuentemente provocan la inmigración. 
Además, esta acción debería adoptar un en-
foque diferenciado y flexible respecto a cada 
país tercero.

9.    Prestar una mayor atención a la 
evaluación. Tan importante como la plani-
ficación de acciones futuras para completar 
los elementos pendientes del ELSJ resulta la 
labor de evaluación de los actos jurídicos ya 
adoptados, cuestión ésta que ha quedado en 
el pasado relegada a un segundo plano. Por 
ello, sin ir más lejos, el año 2012 será una 
buena ocasión para ello, ya que el propio 
Programa de Estocolmo prevé que antes de 
junio de 2012 la Comisión tendrá que pre-
sentar una revisión intermedia de la ejecu-
ción del mismo que permita separar el grano 
(normas aprobadas) de la paja (intenciones 
del Programa).

Descendiendo a lo concreto, urge por 
ejemplo el establecimiento de un mecanismo 

realmente eficaz de evaluación y seguimien-
to para verificar la aplicación real del acervo 
Schengen que sustituya al actual mecanis-
mo de naturaleza intergubernamental («eva-
luación por homólogos»); entre otras cosas 
requeriría la posibilidad de visitas in situ a 
cargo de grupos de expertos dirigidos por la 
Comisión. Igualmente, en relación con la nue-
va Estrategia de Seguridad Interior de la UE, 
sería probablemente más razonable, como 
ha dicho el supervisor europeo de protección 
de datos, «evaluar todos los instrumentos y 
herramientas ya existentes en el campo de la 
seguridad interna antes de proponer otros 
nuevos». Igualmente, como sugiere el PE, 
habría que realizar una «evaluación exhaus-
tiva y completa por grupos de expertos inde-
pendientes» de las políticas antiterroristas de 
la UE, ya que «carecen de coherencia y de un 
objetivo claro», y probablemente también de 
un escrutinio democrático suficiente.

E)  �  Mayor concienciación  
de las opiniones públicas

10.    Conveniencia de una mayor con-
cienciación ciudadana. Con todo, dada la 
relevancia del tema en cuestión, no estaría 
tampoco de más que los ciudadanos euro-
peos estuviéramos particularmente atentos 
y exigentes para evitar que la irresponsable 
tozudez de los Estados termine por hacer 
realidad en la UE la conocida afirmación de 
Benjamin Franklin («Thosewhowouldgive 
up essentiallibertytopurchase a littletempo-
rarysafety, deserveneitherlibertynorsafety»). 
La responsabilidad final no es sólo de Esta-
dos e instituciones europeas... También es 
nuestra como ciudadanos.
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I. � Objetivos y directrices  
de las políticas de género 
en la Unión Europea

La igualdad de género se introdujo en el 
capítulo social del Tratado de Roma de la 
Comunidad Económica Europea (art.  119) 
en 1957 en forma de «salarios iguales por 
trabajo de igual valor» reflejando objetivos 
meramente económicos (Bisio y Cataldi, 
2008). De hecho, la historia de las políticas 
de género en la UE ha estado marcada por 
la ambigüedad relativa a su carácter social 
y económico, una dualidad que ha determi-
nado el alcance de la aplicación y la imple-
mentación de estas políticas en los distintos 
Estados miembros (Ostner y Lewis, 1995).

El Tratado de Lisboa ha introducido 
elementos nuevos en lo que se refiere a la 
igualdad de género. El documento incluye 

una declaración explícita de los principales 
objetivos y valores a impulsar, en los que se 
subraya «la no discriminación, y la igualdad 
entre mujeres y hombres», al tiempo que 
manifiesta la necesidad de supervisar y pro-
mover la perspectiva de género en las legis-
laciones estatales.

De igual manera, la Comisión Europea 
ha destacado que es conveniente proseguir 
con la aplicación de la Hoja de Ruta para la 
Igualdad de Género creada en 2006 con la 
renovada convicción de tratar de mejorar los 
resultados positivos, aunque limitados, al-
canzados hasta el momento. Además, el trío 
de presidencias europeas conformado por 
España, Bélgica y Hungría —2010 y primer 
semestre de 2011— ha manifestado formal-
mente la necesidad de introducir la perspec-
tiva de género de manera transversal en las 
medidas y acciones de la Unión Europea. En 
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este sentido son dos los documentos claves. 
En primer lugar, y coincidiendo con la ce-
lebración del Día Internacional de la Mujer, 
la Comisión Europea presenta la Carta de 
la Mujer (2010) como una evidencia de su 
compromiso con la igualdad entre hombres 
y mujeres. Este documento establece cinco 
áreas preferentes de trabajo que más tarde 
recogerá la Estrategia para la igualdad entre 
mujeres y hombres 2010-2015 (2010). Estas 
áreas —aparte de la necesidad de la horizon-
talidad de la perspectiva de género— son:

— � Capacidad de independencia econó-
mica en igualdad de oportunidades 
por género.

— � Eliminación de las diferencias salaria-
les entre hombres y mujeres.

— � Incrementar la igualdad en la toma de 
decisiones.

— � Tomar medidas en contra de la violen-
cia sexista.

— � Búsqueda de la igualdad de género 
más allá de las fronteras europeas.

El compromiso de la Unión Europea con 
la igualdad de género se ha vuelto a explici-
tar, impulsada por la presidencia española, en 
la denominada Europa 2020: Una estrategia 
para un crecimiento inteligente, sostenible 
e integrador, aunque no de manera especí-
fica sino como parte de las directrices más 
generales propuestas. Un hecho que mues-
tra la tendencia actual en la UE de buscar la 
transversalidad de género que puede llegar 
a diluir las especificidades de la situación de 
desigualdad de las mujeres, como conclui-
mos en este documento.

Si nos centramos en los ámbitos concre-
tos de acción, un objetivo fundamental en las 
directrices europeas ha sido la igualdad de 
género en el mercado de trabajo, tanto a tra-
vés de la presencia de mujeres y hombres en 
puestos de trabajo no asumidos convencio-
nalmente como propios, como en la igualdad 
de las condiciones laborales y económicas.

Respecto a la participación de las mujeres 
en el mercado de trabajo, la Estrategia Euro-
pa 2020 pone como objetivo prioritario lle-
gar al 75 por 100 de tasa de empleo entre las 
personas de veinte a sesenta y cuatro años. 
Para conseguir este objetivo —más lejano en 
el caso de las mujeres que en el de los hom-
bres— se alienta a los Estados miembros a 
promover estrategias de flexiseguridad, de 
movilidad de los trabajadores y de conci-
liación entre trabajo remunerado y familia. 
Igualmente importante para los propósitos 
de la UE ha sido acabar con la brecha sala-
rial existente entre hombres y mujeres y que 
se situaba en un 17 por 100 en 2009 como 
media. Desigualdad salarial todavía presente 
a pesar de la existencia desde 2006 de una 
directiva que promulga el principio de igual-
dad retributiva entre mujeres y hombres y 
que ha sido ya tratada por otras iniciativas 
como en la comunicación Tackling the pay 
gap between women and men (2007), que 
propone trabajar en el ámbito legislativo, en 
el empresarial, apoyarse en la Estrategia Eu-
ropea para el Crecimiento y el Empleo, y en 
el intercambio de buenas prácticas.

Un elemento clave en la mejora de la posi-
ción de las mujeres en el mercado de trabajo 
es la compatibilización laboral y familiar (y 
personal), una importante línea de acción 
de las políticas de género de la UE. En este 
sentido, entre los objetivos que se marcaron 
en 2002 en el Consejo Europeo de Barcelona 
destacaban la necesidad de aumentar los ser-
vicios públicos de cuidado infantil para que 
mujeres y hombres puedan conciliar mejor 
sus tiempos de vida laboral y familiar. En las 
conclusiones de Barcelona, los Estados miem-
bros se comprometieron a esforzarse en pres-
tar, para 2010, servicios de cuidado al menos 
al 90 por 100 de los niños entre los tres años 
y la edad de escolarización obligatoria, y al 
menos al 33 por 100 de los niños de menos 
de tres años, reafirmando este compromiso 
en numerosas ocasiones. Igualmente la UE 
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ha instado encarecidamente a los Estados 
miembros a que desarrollen normativas que 
favorezcan que los hombres se acojan a los 
permisos parentales y a la reducción de los 
tiempos de trabajo, unas medidas que se con-
centran mayoritariamente en las mujeres.

De igual manera, en septiembre de 2008 
los interlocutores sociales a nivel europeo 
pusieron en marcha las negociaciones sobre 
el permiso parental con vistas a la revisión 
de la legislación comunitaria en vigor sobre 
la base de un acuerdo marco firmado con el 
empleador y los representantes sindicales. 
Además, en octubre de 2008 la Comisión 
Europea propuso un cambio en la licencia 
de maternidad y la revisión de la Directiva 
relativa a la trabajadora embarazada. Final-
mente en el año 2010 se consideró tal revi-
sión, aunque con limitaciones 1.

Precisamente el empleo femenino, junto 
la formación, es considerado esencial por 
la UE en la erradicación de la pobreza y de 
la exclusión social, objetivo que manifiesta 
como prioritario en la implementación de 
sus políticas. En este sentido la Comisión 
Europea propuso en 2007 una estrategia in-
tegral —una estrategia activa de inclusión— 
que combinaba la actuación en tres pilares: 
el apoyo económico y el favorecimiento de 
mercados de trabajo inclusivos y del acce-
so a servicios de calidad. Estrategia que se 
fundamenta en un Estado social activo, pro-
porcionando apoyo personalizado hacia el 
empleo para garantizar que aquellas perso-
nas que no puedan trabajar puedan vivir con 
cierta dignidad.

1  Directiva 2010/18/UE, por la que se aplica el 
Acuerdo marco revisado sobre el permiso parental 
(DO L 68, de 18 de marzo de 2010, p. 13); Directiva 
2010/41/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 7 de julio de 2010, sobre la aplicación del principio 
de igualdad de trato entre hombres y mujeres que ejer-
cen una actividad autónoma, y por la que se deroga la 
Directiva 86/613/CEE del Consejo (DO L 180, de 15 
de julio de 2010).

Además, la UE ha subrayado también la 
importancia de erradicar la violencia de gé-
nero, un tema presente en la agenda europea 
desde la década de los noventa, a partir de 
la perspectiva de los derechos humanos y la 
salud. El trabajo realizado en este sentido se 
basa en los objetivos de la igualdad de géne-
ro, con el fin último de eliminar los estereoti-
pos de género en la sociedad que, de acuerdo 
con la UE, se reproducen en la educación, 
en el mercado laboral y en los medios de 
comunicación, exponiendo la necesidad de 
aumentar la conciencia pública sobre esta 
cuestión y alentando a los más jóvenes a su-
perarlos.

Y por último es necesario hacer referen-
cia a las, también escasas, medidas tomadas 
respecto al que es uno de los ámbitos de ac-
ción preferentes de la estrategia 2010-2015: 
la igualdad en la toma de decisiones, es de-
cir, la presencia de las mujeres en puestos de 
responsabilidad y de decisión política y eco-
nómica. Una línea de trabajo abierta en la 
década de los ochenta que ha obtenido resul-
tados limitados (Lombardo y Meier, 2008).

En la denominada «Declaración de Cá-
diz», realizada tras la II Cumbre de Muje-
res en el Poder, se reclamaba una posición 
preferente de este objetivo en la Estrategia 
Europa 2020. En este sentido los propósitos 
marcados por la Estrategia para la igualdad 
entre hombres y mujeres 2010-2015 pasan 
por alcanzar el objetivo de al menos un 25 
por 100 de mujeres en posiciones de poder, 
un 40 por 100 en comités y grupos de la mis-
ma Comisión Europea, así como la propuesta 
de otras iniciativas para favorecer una mejor 
situación de las mujeres en los cargos de alta 
responsabilidad y la participación en las elec-
ciones al Parlamento Europeo. En cuanto al 
objetivo de mayor presencia femenina en po-
siciones de responsabilidad empresarial, se 
han iniciado tres líneas de acción: un acceso 
más fácil a la financiación, el desarrollo de 
redes que pongan en contacto a emprende-
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doras y la adopción de la Small Business Act 
(2008), que tiene como uno de sus objeti-
vos estimular el interés empresarial entre las 
mujeres. En definitiva, se reclaman procesos 
transparentes de selección, la flexibilización 
de los horarios laborales y la disponibilidad 
de servicios públicos gratuitos y de calidad 
de atención a la infancia.

Hasta aquí un breve repaso a los prin-
cipales objetivos en materia de igualdad de 
género de la Unión Europea, plasmados en 
el Tratado de Lisboa, pero no únicamente. 
A continuación hacemos una primera eva-
luación al alcance en la implementación de 
estos objetivos.

II. � Una primera evaluación  
de las políticas de género 
en la Unión Europea

La aplicación de las citadas medidas en 
los distintos contextos nacionales ha teni-
do recorridos diversos, en los que hemos 
de tener en cuenta las diferentes situacio-
nes de los nuevos países incorporados a la 
Unión, así como la escasa trayectoria de 
algunas de las medidas referenciadas. Pero 
esta diversidad sobre todo muestra nueva-
mente la influencia del método abierto de 
coordinación sobre la formulación y el de-
sarrollo de las políticas sociales en los paí-
ses miembros.

En primer lugar respecto la conciliación 
entre trabajo remunerado y cuidado, en el 
marco español se pueden apreciar y consta-
tar el cumplimiento de algunos de los obje-
tivos de las políticas en pro de la igualdad 
en la UE. Especialmente, en cuanto a la in-
cidencia normativa de las directrices euro-
peas, que en los últimos años ha sido clara 
con la aprobación de diferentes leyes por 
parte del gobierno socialista, si bien a la vez 
debe señalarse que dichas medidas se han 
visto frenadas como consecuencia de la crisis 

económica. Entre estos avances normativos 
más recientes, destaca la adaptación del ob-
jetivo de transversalidad contemplado por la 
Directiva 2002/73/CE, recogido por la Ley 
3/2007 para la igualdad efectiva de hombres 
y mujeres; la Ley 39/2006 de promoción de 
la autonomía personal y atención a personas 
en situación de dependencia o Ley de De-
pendencia, que persigue la universalización 
de los servicios de atención y cuidados de 
larga duración. Otro punto relevante fue la 
aprobación de la Ley Orgánica 3/2007 para 
la igualdad efectiva de mujeres y hombres o 
Ley de Igualdad, que contempla la introduc-
ción de políticas integrales de conciliación 
en numerosos ámbitos, consolidando así la 
cuestión de la conciliación como uno de los 
puntos más intensos del debate público en el 
Estado español.

En el caso de otros Estados miembros en-
contramos que Alemania, una de las econo-
mías menos afectada por la crisis económica, 
se ubica en las últimas posiciones respecto a 
la igualdad de género. Por otro lado, países 
como Dinamarca o Noruega han logrado im-
portantes avances en la igualdad de género, 
más allá incluso de las recomendaciones de 
la Unión Europea. De hecho el Informe de 
Desarrollo Humano 2010 de la ONU sitúa 
a Noruega como el país con menos desigual-
dad de género del mundo, según la escala de 
Desarrollo Humano de la ONU, seguido por 
Australia y Nueva Zelanda. España ocupa el 
puesto 20 en esta valoración. Queda todavía 
mucho camino por recorrer.

En este caso, los análisis realizados cons-
tatan que los servicios disponibles se adap-
tan demasiado lentamente a la realidad ac-
tual y la crisis económica ha sido argüida 
en demasiadas ocasiones como justificación 
para no aceptar su avance. Un claro ejem-
plo es la negativa mostrada por las fuerzas 
conservadoras a aceptar la prolongación de 
la baja maternal a veinte semanas, aproba-
da por el Parlamento Europeo en otoño de 
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2010. Además hay una clara diferencia de 
género en el uso de los servicios y presta-
ciones para la conciliación, es el caso de las 
licencias parentales. La Hoja de ruta para 
la igualdad entre mujeres y hombres (2006-
2013) afirma que un 7,4 por 100 de los 
hombres, frente a un 32,6 por 100 de las 
mujeres, acceden a un permiso parental o 
al trabajo a tiempo parcial, siendo todavía 
las mujeres las principales cuidadoras de los 
niños y otras personas dependientes. Igual-
mente la tasa de cobertura en servicios de 
cuidado formal de los niños de 3 años a la 
edad de escolarización obligatoria no alcan-
za el 90 por 100 marcado como objetivo en 
Barcelona 2002, pues la media europea en 
2009 era de un 44 por 100 (Eurostat, 2011). 
Aunque entre países nos encontramos con 
divergencias significativas, y mientras Es-
tonia (84 por 100) o Portugal e Italia (73 
por 100) despuntan por sus altas tasas de 
cobertura, no así Holanda (12 por 100) o 
Irlanda (13 por 100). Sin embargo, estos da-
tos deberían ser matizados con indicadores 
referentes a medidas que faciliten el cuidado 
de los niños por parte de los padres, como 
son las licencias parentales.

Estrechamente relacionada con los avan-
ces que se realicen en el ámbito de la conci-
liación encontramos la posición de la mujer 
en el mercado de trabajo, que, a pesar de su 
progresión en la última década, es todavía 
mejorable. Uno de los objetivos marcados 
por el Tratado de Lisboa fue llegar al 75 por 
100 de empleo para hombres y mujeres de 
edades comprendidas entre los quince y los 
sesenta y cuatro años 2. En este sentido en 
2010, siguiendo los datos proporcionados 
por Eurostat, la media de la UE de los 27 
era del 58,2 por 100. Queda lejos todavía el 
objetivo marcado para países como Suecia 

2  La Estrategia Europa 2020 considera la tasa de 
ocupación entre los veinte y los sesenta y cuatro años 
que en 2009 era del 62,5 por 100.

o Dinamarca, a pesar de ser los lugares con 
mayor presencia de las mujeres en el merca-
do de trabajo.

Pero la simple presencia no es un indica-
dor del todo válido para conocer la compleja 
relación de las mujeres con el empleo. Por 
ejemplo, en 2010 un 31,9 por 100 de las mu-
jeres que trabajan de manera remunerada lo 
hacen a tiempo parcial, frente al 8,7 por 100 
de los varones. Además la maternidad y la 
paternidad tiene una incidencia fundamental 
en el empleo, mientras que las mujeres redu-
cen su presencia en el mercado de trabajo, 
los hombres la incrementan, un signo más de 
la prevalencia del modelo del breadwinner 
(Comisión Europea, 2010b).

Desde la consideración prioritaria del em-
pleo masculino aparece una brecha salarial 
de cerca de un 17,1 por 100 como media de 
la Unión Europea en 2009, una cifra que ha 
disminuido ligeramente del 17,7 por 100 en 
2006 y que incluye una enorme diversidad 
entre los Estados miembros. Sin embargo, el 
resultado por países de los propósitos euro-
peos es diverso. La siguiente tabla nos pone 
en evidencia que mientras en países como 
Eslovenia, Holanda, Eslovaquia y Reino 
Unido el descenso de la brecha salarial entre 
este mismo periodo es considerable, en otros 
Estados como Bulgaria y Hungría ésta se ha 
visto incrementada de manera importante, 
en cerca de tres puntos porcentuales.

En definitiva, las medidas tomadas por la 
Unión Europea en este sentido han tenido 
una influencia irregular. El interés formal 
de la Unión por acabar con esta diferencia 
salarial ha tomado forma únicamente en 
medidas dirigidas a la sensibilización de 
mujeres y hombres en la igualdad salarial. 
Y así se ha establecido un Día Europeo de 
la Igualdad Salarial (Equal Pay Day) con el 
fin de visibilizar el problema, una iniciativa 
ya presente a nivel nacional en algunos Es-
tados europeos como Bélgica. De la misma 
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manera que se han realizado diferentes ac-
ciones de promoción y divulgación del cam-

bio necesario, pero todavía ninguna medida 
de introducción real de la igualdad que sea 
vinculante en los países miembros. A nivel 
nacional, en algunos países se han introduci-
do medidas para acabar con ésta. Es el caso 
de Finlandia y Noruega, que han incremen-
tado la remuneración de algunos ámbitos de 
empleo tradicionalmente femeninos —y tra-
dicionalmente de baja remuneración— para 
hacer disminuir esta diferencia.

En cuanto a los indicadores referidos a la 
exclusión social y pobreza, destacan por un 
lado los referidos a los análisis comparados 
sobre la exclusión de las minorías étnicas 
desde una perspectiva de género. El Euro-
pean Monitoring Centre on Racism and Xe-
nophobia (EUMC) ha realizado varios estu-
dios sobre la situación de las minorías étnicas 
en Europa desde una perspectiva de género. 
De acuerdo con los informes realizados por 
EGGSI Network (2008) para distintos paí-
ses europeos, la desigualdad de género en las 
minorías étnicas es más acusada que entre 
los nacionales en diversos aspectos, entre 
ellos:

— � Un peor acceso a la vivienda, siendo 
más proclives a vivir en casas peque-
ñas donde residen varias familias con 
pésimas condiciones de habitabili-
dad.

— � Peores condiciones de salud debidas 
a los efectos de las duras condiciones 
vitales y de trabajo que soportan, uni-
das en ocasiones a la soledad.

— � En la mayoría de los casos, las mu-
jeres inmigrantes sufren en Europa 
discriminación tanto en el acceso al 
mercado laboral como en la calidad 
del trabajo desempeñado y los sala-
rios recibidos. Esto se debe en parte a 
las carencias formativas, al no recono-
cimiento de sus competencias y a las 
limitaciones que imponen las normas 
culturales y religiosas de procedencia, 
así como a su estatus legal.

Tabla 1

Brecha salarial de género.  
unión europea, 2006 y 2009

2006 2009

Unión Europea (27) 17,7 17,1

Bélgica 9,5 ...

Bulgaria 12,4 15,3

Rep. Checa 23,4 25,9

Dinamarca 17,6 16,8

Alemania 22,7 23,2

Estonia 29,8 ...

Irlanda 17,2 15,7

Grecia 20,7 ...

España 17,9 16,1

Francia 15,4 16,5

Italia 4,4 5,5

Chipre 21,8 21

Letonia 15,1 14,9

Lituania 17,1 15,3

Luxembugo 10,7 12,5

Hungría 14,4 17,1

Malta 5,2 6,9

Países Bajos 23,6 19,2

Austria 25,5 25,4

Polonia 7,5 9,8

Portugal 8,4 10

Rumania 7,8 8,1

Eslovenia 8 3,2

Eslovaquia 25,8 21,9

Finlandia 21,3 20,4

Suecia 16,5 16

Reino Unido 24,3 20,4

Fuente: Eurostat, 2011.
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— � En algunos países con una asistencia 
relativamente generosa, tales como 
los países escandinavos, Alemania, 
Países Bajos, Reino Unido y España, 
las mujeres inmigrantes son más pro-
clives convertirse en dependientes de 
los servicios sociales y de las ayudas 
del Estado de bienestar.

Estos hallazgos ponen de manifiesto la 
doble discriminación de este colectivo por el 
hecho de ser mujeres e inmigrantes, al mis-
mo tiempo estos resultados nos advierten 
sobre el relativo fracaso de las normas con-
sensuadas en la Unión.

Los indicadores estadísticos comunes 
adoptados por la Unión Europea para me-
dir el proceso de inclusión social reflejan las 
desigualdades de género existentes, así como 
el riesgo de pobreza y exclusión social de las 
mujeres en los diferentes Estados nacionales. 
En el año 2007 los datos proporcionados por 
la EU-SILC evidenciaron que los ratios de 
pobreza y exclusión social eran más elevados 
para las mujeres que para los hombres en 20 
de los 27 países europeos, y sólo en Polonia, 
Rumania, Finlandia y Suecia, el promedio 
de riesgo de pobreza fue más alto entre los 
hombres que entre las mujeres. El informe 
Gender mainstreaming active inclusion po-
licies subraya varios factores que hay que 
tener en cuenta para analizar la pobreza y 
exclusión social del colectivo femenino y po-
der desarrollar medidas efectivas en la lucha 
contra la pobreza y exclusión social, como 
son la situación de las familias monoparen-
tales encabezadas por mujeres, el desempleo 
prolongado, las migraciones o la pertenencia 
a minorías étnicas, la existencia de discapa-
cidades físicas y mentales, así como las dife-
rentes etapas del ciclo vital.

La presidencia española en el primer se-
mestre de 2010 tuvo como objetivo primor-
dial la igualdad de género personificada en la 
erradicación de la violencia ejercida contra 

las mujeres. Numerosas fueron sus propues-
tas, que sin embargo no han obtenido los 
resultados esperados ni el completo apoyo 
de la institución. Teniendo en cuenta que 
según datos de la misma Comisión Europea 
en su estrategia para la igualdad de género 
2010-2015, entre el 20 y el 25 por 100 de las 
mujeres han sufrido violencia física al me-
nos una vez en su vida, y hasta medio millón 
de mujeres que viven en Europa han sufrido 
mutilación genital, la violencia de género es 
un elemento trascendente en la calidad de 
vida de un gran número de mujeres.

En este sentido, el gobierno español pro-
puso durante su mandato combatir la violen-
cia contra las mujeres de manera global en la 
Unión. En esta línea se defendió la idoneidad 
de la existencia de un Observatorio Europeo 
sobre Violencia contra las Mujeres como ins-
trumento básico de análisis y diagnóstico de 
los factores que conllevan la violencia, de las 
realidades diversas en los Estados miembros 
y de la búsqueda de soluciones factibles al 
problema. El mismo componente de lucha 
integral de la violencia lo tenía la propuesta 
de crear un teléfono de asistencia, único y 
gratuito, a las víctimas de violencia común 
para todos los Estados miembros. Y por úl-
timo la implementación de una Orden Euro-
pea de Protección para víctimas de violencia 
de género, además de otro tipo de violencia 
como las víctimas de crímenes de honor, 
mutilación genital, a las víctimas del crimen 
organizado y matrimonios forzosos y a las 
víctimas del terrorismo.

Sin embargo ninguna de estas propuestas 
se ha llevado a cabo, al menos de momento. 
La crisis económica y la necesidad de opti-
mizar estructuras y recursos ya existentes 
han conducido a que los objetivos propues-
tos para un Observatorio Europeo sobre la 
Violencia contra las Mujeres sean asumidos 
por el Instituto de Igualdad de Género y la 
Agencia de Derechos Fundamentales, enti-
dades ya en funcionamiento, aunque no fue 

PARTE2-04.indd   107 16/11/11   15:49:29



Almudena Moreno Minués / Sandra Obiol Francés / Elisabet Almeda Samaranch

108

fácil su puesta en marcha por las posturas 
encontradas sobre su conveniencia.

Igualmente fue reconsiderada la propues-
ta de la Presidencia española de configurar 
una euro-orden de protección argumentando 
problemas legales derivados de su dificultad 
de aplicación debido a la diversidad de reali-
dades legislativas de los Estados miembros. 
Precisamente en el momento de redacción 
de este informe ha sido presentado el docu-
mento alternativo a esta orden. La vicepresi-
denta de la Comisión Europea y responsable 
del área de Justicia, Viviane Reding, una de 
las principales voces contrarias a la orden, 
ha encabezado la redacción de una directiva 
que dice buscar una mejor atención de las 
víctimas de actos delictivos con una base pe-
nal —y civil— común. Se propone una base 
mínima compartida referente al apoyo y pro-
tección a las víctimas en todo el territorio 
europeo que evite discriminaciones referen-
tes al lugar de residencia o al lugar de comi-
sión del delito. En estas medidas se incluye 
las victimas de violencia sexista.

De esta manera se diluye la especificidad 
de la violencia contra las mujeres en una or-
den de protección a las víctimas de la delin-
cuencia en sentido general, lo que hace más 
previsible que las particularidades del pro-
blema no sean tenidas en cuenta y generen 
dificultades y problemas a las mujeres que 
sufren este tipo de violencia. Se redunda en 
el carácter marginal que se puede observar 
ya en el Plan de Acción por el que se aplica 
el Programa de Estocolmo, en el que se pone 
el énfasis en la protección de las víctimas 
de delitos, incluidas las mujeres víctimas de 
violencia y de mutilación genital, y anuncia 
una estrategia global de la UE en materia de 
violencia sexista que no ha llegado todavía. 
En definitiva, en la erradicación de la vio-
lencia contra las mujeres no se ha avanzado 
sustancialmente a pesar de ser uno de los 
ámbitos de acción preferentes en el plan de 

acción 2010-2015. Aunque hay que precisar 
que justo al cierre del presente texto se ha 
aprobado la orden citada por parte de los 
ministros de justicia europeos, un elemento 
fundamental para llegar a su aprobación de-
finitiva.

Y por último, considerando, de manera 
excesivamente simplista, que la integración 
de la mujer en los cargos de responsabilidad 
supone la consideración de los intereses de 
las mujeres, la UE ha promovido diferentes 
acciones para incrementar esta representa-
ción. En cuanto a la representación política 
de las mujeres encontramos en 2010 que, 
como promedio, un 24 por 100 de los miem-
bros de los respectivos parlamentos naciona-
les eran mujeres. Una cifra mayor en países 
como España, Dinamarca, Bélgica y Finlan-
dia, pero sobre todo Suecia y Holanda, que 
superaban el 40 por 100. Sin embargo en el 
sector privado esta presencia era del 30 por 
100 en cargos intermedios y del 25 por 100 
en lugares de alta responsabilidad, según da-
tos de la Comisión Europea. En este sentido 
según apunta Lombardo (2007), la UE ha 
promulgado una serie de medidas importan-
tes pero de escasa relevancia por su carácter 
no vinculante. Además se consideran única-
mente en términos cuantitativos, lo que en-
mascara la complejidad de la problemática 
y siguen teniendo a los hombres como guía 
para la acción.

En general no podemos negar la inci-
dencia de las resoluciones tomadas por la 
Comisión Europea en una mayor igualdad 
entre hombres y mujeres en los diferentes 
Estados miembros. Sin embargo, los infor-
mes realizados por las distintas instituciones 
europeas constatan que las mujeres están en 
clara desventaja salarial, ante una enorme 
diferencia en la asunción de responsabilida-
des familiares, así como en la representación 
pública o en la participación laboral, entre 
otras cuestiones.
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III. R ecomendaciones

En la lucha contra la desigualdad de gé-
nero desde el ámbito de la Unión Europea 
encontramos diversas dificultades, unas ge-
neradas por el propio funcionamiento buro-
crático/administrativo que la propia Unión 
comporta, y que no permite tomar medidas 
de rápido alcance y eficaz incidencia. Otras 
dificultades se deben a la situación económica 
actual de crisis que, conjugada con el predo-
minio de posturas neoliberales en la gestión 
de la UE, impiden además muchas iniciativas 
y planteamientos con firme orientación hacia 
la igualdad de género. Nuestras recomenda-
ciones se dirigen a ambas cuestiones.

1. � Incrementar el poder vinculante  
de las decisiones tomadas por órganos 
europeos

Un elemento clave en la dificultad para 
avanzar, en términos de igualdad de género, 
en la UE es el escaso poder vinculante que 
tienen muchas de las medidas respecto a los 
gobiernos de los diferentes Estados miem-
bros. Su funcionamiento, basado en el mé-
todo abierto de coordinación, según el cual, 
por un lado, la UE fija objetivos, generalmen-
te de manera muy laxa y, por otro, los Esta-
dos miembros determinan la manera de al-
canzarlos, obstaculiza poder llegar a niveles 
comunes, sobre todo si tenemos en cuenta 
la diversidad cultural, legislativa, ideológica, 
política de los diferentes Estados miembros.

2. � Fortalecer la perspectiva de la 
igualdad sobre la de no discriminación

Otra cuestión de fondo en la política de 
igualdad de género en la Unión Europea —si-
guiendo los argumentos de Lombardo y Ver-
loo, 2010— es que se persigue una estrategia 
de no discriminación más que de búsqueda 
de la igualdad. Si bien la desigualdad es un 

elemento individual, también lo es colectivo y 
estructural, lo que complejiza la transforma-
ción de las bases de fondo de la desigualdad 
y también su erradicación real. La estrategia 
imperante se basa más en la reacción, y no en 
la búsqueda de la igualdad a través de medi-
das estructurales, como podría ser el mains-
treaming. De esta manera, se focaliza mucho 
más en solucionar problemas de carácter in-
dividual y no del colectivo de mujeres y desde 
su experiencia conjunta. Políticas en direc-
ción a la no discriminación, y no en dirección 
hacia la igualdad, un enfoque y una práctica 
que si bien puede significar ciertos avances, 
también puede quedar estancado a largo pla-
zo y no profundizar en las desigualdades rea-
les que todavía persisten —y en algunos ám-
bitos se amplían— entre todos los hombres y 
todas las mujeres que viven en las sociedades 
europeas de principios del siglo xxi.

3. � Incrementar la atención a las 
especificidades de la desigualdad  
de género

Por otro lado, la tendencia a adoptar un en-
foque unitario en la lucha contra la discrimi-
nación no tiene suficientemente en cuenta la 
posible intersección de desigualdades ni la es-
pecificidad de las mismas, generando una ma-
yor vulnerabilidad a determinados colectivos.

4. �P rofundizar en la implementación  
de medidas de protección social

Uno de los puntos más polémicos es el 
contraste entre el ajuste económico aconse-
jado por la Unión Europea y los objetivos de 
alentar a los Estados miembros a erradicar 
la pobreza y la desigualdad de género. Las 
propuestas de la UE relativas a la privatiza-
ción de los servicios públicos, por ejemplo, 
que contradice claramente los propósitos de 
las políticas sociales, familiares, con enfoque 
de género.
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A pesar del interés demostrado por la 
Unión Europea a la hora de querer incluir 
una perspectiva de género, las medidas to-
madas a cabo en el periodo que llevamos 
de implementación del Tratado de Lisboa 
son del todo escasas. Ciertamente, la crisis 
económica ha sido una de las causas esgri-
midas para hacer una rebaja de algunas de 
las iniciativas y propuestas planteadas. Pero 
lo cierto es que los propósitos de la Unión 
Europea en políticas de género son de di-
fícil cumplimiento porque estamos en un 
momento de clara apuesta neoliberal por el 
ajuste de las políticas económicas que aca-
ba repercutiendo en una contracción directa 
de las políticas sociales. No es únicamente 
la «crisis económica» —y también política y 
de democracia real, podríamos añadir— la 
responsable de la escasez de políticas de gé-
nero, sino la manera como ésta se confronta 
y se ataja, lo que causa que se tenga como 
prioridad los ajustes económicos (y labora-
les), en detrimento de una clara apuesta por 
el fortalecimiento de las políticas sociales, 
de redistribución de la riqueza, de concilia-
ción de los tiempos (laborales, familiares, 
personales), de valoración de las políticas 
de cuidados, de desarrollo de los sistemas de 
protección social, etc. Y esta opción afecta 
de forma negativa a los grupos sociales más 
vulnerables, en especial a las mujeres.

5. � Introducir la perspectiva no 
androcéntrica en la configuración  
de las políticas europeas

No podemos obviar el androcentrismo 
imperante en el planteamiento y gestión de 
la Unión Europea, que tiene a los hombres, y 
a su realidad, como grupo de referencia pro-
curando la igualdad de género a partir del 
acercamiento de la realidad de las mujeres 
a la de éstos que es considerada como la es-
tándar. En este sentido, y siguiendo las argu-
mentaciones de Bodelón (2010), que com-

partimos, se trataría de construir un nuevo 
modelo basado en la concepción universal y 
diversa de ciudadanía. Este objetivo supon-
dría, necesariamente, huir de la dualidad 
sobre la que se ha construido el concepto 
de ciudadanía, para ir caminando hacia una 
ciudadanía basada en la pluralidad de reali-
dades que han de recogerse, a la vez, jurídi-
ca y políticamente. Pasar a una «ciudadanía» 
que se fundamente en el reconocimiento de 
la situación de opresión histórica de las mu-
jeres y, por tanto, en la transformación de 
las relaciones sociales, redefiniendo el con-
tenido de los derechos y haciendo posible la 
participación real de las mujeres, con sus ne-
cesidades y deseos. No se trata, pues, de in-
cluir un trato privilegiado, ni considerar a las 
mujeres como víctimas, sino de romper con 
el carácter patriarcal que todavía domina a 
la sociedad actual, basada en la dicotomía 
entre esfera pública y privada, para poder 
así articular un nuevo modelo de ciudadanía 
que incluya realmente a las mujeres.

Se requiere, pues, que la UE desarrolle una 
política económica con una clara y definitiva 
perspectiva no androcéntrica que preserve 
los derechos sociales de ciudadanía. Ello sig-
nifica que debe irse mucho más allá de los 
meros objetivos económicos, basados en los 
beneficios que ahora mismo está defendiendo 
y desarrollando la Unión Europea a través de 
sus diferentes instituciones, para promover 
objetivos de redistribución de responsabili-
dades entre los géneros y de revalorización 
de los trabajos reproductivos y de cuidados.
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Anexo: �R esumen de indicadores 
de evaluación

Para finalizar hemos considerado adecua-
do apuntar algunos indicadores que permi-

tan una sencilla evaluación de la situación 
reciente de las mujeres en la Unión Europea 
y de esta manera poder conocer la incidencia 
de las medidas tomadas por la institución se-
gún sus objetivos prioritarios.

tasa de empleo por sexo. unión europea, 2000 y 2010
Tasa de empleo (15-64 años)

Hombres Mujeres

2000 2010 2000 2010

Unión Europea (27) 70,8 70,1 53,7 58,2
Bélgica 69,5 67,4 51,5 56,5
Bulgaria 54,7 63,0 46,3 56,4
Rep. Checa 73,2 73,5 56,9 56,3
Dinamarca 80,8 75,8 71,6 71,1
Alemania 72,9 76,0 58,1 66,1
Estonia 64,3 61,5 56,9 60,6
Irlanda 76,3 63,9 53,9 56,0
Grecia 71,5 70,9 41,7 48,1
España 71,2 64,7 41,3 52,3
Francia 69,2 68,3 55,2 59,9
Italia 68,0 67,7 39,6 46,1
Chipre 78,7 76,6 53,5 63,0
Letonia 61,5 59,2 53,8 59,4
Lituania 60,5 56,8 57,7 58,7
Luxembugo 75,0 73,1 50,1 57,2
Hungría 63,1 60,4 49,7 50,6
Malta 75,0 72,3 33,1 39,2
Países Bajos 82,1 80,0 63,5 69,3
Austria 77,3 77,1 59,6 66,4
Polonia 61,2 65,6 48,9 53,0
Portugal 76,5 70,1 60,5 61,1
Rumania 68,6 65,7 57,5 52,0
Eslovenia 67,2 69,6 58,4 62,6
Eslovaquia 62,2 65,2 51,5 52,3
Finlandia 70,1 69,4 64,2 66,9
Suecia 75,1 75,1 70,9 70,3
Reino Unido 77,8 74,5 64,7 64,6

Fuente: Eurostat (25 de septiembre de 2011).
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Empleo a tiempo parcial respecto el total de empleo por sexo y edad. 
unión europea, 2000 y 2010

(Población entre 20 y 64 años)

2000 2010

De 20 a 64 años De 20 a 64 años

Hombres Mujeres Hombres Mujeres

Unión Europea (27) 5,2 28,3 7,2 30,8

Bélgica 5,4 39,7 8,1 41,9

Bulgaria ... ... 1,9 2,4

Rep. Checa 1,4 8,8 2,1 9,0

Dinamarca 6,0 31,7 10,0 34,6

Alemania 4,3 38,5 8,4 45,6

Estonia 3,8 8,4 6,0 12,9

Irlanda 5,2 28,9 10,1 33,4

Grecia 2,2 7,6 3,3 10,1

España 2,6 16,8 5,0 22,9

Francia 5,0 30,9 6,2 29,8

Italia 3,6 17,3 5,0 28,9

Chipre 3,4 13,4 4,7 11,5

Letonia 9,3 11,5 7,3 10,9

Lituania 7,5 9,7 6,3 8,9

Luxembugo 1,6 25,8 3,2 35,8

Hungría 1,8 5,1 3,6 7,6

Malta 2,1 14,1 4,4 23,3

Países Bajos 14,7 69,0 20,1 74,7

Austria 3,9 34,1 7,7 44,2

Polonia 6,5 11,6 4,5 10,6

Portugal 3,3 13,8 4,8 12,2

Rumania 11,4 15,6 9,2 9,6

Eslovenia 3,5 6,5 6,4 12,4

Eslovaquia 0,9 2,9 2,5 5,1

Finlandia 6,2 14,8 8,0 17,4

Suecia 8,0 34,6 11,1 38,3

Reino Unido 5,9 42,5 9,3 41,0

Fuente: Eurostat (25 de septiembre de 2011).
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Proporción de temporalidad por sexo. unión europea, 2000 y 2010

2000 2010

De 20 a 64 años De 20 a 64 años

Hombres Mujeres Hombres Mujeres

Unión Europea (27) 12,2 13,7 10,1 11,8

Bélgica 6,1 9,2 6,0 11,8

Bulgaria 4,8 3,8 ... ...

Rep. Checa 6,5 9,6 5,7 8,3

Dinamarca 7,1 8,4 6,9 11,3

Alemania 12,1 13,0 9,3 10,4

Estonia 4,7 2,5 2,9 ...

Irlanda 7,8 9,1 3,1 5,1

Grecia 10,8 14,2 11,6 15,9

España 23,4 25,8 29,4 33,3

Francia 12,5 15,1 12,8 15,6

Italia 10,9 14,2 8,3 11,8

Chipre 6,7 20,7 7,4 14,3

Letonia 8,7 4,8 8,7 4,3

Lituania 3,2 1,6 4,8 2,5

Luxembugo 5,4 7,8 2,2 3,7

Hungría 9,9 9,1 7,1 6,1

Malta 4,0 6,3 2,5 5,2

Países Bajos 14,0 16,9 8,8 14,6

Austria 5,4 6,2 3,4 5,3

Polonia 26,8 26,6 6,3 4,5

Portugal 21,9 23,2 16,9 21,2

Rumania 1,2 0,9 2,7 2,6

Eslovenia 14,4 18,2 11,2 12,9

Eslovaquia 5,4 5,6 3,6 4,0

Finlandia 11,1 17,3 12,4 19,1

Suecia 11,7 15,1 11,0 15,2

Reino Unido 5,0 5,9 5,1 7,1

Fuente: Eurostat (25 de septiembre de 2011).
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Proporción de padres ocupados en situación 
de licencia parental con un niño menor  

de un año,  por sexo. unión europea (2008)
(En el caso de las mujeres se refiere a baja maternal  

y licencia parental)

Mujeres Hombres

Unión Europea (27) … …

Bélgica 21,7 1,1

Bulgaria 70,1 0,5

Rep. Checa 82,3 0,0

Dinamarca … …

Alemania 64,7 0,8

Estonia 27,2 0,0

Irlanda … …

Grecia 19,6 0,0

España 27,5 0,1

Francia 35,5 1,1

Italia 39,0 0,2

Chipre 27,0 0,0

Letonia 60,6 0,0

Lituania 40,7 1,0

Luxembugo 45,8 1,7

Hungría 72,1 0,0

Malta 2,9 0,0

Países Bajos 24,0 0,0

Austria 79,6 0,3

Polonia 41,4 0,1

Portugal 27,3 0,7

Rumania 53,0 6,2

Eslovenia 87,2 1,4

Eslovaquia 78,2 0,2

Finlandia 75,9 4,2

Suecia … …

Reino Unido 0,6 0,7

Fuente: OCDE (25 de septiembre de 2011).
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I.  �  Antecedentes  
y contexto de partida: 
situación económica  
en la Unión Europea

Durante los años 2010 y 2011 las tensiones 
en los mercados financieros revelaron debili-
dades en el diseño original y funcionamiento 
de las instituciones de la Unión Económica y 
Monetaria (UEM). La Unión Europea (UE) 
se ha visto obligada, particularmente la zona 
euro, a tomar medidas excepcionales que 
suponen un avance importante para corre-
gir estas deficiencias y en el establecimiento 
de una gobernanza económica para la UEM, 
que estaba claramente ausente.

Al inicio de la crisis se produjo cierta des-
coordinación inicial entre los países europeos 
con algunas iniciativas unilaterales. Pero a 
partir de octubre de 2008 los mismos países 
fueron capaces de dar una respuesta relati-
vamente coordinada a la situación. Por un 

lado, el Banco Central Europeo (BCE) actuó 
con agilidad aprobando nuevas facilidades 
para inyectar liquidez a los bancos; por otro 
lado los gobiernos pusieron en marcha una 
estrategia común de apoyo al sistema finan-
ciero, al tiempo que impulsaban ambiciosos 
paquetes de estímulo fiscal para compensar 
el desplome de la demanda y la limitada efec-
tividad de la política monetaria.

A comienzos de 2010 la situación econó-
mica en la Unión Europea (UE) era todavía 
bastante precaria en términos agregados. 
Aunque se percibía un inicio de recupera-
ción de la actividad después de la profunda 
caída del año precedente (1,8 por 100 del 
PIB frente a –4,2 por 100 del PIB en la UE 
27 y –4,1 por 100 en la zona euro en 2009), 
la mejora no afectaba a todos los países y la 
elevada tasa de desempleo había crecido in-
cluso respecto al año 2009 (del 9 al 9,6 por 
100 en la UE27 y del 9,4 al 10,1 por 100 en 
la zona euro).

La respuesta de la UE a la crisis económica: 
vacilaciones, atrasos y avances

Miguel Ángel García Díaz y Manuel de la Rocha Vázquez

SUMARIO: I. ANTECEDENTES Y CONTEXTO DE PARTIDA: SITUACIÓN ECONÓMICA EN LA UNIÓN EUROPEA.—II. EL 
ESTALLIDO DE LA CRISIS DE DEUDA SOBERANA Y LAS RESPUESTAS DE LA UE.—III. MEDIDAS EN LA MEJORA 
DE LA GOBERNANZA ECONÓMICA DEL EURO.—IV. EL NUEVO MARCO DE SUPERVISIÓN FINANCIERA DE LA 
UE.—V. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES.—BIBLIOGRAFÍA.
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El ritmo de actividad económica difería 
mucho en los países miembros, como de-
muestran los resultados del conjunto del 
ejercicio 2010, al combinar elevadas tasas de 
crecimiento del producto nacional en Suecia 
y Alemania (5,5 y 3,6 por 100), con descen-
sos en Grecia, Irlanda y España (–4,5, –1,0 y 
–0,1 por 100).

La incipiente recuperación de la econo-
mía europea verificada en 2010 se ha salda-
do con un desequilibrio en las cuentas públi-
cas muy similar al del año precedente (déficit 
del –6,4 por 100 del PIB en las UE27 y del 
–6,0 por 100 del PIB en la zona euro) y, en 
consecuencia, con un aumento de la deuda 
pública en circulación (8,6 puntos del PIB 
en la UE27 y 6,9 puntos del PIB en la zona 
euro) hasta alcanzar un porcentaje medio 
muy superior al 60 por 100 del PIB fijado 
como máximo en el Pacto de Estabilidad y 
Crecimiento (80 por 100 en la UE27 y 85,1 
por 100 en la zona euro). Aún así, la situa-
ción era muy desigual de unos países a otros. 
Así, mientras algunos países considerados 
centrales han mantenido niveles de déficit 
públicos moderados, en otros casos los dé-
ficits públicos han sido muy elevados, desta-
cando Irlanda (–32,4 por 100 del PIB), como 
consecuencia de la tarea de saneamiento de 
su sistema financiero. El resultado tampoco 
fue positivo en Grecia, Reino Unido, España 
y Portugal, con déficits anuales alrededor del 
10 por 100 de su PIB.

Las amplias diferencias en la evolución 
de las variables económicas eran extensibles 
a otros ámbitos, tan importantes como la 
tasa de desempleo, el saldo por cuenta co-
rriente y la renta por habitante. La tasa de 
desempleo alcanzó su punto máximo en Es-
paña (20,1 por 100 de la población activa) 
y las tres repúblicas bálticas (alrededor del 
17 por 100 de media), mientras que Austria 
y Holanda casi alcanzaban el pleno empleo 
(tasas de desempleo del 4,4 y 4,5 por 100).

El saldo medio de la balanza de pagos 
por cuenta corriente agregada de los países 
miembros a fines de 2010 reflejaba una po-
sición cercana al equilibrio (–0,7 por 100 
del PIB en la UE27 y –0,4 por 100 del PIB 
en la zona euro). El resultado, no obstante, 
tampoco muestra una distribución equilibra-
da por territorios, al ser evidente una con-
centración de los saldos positivos en unos 
pocos países: Holanda (7,6 por 100 de su 
PIB), Alemania (5,7 por 100 de su PIB) y 
Dinamarca (5,5 por 100 de su PIB), mien-
tras que la mayoría acumula necesidades de 
financiación con el exterior que en algunos 
casos son muy acusadas (Grecia: –10,4 por 
100 de su PIB; Portugal: –9,8 por 100 de su 
PIB; España: –4,5 por 100 de su PIB; Italia: 
–3,3 por 100 de su PIB, y Francia: –2,1 por 
100 de su PIB). La distribución de los saldos 
con el exterior indica profundas diferencias 
en la solidez de la estructura productiva de 
los países de la Unión Europea. Esta situa-
ción tiene mayores repercusiones dentro de 
la zona euro al compartir una misma mone-
da con idéntico tipo de cambio y, por tanto, 
no disponer sus miembros de la posibilidad 
de manipular el tipo de cambio para mejorar 
su competitividad.

En síntesis, el análisis de las principales 
variables macroeconómicas en 2009 y 2010 
dentro de la Unión Europea mostraba un pa-
rón a partir del segundo trimestre de 2011 
de la incipiente recuperación de su actividad 
económica apuntada durante los anteriores 
cinco trimestres. La incertidumbre se mantu-
vo a nivel internacional por la no resolución 
total de los problemas del sistema financiero 
y por los intensos cambios en las relaciones 
comerciales y políticas mundiales. La lenta 
recuperación de la actividad en la Unión Eu-
ropea en 2010 y primer trimestre de 2011 
se ha producido de manera muy diferenciada 
entre los países, con importante influencia 
en las posibilidades y tipo de crecimiento de 
cada uno de ellos para afrontar el futuro.
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EVOLUCIÓN DEUDA PÚBLICA EN CIRCULACIÓN 2007-2010 (% PIB)
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SALDO ANUAL CUENTAS PÚBLICAS 2010 (% PIB)
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II.  �  El estallido de la crisis  
de deuda soberana  
y las respuestas de la UE

1.  �  El rescate a Grecia

El comienzo de la crisis de deuda sobe-
rana griega se desencadenó en diciembre 
de 2009 al anunciar el nuevo gobierno so-
cialista que las cuentas públicas de ese país 
habían sido maquilladas por el anterior go-
bierno, por lo que el déficit real esperado se 
elevó por encima del 12 por 100 sobre el 
PIB, con una deuda pública superior al 115 
por 100 del PIB. Para entonces las cuentas 
públicas de muchos de los países del euro 
estaban ya notablemente deterioradas, como 
se ha explicado en la sección anterior. Esta 
situación, unida a unas perspectivas de cre-
cimiento poco halagüeñas, llevó a los merca-
dos a reexaminar la sostenibilidad fiscal de 
varios países del euro, que hasta ese momen-
to parecían solventes.

El incremento espectacular de los spreads, 
o diferenciales de intereses de los bonos grie-
gos por encima de los 1.000 puntos básicos 
respecto a los alemanes, agravaron la situa-
ción fiscal de este país hasta hacerla insoste-
nible. La subida de las primas de riesgo se 
extendió a otros países periféricos, aunque 
inicialmente en menor medida que en el caso 
griego, reflejando la vulnerabilidad también 
de estos países ante ataques especulativos. La 
actitud diletante y cortoplacista de varios go-
biernos europeos impidió alcanzar acuerdos 
rápidos para asistir a Grecia, lo que provocó 
un empeoramiento de su situación fiscal.

Finalmente, en mayo de 2010 el Consejo 
Europeo aprobó un rescate a Grecia, me-
diante un crédito por valor de 80.000 millo-
nes de euros, complementado por otro del 
Fondo Monetario Internacional (FMI) por 
valor de 30.000 millones de euros. El tipo 
de interés fijado en el crédito de la Unión 
Europea supera el 5,25 por 100 en 2011 

(euribor + 300 puntos básicos, con una tasa 
única de 50 puntos básicos) y del 3,25 por 
100 el del segundo. En un principio, el acce-
so a un préstamo total por valor de 110.000 
millones de euros (48,8 por 100 de su PIB 
y 33,4 por 100 del total de su deuda públi-
ca) parecía permitir a Grecia no tener que 
acudir al mercado para refinanciar todos sus 
vencimientos en un periodo de tres años, 
pero en poco menos de un año se generaron 
dudas sobre la suficiencia para afrontar sus 
necesidades.

La concesión del rescate estuvo acom-
pañada de la obligación de aplicar un seve-
ro programa de ajuste fiscal para reducir el 
saldo negativo de sus cuentas públicas con 
influencia en un recorte de múltiples políti-
cas de gasto (salarios de empleados públicos, 
cuantías de las pensiones, inversiones) priva-
tizaciones masivas y subidas de impuestos. A 
fines de 2010, el gobierno griego había redu-
cido notablemente el déficit de sus cuentas 
públicas, pero no en una cuantía suficiente 
para calmar a los mercados, lo que le impe-
día acceder a financiación en condiciones 
razonables. El principal problema heleno es 
que el plan de ajuste deprime las perspectivas 
de crecimiento (tasa anual de su PIB del –4,5 
por 100 en 2010), lo cual a su vez aumenta el 
riesgo de no poder devolver las deudas. Ante 
este panorama, a mitad de junio de 2011 la 
UE negociaba la concesión de un nuevo pa-
quete de rescate para Grecia, al tiempo que 
la apremiaba a acelerar el ajuste y las medi-
das privatizadoras y liberalizadoras.

La gravedad de la crisis soberana en la 
zona euro ha obligado al Banco Central 
Europeo a tomar medidas extraordinarias 
sin precedentes. Desde 2008 el BCE ha in-
yectado liquidez masiva para garantizar la 
financiación de los bancos ante el colapso 
de los mercados interbancarios tras la caí-
da de Lehman Brothers. La actuación más 
relevante fue el lanzamiento en mayo de 
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2010 del Securities Market Program, que 
implica la compra masiva de bonos en los 
mercados secundarios de los países en serias 
dificultades de acceso a los mercados con 
el objetivo de estabilizar su precio. Esta de-
cisión roza la vulneración de la cláusula de 
rescate (bail out) recogida en el Tratado de 
la Unión Europea, y probablemente por ese 
motivo se ha aplicado con otros mecanismos 
compensadores dentro de la política mone-
taria europea. Desde su puesta en marcha el 
BCE ha adquirido bonos por valor de más 
de 85.000 millones de dólares, la mayoría de 
ellos de los países periféricos. En conjunto, 
estas operaciones, aunque se alejan de la or-
todoxia propia de los bancos centrales, eran 
necesarias para impedir el colapso de los 
sistemas bancarios de varios países, pero al 
mismo tiempo han expandido enormemente 
el balance del BCE, incrementando su ries-
go financiero. En verano del 2011, en medio 
de enormes inestabilidades de los mercados 
financieros, el BCE tuvo que profundizar 
en sus actuaciones heterodoxas, realizando 
de nuevo compras masivas de deuda públi-
ca italiana y española para estabilizar sus 
primas de riesgo que estaban desorbitadas, 
amenazando seriamente la liquidez de am-
bos países. Además, la autoridad monetaria 
europea ha acordado, junto con los princi-
pales bancos centrales del mundo articular 
tres subastas de dólares para paliar la falta 
de liquidez de las entidades de crédito cons-
tatada en los últimos meses.

2.  �  Creación de un mecanismo de gestión 
y resolución de crisis financieras

Cuando estalló la crisis griega, la UEM no 
contaba con ningún marco de resolución de 
crisis financieras, lo que retrasó enormemen-
te la toma de decisiones y agravó los proble-
mas financieros en la eurozona.

En estas circunstancias, y ante la presión 
incesante de los mercados que amenazaban 

con llevar a Grecia a la suspensión de pagos, 
incluso después de concedido el rescate a ese 
país, el Consejo Europeo de junio de 2010 
creó dos facilidades financieras temporales: 
el llamado Mecanismo Europeo de Estabili-
zación Financiera (MEEF), dotado con has-
ta 60.000 millones de euros y gestionado por 
la Comisión Europea, y la Facilidad Europea 
de Estabilidad Financiera (FEEF), meca-
nismo temporal intergubernamental (de los 
países del euro) vigente hasta el 2013, con 
capacidad para movilizar fondos en los mer-
cados por valor de hasta 440.000 millones de 
euros. Con esta demostración extraordinaria 
de músculo financiero los gobiernos del euro 
quisieron dejar claro que estaban dispuestos 
a hacer lo que fuera para salvar al euro ante 
los ataques de los mercados financieros. La 
instrumentación, no obstante, está sujeta a 
estrictas condiciones para avanzar en una 
mayor coordinación fiscal y las ayudas deben 
ser reembolsables.

Tanto el FEEF como el MEEF no tarda-
ron en ser utilizados y tuvieron que acudir 
al rescate de Irlanda en noviembre de 2010. 
Este país sufría también enormes problemas 
para financiar su deuda soberana, en este 
caso provocada por las necesidades de ca-
pitalización de su sistema financiero, donde 
acumularon problemas creados por la com-
pra de activos tóxicos y los excesos del mer-
cado inmobiliario. La decisión del gobierno 
irlandés en 2009 de avalar todos los activos 
del sistema financiero disparó su déficit un 
año después hasta alcanzar el –32,5 por 100 
del PIB, colocándole en una situación insos-
tenible que sólo podía ser abordada con ayu-
da exterior.

La ayuda total solicitada por el gobierno 
irlandés se cuantificó en 67.500 millones de 
euros a recibir en tres años, repartidos esen-
cialmente entre el FEEF, el MEEF, el FMI, así 
como 5.000 millones de préstamos bilatera-
les de Reino Unido, Suecia y Dinamarca. De 
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nuevo, el acceso a los fondos estaba condi-
cionado a un severo plan de ajuste fiscal para 
garantizar la disminución del elevado déficit 
hasta cumplir con los criterios de consolida-
ción aprobados por el Consejo Europeo (3 
por 100 del PIB en 2013).

Posteriormente, la importante decisión 
de diciembre de 2010 de crear el Mecanismo 
Europeo de Estabilidad (MEDE) con capa-
cidad de conceder ayudas por un valor efec-
tivo de 500.000 millones de euros (capital 
suscrito de 700.000 millones de euros, de 
los que se desembolsarán de forma inmedia-
ta 80.000 millones de euros), implica con-
ceder estatus permanente al FEEF. El nuevo 
MEDE comenzará a operar a partir de 2013. 
Su naturaleza de fondo permanente requiere 
de un cambio en el Tratado de Lisboa, que 
fue aprobado de forma extraordinariamente 
rápida en marzo de 2011.

Los tipos de interés exigidos a los soli-
citantes de ayuda del MEDE mantienen las 
exigentes actuales condiciones: coste de fi-
nanciación del MEDE (Euribor) con un re-
cargo general de 200 puntos básicos, incre-
mentado en 100 puntos básicos cuando la 
duración del préstamo exceda los tres años. 
La aprobación de esta norma con carácter 
general, no obstante, se ha visto acompaña-
da de una ligera reducción del tipo de inte-
rés del actual préstamo de Grecia concedido 
por el Fondo de Estabilidad (hasta el 4,5 por 
100) —una condición no extendida a Irlan-
da por su negativa a homogeneizar el tipo 
de gravamen de su Impuesto de Sociedades 
(muy por debajo de la media del resto de los 
países miembros)—, junto con la ampliación 
hasta ocho años desde la concesión del perio-
do de amortización de los actuales créditos 
(2021), tanto el de la Unión Europea como 
el del Fondo Monetario Internacional.

En comparación al FEEF, el MEDE exigirá 
medidas más estrictas a los países receptores 
en el terreno macroeconómico y, en especial, 

el presupuestario, para garantizar la sosteni-
bilidad de la deuda pública del país, e incor-
pora dos novedades respecto al primero: la 
posibilidad de adquirir bonos en el mercado 
primario (pero no en el secundario, lo cual le 
resta flexibilidad y capacidad de actuación) 1 
de un Estado miembro con problemas graves 
de financiación, y la participación del sector 
privado en hipotéticos programas de rees-
tructuración de deuda para países insolven-
tes en el futuro, a través de la inclusión desde 
2013 de las denominadas «cláusulas de ac-
ción colectiva». Además, la adopción de deci-
siones en el MEDE se hará por unanimidad, 
una condición que puede limitar su capaci-
dad ejecutiva, e incluso la puede bloquear, a 
la vista de la evolución de algunos gobiernos 
de países miembros de la Unión Europea.

Durante el ECOFIN del 17 de mayo de 
2011 se aprobó un rescate a Portugal por va-
lor de 78.000 millones de euros, financiados 
entre la Comisión Europea, el FEEF y el FMI. 
El origen de la ayuda solicitada por Portugal 
se debe a las dificultades para financiar su 
deuda en los mercados ante la acumulación 
de unas cifras preocupantes de déficit de sus 
cuentas públicas (–10,1 por 100 del PIB en 
2009 y –9,1 por 100 del PIB en 2010), aun-
que no tan elevadas como los de Grecia e 
Irlanda, en un contexto de recesión de su ac-
tividad económica.

3.  �D  ecisiones del Consejo de julio  
de 2011

Escasamente un mes y medio después 
del rescate a Portugal, en junio de 2011, la 
historia se repetía con el resurgimiento del 
problema de un posible impago de Grecia al 
no poder afrontar este país una serie de ven-
cimientos de sus bonos. El empeoramiento 

1  Las actuaciones más especulativas se inician en 
el mercado secundario de compra y venta de deuda 
soberana ya emitida.
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de la situación griega, con un continuo cre-
cimiento de su deuda en relación al PIB y un 
muy fuerte aumento en su prima de riesgo, 
fue el detonante de las decisiones alcanzadas 
en el Consejo Europeo del 21 de julio, en-
tre las que destaca la ampliación de ayudas a 
Grecia (hasta 109.000 millones de euros de 
ayudas públicas nuevas de la Unión Europea 
con la participación del FMI 2, a los que se 
suman 54.000 millones de inversores priva-
dos y 28.000 millones de privatizaciones de 
activos griegos públicos), y la mejora de las 
condiciones en las aplicadas anteriormente 
(Grecia, Irlanda y Portugal).

Las medidas también afectaron a la arqui-
tectura del actual modelo. El FEEF (futuro 
MEDE) tendrá más flexibilidad para interve-
nir como asistencia cautelar (se podría inter-
pretar como pequeños rescates preventivos 
mediante créditos cuando todavía no se ha 
alcanzado una situación límite que podrían 
ser utilizados por países con una situación 
similar a la española), en la recapitalización 
de los bancos a través de los gobiernos na-
cionales y, de manera excepcional, con inter-
venciones en el mercado secundario de bo-
nos públicos, a partir del análisis del Banco 
Central Europeo y el «mutuo acuerdo» de los 
países miembros. Los recursos disponibles 
para tan grandes empresas son los estableci-
dos hasta la fecha: 440.000 millones cuando 
se cree el MEDE con una financiación lo-
grada mediante emisiones de bonos garanti-
zadas por los países miembros (se cambian 
deudas nacionales por deudas comunitarias 
hasta el vencimiento de las operaciones).

Aun cuando el Eurogrupo no llegó a apro-
bar la emisión de verdaderos eurobonos, las 
decisiones de 21 de julio implicaron un cam-
bio significativo sobre la filosofía inicial de 
no conceder ayudas a países con problemas 
y, en sentido contrario, fortalecen los me-

2  Grecia recibirá ayudas del FMI equivalentes a 32 
veces su cuota.

canismos de defensa comunes dentro de la 
zona euro, a la vez que gestan lo que puede 
ser un verdadero tesoro europeo para el área 
de la moneda común.

Pese a ello, la inestabilidad de los mer-
cados financieros continuó en niveles muy 
elevados durante todo el verano del 2011, 
alcanzando esta vez a Italia y España, debido 
en gran medida a los temores a una nueva 
recesión económica en Europa y a la impo-
sibilidad de poner en marcha las medidas 
aprobadas, por la lentitud de los Estados 
miembros en ratificarlas. La difícil situación 
de Grecia, de nuevo al borde de la suspen-
sión de pagos, mientras espera los nuevos 
fondos de ayuda, coloca al euro en una situa-
ción enormemente delicada. El enorme ajus-
te fiscal impuesto a Grecia para recuperar el 
equilibrio fiscal ha hundido al país en una 
recesión profunda, que alimenta sus proble-
mas fiscales, en un círculo vicioso del que no 
parece posible salir.

A finales de septiembre de 2011, los pro-
blemas griegos se agravaron, mientras cun-
día la alarma por la precaria situación de 
los sistemas bancarios de varios países de la 
zona euro, enormemente expuestos a la deu-
da soberana griega y de otros países en difi-
cultades. El contagio a otros países de una 
suspensión de pagos desordenada en Grecia 
conllevaría posiblemente el desmembra-
miento de la eurozona, amenazando incluso 
la integridad del proyecto de construcción 
europea. En estas circunstancias, todo apun-
ta a que sólo un salto de gigante en la direc-
ción de una mayor unión económica y fiscal 
podría salvar al euro del desastre.

III.  �  Medidas en la mejora  
de la gobernanza 
económica del Euro

Cuando se creó la UEM, la arquitectura 
institucional que se estableció implicaba que 
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el Banco Central Europeo sería el encargado 
de la política monetaria y tendría un manda-
to claro de mantener la estabilidad de pre-
cios. Al mismo tiempo, desde el principio se 
decidió que la política fiscal era prerrogativa 
nacional y quedaría en manos de los Esta-
dos miembros pero sujeta a tres condiciones: 
i) la primera limitación fueron las condicio-
nes del Pacto de Estabilidad y Crecimiento 
(PEC), que obligan a mantener los déficit 
públicos por debajo del 3 por 100 del PIB 
en tiempos normales y los niveles de en-
deudamiento público por debajo del 60 por 
100; ii)  total independencia al BCE de los 
gobiernos nacionales, y iii)  en tercer lugar, 
la cláusula de rescate, «no bail-out» fiscal y 
monetario en el Tratado de la Unión.

Durante sus primeros diez años de vida 
la UEM operó sin demasiados problemas. 
Los inversores confiaron en la estabilidad 
del euro reduciendo excesivamente los dife-
renciales de deuda de muchos países miem-
bros a los de Alemania, mientras la política 
monetaria del BCE mantenía los tipos bajos 
al ser lento el crecimiento de los grandes 
países. Pero para muchos países periféricos 
menos desarrollados y con mayor crecimien-
to, dicha política resultaba muy laxa, al ser 
sus tasas de inflación elevadas y sus tipos de 
interés reales cercanos a cero.

Estos factores, en un contexto de integra-
ción estrecha de los mercados financieros 
europeos, generaron una burbuja crediticia 
y enorme endeudamiento privado en los paí-
ses periféricos, que invirtieron en activos fi-
nancieros y especialmente inmobiliarios (en 
especial Irlanda y España). Finalmente, par-
te de esta deuda privada pasó a ser pública 
al intentar sus gobiernos evitar una recesión 
mayor, rescatar a algunos bancos y desplo-
marse sus ingresos fiscales tras explotar di-
chas burbujas. A partir de ahí se desenca-
denó la crisis de deuda soberana que llevó a 
los rescates financieros de Grecia, Irlanda y 
Portugal.

Las perturbaciones han permitido cons-
tatar en la práctica algunas consideracio-
nes advertidas por la teoría económica pero 
no tenidas en cuenta por algunas personas 
e instituciones desde la creación de la mo-
neda única. La pertenencia a la moneda no 
garantiza financiación infinita de los agentes 
económicos privados y públicos, al igual que 
tampoco avala disponer de tipos de interés 
reducidos aunque los mantenga la autori-
dad monetaria. La aparición de prácticas 
especulativas han colaborado a la crisis de 
la deuda soberana, pero en términos gene-
rales han sido los mercados financieros, es 
decir, los inversores, quienes han discrimi-
nado el destino de su ahorro, de acuerdo a 
los fundamentos macroeconómicos de cada 
país que, en última instancia, reflejan la ca-
pacidad potencial de crecimiento en el futu-
ro. Las prácticas fiscales poco responsables 
son una causa de la actual situación, pero la 
profunda asimetría en la dimensión y cali-
dad del tejido productivo dentro de la Unión 
Europea en general y la zona euro en parti-
cular, se muestra también como una variable 
determinante para explicar la situación y es 
preciso tenerla en cuenta cuando se buscan 
soluciones a largo plazo.

En definitiva, la gravedad de la crisis del 
euro puso al descubierto fallos de un sistema 
más pensado para tiempos de bonanza que 
de tormenta, y sacó a la luz la debilidad es-
tructural de una unión monetaria asimétrica, 
con una política monetaria común, y políti-
cas fiscales en manos de los países. El único 
mecanismo de coordinación macroeconómi-
ca, el PEC, estaba centrado casi exclusiva-
mente en la vigilancia de los déficits públi-
cos, apenas teniendo en cuenta los niveles 
de deuda pública. Hasta ahora no existía 
ningún mecanismo para vigilar y prevenir 
la generación de desequilibrios económicos 
estructurales al interior de la eurozona. Ade-
más, los sistemas de prevención y sanción 
para los países que incumplían las reglas del 
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PEC se han demostrado muy lentos y faltos 
de credibilidad, por lo que varios países no 
cumplieron los criterios establecidos.

Si hay alguna derivada positiva de la cri-
sis del euro es que ha forzado un salto en 
la gobernanza económica de la eurozona. En 
este sentido, las medidas adoptadas en los 
Consejos Europeos de 17 de junio y 29 de 
octubre de 2010 supusieron un paso histó-
rico en la coordinación y estrechamiento de 
las políticas económicas y fiscales de los paí-
ses del Euro. Las decisiones adoptadas van 
encaminadas a:

  i)	� Reformar el Pacto de Estabilidad y 
Crecimiento, otorgando un papel 
más destacado a la evolución de los 
niveles de deuda, según lo original-
mente previsto.

 ii)	� Reforzar tanto los aspectos preven-
tivos como los correctivos del Pacto 
de Estabilidad y Crecimiento, con 
sanciones en función de la trayecto-
ria de consolidación fiscal hacia el 
objetivo a medio plazo.

iii)	� Promover la elaboración de marcos 
presupuestarios de medio plazo más 
línea con el PEC, incluida la instau-
ración de un «semestre europeo» en 
el que los países deben presentar sus 
presupuestos a la Comisión para su 
revisión.

iv)	� Establecer un marco de vigilancia y 
supervisión de indicadores macroeco-
nómicos para prevenir y corregir las 
divergencias de competitividad y la 
evolución de las balanzas de pagos.

 v)	� Una mayor vigilancia de las cuentas 
nacionales y datos estadísticos que 
presentan los países miembros.

Estas medidas, una vez aprobadas por 
el Consejo Europeo y por la Comisión, 
deberían ser aprobadas por el Parlamento 
Europeo y entrar en vigor hacia finales del 
2011.

La constatación de tensiones con reper-
cusión en la confianza de la moneda única 
a partir de los problemas de financiación de 
algunos países miembros ha impulsado la 
aplicación de medidas en el terreno de la po-
lítica fiscal. Entre otras, ha espoleado un ca-
lendario de consolidación fiscal muy estricto 
en dimensión y tiempo (déficit máximo del 
3 por 100 del PIB en 2013), con un objetivo 
muy ambicioso a la vista de la actual situa-
ción, que se antoja casi imposible para un 
número no pequeño de países.

Si en 2008 y 2009 los gobiernos europeos 
acordaron aumentar el gasto público para 
sostener la actividad económica, a partir de 
2010 la austeridad y el ajuste fiscal han pa-
sado a ser el rasgo dominante de la política 
económico europea. En el discurso oficial, 
la necesidad de reducir los desequilibrios 
en las cuentas públicas hasta el 3 por 100 
del PIB en 2013, tras el incremento enorme 
de los déficits y niveles de endeudamiento, 
se considera esencial para volver a obtener 
la confianza de los mercados, que permitan 
recuperar a medio plazo los niveles de inver-
sión y de empleo. Sin embargo, en el contex-
to europeo existe el riesgo de que la conso-
lidación fiscal acelerada asociada a drásticos 
recortes del gasto público, tenga efectos re-
cesivos y por lo tanto menores tasas de cre-
cimiento e ingresos fiscales, que dificultan el 
objetivo inicial.

Por otro lado, toda la carga del ajuste 
fiscal se ha colocado en los países en défi-
cit para que arreglen sus cuentas, mientras 
a los países con superávit, especialmente a 
Alemania, no se les requiere mayores esfuer-
zos para aumentar la demanda, lo cual ayu-
daría mucho a estabilizar los desequilibrios 
estructurales de la eurozona.

La fijación de un ambicioso y exigente 
objetivo de consolidación fiscal ha estado 
acompañado de la introducción en marzo 
de 2011 del Semestre europeo, como perio-
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do de coordinación de la política económi-
ca (ECOFIN del 7 de septiembre de 2010). 
En marzo de cada año la Comisión Europea 
revisará las estrategias a medio plazo de las 
políticas presupuestarias y estructurales de 
los Estados miembros, para detectar y corre-
gir posibles desequilibrios e incoherencias 
respecto a los retos y directrices explicitados 
por el Consejo Europeo. La puesta en mar-
cha del semestre europeo, junto al resto de 
medidas anunciadas arriba, claramente limi-
tará aún más el margen de maniobra en la 
elaboración de los presupuestos, que es sin 
duda el instrumento político más importan-
te de ejecución de política económica con el 
que cuentan los gobiernos. Lo anterior plan-
tea cuestiones de legitimidad democrática en 
relación al nivel de injerencia de los órga-
nos comunitarios en las políticas nacionales. 
Sería deseable que junto a la Comisión se 
otorgara un mayor papel del Parlamento Eu-
ropeo en la supervisión de los presupuestos, 
única institución de la UE elegida democrá-
ticamente.

El contenido del Consejo Europeo de 
marzo 2011 avanzó también en el objetivo 
de mejorar la gobernanza económica y la 
estabilidad financiera a través de dos líneas 
concretas de actuación: el Pacto por el euro 
y el Mecanismo Europeo de Estabilidad ex-
plicado anteriormente. El Pacto por el euro 
supone un compromiso intergubernamen-
tal entre los países de la UEM de reforzar y 
coordinar las políticas económicas, que pre-
tende ir un paso más allá de los instrumen-
tos ya existentes (Europa 2020, Semestre 
Europeo, PEC, nuevo marco de supervisión 
macroeconómica, etc.). El Pacto suscrito por 
los países del euro y otros seis que no lo son 
se centra en cuatro grandes áreas:

  i)	� Promoción de la competitividad a 
través del control de la evolución de 
los costes laborales unitarios que de-
berá ir ligada a incrementos de pro-
ductividad.

 ii)	� El impulso al empleo mediante refor-
mas de liberalización y flexibilización 
del mercado laboral.

iii)	� El reforzamiento de la sostenibilidad 
de las finanzas públicas, a través del 
control riguroso del déficit y la deu-
da, y la viabilidad de las pensiones.

iv)	� El refuerzo de la estabilidad del sis-
tema financiero, mediante la realiza-
ción de stress tests al sistema banca-
rio con criterios estrictos, de forma 
regular y coordinada a nivel euro-
peo. Además se pondrá en marcha 
de forma acelerada mecanismos de 
resolución de crisis bancarias a nivel 
continental.

El Pacto respondió a la estrategia alema-
na de imponer disciplina y ortodoxia ma-
croeconómica al resto de la zona euro como 
forma de evitar futuras crisis soberanas. En 
contrapartida, el gobierno germano forzado 
por las circunstancias tuvo que olvidarse de 
la cláusula de no bail-out para la zona euro 
y aceptar los rescates de Grecia, Irlanda y 
Portugal, de los que es el mayor contribu-
yente. Consciente además de la necesidad de 
continuar avanzando en la integración fiscal, 
al lanzar la idea del Pacto, Alemania trataba 
de garantizar que los Estados miembros y 
la Comisión Europea aceptaran un endure-
cimiento de los compromisos en materia de 
políticas fiscales, impositivas y estructurales, 
siguiendo su propio modelo.

IV.  �  El nuevo marco  
de supervisión financiera 
de la UE

La crisis financiera y el pánico que se 
desató en la UE tras la caída de Lehman 
Brothers puso de manifiesto lagunas impor-
tantes de dispersión y fragmentación entre 
los supervisores financieros, así como falta 
de armonización en las regulaciones entre 
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los diferentes países. La ausencia de normas 
y autoridades comunes llevó a países a to-
mar decisiones siguiendo intereses naciona-
les pero con repercusiones a nivel europeo, 
como se produjo con los incrementos del se-
guro de garantía de depósitos en Irlanda, o 
el proceso de rescate de Fortis, Dexia u otros 
bancos.

La UE ha respondido a estos problemas 
estableciendo nuevas instituciones pan-eu-
ropeas para la supervisión de los sistemas 
financieros. Así el Nuevo Marco Europeo 
de Supervisión Financiera, aprobado por el 
Consejo Europeo en septiembre de 2010 y 
por el Parlamento Europeo en octubre, entró 
finalmente en vigor en enero de 2011. Está 
basado en las recomendaciones del llamado 
Informe Larosière, y conlleva la creación de 
nuevas instituciones en una doble vertiente:

•  �A nivel macro-prudencial, se estableció 
el Consejo Europeo de Riesgo Sisté-
mico (CERS), encargado de vigilar la 
estabilidad financiera a nivel paneuro-
peo, y establecerá un sistema de alerta 
temprana para detectar riesgos sisté
micos.

•  �A nivel micro-prudencial, se crea el 
Sistema Europeo de Supervisores Fi-
nancieros (SESF): encargado de la 
vigilancia y supervisión de entidades 
financieras individuales, que agrupará 
a supervisores nacionales, junto a las 
nuevas agencias europeas de supervi-
sión creadas: la Autoridad Europea de 
Banca (AEB), la Autoridad Europea de 
Seguros y Planes de Pensiones (AES-
PP) y la Autoridad Europea de Valores 
y Mercados (AEVM).

Aunque las nuevas instituciones suponen 
un importante avance en el reforzamiento y 
armonización de la supervisión y regulación 
a nivel europeo, debido a la resistencia de los 
Estados miembros no se ha llegado tan lejos 
como para crear una única entidad de super-

visión financiera a nivel europeo, de forma 
que las nuevas instituciones tienen manda-
tos subsidiarios de las decisiones nacionales 
y sólo en casos muy específicos podrán im-
poner sanciones directas.

Las tensiones financieras por el riesgo de 
crisis soberana han agravado los problemas 
del sector bancario europeo, que se encuen-
tra enormemente expuesto a los riesgos de un 
posible default de los países con problemas, 
especialmente Grecia. Por todo, es esencial 
culminar la arquitectura económica europea 
en al menos tres ámbitos: i) la armonización 
de los impuestos a las entidades bancarias; 
ii) la armonización de los fondos de garantía 
de depósitos a nivel de toda la UE, y iii) la 
puesta en marcha de un sistema de régimen 
de resolución de grupos transfronterizos a 
nivel europeo claro y efectivo.

V.  �  Conclusiones  
y recomendaciones

Durante sus diez primeros años de vida, 
coincidiendo con un ciclo de bonanza eco-
nómica, la UEM funcionó bien. Sin embargo 
la crisis financiera iniciada en 2008 reveló 
debilidades profundas en su diseño y gober-
nanza institucional, que han desembocado 
en una crisis de deuda soberana, bancaria 
y en algunos países de carácter productivo, 
cuya resolución todavía no se vislumbra.

En 2010 y 2011 se ha avanzado en el es-
tablecimiento de una gobernanza económi-
ca para el euro, basada en la coordinación 
más estrecha de las políticas económicas, 
reforzando los mecanismos de prevención y 
sanción para los incumplidores de compro-
misos comunes, en especial en el área fiscal, 
y estableciendo un mecanismo de gestión de 
crisis. También ha quedado claro que es ne-
cesario avanzar en la convergencia estructu-
ral de las economías de la zona euro, pues 
han sido los desequilibrios de balanza de 
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pagos ligados a diferenciales de competiti-
vidad, los que han estado en el origen de la 
crisis de deuda. Ahora bien, la magnitud y 
persistencia de crisis de deuda revela que las 
medidas han sido claramente insuficientes, 
demasiado cambiantes y reactivas. En estas 
circunstancias, y ante el riesgo cada vez más 
cierto de un default griego, es necesario ac-
tuar a corto plazo para generar confianza en 
el proyecto europeo y garantizar la supervi-
vencia del euro mediante la aplicación inme-
diata del programa de ayuda a Grecia apro-
bado en julio de este año. Con los mismos 
objetivos, es necesario dar pasos de gigante 
en la construcción de una verdadera unión 
fiscal y económica europea, para lo que se 
propone:

1.   � Transformación del FEEF y del fu-
turo MEDE en un verdadero Tesoro 
Europeo, con capacidad para emitir 
eurobonos e intervenir en los merca-
dos. La creación del Mecanismo Eu-
ropeo de Estabilidad (MEDE), que 
comenzará a operar en 2013, preten-
de ser un instrumento permanente de 
respuesta de la eurozona a las futu-
ras turbulencias financieras, dotado 
de mayor flexibilidad y capacidad de 
respuesta que las facilidades existen-
tes hasta la fecha. Sin embargo, tal 
y como está diseñado, el MEDE pre-
senta carencias relativas a su tamaño 
y los instrumentos a su disposición 
para combatir las turbulencias finan-
cieras y defender el euro. En parti-
cular, la emisión de eurobonos debe 
ponerse en marcha cuanto antes para 
poder mejorar sustantivamente las 
condiciones de financiación de los 
países más endeudados, castigados 
por unas primas de riesgo insoste
nibles.

2.  �  Revisión de la política europea cen-
trada en la austeridad fiscal. La aus-
teridad fiscal entendida como saldos 

razonables de los ingresos y gastos 
de las cuentas públicas es necesaria 
para volver a una senda de sustenta-
bilidad de las cuentas públicas en los 
países del euro. No obstante, hacer 
frente a los actuales desequilibrios 
fiscales requiere establecer un perio-
do razonable de tiempo para lograr 
la consolidación fiscal exigida (3 por 
100 del PIB), con tipos de interés 
más bajos de los préstamos y perio-
dos más amplios para amortizar los 
préstamos concedidos (en la prácti-
ca una reestructuración controlada 
de vencimientos). La senda hacia la 
sostenibilidad fiscal debe pasar nece-
saria y prioritariamente por acelerar 
las tasas de crecimiento en la UE y en 
particular en la eurozona. Para ello 
se necesitan medidas de estímulo y 
dinamización de la economía, tanto 
por parte del BCE (bajadas de tipos 
y mayor inyección de liquidez en el 
sistema, como han hecho los Estados 
Unidos), junto a políticas de deman-
das a nivel regional, financiadas por 
ejemplo con bonos europeos emitidos 
por el BEI para financiar innovación 
e infraestructuras europeas.

3.  �  Ampliación del Presupuesto de la 
Unión. Una unión monetaria sólo 
puede funcionar correctamente 
cuando dispone de mecanismos co-
lectivos de control de las condiciones 
de funcionamiento en el resto de la 
política económica, pero también de 
apoyo a quienes tienen dificultades 
para su cumplimiento. La existencia 
de una política monetaria única para 
toda la zona euro tiene efectos poten-
cialmente perjudiciales al aplicarse a 
países con tasas divergentes de creci-
miento e inflación donde no hay mo-
vilidad de la mano de obra, pudiendo 
ser simultáneamente dura para aque-
llos con tasas de actividad más bajas 
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y laxa para aquellos con tasas más 
elevadas. Para ello, se requiere un 
salto hacia una política fiscal común, 
financiada con un presupuesto euro-
peo mucho más amplio, que podría 
aumentar gradualmente hasta el 3 
por 100 del PIB regional, permitien-
do así compensar desde el ámbito su-
pranacional, como mínimo una parte 
del esfuerzo a realizar por algunos 
países en la mejora de la competiti-
vidad. El presupuesto europeo debe 
estar financiado con un mayor nivel 
de recursos propios a través de la 
puesta en marcha de figuras impositi-
vas a nivel europeo, como el impues-
to sobre transacciones financieras, o 
impuestos a las emisiones de CO2.

4.  �  Aprobación anticipada de los seis pa-
quetes legislativos que suponen la re-
forma y reforzamiento del PEC para 
estrechar la coordinación de las polí-
ticas económicas en la zona euro. Se 
impone la exigencia de mayores con-
troles de prevención y sanción para 
los países que se desvíen de las reglas 
establecidas para evitar el riesgo mo-
ral derivado de la pertenencia a un 
territorio común. El reforzamiento 
del PEC y la firma del Pacto por el 
euro suponen avances en la voluntad 
de los Estados miembros de estre-
char sus políticas macro y micro eco-
nómicas atendiendo en particular a 
factores estructurales que limiten los 
actuales desequilibrios económicos.

5.  �  Avances claros en la armonización 
tributaria de la UE. Las decisiones 
supranacionales adoptadas en mate-
ria tributaria en la última década han 
sido un avance respecto a la situación 
de partida, en especial por la obli-
gación a intercambiar información 
entre países miembros por los rendi-
mientos recibidos en otro país distin-
to a la residencia del contribuyente. 

El camino para evitar la competencia 
desleal y tener capacidad de construir 
sistemas tributarios suficientes con 
equidad sigue siendo largo. A corto 
plazo habría que establecer bases im-
ponibles homogéneas en el Impuesto 
de Sociedades y obligada información 
entre países cuando se trate de socie-
dades mercantiles. Para fortalecer los 
avances en la política fiscal comuni-
taria sería deseable incorporar algún 
impuesto de carácter supranacional.

6.  �  Pacto Social Europeo. Entre gobier-
nos y agentes sociales de los 27 países 
de la UE, con el objetivo de recono-
cer las nuevas realidades y preservar 
los pilares básicos del modelo social 
europeo. Se trataría de evitar la com-
petencia a la baja y el dumping social 
y laboral entre Estados miembros de 
la UE para atraer inversiones y crear 
puestos de trabajo. La disparidad de 
los sistemas y mercados laborales de 
los EM podría ser solventada median-
te el establecimiento de un marco ge-
neral de mínimos, vía acuerdo entre 
los agentes sociales a nivel comunita-
rio, permitiendo así a los EM un mar-
gen de adaptación a su realidad con-
creta. A su vez, incluiría una reforma 
de los sistemas de seguridad social 
para adaptarlos al envejecimiento de 
la población europea.

7.  �  Reforzamiento del mandato y pode-
res del Sistema Europeo de Supervi-
sión Financiera y establecimiento de 
un Fondo de Garantía de Depósitos 
y de un Sistema de Resolución Ban-
caria Europeos. La crisis ha expuesto 
la profunda interdependencia entre 
la debilidad del sistema financiero y 
la crisis de la deuda soberana. Se ha 
comprobado que en un contexto de 
integración profunda y creciente de 
los sistemas financieros europeos, 
particularmente en la zona euro, los 
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sistemas de supervisión y control re-
gulatorio no eran adecuados. El Siste-
ma Europeo de Supervisión Financie-
ra supone un avance importante en 
este sentido, pero parece insuficiente 
y a medio plazo se requiere crear una 
verdadera autoridad financiera euro-
pea, con competencias para regular y 
controlar a los bancos, que además 
intente con voz única ampliar a los 
países del G20 el marco de regula-
ción y control. Junto a ello habría que 
culminar la arquitectura financiera 
europea con el establecimiento de un 
Fondo de garantía de depósitos eu-
ropeo y de un sistema de resolución 
bancaria europeo, con capacidad de 
intervención y saneamiento en todos 
los países del euro serviría para pre-
venir y solucionar mejor las crisis fu-
turas.

8.  �  Creación de una agencia pública eu-
ropea de rating. Que contrarreste el 
poder monopólico de las tres grandes, 
con una mayor y mejor regulación, 
especialmente en lo que concierne a 
los conflictos de interés. Esta agen-
cia se podría consolidar rápidamente 
con legislación que la obligue a tener-
la como agencia de referencia.

9.  �  Creación de una silla Euro en el FMI, 
que consolide la representación de 
todos sus miembros en el Consejo 
Ejecutivo de dicha institución. Esto 
se podría realizar en 2012, en la si-
guiente revisión de la composición 
del Consejo del Fondo.
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I.  �  Competencia y evasión 
fiscal en Europa

La competencia fiscal no es una novedad 
en el panorama económico mundial. Prueba 
de ello es la tendencia a la baja del impues-
to de sociedades en la mayoría de países en 
los veinte últimos años. Y Europa no ha sido 
una excepción. En las últimas décadas la 
competencia fiscal se ha ido intensificando. 
La integración de nuevos Estados miembros 
con sistemas fiscales orientados a la atrac-
ción de capitales extranjeros ha generado 
una disparidad creciente entre los sistemas 
tributarios europeos y acrecentado la com-
petencia fiscal entre países, traducida entre 
otros rasgos por una disminución progresiva 
del impuesto de sociedades.

Esta competencia fiscal no es sólo relativa 
a los tipos sino también a la base imponible, 
creando distorsiones entre el tipo impositivo 
nominal y el real. Por ejemplo, aunque en 

Alemania y Reino Unido el tipo impositivo 
es de aproximadamente 30 por 100, en la 
práctica es de tan solo 22,9 por 100 y 23,2 
por 100 respectivamente. Otras estimacio-
nes aún más sorprendentes apuntan que en 
Francia la tasa efectiva de impuesto de socie-
dades es de tan sólo 8,2 por 100, situándola 
por debajo del tipo irlandés que con un 12 
por 100 figura entre los más bajos de la UE 1. 
Dicha competencia crea, pues, las condicio-
nes idóneas para la elusión y evasión fiscal 
por parte de las empresas multinacionales.

Esto es así a pesar de que la mayoría de 
estudios realizados sobre el tema muestran 
una baja correlación entre las decisiones de 
inversión en un país y el nivel de impues-
tos en dicho país 2. Es decir, las decisiones 

1  «Corporation tax: unraveling the myths», en The 
Irish Times, 11 de febrero de 2011.

2  Véase N. Bhinda y M. Martin, «Private Capital 
Flows to Low Income Countries», Development Fi­
nance International (2010); E. Asiedu (2002), «The 
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de inversión dependen en mayor medida de 
otras condiciones en los países de acogida. 
Así, una empresa X no instalará una plan-
ta de producción importante en un país Y 
únicamente por su nivel tributario, sino que 
tendrá en cuenta otros parámetros como la 
cualificación de la mano de obra, las infra-
estructuras o las telecomunicaciones. Sin 
embargo la misma empresa sí encontrará un 
gran incentivo para instalar en un país Z de 
baja fiscalidad ciertos servicios financieros 
que le permitan minimizar impuestos en fi-
liales de países de mayor fiscalidad incluso a 
costa de sobre-endeudarse en dichas filiales. 
Una de las formas de hacer esto es mediante 
los precios de transferencia  3. Así es como 

Determinants of Foreign Direct Investment to Develo-
ping Countries: Is Africa Different?», World Develop­
ment, 30 (1): 107-119; E. Asiedu (2006), «Foreign 
Direct Investment in Africa: The Role of Natural Re-
sources, Market Size, Government Policy, Institutions 
and Political Instability», The World Economy, 29 (1): 
63-77. 

A. Chakrabarti (2001), «The Determinants of Fo-
reign Direct Investment. Sensitivity Analyses of Cross-
Country Regressions», Kyklos, 54 (1): 89-114. 

3  Precios que las empresas utilizan para las tran-
sacciones intra-grupo. La regulación existente se basa 
en el llamado principio de plena competencia, que es-
tablece que el precio al que una empresa compra o 
vende bienes o servicios a una filial ha de ser equiva-
lente al precio de mercado que existiría entre dos enti-

investigadores descubrieron en 2007 que 
grandes multinacionales bananeras emplea-
ban la ingeniería contable y los paraísos fis-
cales para transferir beneficios de unas filia-
les a otras y minimizar el pago de impuestos 
en Reino Unido y en los países de produc-
ción. Otros ejemplos se han investigado más 
recientemente, como el de la compañía de 
cerveza «SABMiller» y el de «Mopani» en el 
sector minero.

1.  �  Heterogeneidad fiscal europea

El Tratado de Lisboa prevé en cierta me-
dida la armonización de la legislación euro-
pea en materia fiscal 4 con el fin de potenciar 
el mercado interno de bienes y servicios y 
para evitar distorsiones competitivas. No 
obstante, la competencia fiscal en la UE es 

dades independientes. En la práctica este principio es 
difícil de aplicar, sobre todo cuando las transacciones 
intra-grupo se refieren a bienes muy específicos a la 
fabricación de un producto o a servicios y bienes inma-
teriales para los cuales no existe un precio de mercado 
comparable.

4  Concretamente, el art. 113 del Tratado especifi-
ca que la armonización de reglas fiscales en el área de 
los impuestos indirectos (IVA e impuestos especiales 
al consumo) es necesaria para vencer los obstáculos a 
la libre circulación de bienes y servicios en el mercado 
interno así como para evitar distorsiones competitivas.
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una realidad difícil de cambiar. Esto es así 
primeramente por la soberanía de que cada 
país dispone en materia fiscal y en segundo 
lugar por el requisito de unanimidad entre 
los 27 Estados miembros para cualquier 
decisión en este ámbito. Esto constituye en 
la práctica un obstáculo casi infranqueable, 
dada la gran heterogeneidad de los Estados 
miembros de la Unión Europea en materia 

tributaria. Algunos autores 5 distinguen cua-
tro grupos de países con políticas e intereses 
fiscales claramente distintos.

En primer lugar, los antiguos Estados 
miembros de la Europa continental, como 

5  Ch. Kellermann y A. Kammer, en «Deadlocked 
European tax policy. Which way out of the competi-
tion for the lowest taxes?», 2009.

PRESIÓN FISCAL EN EUROPA
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Francia o Alemania, con una importante 
recaudación fiscal en relación a su PIB, un 
sistema fiscal relativamente progresivo y re-
distributivo y un Estado de bienestar bien 
desarrollado. En estos países el impuesto 
sobre sociedades y sobre la renta individual 
son relativamente altos y por tanto se ven 
perjudicados por la competencia fiscal ejer-
cida por otros Estados. Dada su fiscalidad 
comparativamente elevada, se ven particu-
larmente afectados por las estrategias em-
presariales de transferencia de beneficios 
fuera de sus fronteras y por la evasión fis-
cal de personas físicas hacia otros Estados 
miembros o países vecinos, facilitada por el 
secreto bancario.

En segundo lugar, los nuevos Estados 
miembros, que se caracterizan por tener un 
nivel impositivo más bajo en relación a su 
PIB y sistemas fiscales más regresivos. Se 

trata de economías donde el Estado de bien-
estar está menos desarrollado y orientadas a 
atraer inversión externa mediante la compe-
titividad fiscal. Muchos de estos países han 
establecido sistemas fiscales tipo «flat tax», 
es decir, con un único tipo impositivo gene-
ralizado, que suele ser bajo.

En tercer lugar está el modelo «anglo-
sajón», liderado por Reino Unido, caracte-
rizado por un alto grado de especialización 
y formalización de prácticas fiscales 6. Dada 
la alta especificidad de este sistema, toda 
propuesta hacia una mayor coordinación 
o armonización fiscal entre los 27 Estados 
miembros es vista con reticencia, ya que 
vendría necesariamente acompañada de ele-
vados costes de adaptación.

6  Como por ejemplo la legislación británica sobre 
la fiscalidad de las empresas.
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El cuarto grupo engloba los países escan-
dinavos, que junto con países como Bélgica, 
Austria o Italia tienen una alta presión tribu-
taria y un nivel de redistribución importante 
mediante las cotizaciones a la seguridad so-
cial. Para hacer frente a la competencia fis-
cal, estos países han optado por un sistema 
fiscal dual que consiste en bajar la presión 
fiscal sobre el capital y aumentarla o man-
tenerla sobre el trabajo. Este grupo, al igual 
que el primero, es generalmente partidario 
de una mayor coordinación fiscal 7.

En este contexto, la divergencia de intere-
ses y la competencia fiscal en la UE es más 
que patente. Así, en 2007 el impuesto sobre 
sociedades de 39 por 100 en Alemania con-
trastaba con el de Chipre y Bulgaria, de tan 
sólo 10 por 100. En general, el tipo imposi-
tivo en el grupo de los 15 estaba en torno al 
29,5 por 100, mientras que los nuevos Es-
tados miembros apenas sobrepasaba el 20 
por 100 8. En el 2010 los tipos han seguido 
bajando de manera general, pero las dispari-
dades siguen siendo importantes.

2.  �E  vasión fiscal de las multinacionales  
y abuso de precios de transferencia

Mediante los precios de transferencia, 
una empresa establece el precio al que se 
compran y venden bienes y servicios al in-
terior de un mismo grupo empresarial. Así, 
una empresa puede transferir beneficios a 
una filial situada en un paraíso fiscal 9 com-

7  Con la particularidad de Austria y Bélgica en el 
ámbito de la transparencia fiscal, como se verá en 
el  apartado siguiente. Con el ánimo de proteger su 
secreto bancario han bloqueado hasta recientemente 
todo avance de la UE hacia armonización de un siste-
ma de intercambio automático de información fiscal 
entre Estados miembros. 

8  Ch. Kellermann y A. Kammer, op. cit., p. 134.
9  La metodología utilizada por la OCDE para ela-

borar su lista de territorios no cooperativos ha sido 
fuertemente criticada por ONGs y analistas, ya que los 
criterios elegidos son muy insuficientes. Como conse-

prándole bienes o servicios a un precio ele-
vado y computando así un menor beneficio 
en el país de mayor fiscalidad (o incluso una 
pérdida con la consiguiente exención fiscal) 
y mayores beneficios en el paraíso fiscal 10.

Dada la ausencia de mecanismos de re-
gulación adecuados, estas prácticas abusivas 
son difíciles de detectar, pero se estima que 
tienen dimensiones considerables, ya que 
más de la mitad del comercio mundial se 
realiza entre filiales de un mismo grupo.

Diferentes investigaciones muestran que 
la inmensa mayoría de multinacionales eu-
ropeas tienen un gran número de filiales en 
paraísos fiscales, en general filiales destina-
das a la prestación de servicios financieros 11. 
Aunque esta presencia no demuestra en sí 
la práctica de evasión fiscal, sí constituye 
un elemento de alerta importante, dada la 
ausencia de información desglosada sobre 
las ganancias generadas, ventas realizadas o 
mano de obra empleada en cada filial.

Como consecuencia, las multinacionales 
pagan muchos menos impuestos de los que 
deberían en los países donde operan. Así, 
se estima que en Reino Unido tan sólo un 
tercio de las empresas británicas pagaron 
impuestos en 2009, suponiendo una pérdida 

cuencia de ello, pocas semanas después de su publi-
cación en 2009 quedó vacía. Por esta razón un gran 
número de ONGs utilizan como referencia el índice de 
opacidad financiera elaborado por la Red por la Justi-
cia Fiscal. De acuerdo con esta metodología se cuentan 
no menos de 60 jurisdicciones y a la cabeza están paí-
ses miembros de la OCDE como los Estados Unidos 
(Delaware), Luxemburgo, Suiza y Reino Unido (la city 
de Londres).Véase: www.financialsecrecyindex.com.

10  Véase también la nota v.
11  En el caso de España, el Observatorio de res-

ponsabilidad social corporativa reveló recientemente 
que todas las empresas del IBEX 35 tienen operacio-
nes, directa o indirectamente en jurisdicciones de alta 
opacidad. Véase: www.eurodad.org/whatsnew/arti-
cles.aspx?id=4415. Un reciente informe de la ONG 
francesa CCFD muestra que las 50 mayores empresas 
europeas tienen un gran número de filiales en paraísos 
fiscales. 
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de recaudación fiscal al tesoro británico de 
16.000 millones de libras  12. Otras fuentes 
apuntan a que el 25 por 100 de las empre-
sas multinacionales francesas no pagaron 
ningún impuesto en Francia en 2009 13. Pero 
Europa no es un caso aislado. Un informe 
del Congreso de los Estados Unidos publi-
cado en 2004 mostraba que entre 1996 y 
2000, en pleno boom económico, el 61 por 
100 de las empresas americanas no pagó 
impuestos. Este fenómeno es aún más gra-
ve para los países en desarrollo, que pierden 
por este motivo unos 160.000 millones de 
dólares anuales de recetas fiscales 14, es de-
cir, más de lo que reciben en ayuda oficial al 
desarrollo.

La deslocalización de beneficios de las 
multinacionales a jurisdicciones de baja fis-
calidad no es ajena a la tendencia de muchas 
de estas empresas a cerrar plantas en países 
de la UE e instalarse en otros países de me-
nor coste alegando pérdidas o disminución 
de la rentabilidad.

3.  �E  l sector privado: juez y parte  
en la lucha contra la evasión fiscal  
en la UE

Los grupos de expertos que influyen en 
la toma de decisiones a la hora de adoptar 
directivas europeas en la materia están com-
puestos mayoritariamente por miembros 
del sector privado. Esto pone seriamente en 
duda su neutralidad e independencia a la 
hora de asesorar a la Comisión y ha sido de-

12  «Companies let off hook for up to £16bn in 
tax», en The Guardian, 14 de marzo de 2011.

13  «Corporation Tax, unravelling the myths», en 
The Irish Times, 11 de febrero de 2011.

14  Este cálculo sólo tiene en cuenta las prácticas de 
abuso de precio de transferencia sobre bienes, y no los 
servicios. Además sólo considera los flujos entre países 
en desarrollo y Estados Unidos y la UE, dejando fuera 
el comercio con otros países. Por todo ello se estima 
que en la realidad estas cifras son mucho mayores.

nunciado repetidamente por organizaciones 
de la sociedad civil europea 15.

El grupo europeo asesor sobre informes 
financieros (EFRAG por sus siglas en inglés) 
se encarga de asesorar a la Comisión sobre la 
manera de presentar los informes financieros 
de las empresas europeas 16. En el ámbito de 
los precios de transferencia existe también 
un grupo de expertos.

Ambos están claramente dominados por 
el sector corporativo. Como denuncian algu-
nas ONGs, parece difícil imaginar que estos 
expertos defiendan el interés general antes 
que el de las compañías para las que traba-
jan, ya que esto podría poner en peligro las 
estrategias de optimización fiscal que mu-
chas multinacionales utilizan.

II.  �A  rmonización fiscal  
en Europa y lucha contra 
la evasión fiscal

A fin de garantizar una redistribución jus-
ta de la riqueza, organizaciones de la socie-
dad civil como Eurodad defienden una mayor 
progresividad y armonización fiscal en Euro-
pa mediante la cual no sólo individuos sino 
también empresas paguen una parte justa 
de impuestos sobre los beneficios generados 
y contribuyan así a mantener el Estado de 
bienestar, hoy más que nunca en peligro en 
el contexto de crisis económica profunda.

Además, se hacen urgentes medidas que 
combatan eficazmente la evasión y fraude 

15  Véase «New rules on experts groups fail to pre-
vent capture by business lobbies-setback for transpar-
ency», enero 2011.

16  El consejo supervisor está formado por los si-
guientes organismos, todos representando intereses 
privados: Federation of European Accountants, Euro-
pean Insurance and Reinsurance Federation, European 
Banking Federation, European Savings Banks Group, 
European Association of Co-operative Banks, Euro-
pean Federation of Accountants and Auditors. 
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fiscal y al mismo tiempo que fortalezcan la 
transparencia, la cooperación y la recauda-
ción de recursos.

Estos objetivos no han de contemplarse 
de manera aislada ni exclusivamente euro-
pea sino que deben analizarse en un contex-
to más amplio. El Tratado de Lisboa estable-
ce en su art. 208 que todas las políticas de la 
Unión susceptibles de tener una incidencia 
en los países en desarrollo han de ser cohe-
rentes con los objetivos de las políticas de 
desarrollo de la Unión Europea, bajo el mar-
co denominado «coherencia de las políticas 
para el desarrollo». Lamentablemente esta 
coherencia está muy lejos de ser la norma.

Las iniciativas que veremos a continua-
ción deberían repercutir en una mejora del 
Estado de bienestar en Europa, pero además 
deberían inscribirse en el marco de la cohe-
rencia de políticas con el desarrollo. Esto 
significa que la Unión Europea debería asu-
mir su parte de responsabilidad en la eva-
sión fiscal internacional, facilitada tanto por 
la existencia paraísos fiscales en Europa  17, 
como por las prácticas fiscales ilícitas de las 
empresas multinacionales europeas.

1.  �L  a consolidación del impuesto  
de sociedades

«...no existe margen de maniobra: la 
transparencia y la confianza es la norma y 
nadie puede robar la base tributaria o ingre-
sos fiscales a sus vecinos».

Algirdas Šemeta,  
Comisario europeo a la fiscalidad

En 2001 la Comisión lanzó una inicia-
tiva con el objetivo de armonizar la base 

17  De acuerdo con la lista del índice de opacidad 
financiera elaborada por la red por la justicia fiscal, 
muchos países europeos o territorios dependientes de 
países europeos son paraísos fiscales. Lista disponible 
en http://www.financialsecrecyindex.com. Véase tam-
bién la nota xvi.

imponible del impuesto sobre sociedades a 
nivel europeo. Dicha iniciativa se denomina 
Base Imponible Consolidada Común sobre 
el Impuesto de Sociedades (BICCIS). Pero 
desde su aparición, esta iniciativa quedó en 
la práctica paralizada, dada la divergencia 
de políticas fiscales entre los Estados miem-
bros, divergencias que se hicieron aún más 
sensibles durante el proceso de ratificación 
del Tratado de Lisboa en 2009.

En marzo de 2011 la Comisión presen-
tó una propuesta que deberá ser debatida y 
aprobada por unanimidad por los Estados 
miembros en el Consejo y avalada por el Par-
lamento europeo.

Como lo explica la Comisión, la base im-
ponible común consolidada del impuesto 
sobre sociedades consiste «en una serie uni-
ficada de normas que las empresas que desa-
rrollen su actividad en la UE podrían aplicar 
para calcular sus beneficios imponibles. En 
otras palabras, cualquier sociedad o grupo 
de sociedades tendría sólo que atenerse a un 
único régimen para computar su renta impo-
nible en la UE, en lugar de cumplir normas 
distintas en cada Estado miembro en el que 
opere» 18.

La BICCIS no implica una armonización 
de tipos sobre el impuesto de sociedades en-
tre los Estados miembros. Se trata de aplicar 
un único sistema de normas para el cálcu-
lo de la base imponible. Una vez calculada, 
ésta se distribuye entre los distintos Estados 
miembros donde la empresa está presente 
y cada Estado grava con su tipo impositivo 
nacional la parte correspondiente de bene-
ficio.

Esta iniciativa presenta una serie de ven-
tajas para las empresas, especialmente para 
las pequeñas y medianas empresas, que la 
Comisión resume como sigue:

18  Comisión Europea DG TAXUD. Véase MEMO 
11/171, 16 de marzo de 2011.
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— � Simplificación y disminución de costes 
para las empresas presentes en más de 
un Estado miembro: actualmente las 
empresas deben hacer frente a nada 
menos que 27 sistemas fiscales y nor-
mativas distintas a la hora de tributar. 
Una base común consolidada supone, 
pues, un gran beneficio para las empre-
sas. La Comisión calcula que las em-
presas se ahorrarían un 7 por 100 de 
los costes de cumplimiento, equivalen-
tes a 700 millones de euros anuales 19.

— � Compensación de pérdidas: las pérdi-
das sufridas por una empresa en un 
país se computarán para el cálculo de 
beneficios realizados en otro, evitan-
do una imposición excesiva. Esto su-
pondría un ahorro de 1.300 millones 
de euros en el conjunto de la UE 20.

— � Disminución de costes de implanta-
ción en otro Estado miembro: se cal-
cula que estos costes se reducirían en 
un 62 por 100 o hasta un 67 por 100 
para las pequeñas y medianas empre-
sas. Esto supondría en términos abso-
lutos un ahorro de unos 1.000 millo-
nes de euros 21.

Más allá del ahorro consecuente para las 
empresas, el interés de esta iniciativa radi-
ca en que si se aplica adecuadamente podría 
constituir un mecanismo eficaz para luchar 
contra la evasión fiscal de las empresas me-
diante el abuso de precios de transferencia. 
Dichas prácticas quedarían obsoletas gracias 
a la utilización de un sistema de tributación 
unitario. Es decir, la BICCIS calcularía el 
beneficio imponible global del grupo em-
presarial y después lo distribuiría entre cada 
una de las empresas del grupo en base a una 
fórmula fija de distribución. Dicha fórmula 
está basada en tres parámetros que reflejan 

19  Idem.
20  Idem.
21  Idem.

su actividad real: el número de trabajadores 
(mano de obra y salarios), el volumen de 
ventas y los activos (edificios y maquinaria 
que posee la empresa). Una vez calculado el 
beneficio global, cada país aplicaría su tipo 
impositivo a la parte del beneficio que le co-
rresponde según la formula arriba mencio-
nada. Con la BICCIS las empresas pagarían 
impuestos allí donde los beneficios reales 
son producidos, dejando obsoletos los meca-
nismos de transferencia de beneficios hacia 
filiales en países de baja fiscalidad con el fin 
de evitar impuestos.

2.  �U  na BICCIS facultativa y sin tipo 
mínimo: ¿Peor el remedio  
que la enfermedad?

El problema de la propuesta radica en su 
carácter eminentemente voluntario. Dada la 
compleja realidad fiscal europea, ésta ha sido 
la solución elegida por la Comisión europea 
para salvar el escollo del requerimiento de 
unanimidad. Aunque a primera vista parece 
una propuesta pragmática, esta vía no está 
exenta de riesgos, como apuntan algunos es-
pecialistas. En primer lugar, al ser voluntaria, 
las empresas podrán elegir o no calcular su 
base imponible según la BICCIS. En toda ló-
gica, éstas lo harán sólo en la medida en que 
dicha opción les beneficie fiscalmente. En 
segundo lugar, las multinacionales podrán 
seguir deslocalizando parte de sus beneficios 
a través de los precios de transferencia hacia 
otras filiales fuera de la UE, como Suiza.

Además, para evitar un encrudecimiento 
de la competencia fiscal al interior de la UE 
la consolidación de la base imponible de-
bería ir acompañada de un tipo impositivo 
mínimo. Lamentablemente, este elemento 
también está ausente en la propuesta de la 
Comisión.

En definitiva, en ausencia de obligatorie-
dad y sin la aplicación de un tipo mínimo 
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de imposición, esta propuesta corre el riesgo 
de quedar despojada de su potencial interés 
redistributivo e incluso encrudecer la com-
petencia fiscal 22.

3.  �T  ransparencia contable  
de las empresas: desglose de cuentas 
país por país

Una de las causas que hacen posible las 
prácticas de evasión y elusión fiscal corpo-
rativa es la falta de transparencia en que las 
empresas presentan sus cuentas y balances. 
Al hacerlo de forma consolidada para todas 
las filiales que forman parte de un mismo 
grupo empresarial, solamente se aprecian las 
cifras agregadas, siendo muy difícil detectar 
las operaciones intra-grupo. Esto es aún más 
difícil cuando se trata de empresas con cien-
tos de filiales repartidas en todo el mundo y 
con un desglose como mucho a escala regio-
nal. Esta situación constituye un terreno fér-
til para que las empresas minimicen impues-
tos, como se veía en el apartado anterior.

Una forma relativamente sencilla y eficaz 
de poner fin a esta situación de opacidad y 
consiguiente impunidad sería la implemen-
tación de una norma contable que obligue 
a las empresas multinacionales a presentar 
sus cuentas de manera desglosada por país 
en que opera. De esta manera se identifica-
ría cuándo una empresa está transfiriendo 
de manera abusiva beneficios o pérdidas con 
objetivos fiscales. Desde hace varios años 
esta propuesta está siendo impulsada por un 
buen número de ONGs en Europa y se em-
piezan a ver progresos a nivel político.

El Parlamento europeo ha sido especial-
mente activo desde 2009 en promover el 

22  En agosto de 2011, Angela Merkel y Nicolas 
Sarkozy anunciaban su intención de poner en aplica-
ción la base imponible común del impuesto de socie-
dades. Véase «Germany, France. Plan common tax», 
European Voice, 16 de agosto de 2011. 

desglose de cuentas país por país y varias 
resoluciones parlamentarias piden a la Co-
misión que tome medidas en este sentido. 
Además, el Parlamento considera que estas 
medidas de transparencia han de aplicarse 
en el marco de la coherencia de políticas con 
el desarrollo y beneficiar por tanto igualmen-
te a los países en desarrollo en que operan 
las multinacionales. Así, el Parlamento pide 
a la Comisión:

— � La integración de una norma de des-
glose país por país para las compa-
ñías multinacionales en las próximas 
revisiones de directivas que han de 
determinar qué tipo de información 
financiera deben presentar las compa-
ñías europeas en sus cuentas anuales 
consolidadas.

— � Producir propuestas concretas para 
que el G20, la OCDE, la ONU y la 
OMC consideren un más amplio con-
junto de indicadores y métodos para 
luchar contra el abuso de precios de 
transferencia, que es uno de los vec-
tores más prominentes de los flujos 
ilícitos de capitales.

En marzo de 2011 el Consejo de la Unión 
Europea en materia de competencia se hacía 
eco de estas demandas y pedía a la Comisión 
que propusiera iniciativas sobre el desglose 
de información contable de las empresas de 
la industria extractiva, incluyendo la posible 
adopción de un requerimiento de desglose 
país por país.

Pero sin duda el avance europeo en este 
frente se debe también en gran parte a me-
didas que se están tomando al otro lado del 
Atlántico. En julio del 2010 se aprobó una 
nueva ley americana 23 que requiere un des-
glose de los pagos a gobiernos en cada país 
en que operan las compañías de la industria 
extractiva.

23  Denominada comúnmente «Dodd Frank Act».
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En este contexto, la Comisión europea 
está trabajando en una propuesta de des-
glose similar a la americana. Esta propuesta 
se inscribe en el marco de la revisión de la 
directiva sobre las obligaciones transparen-
cia 24 y de la directiva contable.

Estas iniciativas constituyen un avance 
respecto a la situación actual, ya que podrán 
detectar casos de pagos corruptos en el sec-
tor extractivo. Pero el ámbito está limitado 
al sector de la industria extractiva 25. Además 
sólo se pide el desglose de información rela-
tiva a pagos efectuados al gobierno en cada 
país. En otras palabras, no se resuelven las 
prácticas de abuso de precios de transferen-
cia ni en éste ni en los demás sectores de ac-
tividad económica.

Para luchar eficazmente contra la evasión 
fiscal sería necesario conocer para cada país 
en que la empresa está presente una serie de 
elementos clave:

1.	� Nombre de cada filial.
2.	� Resultados financieros incluyendo:

	 A)	� volumen de ventas y compras 
tanto a terceros como dentro 
del grupo;

	 B)	� número de empleados y costes 
laborales;

	 C)	� costes de financiamiento a terce-
ros y a otras filiales del grupo;

	 D)	� beneficios antes de impuesto.

3.	� Impuestos pagados.
4.	� Detalles del coste y del valor conta-

ble neto de los activos inmuebles.
5.	� Detalle de los activos brutos y netos.

Disponiendo de esta información des-
glosada para cada país de implantación, las 
administraciones fiscales podrían detectar 
prácticas sospechosas de empresas donde 

24  Denominada TOD por sus siglas en inglés.
25  Y como mucho se espera que la Comisión am-

plíe el ámbito al sector forestal.

filiales situadas en países de muy baja fis-
calidad y con escasa mano de obra realizan 
enormes beneficios y operaciones intra-gru-
po, mientras otras plantas en países de más 
alta fiscalidad declaran pérdidas o muy po-
cos beneficios.

4.  �  Intercambio automático  
de información fiscal

Uno de los principales obstáculos para 
luchar contra la evasión fiscal en Europa y 
mundialmente es la opacidad que procuran 
los paraísos fiscales y la ausencia de una re-
gulación adecuada. En Europa la crisis finan-
ciera y económica y la necesidad de financia-
miento de los gobiernos han hecho de la lucha 
contra los paraísos fiscales y la evasión fiscal 
el nuevo caballo de batalla de algunos países 
europeos como Francia, Alemania y España.

En 2005 entró en vigor en la Unión Euro-
pea una directiva sobre la fiscalidad del aho-
rro (EUSTD por sus siglas en inglés). Esta 
directiva preveía un intercambio automáti-
co de información entre todos los Estados 
miembros aunque sólo cubría los intereses 
sobre los ahorros de las personas físicas. 
Dado el reducido ámbito y las numerosas 
lagunas contenidas en la directiva, ésta era 
muy fácil de «esquivar» y, a la luz de la crisis 
económica y la consiguiente necesidad de re-
ducir los déficits fiscales, se ha generado un 
amplio consenso entre los Estados miembros 
para reforzarla. Una nueva versión debería 
ser aprobada a finales de 2011.

La directiva solamente cubría los intere-
ses sobre los ahorros, dejando fuera otras 
fuentes importantes como los dividendos, 
acciones, productos de seguros o las rega-
lías. Además, sólo tomaba en consideración 
las personas físicas, dejando fuera a impor-
tantes actores como las empresas, trusts y 
otras personas jurídicas. Finalmente, la di-
rectiva consintió excepciones al intercambio 
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automático de información. Así, Austria, 
Luxemburgo y Bélgica pudieron seguir man-
teniendo su secreto bancario a cambio de 
una retención sobre los ingresos captados 
en su jurisdicción 26. La misma exención es 
también de aplicación para países terceros 
asociados a la EUSTD como Suiza, Andorra, 
Mónaco y Liechtenstein.

La existencia de un régimen de exenciones 
es una de las principales debilidades de esta 
directiva, pues permite a los países que be-
nefician de él seguir manteniendo el secreto 
bancario a cambio de una retención («whith­
holding tax»). Además, en la práctica, las 
cantidades recaudadas a cambio están muy 
por debajo de lo previsto en la directiva 27.

La nueva propuesta de la Comisión tra-
ta de poner fin a las lagunas de la directiva 
de 2005 mediante la ampliación del ámbito 
de aplicación a todas las personas jurídicas. 
También se prevé una ampliación geográfi-
ca, ya que la nueva directiva obligará a ban-
cos e intermediarios financieros establecidos 
en Europa a proveer información sobre las 
cuentas de residentes europeos tanto en Eu-
ropa como en las filiales de cualquier otro 
país del mundo. El régimen de exenciones, 
aunque transitorio, sigue de actualidad 28.

26  La retención establecida es de 15 por 100 du-
rante los tres primeros años de aplicación de la direc-
tiva, 20 por 100 los tres siguientes y 35 por 100 en 
adelante. El país que aplica la retención recupera el 25 
por 100 del monto recaudado y el 75 por 100 restante 
va al país de origen del contribuyente en cuestión. En 
2010 Bélgica decidió salir de este régimen y pasar al 
intercambio automático de información. 

27  Por ejemplo, el experto contable Richard Mur-
phy explica que en 2010 Liechtenstein recaudó 7,8 
millones de euros, lo cual significa que, sobre un total 
de 140.000 millones de euros que se estiman en las 
cuentas de los bancos del principado, tan sólo un 2 por 
100 de los activos han sido gravados al 20 por 100 que 
la directiva estipula. Véase www.financialtaskforce.
org/2011/07/08/liechtenstein-reveals-the-weakness-
of-the-current-european-savings-tax-directive/.

28  Esto ha endurecido las negociaciones en el Con-
sejo sobre la propuesta de la Comisión. Véase www.

Aun con sus limitaciones, esta directiva 
constituye un instrumento pionero por su 
carácter multilateral de intercambio automá-
tico de información y en este sentido podría 
servir de modelo para una aplicación a ni-
vel internacional. Países como India ya han 
mostrado su interés por instrumentos como 
éste.

En febrero de 2011 se aprobó una nueva 
directiva sobre cooperación en materia fis-
cal que prevé la obligatoriedad de intercam-
bio automático de información fiscal sobre 
ingresos del trabajo, pensiones, seguros de 
vida propiedad de bienes inmuebles y remu-
neraciones de directores a partir del 2014. 
Pero habrá que esperar hasta 2017 para que 
la directiva contemple la extensión de la lista 
a regalías, viviendas y ganancias de capital 29. 
Además, el problema de acceso a la infor-
mación con respecto a los trusts, sociedades 
pantalla y otros vehículos intermedios queda 
sin resolver.

Pero todos estos esfuerzos multilaterales 
de lucha contra el secreto bancario y la enor-
me presión ejercida sobre los paraísos fisca-
les europeos en los últimos años podrían ser 
en vano. Los nuevos tratados que Alemania 
y Reino Unido han negociado bilateralmen-
te con Suiza suponen un golpe de muerte, 
como indican algunos analistas, al intercam-
bio automático de información previsto en la 
EUSTD y marcan claramente la victoria del 
secreto bancario. Mediante dichos acuerdos, 
Alemania y Reino Unido renuncian al inter-
cambio automático de información a cambio 
de una retención. Aunque para entrar en vi-
gor necesitan primero ser aprobados por los 
parlamentos nacionales y la presión en con-
tra de su firma es creciente, su mera negocia-
ción sienta un precedente muy negativo para 
la cooperación fiscal multilateral en Europa.

taxresearch.org.uk/Blog/2011/05/18/the-european-
union-savings-tax-directive-halting-progress/.

29  Véase art. 8 de la sección II.
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III.  �  Generación de recursos 
adicionales mediante 
impuestos europeos

1.  �  Impuesto sobre transacciones 
financieras

La insuficiente e inadecuada regulación 
por un lado y la gran opacidad del sistema 
financiero mundial por otro, así como la alta 
actividad puramente especulativa de una 
parte importante de dicho sector, figuran en-
tre las causas principales que dieron lugar a 
la crisis financiera, cuyas consecuencias eco-
nómicas y sociales se hacen sentir hoy ple-
namente en Europa y aun más en los países 
más pobres del mundo.

En un momento histórico en que los go-
biernos europeos se han endeudado hasta 
niveles nunca vistos para salvar al sector 
bancario de la crisis es más que nunca ne-
cesario poner en marcha mecanismos de 
regulación eficaces que luchen contra las 
prácticas especulativas y además hagan con-
tribuir financieramente a dicho sector. Así 
es como la idea de un impuesto sobre las 
transacciones financieras, reclamado desde 
hace años por las ONGs 30, está avanzando 
con relativa rapidez en la agenda europea. 
Idealmente, dicho impuesto debería apli-
carse a escala mundial, pero las iniciativas 
regionales constituyen un paso importante 
tanto a nivel recaudatorio y redistributivo 
como regulador. En el caso europeo, un im-
puesto sobre las transacciones financieras 
de tan sólo 0,05 por 100 podría así generar 
hasta 200.000 millones de euros al año  31 
que podrían destinarse al gasto social en 
los países en que se recauda, pero también 
para combatir la pobreza en los países en 
desarrollo y para la adaptación al cambio 

30  Véase www.makefinancework.org/home-en-
glish/financial-transaction-tax/.

31  Véase S. Shulmeister, The Austrian Institut for 
Economic Research.

climático, como piden las organizaciones de 
la sociedad civil 32.

Los jefes de Estado de la eurozona acor-
daron, en la cumbre del 11 de marzo de este 
año que «debe explorarse la introducción de 
un impuesto sobre transacciones financieras 
y desarrollarse en la zona del euro y a escala 
de la UE e internacional» 33.

El pasado 29 de junio la Comisión euro-
pea anunció su intención de presentar una 
propuesta en otoño del 2011 para imple-
mentar a más tardar en 2018 un impuesto 
sobre las transacciones financieras en Euro-
pa con el objetivo de recaudar recursos para 
el presupuesto de la UE. La propuesta de la 
Comisión cubriría todos los instrumentos 
financieros (acciones, obligaciones y pro-
ductos derivados) sobre los que se aplicaría 
0,1 por 100 (para los dos primeros) y 0,01 
por 100 (para los productos derivados)  34. 
La propuesta fue reiterada en septiembre 
por José Manuel Barroso, presidente de la 
Comisión, estimándose una recaudación de 
57.000 millones de euros al año 35. Una de 
las limitaciones que aparecen en esta pro-
puesta inicial es que en principio no tomará 
en consideración las transacciones sobre ti-
pos de cambio, dejando así fuera una gran 
parte de operaciones financieras de carácter 
especulativo.

32  Oxfam y otras ONGs piden que el 25 por 100 
de recursos generados sean destinados a combatir la 
pobreza, 25 por 100 al cambio climático y 50 por 100 
a financiar los presupuestos de los Estados en que se 
generen. Véase Intermón Oxfam, «Una tasa a las tran-
sacciones financieras para luchar contra la pobreza», 
2011.

33  Véase punto 8 de las conclusiones, www.consi-
lium.europa.eu/uedocs/cms_data/docs/pressdata/es/
ec/119812.pdf.

34  Entrevista con el comisario Algirdas Semeta 
publicada en Les Echos, «Une taxation financière est 
possible sans risque de délocalisation», 1 de julio de 
2011.

35  Véase «Barroso calls for EU- wide Financial 
transaction tax», European Voice, 29 de septiembre 
de 2011.
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En un contexto de inestabilidad crecien-
te de los mercados financieros y de crisis de 
la deuda europea, Nicolas Sarkozy y Angela 
Merckel anunciaron en agosto su intención 
de poner en marcha hacia el 2013 una tasa 
europea sobre las transacciones financieras y 
de presentar una propuesta concreta en sep-
tiembre de 2011. España, Austria, Bélgica y 
Luxemburgo también han apoyado la idea 
de una tasa sobre transacciones financieras, 
pero Reino Unido se opone fuertemente a 
cualquier impuesto de este tipo a nivel eu-
ropeo.

El Parlamento europeo por su parte ha 
elaborado varias resoluciones a favor de im-
puestos europeos como el informe Podima-
ta, que hace un llamado para un impuesto 
sobre transacciones financieras a nivel de la 
UE. Otras resoluciones piden que parte de 
los ingresos resultantes se destinen a los paí-
ses en desarrollo.

A nivel internacional, el Gobierno espa-
ñol, que preside este año el llamado «leading 
group» sobre fuentes innovadoras de finan-
ciamiento del desarrollo también apoya la 
puesta en marcha a nivel mundial de una 
tasa sobre transacciones financieras como 
fuente adicional para financiar a los países 
en desarrollo.

Además del impuesto sobre transacciones 
financieras, la Comisión ha elaborado una 
propuesta para un impuesto sobre la activi-
dad bancaria.

2.  �O  tros impuestos europeos

Otros impuestos en la agenda europea in-
cluyen el impuesto europeo sobre CO2, que 
debería considerarse durante la revisión de 
la directiva sobre impuestos a la energía. En 
abril del 2011 el comisario a la fiscalidad, Al-
girdas Semeta, presentó una propuesta que 
planteaba un impuesto sobre el consumo de 

energía en función de la intensidad de emi-
sión (lo que supone una mayor imposición 
sobre el carbón y el diésel). Este impuesto no 
se aplicaría sobre las compañías eléctricas ni 
otras firmas que utilizan los mercados de 
emisiones europeos. No obstante, grandes 
divergencias entre Estados miembros hacen 
que la propuesta para este impuesto no haya 
avanzado lo suficiente.

IV.  �R  ecomendaciones

La crisis financiera que estalló en 2008 
ha generado una profunda crisis económica 
y social en Europa, que afronta hoy y seguirá 
afrontando inmensos retos en los próximos 
años. Déficits históricos, deudas insosteni-
bles y recesión figuran entre los principales 
desafíos ante los cuales la austeridad rece-
tada hasta ahora no parece sino agravar las 
consecuencias. Nuevos recursos son necesa-
rios para hacer frente a las necesidades pre-
supuestarias para relanzar las economías y 
para mantener el Estado de bienestar. El for-
talecimiento de la solidaridad y la coopera-
ción en el seno de la Unión Europea han de 
formar el eje central de cualquier solución a 
estos problemas.

En este contexto, la política fiscal euro-
pea ha de jugar hoy más que nunca un pa-
pel central y ambicioso para promover una 
fiscalidad más progresiva donde paguen más 
impuestos los que más tienen, para reforzar 
la cooperación y armonización en vez de 
acrecentar la competencia fiscal, para acabar 
con el secreto bancario y la evasión fiscal a 
fin de garantizar una mejor y más justa redis-
tribución de las riquezas y finalmente para 
generar recursos adicionales mediante nue-
vos impuestos regionales.

Este informe analiza una serie de pro-
puestas que están en la agenda europea y 
que podrían responder en buena medida a 
estos desafíos. Sin embargo, la coexistencia 
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de geometrías variables en las dinámicas de 
la UE y la fuerte influencia de los intereses 
privados en la toma de decisiones europea 
ponen seriamente en peligro los avances 
en el nivel multilateral, con el consiguiente 
riesgo de despojar dichas propuestas de su 
interés general. Es pues fundamental hacer 
prueba de voluntad política para promover:

1.	� Un sistema de intercambio automá-
tico de información a nivel europeo, 
que ponga así fin al secreto bancario. 
La EUSTD revisada es un gran paso 
en esta dirección y debería ser aplica-
da sin excepciones.

2.	� Una armonización de la base fiscal 
corporativa como plantea la BICCIS 
constituye un paso importante para 
combatir la evasión fiscal mediante 
precios de transferencia, y debería 
ser aplicada en todo el conjunto de 
la UE de manera obligatoria y con un 
tipo impositivo mínimo.

3.	� La introducción de reglas contables 
que obliguen a las empresas europeas 
de todos los sectores económicos a 
desglosar información contable país 
por país. Esto no sólo reforzaría la 
transparencia de las multinacionales, 
sino que además permitiría combatir 
eficazmente la evasión fiscal corpora-
tiva. Para ello sería necesario conocer 
para cada país en que la empresa está 
presente la siguiente información:

	 A)	� Nombre de cada filial.
	 B)	� Resultados financieros inclu-

yendo:

		  a)  �  volumen de ventas y com-
pras tanto a terceros como 
dentro del grupo;

		  b)  �  número de empleados y 
costes laborales;

		  c)  �  costes de financiamiento a 
terceros y a otras filiales del 
grupo;

		  d)  �  beneficios antes de im-
puesto.

	 C)	� Impuestos pagados.
	 D)	� Detalles del coste y del valor 

contable neto de los activos in-
muebles.

	 E)	� Detalle de los activos brutos y 
netos.

	� El interés general de las propuestas 
que defienden las organizaciones de 
la sociedad civil 36 debería prevalecer 
sobre los intereses privados de la in-
dustria, que ejerce una fuerte presión 
para minimizar los requerimientos 
de transparencia.

4.	� La introducción de impuestos regio-
nales sobre las transacciones finan-
cieras, incluyendo sobre los tipos de 
cambio, ha de ser también una clara 
prioridad, ya que no sólo recaudaría 
nuevos fondos, sino que además ten-
dría un efecto regulador en el sistema 
financiero.
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Desde que la Europa social es más una 
cuestión de gestión que de poder, la cohe-
sión social está cada vez más subordinada 
a la lógica del mercado y el Estado es cada 
vez más dinamizador que redistribuidor. El 
equilibrio de poder que posibilitó el com-
promiso entre trabajo y capital en la Europa 
de posguerra se ha transformado hoy en una 
hegemonía de inversores sobre no inversores 
(capital y trabajo con matices), que se expre-
sa en la re-mercantilización que abandera la 
UE desde la creación de la Unión Económica 
y Monetaria UEM (Maastricht, 1993).

La idea de que el bienestar de los ciu-
dadanos no dependa exclusivamente de su 
participación en el mercado —desmercanti-
lización— ha sido duramente criticada como 
causante de la «esclerosis» europea y sus 

altos niveles de desempleo. La UE ha asu-
mido estas criticas y veinte años después de 
su lanzamiento, la UEM ha significado, entre 
otras cosas, una progresiva asimetría en fa-
vor de políticas que promueven la expansión 
del mercado sobre aquellas que buscan la 
corrección del mismo y una presión explicita 
sobre el control del gasto social y la privati-
zación de los servicios sociales.

Los procesos de toma de decisiones, nor-
malmente restringidos a elites nacionales y 
lobbies privados, han reforzado estas ten-
dencias al no considerar la armonización 
social como una prioridad o al oponerse 
abiertamente a ella. Además el predominio 
de los Estados sobre los ciudadanos, el aún 
limitado papel del Parlamento Europeo y 
los distintos desarrollos económicos, sis-
temas electorales e identidades culturales 
entre los Estados miembros hacen que los 
incentivos a la coordinación sean escasos, 
especialmente en todo lo relacionado con la 
Europa social.
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El Tratado de Lisboa (2009) en los tí-
tulos  X y XI (arts.  151-164 sobre Política 
Social y Fondo Social Europeo) subraya la 
prevalencia de los Estados sobre la UE en 
materia social y la prioridad del equilibrio 
financiero en el ámbito del gasto. La UE asu-
me responsabilidades técnicas y cooperati-
vas, nunca impositivas. En todas las cuestio-
nes centrales (seguridad social, protección 
social, contratación, condiciones de empleo, 
negociación colectiva, etc.) el Consejo deci-
de con arreglo a un procedimiento legislati-
vo especial, por unanimidad, previa consulta 
al Parlamento Europeo y a los comités Eco-
nómico y Social y de las Regiones.

Como hace explícito el art. 153.4, las dis-
posiciones adoptadas no afectan a la facul-
tad reconocida a los Estados miembros de 
definir los principios fundamentales de su 
sistema de seguridad social, ni deben afec-
tar de modo sensible al equilibrio financie-
ro de éste [...]; ni impedirán a los Estados 
miembros mantener o introducir medidas de 
protección más estrictas compatibles con los 
Tratados. En lo esencial la dimensión social 
europea es una dimensión subordinada a la 
consolidación del mercado y a la soberanía 
de los Estados miembros.

A estas limitaciones «internas» se une el 
papel de la UE como un actor global. Euro-
pa sigue siendo un club de 27 naciones en 
lo que a política exterior se refiere. Esto de-
bilita el poder de influencia europea en un 
mundo cada vez más mercantilizado y desi
gual. Con 27 políticas exteriores no siempre 
coincidentes es difícil oponer una alternativa 
plausible al modelo de globalización neo-li-
beral actual y refuerza la idea de que no hay 
alternativas.

Pero hay evidencias que apuntan a la nece-
sidad de un cambio de paradigma económico 
que impulse un modelo más redistributivo. 
En treinta años la fuerza laboral mundial ha 
pasado de 1.500 a 3.100 millones de perso-

nas. Esto ha permitido importantes reduc-
ciones de los niveles de pobreza medidos en 
uno y dos dólares día (sobre todo en China). 
Sin embargo, según la Organización Mundial 
del Trabajo 1 el 80 por 100 tiene una seguri-
dad social residual o carece por completo de 
ella. El 33 por 100 no tiene ningún tipo de 
acceso a servicios sanitarios y los que sí ac-
ceden tienen que dedicarle una parte impor-
tante de sus rentas, lo que aumenta su riesgo 
de caer en la pobreza. El 75 por 100 no tiene 
acceso a ningún tipo de plan de pensiones y 
sólo veinte de cada cien personas mayores 
de sesenta y cinco años recibe una pensión 
—siete de cada cien en economías pobres—. 
La economía informal representa el 41 por 
100 del PIB de las economías en desarrollo, 
por lo que cualquier intento de articular un 
sistema de protección social mínimamente 
eficiente parece condenado al fracaso.

Las diferencias en lo que a gasto social se 
refiere siguen siendo enormes. Mientras los 
europeos nos gastamos un 25 por 100 del 
PIB en política social, en el norte de Áfri-
ca se gastan el 13,5 por 100, en el Medio 
Oriente el 10,2 por 100, en Latino-América 
el 9,8 por 100 y en Asia y Pacífico el 5,32 
(ILO, 2010). Algunos de los países emer-
gentes líderes en la globalización como In-
dia se gastan el 4 por 100, China el 5,9 por 
100, Sudáfrica el 6,8 por 100 y Brasil el 12 
por 100. La desigualdad no deja de crecer 
entre regiones, países y dentro de cada país 
(Milanovic, 2009). Las migraciones econó-
micas están en máximos históricos (unos 
200 millones de personas) y seguimos sin 
dar respuesta a los retos socio-económicos 
vinculados al cambio climático.

Aunque el comercio internacional y los 
flujos de capitales han crecido como nunca 
antes, las inversiones en capital fijo e infra-
estructuras no lo han hecho al mismo ritmo 

1  Web http://www.ile.org/gimi/gess/showtheme.
do?tid=1985.
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y ha aumentado enormemente la volatilidad 
del capital a la sombra de los bajos tipos de 
interés. Esto, unido a la falta de transparen-
cia, a la información asimétrica, a la falta de 
regulación y al abuso de información pri-
vilegiada ha hecho que los mercados sean 
ineficaces e imperfectos. Como resultado, 
los efectos positivos esperados de la libera-
lización financiera —obtención de recursos 
suplementarios que animen la inversión y el 
crecimiento— se han reducido sustancial-
mente y han aumentado la especulación y 
los ciclos económicos con altibajos más fre-
cuentes.

En otras palabras, lo que ha ocurrido en 
los últimos treinta años de globalización 
neo-liberal ha sido un proceso de proleta-
rización masiva, en contextos de creciente 
desigualdad social, precarización laboral, 
deterioro ambiental y una creciente subor-
dinación política del Estado a las exigencias 
del mercado, que la crisis actual no hace sino 
reforzar.

La EU no está al margen de este proceso, 
pues aunque la pérdida de empleo como con-
secuencia de deslocalizaciones no es aún exa-
gerada (fue del 7,9 por 100 del total del em-
pleo perdido en Europa en 2006, que a su vez 
representó el 1,2 por 100 del total del empleo 
respecto a 2005), sí constituye un dato pre-
ocupante máxime cuando los nuevos Estados 
miembros de la UE también están empezan-
do a deslocalizar a otras economías con me-
nores costes laborales (ERM report, 2007). 
La mayoría de las deslocalizaciones producti-
vas van a los nuevos Estados miembros (51,2 
por 100), pero Asia, principalmente China e 
India, absorben ya el 36,3 por 100 y el resto 
del mundo recibe el 12,5 por 100.

En este contexto la UE ha visto en la 
economía del conocimiento el revulsivo 
para poder, al mismo tiempo, adaptarse a 
la globalización y financiar los sistemas del 
bienestar «modernizados». Pero los aconte-

cimientos no han jugado a favor de esta idea. 
Las empresas «.com» norteamericanas pron-
to se convirtieron en objeto de especulación 
y acabaron absorbiendo los excedentes del 
mundo financiero hasta que la burbuja es-
talló en 2002. El referente productivo de la 
Europa del conocimiento perdió así parte de 
su ejemplaridad y debilitó las expectativas 
del modelo «conocimiento-empleo» sobre el 
que la UE pretendía y pretende adaptarse a 
la globalización.

La cohesión social y la sostenibilidad am-
biental vinculados a esta economía del co-
nocimiento han sido, con matices, parte de 
la retórica institucional europea y poco más. 
Esto deja cuestiones muy importantes sin 
resolver, por ejemplo, si en la Sociedad del 
Conocimiento habrá empleos de alta cualifi-
cación para todos y qué ocurrirá con quienes 
no se beneficien de este cambio de modelo 
productivo. De cómo se resuelvan estas cues-
tiones dependerá no sólo el éxito económico 
del modelo «conocimiento-empleo», sino la 
legitimidad del proyecto de construcción eu-
ropea en su conjunto.

En síntesis, la UE no es la Europa suficien-
temente unida, competitiva, científica, cohe-
sionada y medioambientalmente sostenible 
que nos gustaría que fuera. El énfasis en el 
mercado no ha favorecido la consolidación 
política ni la armonización social y la crisis 
actual no hace sino subrayar los déficits po-
líticos y sociales que no hemos sido capaces 
de solucionar en los últimos treinta años.

Los sindicatos, más incluso que los pro-
pios partidos políticos, han hecho de la di-
mensión social una prioridad. Sus propues-
tas desde los orígenes de la Confederación 
de Sindicatos Europeos (1973) pasan por 
combinar el crecimiento sostenible con las 
mejoras en la calidad de vida y el trabajo, 
entre las que se incluyen el pleno empleo, la 
protección social y la igualdad de oportuni-
dades.
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Desde entonces, y en la situación de crisis 
actual con mayor motivo, la CES sigue defen-
diendo un Pacto Social que tenga más efec-
tos sobre la economía real que los sacrificios 
realizados para salvar el sistema financiero. 
Ven en este Pacto un nuevo plan de estimulo 
a la economía real que de forma coordina-
da compense la bajada de la demanda que el 
colapso financiero ha generado. Esa respues-
ta coordinada de inversión debe tener en la 
protección a los trabajadores afectados por 
la crisis un papel central.

Aunque la eliminación del Estado de 
Bienestar es hoy más un espectro que una 
realidad, lo cierto es que en los últimos trein-
ta años la EU ha llevado a cabo reformas más 
en línea mercantilizadora de los modelos eco-
nómicos anglosajones que continentales, aun-
que a menudo se resalten las bondades del 
modelo escandinavo. Las dos grandes estrate-
gias que se analizan en este capítulo [Estrate-
gia de Lisboa (2000-2010) y Estrategia Euro-
pa-2020] parecen confirmar esta percepción.

I. �L a Estrategia para el 
Desarrollo Económico 
y Social (Estrategia 
de Lisboa, 2000) y sus 
implicaciones sociales

El 31 de diciembre de 2010 la Estrate-
gia de Lisboa llegó a su fin en medio de la 
primera gran crisis del siglo  xxi. Aunque 
fue presentada como el contrapunto social 
a los Pactos de Estabilidad y Crecimiento 
—al proponer el empleo como criterio de 
convergencia y resaltar la importancia de la 
cohesión social y la sostenibilidad ambien-
tal—, la estrategia ha terminado siendo un 
elemento más de la lógica liberal que inspiró 
los Pactos de Estabilidad y Crecimiento: «el 
mercado primero».

Desde el principio la estrategia reconocía 
una serie de debilidades en el mercado la-

boral que impedían a Europa crear empleo 2 
(euroesclerosis), y establecía para solucio-
narlo dos grandes líneas de actuación: la 
transformación del modelo productivo y la 
modernización del modelo social.

La primera medida era clara tanto en su 
formulación (la transición hacia una econo-
mía del conocimiento) como en sus objetivos 
[gasto en I+D (3 por 100 PIB)], aumento de 
la productividad por persona empleada, in-
versión empresarial y niveles de jóvenes que 
terminan la formación. Estas medidas busca-
ban aumentar el crecimiento económico (un 
promedio del 3 por 100 a lo largo del dece-
nio) y el empleo (una tasa de empleo global 
(70 por 100), de la mujer (60 por 100) y la 
de los trabajadores de cincuenta y cinco a 
sesenta y cuatro años (50 por 100).

Sin embargo la modernización del modelo 
social y sobre todo las medidas para garanti-
zar cohesión social no estaban claras. Hubo 
que esperar al informe KOK (2004) 3 y al New 
integrated economic and employment guide-
line de la Comisión (2005) 4 para saber que 
para la UE la cohesión es el resultado natural 
del crecimiento y la creación de empleo.

Aunque la evidencia empírica apuntaba 
ya a que el crecimiento y el empleo podrían 
ser necesarios pero no suficientes para ga-

2  Insuficiencia en la creación de empleos en el sec-
tor de servicios; tasa de desempleo de larga duración 
elevada; falta de adecuación entre la oferta y la deman-
da de mano de obra; insuficiente participación de las 
mujeres en el mercado laboral y el envejecimiento de 
la población europea.

3  El documento resultante (informe Kok) gira al-
rededor de cinco elementos considerados claves: i) la 
necesidad de crear una sociedad del conocimiento; 
ii) la mejora del mercado único; iii) el establecimien-
to de un clima favorable para emprendedores; iv)  la 
construcción de un mercado laboral más inclusivo que 
fortalezca la cohesión social, y v) el respeto ambiental 
y el desarrollo sostenible.

4  http://europa.eu/rapid/pressReleasesAction.do
?reference=MEMO/05/123&format=HTML&aged=0
%3Cuage=EN&guiLanguage=en.
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rantizar cohesión social 5, la Comisión pro-
puso veinticuatro objetivos que dejaban 
claro el sesgo que la estrategia estaba adop-
tando. Lo que se buscaba era crear mercados 
abiertos y competitivos dentro y fuera de Eu-
ropa, hacer más atractivo el entorno empre-
sarial, mejorar el clima de negocio para las 
pequeñas y medianas empresas, deducciones 
de impuestos, asegurar que los desarrollos 
salariales contribuyen a la estabilidad ma-
croeconómica y al crecimiento, estimular la 
iniciativa privada mejorando la regulación 
y así hasta veinticuatro objetivos que inter-
pretaban que la liberalización del mercado y 
una mayor mercantilización de las relaciones 
laborales eran vitales para conseguir mayor 
crecimiento y empleo, y por extensión, más 
cohesión social.

¿Y respecto a la modernización del mo-
delo social europeo? Desde el principio el 
temor al envejecimiento de la población y 
a posibles problemas de financiación de los 
sistemas de seguridad social estuvo presen-
te en el discurso de la «insostenibilidad». Se 
habló de modernización social de la UE en 
un sentido mercantilizador y residual. Mer-
cantilizador en tanto que la política social 
debía favorecer la integración laboral y evi-
tar que los trabajadores se hicieran depen-
dientes de las prestaciones sociales. Residual 
en tanto que los esfuerzos sociales no debe-
rían extenderse a toda la población, sino a 
quienes mayores problemas de integración 
laboral mostraban. Esto explica la tendencia 
creciente de la UE a hablar más de exclusión 
social 6 que de igualdad.

Para que esta nueva visión de lo social 
contase con el mayor respaldo y legitimidad 

5  Véase J. Ramos (2010); J. Ramos y D. Chico 
(2010).

6  Estrategia Europea de lucha contra la exclusión 
social, los Planes Nacionales de acción para la Inclu-
sión. Programa de Acción Comunitario a fin de fomen-
tar la cooperación entre los Estados miembros para la 
lucha contra la exclusión social.

posible se creó el Comité de Protección Social 
—de carácter meramente consultivo, destina-
do a fomentar la cooperación en materia de 
protección social entre los Estados miembros 
y la Comisión—.

Pero faltaba concretizar aún más en qué 
consistía la modernización social. Aunque 
el informe de la Comisión de 2005 ya acon-
sejaba combinar flexibilidad económica con 
seguridad social, no fue hasta el año 2007 
cuando se presentó una formulación más cla-
ra más allá de evocaciones genéricas al «wel-
fare to work». En 2007 la Comisión sugiriere 
una adaptación de los modelos sociales eu-
ropeos a los principios de la flexiguridad 7.

Este concepto está altamente relacionado 
con la idea de Mercados de Trabajo en Tran-
sición (MTT) (Schmid, 2002), que sugiere 
que, a diferencia de otras épocas, la realidad 
laboral actual impone continuas transicio-
nes entre varias formas de actividad laboral 
—desde la formación al empleo, desde el 
empleo al desempleo y desde este a la forma-
ción o a un nuevo empleo, etc.—, no siempre 
en la misma empresa.

Se hacía necesaria una nueva definición 
de las políticas sociales y laborales para 
que evolucionasen desde modelos que pro-
porcionan seguridad universal, a otros que 
proporcionen seguridad a quienes sufren 
mayor incertidumbre como consecuencia de 
esta realidad cambiante (trabajadores poco 
cualificados, jóvenes, mujeres y mayores de 
cuarenta y cinco años) 8.

7  Hacia unos principios comunes de flexiguridad, 
http://ec.europa.eu/growthandjobs/index_en.htm.

8  La flexiguridad es «una estrategia que busca au-
mentar, por un lado, los niveles de flexibilidad del mer-
cado de trabajo y de las organizaciones laborales, y por 
otro lado mayor seguridad en las rentas y el empleo de 
los trabajadores, sobre todo de aquellos con más pro-
blemas de integración laboral. “Es un cierto grado de 
seguridad en el lugar de trabajo, y en los ingresos de los 
trabajadores con una posición más débil en el mercado 
de trabajo que facilita su inserción y el desarrollo de 
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Esto implica un cambio fundamental en 
el concepto de seguridad. Ya no se trata de 
defender el puesto de trabajo, como de de-
fender la carrera laboral de los trabajadores. 
Para ello se definen como prioridades unas 
políticas sociales que ayuden a los trabajado-
res a transitar por el mercado de trabajo con 
formación actualizada y unas prestaciones 
económicas que le permitan formarse.

Pero los diferentes modelos económicos y 
«mundos del bienestar» existentes en Europa 
requerían unas pautas de adaptación específi-
cas para que cada economía siguiese su propio 
camino hacia la flexiguridad. No valía la misma 
estrategia para todos. Se propusieron entonces 
siete medidas para favorecer esta convergen-
cia: 1) reducir las asimetrías entre empleos tí-
picos y atípicos; 2) favorecer la adaptabilidad 
tanto de empresarios como de trabajadores 
reforzando la seguridad de las transiciones 
laborales; 3)  mayor inversión en formación 
y capacitación que reduzcan las diferencias 
formativas de la fuerza laboral; 4) crear opor-
tunidades de empleo para los perceptores de 
prestaciones; 5) prevenir el desempleo de lar-
ga duración y la dependencia de prestaciones 
sociales; 6) regularizar el empleo informal, y 
7) construir y desarrollar una capacidad insti-
tucional más propensa al cambio.

En esto consiste la modernización del 
modelo social europeo: en fomentar la flexi-
guridad en economías cada vez mas abier-
tas que priorizan el crecimiento y orientan 
sus esfuerzos sociales a favorecer las tran-
siciones desde la formación al empleo y a 
disminuir la exclusión social. No se tiene en 
cuenta que los países que ya están aplicando 
estos principios —los escandinavos y Holan-

su carrera profesional; mientras que, al mismo tiempo, 
es un cierto grado de flexibilidad numérica, funcional 
y salarial que permite una adecuada adaptación a las 
condiciones cambiantes (del mercado) con el fin de 
mantener y aumentar la competitividad y la producti-
vidad”» (Wilthagen i Rogowski, 2002, 205, 209).

da principalmente— son países con altos sis-
temas impositivos y generosas prestaciones 
sociales. No hay ninguna medida u objetivo 
que aconseje convergencias en los sistemas 
impositivos. No se considera siquiera la po-
sibilidad de establecer un indicador sobre 
gasto social mínimo. Se dificulta así cual-
quier posibilidad de favorecer una progre-
siva armonización social que consolide un 
verdadero Estado del Bienestar europeo. Ni 
tampoco se tiene en cuenta el papel que el 
modelo social podría tener sobre la acción 
exterior, unificando criterios a favor de un 
liderazgo europeo en la defensa de una glo-
balización más redistributiva.

Se culmina así la Europa de Maastricht, 
la que aspiraba a transformar la «escleroti-
zada» Europa en una economía competitiva 
basada en el conocimiento que privilegiaba 
la estabilidad de precios y el rigor presupues-
tario y establecía un modelo social al servicio 
de la integración laboral.

II. �L a Estrategia Europa-2020

En diciembre de 2010 la E-Lisboa llega-
ba a su fin y nada mejor que la propia Co-
misión para avalar su escaso éxito 9. Si bien 
se reconocen aciertos tipo «cuánto hemos 
aprendido juntos estos años» 10, también se 
reconocen serios errores en lo que a falta de 
control, de prevención, de coordinación y de 
integración 11 se refiere.

9  http://ec.europa.eu/europe2020/pdf/lisbon_
strategy_evaluation_es.pdf.

10  Las reformas promovidas han hecho a la eco-
nomía de la UE más resistente y nos han ayudado a 
superar la borrasca de la crisis; la asociación entre la 
UE y los Estados miembros ha sido una experiencia 
positiva; se ha intensificado el aprendizaje político y el 
intercambio de buenas prácticas; la Estrategia de Lis-
boa ha contribuido a crear un amplio consenso sobre 
las reformas que necesita la UE.

11  i) ha faltado un control firme sobre el riesgo sis-
témico (mercados financieros, burbujas especulativas 
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El Método Abierto de Coordinación ha 
demostrado no ser el instrumento de coordi-
nación que la Comisión predijo. El MAC es-
tablecía un dispositivo de observación multi-
lateral que permitía comprobar la aplicación 
de las reformas y que autorizaba a la Unión 
Europea a actuar en los ámbitos en los que 
no poseía competencias a través de los ob-
jetivos comunes fijados por el Consejo Eu-
ropeo. La idea era estimular el intercambio 
de buenas prácticas entre los Estados para 
contrastarla con sus propios contextos na-
cionales. Pero en realidad cada economía ha 
decidido qué políticas aplicar en relación a 
los objetivos comunitarios sin temer ningún 
tipo de sanción en caso de incumplimiento.

La Sociedad de Conocimiento sigue sin 
consolidarse. No sólo porque el objetivo del 
3 por 100 de gasto en I+D no se ha consegui-
do (salvo en Escandinavia), sino porque la 
Sociedad del Conocimiento sigue siendo algo 
complejo en su formulación, y sobre todo, 
en su aplicación en las actuales circunstan-
cias internacionales. Como plantea Baldwin 
(2006), muchos empleos, no sólo de baja 
cualificación, sino también aquellos relacio-
nados con la «sociedad de la información», 
podrán deslocalizarse, de ahí que el esfuerzo 
en favorecer estos sectores en Europa puede 
ser un fracaso. Gracias a las TIC (Tecnologías 
de la Información y comunicación), tareas de 

en mercados inmobiliarios, etc.); ii)  la estrategia no 
estaba suficientemente preparada para abordar parte 
de las causas de la crisis desde el principio, funcionan-
do de forma paralela al Pacto de Estabilidad; iii)  ha 
faltado un vínculo más fuerte entre la E-Lisboa y otros 
instrumentos e iniciativas sectoriales de la UE para 
reforzar la dimensión de la eurozona; iv) el ritmo de 
ejecución de las reformas fue lento y desigual y no se 
ha reconocido suficientemente la importancia de la in-
terdependencia en una economía estrechamente inte-
grada, particularmente en la eurozona; v) la comunica-
ción ha sido el talón de Aquiles de la estrategia; vi) la 
dimensión exterior habría podido reforzarse, y vii) la 
creación de empleo, uno de los logros mas destacables 
hasta la llegada de la crisis, no siempre ha logrado sa-
car a los ciudadanos de la pobreza.

alta cualificación vinculada al diseño, consul-
toras, investigación, etc., pueden fácilmente 
hacerse por trabajadores cualificados en eco-
nomías emergentes. Por el contrario, ciertos 
trabajos de baja cualificación en el sector ser-
vicios (panaderos) no se pueden deslocalizar 
con lo que su exposición a la competición in-
ternacional disminuye y sus aspiraciones de 
mayores rentas aumenta.

Además los sectores de vanguardia que 
no se marchen no pueden absorber grandes 
porcentajes de fuerza laboral, y por tanto, el 
objetivo del pleno empleo debe incluir tam-
bién sectores intensivos en mano de obra y 
baja cualificación profesional, principalmen-
te en el sector servicios. Sería verdaderamen-
te difícil recalificar a toda la fuerza laboral, 
máxime cuando tenemos evidencias de que 
las políticas de formación continua no son 
precisamente un éxito porque son muy po-
cos los trabajadores inscritos y porque bene-
fician más a los trabajadores más cualifica-
dos (Souto & McCoshan, 2005).

Es verdad que los indicadores de empleo 
estaban muy cerca de cumplirse, pero la crisis 
ha arruinado también el éxito de este objetivo 
y hoy nuestras tasas de desempleo están en 
torno al 10 por 100 de la población activa.

III. �L os Contenidos de la E-2020

Cabe preguntarse si la E-2020 solucio-
nará algunos de estos problemas o si por el 
contrario reforzará las tendencias contra-
rias. A juzgar por sus contenidos más bien 
parece lo segundo. La E-2020 sigue en lo 
sustancial las líneas trazadas por la E-Lisboa 
(fortalecer un mercado flexible y desregula-
do, potenciar la economía del conocimiento 
y seguir definiendo un modelo social orien-
tado a favorecer las transiciones laborales y 
a luchar contra la exclusión social).

La cohesión social sigue siendo un asunto 
esencialmente nacional y a nivel europeo cada 
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vez se habla más de inclusión que de igual-
dad. Estas limitaciones pueden aumentar en 
tanto que la crisis financiera y los rescates de 
Grecia, Irlanda y Portugal centran todos los 
esfuerzos europeos y el Plan de Competitivi-
dad de Merkel profundiza aún más la línea 
remercantilizadora de planes y estrategias an-
teriores. El Pacto por el Euro y La Estrategia 
de Competitividad no solo restan protagonis-
mo político a Europa-2020, sino que refuer-
zan las prioridades del mercado único.

El hecho de que un año después de su lan-
zamiento falten por concretar los detalles de 
la Estrategia E-2020, incluyendo las direc-
trices integradas y los objetivos nacionales, 
pone de manifiesto la perdida de importan-
cia de lo que en algún momento aspiró a ser 
el contrapunto social a Maastricht.

Una de sus novedades que aporta la E-2020 
es que hace explícitos dos objetivos cuantifi-
cables que en la anterior Estrategia de Lisboa 
estuvieron difuminados: la reducción de la 
pobreza y la sostenibilidad ambiental. Se trata 
de reducir el número de pobres un 25 por 100 
—20 millones de personas— y de reducir un 
20 por 100 el consumo de combustibles fósi-
les, aumentar un 20 por 100 la utilización de 
energías renovables y reducir un 20 por 100 
las emisiones de CO2. A estos objetivos se 
unen los de empleo —conseguir que el 75 por 
100 de la población de entre veinte y sesenta 
y cuatro años esté empleada—, y sociedad del 
conocimiento —que se destine el 3 por 100 
del PIB a I+D, que el porcentaje de abandono 
escolar sea inferior al 10 por 100 y al menos 
el 40 por 100 de la generación más joven ten-
ga estudios superiores completos—.

Estos objetivos cuantificables se comple-
mentan con siete iniciativas emblemáticas 
(flagships) que tienen como objetivo cata-
lizar los avances en cada tema prioritario 12. 

12  «Unión por la innovación», «Juventud en movi-
miento», «Una agenda digital para Europa», «Una Euro-
pa que utilice eficazmente los recursos», «Una política 

Estas iniciativas son el nuevo instrumento 
de coordinación, una especie de plataforma 
que evalúa los avances o retrocesos de cada 
Estado miembro. Pero sigue sin concretarse 
la condicionalidad. Son los propios Estados, 
en coordinación con la Comisión, quienes 
decidirán cómo cumplir esos objetivos.

Además de estas grandes estrategias, se 
han aprobado algunas directivas relacionadas 
con aspectos sociales, muy importantes pero 
de menos alcance, entre las que destacan:

—	� La Decisión del Parlamento Europeo y 
del Consejo por la que se establece un 
instrumento europeo de micro finan-
ciación para el empleo y la inclusión 
social (instrumento de microfinancia-
ción PROGRESS al que se ha dotado 
con 300 millones de euros, una cifra 
simbólica, pues se presupuesta para 
todos los Estados miembros).

—	� Directiva del Consejo por la que se apli-
ca el Acuerdo marco revisado sobre per-
miso parental, celebrado por Business 
Europe (Patronal Europea), UEAPME 
(patronal de la pequeña y mediana em-
presa), CEEP (empresas vinculadas al 
sector público o de gestión publica) y 
CES (organización sindical europea) y 
se deroga la Directiva 96/34/CE, modi-
ficada por la Directiva 97/75/CE.

—	� Directiva del Consejo por la que se 
aplica el Acuerdo marco para la pre-
vención de las lesiones causadas por 
instrumentos cortantes y punzantes 
en el sector hospitalario y sanitario.

—	� Directiva del Parlamento Europeo y 
del Consejo sobre la aplicación del 
principio de igualdad de trato entre 
hombres y mujeres que ejercen una 
actividad autónoma, y por la que se 
deroga la Directiva 86/613/CEE.

industrial para la era de la mundialización», «Agenda 
de nuevas cualificaciones y empleos», «Plataforma eu-
ropea contra la pobreza».
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—	� Acuerdo político sobre el Reglamento 
del Consejo por el que se amplían las 
disposiciones del Reglamento (CE) 
núm.  883/2004 y del Reglamento 
(CE) núm. 987/2009, a los naciona-
les de terceros países que debido úni-
camente a su nacionalidad no estén 
cubiertos por las mismas.

	 • � El acuerdo político sobre las Decisio-
nes del Consejo relativas a la posición 
que deberá adoptar la Unión Euro-
pea, con respecto a la coordinación 
de los sistemas de Seguridad Social, 
en el seno de los Consejos de Asocia-
ción instituidos por los Acuerdos de 
Asociación entre las Comunidades 
Europeas y la República de Túnez, el 
Reino de Marruecos, la República de 
Argelia, el Estado de Israel, la Anti-
gua República Yugoslava de Mace-
donia (ARYM) y Croacia.

Se ha avanzado también en el diseño y 
aprobación de las directrices para las políticas 
de empleo de los Estados miembros con el fin 
de alcanzar un acuerdo político. El Consejo 
Europeo ha dado su apoyo político a las direc-
trices integradas que serán adoptadas formal-
mente una vez el Parlamento Europeo haya 
emitido su dictamen sobre las mismas. Del 
total de diez Directrices integradas, cuatro 
corresponden a temas de política de empleo.

Hay además tres iniciativas de gran reper-
cusión socio-laboral que siguen atascadas y 
cuya resolución es decisiva, pues profundiza-
rá en las carencias sociales que hemos venido 
subrayando o resolverá parte de las mismas.

1. �O rdenación del tiempo de trabajo 13

La modificación de la Directiva 2003/88/
CE, sobre ordenación del tiempo de trabajo, 

13  La Directiva establece las disposiciones míni-
mas generales de seguridad y salud en materia de or-

ha sido uno de los expedientes más contro-
vertidos de los últimos tiempos en el ámbi-
to del Consejo EPSSCO. La propuesta pre-
sentada por la Comisión en septiembre de 
2004 encontró enormes dificultades en su 
tramitación por el Consejo, que no llegó a 
adoptar una posición común hasta cuatro 
años más tarde, junio de 2008, y con una 
importante fractura interna, pues la decisión 
fue adoptada por mayoría cualificada, con 
la abstención de Bélgica, Chipre, Hungría, 
Malta y Portugal, y el voto en contra de Es-
paña y Grecia. Posteriormente el Parlamen-
to Europeo rechazó la posición del Consejo, 
con lo cual la iniciativa quedó abortada. Con 
ello, sin embargo, no se resolvió la situación, 
pues persiste la obligación de revisar la Di-
rectiva, tanto porque así lo exige su propio 
articulado (arts. 19 y 22.1), como a causa de 
la jurisprudencia del Tribunal de Justicia Eu-
ropeo recaída sobre los servicios de atención 
continuada (asuntos SIMAP, Jager y Dellas), 
que ha puesto de manifiesto un incumpli-
miento generalizado de la vigente Directiva 
(la Comisión ha iniciado procedimientos de 
infracción contra 25 Estados miembros). 
Habrá una nueva propuesta de la Comisión 
una vez finalizada la fase de consultas con 
los interlocutores sociales y los estudios de 
impacto en curso, aunque de momento no se 
ha presentado.

2. �D esplazamiento de trabajadores 14

Se trata de otro expediente especialmente 
sensible. La jurisprudencia del Tribunal de 

denación del tiempo de trabajo. Además, aborda los 
periodos de descanso diario, las pausas, los periodos 
de descanso semanal, las vacaciones anuales, así como 
algunos aspectos del trabajo nocturno y del trabajo 
por turnos. Existen disposiciones sectoriales para el 
transporte por carretera, las actividades en el mar y la 
aviación civil.

14  Una empresa letona gana un concurso para la 
construcción de infraestructuras en Suecia. Sus traba-
jadores letones se acogen a las condiciones salariales y 
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Justicia Europeo en los asuntos Vaxholm, Vi-
king, Laval, y Ruffert aplicó una interpreta-
ción de la Directiva 96/71/CE, sobre el des-
plazamiento de trabajadores efectuado en el 
marco de la prestación de servicios transna-
cional, que ha sido frontalmente rechazada 
por parte de la Confederación Europea de 
Sindicatos y fuertemente cuestionada en el 
seno del Parlamento Europeo, al entender 
que sitúa a los derechos de los trabajadores 
en un plano de subordinación respecto del 
funcionamiento del mercado interior y la li-
bre prestación de servicios a nivel transfron-
terizo. El presidente Barroso expresó ante el 
Parlamento Europeo que quería plantear una 
nueva reglamentación sobre esta Directiva.

3. �D irectiva de maternidad 15

Esta propuesta de Directiva presentada 
por la Comisión en octubre de 2008 está 
resultando mucho más difícil de consensuar 
que lo inicialmente previsto, encontrándose, 
desde hace más de un año, bloqueada en el 

sociales del país de la empresa adjudicataria (Letonia) 
y no de Suecia, aduciendo que en este país no exis-
ten mínimos legales y que las condiciones sociales las 
determinan no leyes sino convenios colectivos entre 
partes. Los sindicatos suecos protestan y el caso llega 
al Tribunal Europeo de Justicia. Se plantea entonces 
qué debe prevaler: si la libre prestación de servicios 
y la libertad de establecimiento para las empresas o, 
por el contrario, los derechos laborales reconocidos 
y evitar el dumping social que la libre prestación de 
servicios podría generar. De momento todas las de-
cisiones del Tribunal Europeo de Justicia (Vaxholm, 
Viking, Laval, y Ruffert) se han mostrado favorables 
a que prevalezca la libre prestación de servicios a los 
derechos laborales, aduciendo que cualquier medida 
que haga menos atractivas las condiciones a una em-
presa que quiera instalarse en otro Estado miembro 
restringiría una libertad fundamental garantizada en 
los Tratados de la UE.

15  Su objetivo es la ampliación del permiso de 
catorce a dieciocho semanas, que un mínimo de seis 
semanas se disfruten después del parto, un permiso 
adicional en casos especiales y regula determinados as-
pectos referidos a la conciliación de la vida familiar y 
laboral y al principio de igualdad de oportunidades.

Parlamento Europeo. La Comisión de Dere-
chos de la Mujer e Igualdad de Género del 
Parlamento Europeo aprobó su dictamen en 
febrero de 2010, alejándose de la propuesta 
de la Comisión al solicitar veinte semanas de 
permiso pagado al 100 por 100 e incluyendo 
un permiso de paternidad, si bien no obliga-
torio. La mayoría de los Estados miembros 
reclaman un mayor grado de flexibilidad en 
la configuración del permiso de maternidad 
y en el disfrute del mismo y les preocupa su 
coste económico.

IV. C onclusiones

A pesar de que la crisis está desacredi-
tando la narrativa neo-liberal respecto a la 
superioridad técnica del mercado, la UE 
sigue potenciando en ciertos aspectos una 
re-mercantilización de las relaciones socio-
laborales y un modelo social europeo con 
tendencias «asistencial» y «residual». Esto 
no significa ni que los estados del bienestar 
europeos se estén asistencializando, ni que 
pierdan su responsabilidad casi total en polí-
tica social, sino que el modelo que la UE ha 
ido articulando es más asistencial que el de 
los propios Estados miembro.

Las insuficiencias sociales y democráticas 
que padecemos desde hace tres décadas y 
que tantas trabas han supuesto a la conso-
lidación del modelo social europeo, lejos de 
desaparecer podrían consolidarse. La única 
solución es aprovechar la crisis para abrir 
espacios políticos que den cabida a nuevas 
formulaciones que inspiren un modelo más 
social para la UE.

Esta dimensión social debería vincularse 
a la dimensión exterior de la UE. Tras cin-
cuenta años de construcción Europea «hacia 
dentro», uniendo la realidad de 27 Estados 
con importantes diferencias políticas, econó-
micas y culturales, es el momento de mirar 
«hacia fuera» y apoyar un modelo económi-
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co que priorice lo social dentro y fuera de 
Europa.

Para ello creemos necesario:

1.	� Priorizar la dimensión social euro-
pea y equipararla en importancia a 
la consolidación del mercado único. 
Debe haber unos Pactos Sociales si-
milares a los Pactos de Estabilidad y 
Crecimiento:

	 1.1. � La dimensión social debe ser 
cada vez más una atribución 
de la UE y menos una potestad 
nacional, para poder alcanzar 
así unos niveles de armoni-
zación básicos sobre los que 
seguir profundizando en la di-
mensión social netamente eu-
ropea.

	 1.2. � Esta atribución ayudaría a 
coordinar políticas europeas 
contra-cíclicas en momentos 
de crisis como el actual. Esto 
refuerza la necesidad de un 
presupuesto netamente federal 
mucho mayor (en la actualidad 
el 1 por 100 del PIB europeo) 
capaz de asumir responsabili-
dades contra-cíclicas y profun-
dizar en la armonización social 
de Europa. Y lo mismo respec-
to a una política fiscal común.

	 1.3. � Hay que redefinir el modelo de 
bienestar al que aspira la UE. 
Hasta ahora la re-mercantili-
zacion iniciada en los noventa 
y los posteriores impulsos des-
reguladores deben ser com-
pensados con mayores dosis 
de seguridad en línea con los 
modelos de flexiguridad escan-
dinavos.

	 1.4. � Aplicar políticas armonizado-
ras en materia social en línea 
con las propuestas de «Co-

rredores o bandas sociales» 
(Busch, 2011). La propuesta 
parte de una evidencia empí-
rica. Los países europeos con 
mayor renta per cápita son los 
que mas gastan en política so-
cial. La correlación entre ambas 
variables alcanza niveles 0,92. 
Sobre esa base se propone vin-
cular distintos niveles de renta 
per cápita con diferentes ratios 
de gasto social, de tal forma 
que cada economía, según su 
nivel de desarrollo (renta per 
cápita), tendría que gastar un 
mínimo social. A medida que 
aumenta la renta aumenta el 
gasto social, entre otras cosas 
porque el gasto social tiene un 
efecto positivo sobre el aumen-
to de la renta. Esto no sólo ayu-
daría a una armonización so-
cial dentro de la UE, sino que 
además evitaría tensiones de 
dumping social sin que las eco-
nomías menos desarrolladas 
tuviesen que sobreendeudarse 
para conseguir sus estándares 
sociales mínimos.

2.	� Para que todo esto sea posible es 
necesario un Pacto Social Europeo 
que potencie la consolidación social 
de la UE. Este Pacto debería contar 
con la participación activa de los sin-
dicatos europeos (ETUC-CES), la 
patronal europea (Business Europe) 
y los representantes institucionales 
europeos (los cuatro comisarios in-
volucrados (Asuntos Económicos, 
Sociales, Empleo, Medio Ambiente) 
y los representantes de la Comisión 
de Empleo y Asuntos Sociales del 
Parlamento.

	 2.1. � Este órgano tendría como mi-
sión:
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	 2.1.1. � Participar en la defini-
ción de los objetivos 
sociales. La actual Es-
trategia E-2020 sienta 
una base social muy 
interesante en su obje-
tivo de lucha contra la 
pobreza. Algo similar 
debería hacerse en lo 
que acceso a la sani-
dad, a los servicios de 
dependencia y aten-
ción domiciliaria y la 
educación preescolar. 
Estos podrían ser los 
objetivos del Pacto 
Social Europeo: que 
todos los ciudadanos 
de la UE tengan ga-
rantizados estos servi-
cios sociales.

	 2.1.2. � Participar con el Par-
lamento, Comisión y 
Consejo en la elabo-
ración de un plan de 

acción y ejecución de 
los objetivos sociales 
en los que se debata la 
financiación de estos 
objetivos y sus tiem-
pos de implementa-
ción.

	 2.1.3. � Participar en la eva-
luación de los avan-
ces y retrocesos para 
coordinar estrategias 
conjuntas.

3.	� Convertir la defensa de una globali-
zación más distributiva en una prio-
ridad de la agenda exterior europea.

	 3.1. � Apoyo explicito a la Agenda 
de Empleo Digno y Umbral 
Social Mínimo propuestas por 
la OIT.

	 3.2. � Una sola voz en las cumbres 
internacionales en defensa de 
mayor regulación financiera, 
tasa Tobin y fin de los paraísos 
fiscales.
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I.  �  DESARROLLOS RECIENTES EN LA 
POLíTICA DE MEDIO AMBIENTE 
DE LA UE

La revisión de las distintas áreas objeto 
de acción política dentro del VI Programa 
de Acción de Medio Ambiente, VI PAMA, 
muestra desarrollos dispares:

1.  �  Cambio climático

Los esfuerzos para mitigar el cambio cli-
mático se consolidaron en 2009 con la publi-
cación del llamado «paquete energía-cambio 
climático» adoptado en 2007. Implica un 
planteamiento integrado de la política para 
el clima y la energía en la UE guiada por los 
objetivos para reducir las emisiones de ga-
ses de efecto invernadero, EGEI en un 20 

por 100, incrementar la participación de las 
energías de fuentes renovables, EFR hasta el 
20 por 100 del consumo de energía final, y 
mejora de la eficiencia energética en un 20 
por 100, todo para 2020. Entre los elemen-
tos del paquete (Farmer, 2011) hay que des-
tacar:

— � La revisión y consolidación del sistema 
de comercio de emisiones, SCE, de la 
UE, introduciendo un tope único para 
toda la UE en 2013, y la sustitución 
progresiva de la concesión de cuotas 
gratuitas por subastas, así como una 
extensión de los sectores y gases de 
efecto invernadero cubiertos.

— � La llamada Decisión de Esfuerzo Com-
partido, que establece objetivos de re-
ducción nacionales para los sectores 
fuera del SCE para el periodo 2013-
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2020. La reducción exigida es del 10 
por 100 por debajo de los niveles de 
2005, estando el esfuerzo distribuido 
entre los Estados miembro, EMs, de 
acuerdo con su PIB.

— � Una nueva Directiva para energías de 
fuentes renovables que establece ob-
jetivos vinculantes para estas energías 
incrementando su participación en la 
UE hasta el 20 por 100 de la energía 
final en el 2020. Además se prevé que 
para 2020 las EFR —biocombustibles, 
electricidad e hidrógeno de EFR— 
significarán al menos el 10 por 100 
de la energía consumida por todos los 
medios de transporte.

— � La adopción de la Directiva de Se-
cuestro y Almacenamiento de Carbo-
no, SAC, que establece el marco para 
asegurar que el secuestro, transporte 
y almacenamiento final se hacen en 
condiciones seguras.

La agenda de la política de energía y 
cambio climático ha tenido una influencia 
significativa en la discusión de las nuevas 
perspectivas financieras, el llamado Marco 
Financiero Multianual (MFM). La Comisión 
Europea propone [COM (2011) 500, de 29 
de junio] que al menos un 20 por 100 de los 
fondos de la UE estén ligados a la mitigación 
del CC o adaptación al mismo (Comisión 
Europea, 2011). El éxito generalizado en el 
desarrollo de esta política de CC puede acha-
carse en parte a las oportunidades que el CC 
ha ofrecido a la Comisión para controlar más 
e incluso «comunitarizar» la política energé-
tica y consecuentemente la de transporte.

Sin embargo se ha avanzado poco en la 
consecución de una agenda política similar 
para el transporte. La Comisión publicó un 
nuevo Libro Blanco de Transporte en 2011, 
concluyendo que el sector tendría que con-
seguir una reducción de EGEI del 80-95 por 
100 en 2050 y proponiendo consecuente-
mente una estrategia de profunda transfor-

mación del sector para hacer compatible un 
incremento de la movilidad con la reducción 
de emisiones. Lo que implica que todos los 
automóviles movidos por combustibles con-
vencionales desaparecerían de las ciudades 
antes de 2050, que 40 por 100 de los car-
burantes de aviación serian sostenibles de 
bajo contenido en carbono y que las emisio-
nes del transporte por barco se reducirían en 
un 40 por 100. Para 2030, 30 por 100 del 
transporte por carretera para distancias su-
periores a 300 km debería cambiar a otras 
modalidades como el transporte por ferroca-
rril o barco, y en 2050 este cambio afectaría 
al 50 por 100 [COM (2011) 144]. Sin em-
bargo, varios EMs y grupos de interés han 
manifestado su oposición a estos objetivos 
más ambiciosos.

En 2011 la Comisión dio continuidad 
a su «paquete» 20-20-20 con su «Hoja de 
ruta hacia una economía baja en carbono en 
2050» [COM (2011) 142], en el marco de 
la nueva estrategia para el desarrollo «Es-
trategia UE 2020» [COM (2011) 112], que 
establece propuestas para alcanzar una re-
ducción de EGEI del 80-95 por 100 en 2050 
según el acuerdo del Consejo Europeo de fe-
brero 2011 con objetivos intermedios 2020, 
más ambiciosos que los del paquete 2030 y 
2040.

La Comisión está preparando también 
una «Hoja de ruta para la energía 2050» 
cuya publicación se prevé para este otoño y 
en la que se espera que finalmente la Comi-
sión se pronuncie sobre el polémico tema del 
papel que se reserva a medio y largo plazo, 
si es el caso, a la energía nuclear, a la cual 
no hace ninguna alusión en la Hoja de ruta 
2050 para una economía baja en carbono en 
la que sí aboga por el protagonismo de las 
energías de fuentes renovables pasando de 
puntillas sobre este el tema nuclear.

Entretanto cada vez mas grupos activos 
y de interés exigen que se incremente el ob-
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jetivo unilateral de reducción de EGEI en 
un 20 por 100 al 30 por 100 para 2020. Ya 
en mayo de 2010 la Comisión europea ar-
gumentó en base de un nuevo análisis, que 
superar el 20 por 100 de reducción de EGEI 
era viable técnica y económicamente y que 
además era una forma de promover la com-
petitividad de las empresas de la UE. Hasta 
el momento siete EMs, entre ellos España, 
apoyan que el objetivo sea del 30 por 100. El 
Comité de Medio Ambiente del Parlamento 
Europeo votó a favor de tal propuesta a fines 
de mayo 2011. Y a mediados de junio más 
de 70 empresas europeas y globales firmaron 
una declaración similar pidiendo que la UE 
redujera sus EGEI en más del 30 por 100 en 
2020, incluyendo empresas como Unilever y 
Coca-Cola (Greeenwise, 2011).

Sin embargo el desarrollo de una políti-
ca marco de la UE sobre adaptación al CC 
ha progresado muy poco, aunque el tema se 
reconoce cada vez más como importante. 
El Libro Blanco sobre Adaptación al Cam-
bio Climático de 2009 establece un plan 
en dos fases. La primera, para 2009-2012, 
está dedicada a avanzar en la investigación 
y el análisis para establecer las bases para la 
puesta en práctica de una estrategia de adap-
tación en una segunda fase que se iniciaría 
en 2013.

2.  �  Biodiversidad y entorno natural

La UE se había comprometido a un am-
bicioso objetivo: detener la pérdida de biodi-
versidad antes de 2010, instrumentando este 
compromiso con una estrategia y un plan de 
acción. En 2010 tuvo que reconocer que el 
objetivo no se había cumplido de forma mas 
que evidente [COM (2010) 248 final]. Este 
fracaso se debió en parte a una puesta en 
práctica muy insuficiente y falta de financia-
ción en los EMs de la UE. También hay que 
achacarla a la falta de avances en neutralizar 
las presiones de sectores económicos clave, 

en particular la agricultura y el urbanismo y 
construcción. Lo que pone en evidencia una 
vez mas el desafío de la integración eficaz o 
coherencia entre las distintas políticas (Eco-
logic, IEEP, CEU 2011).

La intensificación en curso de las prácti-
cas agrarias en combinación con el abando-
no de suelo agrícola marginal, los cambios 
de uso del suelo por la urbanización, la de-
forestación, pérdida de hábitats y fragmen-
tación, la sobreexplotación, la eutrofización, 
están entre las causas clave de esta pérdida 
continuada de biodiversidad.

Las Directivas de aves y hábitats son las 
piedras angulares de la política de biodiver-
sidad de la UE. Sin embargo hay que recal-
car que estos instrumentos legales específi-
cos tienen poca influencia en las prácticas de 
usos y explotación del suelo y del mar y en 
los desarrollos en general que tienen lugar 
fuera de las áreas protegidas, y disponen de 
recursos financieros limitados. Los desafíos 
mayores son la lentitud en la designación de 
las áreas protegidas, en particular las mari-
nas, bajo ambas Directivas, la aplicación in-
completa de algunas de las medidas previstas 
(como la falta de medidas de mayor alcance 
en lo referente a la conectividad ecológica y 
paisajística entre áreas), fondos insuficientes 
(en particular para gestión adecuada de los 
hábitats) y la aplicación insuficiente de algu-
nas de las disposiciones.

La conservación de la biodiversidad de-
pende muchísimo del apoyo adicional de 
otras políticas con las que interactúa, inclu-
yendo las medidas de «cross compliance» 
(ayudas condicionadas) de la PAC y de los 
intentos de regular los cambios de uso del 
suelo, a través por ejemplo de la Directiva 
de Evaluación Ambiental Estratégica o de la 
Directiva de Evaluaciones de Impacto, muy 
manipulables según los intereses en juego. 
Los retrasos en el desarrollo de la Directiva 
Marco de Agua o de la Directiva de Estrate-
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gia Marina y la lenta o incompleta aplicación 
de algunos instrumentos, como la Directiva 
de Tratamiento de Aguas Residuales Urba-
nas o la Directiva de Nitratos, han contri-
buido a este avance limitado. Diversos ins-
trumentos facilitan incentivos para usos del 
suelo y prácticas de gestión de los mismos 
que contribuyen a mantener y recuperar há-
bitats de alto valor en biodiversidad, entre 
los cuales los más importantes son las medi-
das agroambientales o similares dentro del 
Fondo Agrícola Europeo para el Desarrollo 
Rural. Sin embargo las limitaciones en cuan-
to a fondos, en particular para las medidas 
agro-ambientales, son más que evidentes 
(Farmer, 2011).

Mientras, las presiones sobre la biodiver-
sidad no han hecho mas que crecer en los 
años recientes, aunque es cierto que ha ha-
bido una concienciación creciente de su va-
lor en términos de los servicios que prestan 
los ecosistemas (suelos productivos, agua 
limpia y de calidad, secuestro de carbono, 
bases para el esparcimiento y el turismo...). 
Consecuentemente el Consejo Europeo de 
marzo de 2010 acordó un nuevo objetivo 
para detener la pérdida de biodiversidad y 
la degradación de los ecosistemas y avanzar 
lo más posible en su recuperación en 2020. 
Como resultado, la Comisión presentó en 
mayo de 2011 una nueva estrategia de bio-
diversidad, estableciendo seis objetivos para 
la acción, incluyendo una mejor aplicación 
de las Directivas de aves y de hábitats, una 
mejor protección de los ecosistemas e «in-
fraestructuras verdes», una mejor financia-
ción e integración en las políticas sectoriales, 
aunque omitiendo el desarrollo de nuevos 
instrumentos normativos y económicos para 
la biodiversidad.

La política de biodiversidad sigue basán-
dose principalmente en la regulación o nor-
mativa combinada con acciones voluntarias. 
Una diferencia clave en lo que se refiere a 
oportunidades, comparándola con la políti-

ca de CC, es la disponibilidad reducida de 
soluciones tecnológicas comercializables que 
puedan traducirse en una panoplia de res-
puestas «siempre ganadoras», así como la in-
adecuación de los instrumentos económicos 
y fiscales y de los fondos disponibles y las 
disputas entre los Estados miembros y la Co-
misión en materia de competencias. Además 
los objetivos políticos pueden resultar invia-
bles con respecto a los medios dispuestos, 
como fue el caso del objetivo de detener la 
pérdida de biodiversidad para 2010.

3.  �  Los recursos naturales y el consumo  
y producción sostenibles

La necesidad de una política sólida de los 
recursos naturales es cada vez más evidente 
considerando las limitaciones crecientes en 
su disponibilidad y la volatilidad e incremen-
to de los precios de los alimentos, la energía 
y metales específicos. Muchas de las medidas 
de la UE incluidas en la normativa sobre los 
productos y residuos van dirigidas a mejorar 
la eficiencia de nuestro uso de los recursos 
naturales y reducir el impacto ambiental du-
rante todo el ciclo de vida del producto, con 
el apoyo de actividades de sensibilización, 
y complementados por el amplio acervo 
medioambiental comunitario. Sin embargo, 
la conceptualización de un enfoque global 
e integrado implica entrar en el terreno de 
políticas nuevas y complejas, no habiendo 
por el momento acuerdo sobre cómo ha de 
abordarse de forma operativa la mejora de la 
eficiencia de los recursos ni en cuanto a los 
objetivos a establecer, o de cómo se puede 
avanzar, por ejemplo, a través de actividades 
de innovación (Fedrigo-Fazio et al., 2011).

Las dificultades para conceptualizar una 
respuesta política efectiva ya eran evidentes 
en la estrategia temática sobre el «Uso sos-
tenible de los recursos naturales» de 2005, 
que se desarrolló bajo el VI Programa de 
Acción de Medio Ambiente, que en térmi-
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nos generales reconocía la gran relevancia 
de los recursos naturales para las econo-
mías europeas, pero no establecía objetivos 
claros y cuantificados [COM (2005) 670]. 
En 2008, la Comisión Europea siguió con la 
denominada Iniciativa Materias Primas que 
concluía señalando que «un valor agregado 
total de 1,32 billones de euros y el empleo de 
unos 30 millones de personas y también una 
gama de nuevas e innovadoras tecnologías, 
medioambientales dependen del acceso a 
materias primas no energéticas tales como el 
platino, el paladio, el litio o de galio» [COM 
(2008) 699].

En febrero de 2011 la Comisión adoptó 
un nuevo documento estratégico para in-
crementar el acceso a las materias primas, 
incluyendo medidas para garantizar el sumi-
nistro internacional, el abastecimiento inter-
no y la acciones para impulsar la eficiencia 
de los recursos y el reciclaje [COM (2011) 
25]. Sin embargo, estos esfuerzos no se diri-
gen ni traducen en la reducción de los nive-
les de consumo totales de materias primas ni 
a la necesaria disminución de los impactos 
ambientales generados, debido en gran parte 
a la presión de los grandes consorcios inter-
nacionales.

El proceso iniciado por la Europa 2020 
pone un fuerte énfasis en la eficiencia de los 
recursos. En enero de 2011 la Comisión Eu-
ropea publicó sus iniciativas sobre eficiencia 
de recursos, como una de las siete iniciati-
vas emblemáticas previstas bajo el paraguas 
de la estrategia Europa 2020 [COM (2011) 
21]. En esta iniciativa se establece una am-
plia visión de los cambios estructurales y tec-
nológicos necesarios hasta el año 2050, con 
objetivos a alcanzar para el año 2020, y pro-
puestas acerca de cómo podrían alcanzarse, 
prestando especial atención a la racionaliza-
ción del consumo (o gestión de la demanda) 
y al desarrollo y la accesibilidad a la innova-
ción, así como al análisis de los principales 
recursos y su disponibilidad y uso dentro de 

la perspectiva de su ciclo de vida o de la ca-
dena de valor. Esta iniciativa emblemática 
proporciona un marco a largo plazo para las 
acciones en muchas políticas sectoriales o de 
apoyo a las políticas en materia de cambio 
climático, energía, transporte, industria, ma-
terias primas, agricultura, pesca, biodiversi-
dad y desarrollo regional.

Esta iniciativa se completará a mediados 
de 2011 con una verdadera Hoja de Ruta 
más detallada, exigida por el comisario de 
Medio Ambiente, concretando el camino 
a seguir para lograr una Europa verdade-
ramente eficiente en el uso de los recursos 
para el año 2050, como uno de los motores 
para la innovación y la competitividad de la 
economía comunitaria, convirtiéndose en la 
vara de medir o referencia clave para evaluar 
la pertinencia, el progreso y eficacia de esta 
futura política comunitaria de recursos natu-
rales. Además de hacer frente a los desafíos 
que plantean recursos o materiales específi-
cos, tendrá que abordar los factores o fuerzas 
motoras subyacentes para el mayor consumo 
de recursos, como la vivienda, la movilidad 
o la alimentación, sobre todo a través de me-
canismos de racionalizacion o gestión de la 
demanda vía mecanismos de mercado o de 
fijación de precios mas eficaces, para que el 
mercado trabaje a favor de la sostenibilidad 
y no lo contrario, o vía reformas fiscales con 
objetivos no solo recaudatorios sino también 
de orientación de políticas de consumo.

4.  �  Medio ambiente y salud.  
Una preocupación creciente

En esta sección se trata especialmente 
la evolución de las políticas en materia de 
aguas y de productos químicos de la UE que 
han tenido desarrollos significativos el ulti-
mo año, sin que ello signifique subestimar la 
relevancia en materia de salud de los desa-
rrollos comunitarios en calidad del aire en la 
que se dieron avances importantes en años 
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anteriores aunque la contaminación atmos-
férica de nuestras ciudades sigue siendo un 
desafío pendiente.

La Directiva Marco del Agua (DMA) de 
2001 estableció el marco político principal 
para la preservación y restauración de la 
calidad de las masas de agua europea, con-
cretándose en un marco de medidas de régi-
men común aplicable a todas las iniciativas 
legislativas relevantes o relacionadas con el 
agua. La directiva ha sido descrita como «le-
gislación potencialmente muy innovadora», 
ya que el medio acuático no sólo necesita ser 
protegido de la contaminación y otras ame-
nazas, sino que requiere que se atienda a la 
funcionalidad de los ecosistemas acuáticos y 
a su consideración como una parte esencial 
de ecosistemas más amplios, y que todos de-
ben ser gestionados, conservados y, a veces, 
recuperados o reconstruidos en sus compo-
nentes básicos (Moss, 2004).

Su aplicación se plantea por etapas y un 
hito fundamental fue la presentación de los 
exigidos Planes Integrados de Gestión de 
Cuenca para 110 cuencas fluviales mayores 
de todos los Estados miembros de la UE en 
2009. Estos planes debían incluir programas 
de medidas que entrarían en funcionamiento 
en 2012 y con ello garantizar que la calidad 
de las aguas de Europa alcanza un buen es-
tado ecológico en 2015. La política de aguas 
de la UE se encuentra actualmente en una 
fase muy importante del ciclo político. Los 
planes deberían también actuar como instru-
mento o vehículo para la consulta pública y 
una participación mas activa de los ciuda-
danos en el proceso de formulación de po-
líticas.

La directiva hace hincapié en la necesidad 
de «alcanzar un precio justo» del agua, y para 
ello requiere que las políticas de precios del 
agua, reflejando «en lo posible» (condiciona-
do introducido a instancias de países como 
España) todos los costes, estén en vigor an-

tes de 2010 para proporcionar suficientes 
incentivos para el uso eficiente del agua en 
los diferentes sectores. El objetivo final es lo-
grar la recuperación de los costos del uso del 
agua, incluyendo los costes ambientales y de 
uso de los recursos, lo que refleja el princi-
pio de que «el que contamina, paga», y pro-
gresivamente el menos utilizado de «quien 
usa los recursos paga», para garantizar su 
uso sostenible. Aunque la DMA se considera 
en general como innovadora, se le ha acha-
cado que sus objetivos son demasiado ambi-
ciosos, y que la DMA carece de claridad en 
los detalles operativos para su consecución, 
dejando mucho espacio para interpretacio-
nes divergentes de los requisitos para la ac-
ción, por lo que es difícil asegurar que los 
objetivos de la política se estén cumpliendo. 
Su puesta en práctica fue bastante gravosa 
en un principio, aunque ha mejorado en los 
últimos años.

Los Estados miembros también gozan de 
considerable autonomía y flexibilidad con 
respecto a cuestiones tales como la fijación 
de precios adecuados del uso del agua —lo 
que genera políticas dispares y no siempre 
eficientes—, y el uso de instrumentos eco-
nómicos para racionalizar la demanda y me-
jorar la eficiencia en el suministro y uso del 
agua no esta generalizado en la UE. También 
se echa en falta un método eficaz para mejo-
rar la integración de la gestión del agua en 
áreas políticas clave como la agricultura y 
el regadío, la planificación urbanística y el 
abastecimiento urbano o residencial, cara a 
mejorar la eficacia (para qué) y la eficiencia 
(cómo y cuánto) del uso del agua.

La escasez de agua es un reto creciente, 
sobre todo en el contexto del cambio cli-
mático. La Comisión está preparando para 
2012 una revisión de las políticas principa-
les afectadas por este desafío dentro del lla-
mado «Proyecto para salvaguardar las aguas 
de Europa». Tendrá como objetivo explorar 
e identificar las opciones para integrar me-
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jor los requisitos de la política del agua en 
la política agrícola, así como las opciones 
para establecer normas para la eficiencia 
hídrica en usos residenciales y en edificios 
y mejorar los sistemas de fijación de los 
precios del agua y de medición de flujos y 
consumos de agua. La política del agua en 
curso permitirá comprobar si el enfoque de 
la Directiva Marco está dando resultados en 
la práctica, o no.

La Política Europea de Sustancias Quí-
micas se encuentra también en una fase críti-
ca, con el primer plazo de la normativa REA-
CH para registro de sustancias culminado en 
noviembre de 2010, alcanzándose un total 
de 24.675 registros presentados. En general, 
REACH se considera la normativa comuni-
taria más voluminosa, detallada y compleja 
de la legislación ambiental (Farmer, 2011).

Se basa en el principio de que correspon-
de a los fabricantes, importadores y usuarios 
intermedios garantizar que sólo fabrican, co-
mercializan o usan sustancias que no afectan 
negativamente a la salud humana o el me-
dio ambiente, y que las autoridades públicas 
pueden restringir la fabricación, comerciali-
zación y el uso de sustancias, si lo exige el 
mayor interés general. Sus disposiciones se 
basan en el principio de precaución, y por 
tanto, prevé el desarrollo de políticas que 
combinan las exigencias de la regulación o 
normas obligatoria con la autorregulación, 
dentro del enfoque híbrido llamado de «buen 
gobierno» (Hey et al., 2007).

Desde un principio ha existido el temor 
de que las autoridades se verían desbordados 
por la cantidad y complejidad de las evalua-
ciones de sustancias a realizar. Sin embar-
go, el informe recientemente publicado por 
la Agencia Europea de Sustancias Químicas 
sobre el funcionamiento de REACH confir-
ma que por lo general funciona bien y que en 
gran medida los agentes concernidos colabo-
ran según lo previsto (ECHA, 2011) aunque 

que esperar a evaluar los impactos reales en 
la mejora de la situación.

5.  �  El desafío de la puesta en práctica  
de las políticas ambientales

A pesar de las medidas adoptadas por la 
UE para mejorar la aplicación y cumplimien-
to, los logros registrados en la aplicación de 
la legislación ambiental comunitaria en los 
Estados miembros siguen siendo pobres. Los 
procedimientos abiertos por la Comisión por 
infracción ambiental siguen representando 
aproximadamente un tercio de todos los ca-
sos abiertos por falta de transposición, de co-
municación, no conformidad o mala aplica-
ción de la legislación en los EMs de la UE-27. 
Pendiente de disponer de los datos de 2010, a 
finales de 2009, la Dirección General de Me-
dio Ambiente había abierto 451 expedientes 
de infracción y objeto de investigación (cua-
dro 1), con España a la cabeza en número de 
infracciones y en particular en lo referente a 
conservación del patrimonio natural.

En los últimos cinco años el número de ca-
sos abiertos tratados por la Dirección General 
de Medio Ambiente se ha mantenido relativa-
mente constante, aunque el número de senten-
cias del Tribunal de Justicia Europeo (TJE) en 
materia de medio ambiente ha ido aumentan-
do continuamente. El mayor número de con-
denas desde el año 2002 figura en las áreas de 
protección de la naturaleza, residuos y agua. 
Los esfuerzos para mejorar la aplicación de 
la legislación ambiental están muy mitigados 
por lo prolongado de los procedimientos de li-
tigio, el cual —según el procedimiento— pue-
de tomar varios años, pudiendo impedir que 
la Comisión adopte medidas eficaces en casos 
en que el daño ya ha ocurrido y no puede ser 
reparado (Farmer, 2011).

La mejora en la aplicación y cumplimien-
to de la legislación ambiental está conside-
rada como una prioridad clave por el actual 
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comisario de Medio Ambiente, quien ha 
anunciado una nueva Comunicación para 
una mejor aplicación de la legislación am-
biental en el otoño de 2011, incluyendo un 
sistema de inspecciones reforzadas y la me-
jora de la base de datos sobre la aplicación y 
cumplimiento de la legislación por los EMs 
(Potocnik, 2011).

Los esfuerzos actuales priorizan un enfo-
que preventivo, basado en una estrecha co-

operación con los Estados miembros frente 
a estrategias de exigencia y denuncia con re-
curso ante el Tribunal de Justicia de Estras-
burgo. La Comisión, junto con 15 Estados 
miembros de la Comisión, ha iniciado una 
estrategia piloto que prevé una comunica-
ción rápida y estrecha sobre casos de posible 
conflicto con la normativa utilizando una red 
activa de puntos de contacto para enfocarlos 
a través de las experiencia relacionadas en 
distintos EMs.

CUADRO 1

INFRACCIONES A LA LEGISLACIÓN AMBIENTAL COMUNITARIA POR ESTADO MIEMBRO 
Y ÁREAS NORMATIVAS. SITUACIÓN A DICICIEMBRE 2009
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II.  �  DESARROLLO DE LA POLÍTICA 
MEDIOAMBIENTAL EN éPOCA 
DE CRISIS ECONÓMICA

1.  �  Europa 2020: establecimiento  
de prioridades para el crecimiento 
económico

La continua crisis económica y la urgen-
cia para recuperar el crecimiento económico 
y el empleo son las razones de fondo para 
la adopción de la nueva estrategia de creci-
miento, la llamada «Europa 2020», que re-
conoce la salida rápida de la crisis económi-
ca y orientada al futuro, como la prioridad 
más inmediata para Europa [COM (2010) 
2020]. A más largo plazo, la estrategia Eu-
ropa 2020 tiene como objetivo convertir a 
la UE en una economía inteligente (basada 
en el conocimiento y la innovación), soste-
nible (promoción del uso eficaz y eficiente 
de los recursos, un crecimiento más verde 
competitivo), e incluyente (alto nivel de em-
pleo, aportando cohesión económica, social 
y territorial). La necesidad de una acción de 
la UE enmarcada en la prioridad del «creci-
miento sostenible» (¿o debería ser del «desa-
rrollo sostenible»?) hace hincapié en la ven-
taja competitiva de las tecnologías verdes, la 
necesidad de implementar los compromisos 
de reducción de emisiones de gases de efecto 
invernadero, EGEI, la urgencia de fortalecer 
la resiliencia del territorio frente a los ries-
gos climáticos, los beneficios para la seguri-
dad financiera y energética ligados a la satis-
facción de objetivos sostenibles en materia 
energética y el objetivo ultimo de disociar 
el crecimiento (¿o debería decir mejora de 
la calidad de vida?) del uso de energía y de 
recursos.

La estrategia «Europa 2020» adopta cin-
co objetivos principales que deben alcanzar-
se para el año 2020, incluyendo los objetivos 
20-20-20 del paquete de clima y energía. 
Además establece las siete llamadas inicia-

tivas emblemáticas para estimular la acción 
política, incluyendo entre ellas:

— � «Unión por la innovación» (para im-
pulsar la investigación sobre la se-
guridad energética, el transporte, el 
cambio climático y la eficiencia de los 
recursos, entre otras áreas).

— � «Eficiencia de los recursos» (para apo-
yar la transición hacia una economía 
eficiente en el uso de recursos y baja 
en carbono, una economía «eficiente 
en la forma en que usa todos los re-
cursos»).

— � «Política industrial para la globaliza-
ción» (para, entre otros aspectos, apo-
yar la transición a una mayor eficien-
cia energética y del uso de recursos y 
promover la tecnología y métodos de 
producción que reducen el uso de los 
recursos naturales y aumentan la inver-
sión en activos naturales existentes).

El proceso «Europa 2020» no está exento 
de desafíos para la política medioambiental 
europea. En el lado positivo hay que señalar 
que la estrategia «Europa 2020» hace hin-
capié en la necesidad de combatir el cam-
bio climático y aumentar la eficiencia en el 
uso de los recursos de Europa, en particular 
los energéticos, colocando estos objetivos 
ambientales al mas alto nivel en la agenda 
política e impulsando nuevas y ambiciosas 
políticas al respecto. También se embarca 
en un enfoque de gobernanza más funcional 
que puede ofrecer mejores resultados que la 
llamada Agencia Socio Económica de Lisboa 
vigente esta última década.

Sin embargo, el enfoque de la «Europa 
2020», sigue siendo limitado. Se centra ex-
plícitamente en las políticas que estimulan 
el crecimiento económico. Un enfoque limi-
tado de este tipo necesariamente pasa por 
alto otros objetivos clave firmemente arrai-
gados en el conjunto del acervo de la UE. 
Por ejemplo, se margina el capital natural, la 
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biodiversidad y el concepto más amplio de 
los ecosistemas, su funcionalidad y sus ser-
vicios, que son de importancia central para 
el bienestar humano y básico para el rendi-
miento y prestaciones de la economía.

La estrategia «Europa 2020» está más o 
menos centrada explícitamente en los avan-
ces tecnológicos y estrategias que se conside-
ran beneficiosas para todos (win-win), que 
por sí solas no son ni adecuadas ni suficien-
tes para hacer frente a los desafíos del medio 
ambiente actuales y previsibles, y se corre el 
riesgo de crear políticas que ignoran las inte-
rrelaciones e intercambios entre políticas di-
ferentes, como se describió anteriormente.

2.  �  El presupuesto de la UE: la política  
de medio ambiente en tiempos  
de medidas de austeridad

El enfoque a favor del crecimiento de la 
estrategia «Europa 2020» contrasta con el 
esfuerzo controlador de muchos EMs cada 
vez más atentos a la austeridad financiera, 
que domina cada vez más las discusiones en 
torno a la adopción de las próximas perspec-
tivas financieras comunitarias (MFF).

Desde el lanzamiento de la revisión sin 
«ningún tabú» del presupuesto de la UE en 
2007, han aumentado las llamadas a rever-
decer el futuro marco financiero plurianual, 
MFF, convirtiendo el presupuesto en una 
herramienta eficaz para impulsar la transi-
ción hacia una economía eficiente en el uso 
de recursos y baja en carbono. El proceso 
de revisión culminó en octubre de 2010, 
cuando la Comisión adoptó una Comunica-
ción sobre la revisión de presupuesto de la 
UE [COM (2010) 700], reconociendo que el 
cambio climático y la energía deberían tener 
un papel fundamental en el próximo marco 
financiero plurianual.

Sin embargo, no se desarrollaron ni plan-
tearon medidas específicas, ni se incluyeron 

en la Comunicación retos ambientales más 
amplios que los mencionados. Los Estados 
miembros siguen además peleando con la 
Comisión Europea y el Parlamento Europeo 
para reducir el tamaño del presupuesto, lo 
cual está comenzando a eclipsar las discu-
siones sobre el contenido y las prioridades 
de gasto. Un prominente grupo de Estados 
miembros ha abogado por una congelación 
efectiva del presupuesto en el futuro (inclu-
yendo el Reino Unido, Dinamarca y los Paí-
ses Bajos), mientras que otros como Fran-
cia, España o los nuevos miembros de la UE 
siguen abogando y defendiendo los bloques 
tradicionales de gasto en agricultura y co-
hesión (Medarova et al., 2011). Lo anterior 
plantea un dilema entre lo que se decide po-
líticamente y los recursos que se movilizan 
para conseguirlos:

La UE se ha comprometido a una agenda 
a largo plazo para la descarbonizacion de la 
economía con objetivos concretos para 2020 
y 2050, que requerirá movilizar inversiones 
considerables y el desarrollo acorde de nue-
va capacidad institucional que se concretará 
en nuevos organismos. El presupuesto de la 
UE tiene el potencial para aportar sólo una 
pequeña porción de la factura total, el post-
2013 MFF será fundamental para establecer 
un marco adecuado para las acciones futu-
ras que atraiga recursos adicionales de otras 
fuentes de financiamiento.

Tanto el análisis de las posiciones de al-
gunos EMs como las demandas del Parla-
mento hasta la fecha, indican que los temas 
tradicionales (por ejemplo, el tamaño total 
del marco financiero plurianual de la UE, la 
PAC y la política de cohesión, los descuen-
tos o cheques nacionales, las nuevas fuen-
tes de ingresos...) podría llegar a dominar 
el debate.

Esto podría poner en peligro la oportuna 
y urgente puesta en marcha de un programa 
genuino para la descarbonización del presu-
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puesto comunitario y del marco financiero 
plurianual. También se corre el riesgo de 
una incoherencia creciente entre los objeti-
vos políticos a los que se comprometan los 
EMs y la UE y los instrumentos políticos y 
presupuestarios que se ponen a disposición 
para llegar a ellos.

Además hay que recordar que la agenda 
de la política ambiental es mucho más am-
plia y se corre el riesgo de que temas tan im-
portantes como la biodiversidad, la Red Na-
tura 2000, el mantenimiento y recuperación 
de la funcionalidad de los ecosistemas, los 
recursos hídricos y las infraestructuras nece-
sarias queden marginadas en las discusiones 
sobre las prioridades de gasto futuro, ya que 
no forman parte del proceso Europa 2020 
(Meda Roba et al., 2011).

La PAC, Política Agrícola Común, que 
supondría 372.000 millones de euros para 
2013-2020 sigue suponiendo una parte 
significativa del presupuesto comunitario, 
aunque disminuye en porcentaje en la MFF, 
siendo menor que la parte destinada a la 
política de cohesión (376.000 millones de 
euros). Se siguen manteniendo los dos pi-
lares de la PAC, cuya estructura básica no 
se ve radicalmente alterada, aunque sus 
objetivos formales reflejan ahora más ex-
plícitamente las prioridades de la estrategia 
Europa 2020. La innovación fundamental 
es el «reverdecimiento» del Pilar 1, ya que 
en el futuro, el 30 por 100 de las ayudas o 
pagos directos «dependerán de una serie de 
prácticas respetuosas del medio ambiente, 
más allá de la “condicionalidad”». Mientras 
el Pilar  2, de importancia estratégica para 
la financiación de medidas medioambienta-
les en las zonas rurales en muchos Estados 
miembros, se reduce en un 7 por 100 en tér-
minos reales.

Si bien algunos de estos acontecimientos 
parece muy loables, la gran preocupación es 
que los compromisos concretos de financia-

ción más amplia de prioridades ambientales 
actualmente sólo se incluyen dentro del pro-
grama LIFE, cuyo alcance presupuestario si-
gue siendo limitado. La propuesta de marco 
financiero plurianual MFF no contiene esti-
pulaciones concretas para incluir la dimen-
sión ambiental y en particular de conserva-
ción y puesta en valor del medio natural, los 
ecosistemas y los recursos, y el programa 
LIFE aparece como marginado entre todas 
las demás partidas de gasto mayores. Ade-
más, las prioridades para financiación y la 
acción para mejorar la eficiencia en el uso 
de los recursos y la eco-innovación y para 
fomentar la transición hacia una economía 
verde siguen siendo imprecisas.

Teniendo en cuenta el hecho de que los 
fondos directamente disponibles para el me-
dio ambiente no se incrementan significati-
vamente hasta los niveles requeridos para 
afrontar los retos de la financiación de la 
protección y recuperación de los ecosistemas 
europeos y sus servicios, también económi-
cos, va a ser determinante el disponer de 
métodos eficaces para que las disposiciones 
establecidas en cuanto a partidas presupues-
tarias condicionadas a su contribución a la 
mitigación y adaptación al CC y recupera-
ción de la biodiversidad, dentro de la PAC 
y de la política de cohesión se respeten y se 
consideren como retos clave para la política 
ambiental del futuro.

Aunque estas condicionalidades parecen 
bien ancladas en la propuesta de presupues-
to y en otros documentos, su puesta en prác-
tica concreta es y seguirá siendo una fuente 
de arduas discusiones, ya que entrarán en 
competencia con los intereses de siempre en 
materia agrícola y de políticas de cohesión, 
incluso en los países destinatarios de estos 
fondos, que en gran parte, como es el caso 
de España, acogen el mayor patrimonio na-
tural o estarían mas afectados por el CC y 
podrían beneficiarse mas de esta condicio-
nalidad.
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3.  �  La reforma de las finanzas de la UE. 
¿Impuestos comunitarios?

El sistema actual de financiación comu-
nitaria, o de conformación y contribución al 
presupuesto comunitario, sigue siendo com-
plejo incluso para la Comisión y sólo algunos 
expertos lo entienden, además de generar in-
terminables discusiones entre los EMs que en 
general tienden a aportar lo menos posible y 
obtener mayores retornos, además de intentar 
mantener un presupuesto tan bajo que supera 
ligeramente el 1 por 100 del PIB comunitario.

Con el fin de simplificar los procesos de 
aportación al presupuesto o ingresos, y evitar 
los repetidos debates en su reparto de retor-
nos (incluido el cheque del RU) y «a la baja» 
en el gasto, la Comisión propuso en su día 
un enfoque nuevo y audaz por el lado de los 
ingresos dentro de su propuesta post-2013 
del presupuesto comunitario o del MFF. Se 
pretendía simplificar las contribuciones de 
los Estados miembros, introducir nuevos 
recursos propios y reformar los mecanismos 
de corrección (incluyendo una revisión del 
cheque británico). En general, la Comisión 
sigue pretendiendo avanzar en generar in-
gresos que fluyan automáticamente al presu-
puesto de la Unión Europea y evitar así la 
mediatización de las autoridades nacionales 
que están en la base del debate.

La propuesta más controvertida en este 
aspecto se refiere a la introducción de im-
puestos o tasas comunitarias, como un im-
puesto nuevo sobre las transacciones finan-
cieras (FTT) o nuevos recursos del IVA. En 
cuanto a los recursos del IVA se pretende 
introducir un IVA comunitario directo que 
sustituiría a la parte que se aporta actual-
mente del IVA nacional, aunque los Estados 
miembros percibirían dicho IVA comunita-
rio que trasladarían a la Comisión.

En lo referente al FTT, el impuesto a las 
transacciones financieras, la Comisión sos-

tiene que ya diez Estados miembros de la UE 
cuentan con mecanismos impositivos sobre 
las transacciones financieras, que conducen 
a una falta de coordinación de las medidas 
fiscales nacionales que podrían distorsionar 
el funcionamiento del mercado interior.

La introducción de un impuesto a las 
transacciones financieras de la UE y la nue-
va forma de recursos procedentes del IVA 
es lo que queda de una lista más amplia de 
propuestas de reforma de la financiación del 
presupuesto de la UE que la Comisión pre-
sentó en su propuesta de «revisión del pre-
supuesto de la UE» en octubre 2010. Esta 
propuesta incluía, además de las citadas, dis-
tintas alternativas, como un impuesto sobre 
las actividades financieras, FAT, la subasta 
de las asignaciones de derechos de emisión 
de gases de efecto invernadero, un impuesto 
UE sobre el transporte aéreo, un impuesto 
UE sobre la energía o un impuesto sobre los 
beneficios de las empresas [COM (2010) 
700]. Varios Estados miembros de la UE re-
chazaron de inmediato los planes para intro-
ducir nuevos recursos del IVA o el impuesto 
sobre las actividades financieras de la UE, 
incluyendo el Reino Unido y Alemania.

Dada la necesidad de unanimidad en el 
Consejo en todo lo que concierne a fisca-
lidad, el futuro de estas propuestas parece 
muy incierto, a pesar de que tendrían el sen-
tido de reforzar políticas comunitarias con 
recursos comunitarios o fondos incluso fina-
listas para dichas políticas

En cualquier caso la UE está tratando de 
avanzar hacia la armonización de la fiscali-
dad de la energía. Una reciente propuesta 
de la Comisión para revisión de la Directi-
va sobre Fiscalidad energética chocó con la 
resistencia inicial del Reino Unido debido 
principalmente a que incluía un impuesto 
«carbono» diferenciado, sobre el CO2, dióxi-
do de carbono, así como impuestos al consu-
mo de carburante.

PARTE3-04.indd   176 16/11/11   15:56:26



Política ambiental comunitaria: tendencias recientes y perspectivas futuras

177

III.    RECOMENDACIONES

Para el desarrollo estratégico de la políti-
ca medioambiental en el año 2012:

  1.  �  Adoptar el objetivo de la UE de una 
reducción del 30 por 100 de las emi-
siones de gases de efecto invernade-
ro para el año 2020, manteniendo el 
apoyo a la continuación del Proto-
colo de Kyoto.

  2.  �  Reforzar la normativa en materia de 
aguas y residuos en base a la nue-
va Hoja de Ruta 2050 para una EU 
eficiente en el uso de recursos. Los 
objetivos tanto en obligación de re-
sultados como de medios en la Di-
rectiva Marco de Residuos son inco-
herentes con la Hoja de Ruta.

  3.  �  Dar un impulso político y concretar 
las medidas a tomar para asegurar 
el objetivo de revertir la pérdida de 
Biodiversidad pospuesto a 2020, 
aplicando en particular instrumen-
tos económicos de puesta en valor 
y otros identificados en la iniciativa 
TEEB sobre la economía de los eco-
sistemas y la biodiversidad.

  4.  �  Asegurar y reforzar las disposicio-
nes finales en el marco financiero 
plurianual MFF 2014-2020 de con-
dicionalidad medioambiental, en 
particular en materia de CC, de par-
tidas de gasto principales.

  5.  �  Aprovechamiento por los Gobiernos 
de la EMs, de la oportunidad ofre-
cida por las previsiones de gasto en 
economía verde del presupuesto de 
la UE (sobre todo la PAC y la políti-
ca de cohesión), con la exigencia a la 
Comisión de mantener su determina-
ción de no apoyar proyectos gravosos 
para el medio ambiente y los recursos 
naturales, exigiendo procesos robus-
tos de detección de los mismos.

  6.  �  Establecer impuestos comunitarios, 
como propone la Comisión, para 

reforzar (impuestos en parte fina-
listas) las políticas energética, de 
transporte, y también de biodiver-
sidad (Natura 2000 está condicio-
nada a que haya recursos comuni-
tarios) y su comunitarización y en 
general una EU eficiente en el uso 
de recursos.

  7.  �  Completar la agenda para el cam-
bio comunitario ahora limitada a 
la estrategia EU 2020, que margi-
na partes clave de la sostenibilidad 
ambiental con la revisión y actuali-
zación de la Estrategia para el De-
sarrollo Sostenible comunitaria hoy 
marginada

  8.  �  Adoptar un VII PAMA, Programa de 
Acción en Medio Ambiente, que en 
base a la identificación de las inte-
rrelaciones y el análisis comparativo 
de la ejecución de políticas plantee 
una verdadera hoja de ruta también 
en materia de política ambiental que 
asegure que se da continua respuesta 
a los desafíos del cambio climático, 
de la biodiversidad y del medio am-
biente en general en las estrategias 
trasversales y en las políticas secto-
riales y en las recomendaciones que 
emanen anualmente del llamado se-
mestre europeo.

  9.  �  Acotar los objetivos más concretos 
y los indicadores de eficiencia en el 
uso de los recursos de las Hojas de 
Ruta 2050, para apoyar y contras-
tar los ciclos presupuestarios a ni-
vel comunitario y nacional y los de 
planificación y de inversión de las 
empresas europeas y de los propios 
mercados, incluyendo políticas de 
eliminación de los subsidios dañinos 
al medio ambiente y de desarrollo de 
instrumentos económicos y fiscales 
para que el mercado trabaje para la 
sostenibilidad y el medio ambiente y 
no lo contrario.

PARTE3-04.indd   177 16/11/11   15:56:26



Axel Volkery / David Baldock / Domingo Jiménez Beltrán

178

10.  �  Asegurar que la planificación de in-
fraestructuras energéticas y de trans-
porte a nivel comunitario y el desa-
rrollo de tecnologías de combustibles 
alternativos se haga con criterios de 
sostenibilidad teniendo en cuenta los 
impactos directos e indirectos y los 
efectos rebote. La actual política de 
biocombustibles debe ser revisada 
con carácter de urgencia.

11.  �  Priorizar en las nuevas políticas la 
mayor eficiencia energética y en ge-
neral en el uso de recursos natura-
les, en particular del agua, incluyen-
do una mejor coordinación de las 
medidas fiscales y de fijación de pre-
cios que contribuyan a un uso más 
eficiente y sostenible de los recursos 
naturales y del entorno e infraes-
tructuras naturales y construidas.

12.  �  Publicacion por la Comisión de un 
Libro Blanco, o Verde, sobre la fi-
nanciación necesaria y prevista o 
previsible en los presupuestos co-
munitarios 2014-2020 para poner 
en práctica las hojas de ruta 2050 
que desarrollan la estrategia Europa 
2020, en particular las referentes a 
una economía baja en carbono, una 
Europa eficiente en el uso de re-
cursos y la prevista para la energía, 
identificando las fuentes financieras 
adicionales necesarias.

13.  �  Completar urgentemente el marco re-
gulador de la iniciativa ciudadana pre-
vista en el Tratado de Lisboa y opera-
cionalizar sus disposiciones para que 
su aplicación sea una realidad inme-
diata clave en materia ambiental.
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I.    Introducción

La Unión Europea (UE) comenzaba el 
año 2010 sumida en el llamado «síndrome 
de Copenhague», esto es, con la toma de con-
ciencia de la pérdida de su poder relativo en 
la escena internacional y del desplazamiento 
suave pero inexorable del peso internacional 
desde Occidente hacia el Pacífico. Aun cuan-
do la UE mantiene su estatus de potencia co-
mercial y cooperante, el desafío se encuentra 
en cómo traducir ese poder económico en 
poder político. El año 2010 igualmente se 
inauguraba con grandes desafíos, entre ellos 
la aplicación de las disposiciones del Tratado 
de Lisboa que en materia de política exterior 
entraña toda una revolución. El contexto de 
crisis económica y de deuda pública que ro-
dea los años 2010 y 2011 tampoco ha favo-
recido que se diera prioridad al desarrollo de 
una política exterior.

II.  �  La UE en transición 
institucional: la puesta  
en marcha del Tratado  
de Lisboa

El 1 de diciembre de 2009 entraba en 
vigor el TL, que para el área de la política 
exterior entrañaba cambios muy sustancia-
les con la puesta en marcha de nuevas ins-
tituciones encargadas de la política exterior. 
El Consejo Europeo nombró por consenso 
como presidente del Consejo Europeo al pri-
mer ministro belga Herman Van Rompuy y 
como alta representante y vicepresidenta de 
la Comisión a la laborista británica Catheri-
ne Ashton, que había desempeñado desde un 
año antes el cargo de comisaria de Comercio. 
Entraron en funciones el 1 de diciembre de 
2009. Ambos nombramientos fueron fuerte-
mente criticados: la necesidad de equilibrios 
y el consenso entre los Veintisiete había con-

¿Avanza la UE en política exterior? Nuevos 
instrumentos y equilibrios geopolíticos
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ducido a la elección de personas de bajo per-
fil político, escasa visibilidad pública y poca 
experiencia en sus respectivos campos.

Del presidente permanente del Consejo 
Europeo se esperaba que, al dar permanen-
cia a esta institución, reforzara la dirección 
de la política exterior y también que contri-
buyera a la representación de la PESC en 
los foros internacionales, con la función de 
reforzar la visibilidad internacional de la 
UE. De Van Rompuy se alaban sus formas 
francas y abiertas, que han contribuido a 
dar a los Consejos Europeos un ambiente 
distendido proclive a facilitar el intercam-
bio de puntos de vista y el acuerdo. Con una 
visión propia ante los cambios geopolíticos 
que ha experimentado el mundo, ha intenta-
do promover entre los líderes una reflexión 
sobre la posición que la UE ha de adoptar 
ante ellos. Ejemplo de estos esfuerzos fue 
la convocatoria de un Consejo Europeo ex-
traordinario el 16 de septiembre para dis-
cutir, junto a los ministros de Exteriores, 
«cómo puede la Unión determinar mejor su 
agenda exterior y cómo actúa en sus relacio-
nes con socios estratégicos». La reflexión no 
ha hecho más que empezar, pero ya ha des-
embocado en el mandato a Ashton de que 
presente estudios sobre la relación con los 
socios estratégicos.

En estos veintiún meses puede percibirse 
una mayor actividad del Consejo Europeo en 
los temas internacionales. En su capacidad 
de convocar reuniones extraordinarias del 
Consejo Europeo, a lo largo del último año 
ha organizado hasta tres dedicadas a la polí-
tica exterior, alguna de ellas para promover 
una reflexión general, otras por motivos de 
urgencia. Junto a la del 16 de septiembre ya 
citada, el 4 de febrero de 2011 Van Rompuy 
convocaba una reunión extraordinaria so-
bre energía, donde la dimensión externa de 
la política energética de la Unión ocupó un 
importante capítulo. Las revueltas árabes y, 
especialmente, la represión del Gobierno de 

Gadafi sobre la población libia justificaron 
otra reunión extraordinaria el 11 de marzo 
de 2011.

En el plano de la representación exte-
rior, es de alabar el acuerdo alcanzado con 
el presidente de la Comisión para hablar en 
nombre de la UE en las distintas citas inter-
nacionales. Es ejemplo de una buena coope-
ración interinstitucional, que no necesita de 
regulación formal y que clarifica la cuestión 
de las múltiples instituciones con competen-
cia para la representación exterior. Así es él 
quien ha tomado la palabra en nombre de la 
Unión en las reuniones del G-8 en Muskoka 
o Deauville o el G-20 de Toronto y Seúl; la 
ha representado en la Cumbre de la OTAN 
de Lisboa de 19-20 noviembre de 2010 o la 
Cumbre de la OSCE de Astana de diciembre 
de 2010. Igualmente preside las Cumbres 
que la UE organiza con sus principales so-
cios estratégicos y multilaterales. La compe-
tencia en materia de representación exterior 
le ha llevado a firmar junto con la AR o con 
el presidente de la Comisión Barroso algunas 
de las declaraciones de la Unión a las que se 
ha querido dar mayor relieve y solemnidad, 
como las relativas a Egipto o Libia en febre-
ro y marzo de 2011.

Cuando se cumplen casi dos años de su 
nombramiento, la labor de Ashton como 
alto/a representante para la Política Exte-
rior ha sido fuertemente criticada, por co-
mentaristas políticos, observadores e incluso 
ministros de Asuntos Exteriores de algunos 
Estados miembros. Se le achaca inexperien-
cia tanto personal como de su equipo inicial 
y falta de reacción ante acontecimientos re-
levantes. También se le acusa de no lograr 
cohesionar a los Estados miembros y de no 
saber hacer visible la posición europea ante 
acontecimientos de primera magnitud como 
la «Primavera árabe». A favor de Ashton hay 
que decir que al llegar se encontró con un 
vacío institucional y político para su función 
y una agenda imposible de manejar por la 
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complejidad y extensión de sus diversas fun-
ciones.

No todos los problemas que ha tenido la 
política exterior europea en el último año 
son responsabilidad de la AR sino que otros 
factores han de ser tenidos en cuenta. En 
primer lugar, que nuevas instituciones en 
política exterior no son, de ninguna mane-
ra, la panacea para el problema real de la 
falta de política exterior europea, que es la 
ausencia de voluntad política de los Estados 
miembros. Falta de voluntad en ocasiones 
para alcanzar una posición común o para 
dotar a la UE de recursos suficientes para 
que desarrolle una política exterior creíble. 
Con frecuencia se olvida la dificultad de ha-
cer avanzar una política exterior común que 
choca con las soberanías de Estados que, en 
varios y notorios casos, han sido potencias 
de alcance global y que no desean perder su 
protagonismo tras una acción común. Igual-
mente, en relación con distintos Estados o 
asuntos transversales las percepciones y re-
laciones históricas de los Estados miembros 
y sus intereses concretos no son fácilmente 
conciliables. En este último año tenemos un 
ejemplo en Libia, donde, por una parte, los 
representantes de Francia y el Reino Uni-
do se apresuraron en un primer momento 
a ocupar el protagonismo, mientras que las 
reticencias de Alemania impedían una posi-
ción común.

El propio nombramiento de Ashton reve-
la que los Gobiernos no tenían demasiado 
interés en una personalidad fuerte y experi-
mentada en diplomacia que pudiera hacerles 
sombra. En este tiempo Ashton ha desarro-
llado una ingente labor de coordinación y 
representación, contando todavía con muy 
pocos instrumentos, ya que el SEAE apenas 
comienza su andadura. La ministra no sólo 
ha tenido que abordar su trabajo sin Minis-
terio sino que, incluso, ha tenido que dedicar 
enormes cantidades de tiempo y esfuerzo a 
ponerlo en marcha y a negociar con institu-

ciones y Estados miembros sus competen-
cias, medios y principales nombramientos. 
Aquí ha chocado con las reticencias de la 
Comisión por ceder ámbitos de su acción 
exterior, con las ansias de ejercer control po-
lítico por parte del Parlamento Europeo, con 
un presupuesto insuficiente para las necesi-
dades de la institución y las presiones de los 
distintos Gobiernos para colocar a personas 
de su confianza en puestos claves.

El Servicio Europeo de Acción Exterior 
está formado por personal proveniente de 
la Secretaría General del Consejo, de la Co-
misión y de los servicios diplomáticos de 
los Estados miembros. Empezó a funcionar 
efectivamente el 1 de diciembre de 2010, si 
bien no se espera que pueda alcanzar pleno 
rendimiento hasta 2014. El 1 de enero de 
2011 fueron transferidos los primeros efec-
tivos de las instituciones y se ha procedido 
también a reclutar a diplomáticos naciona-
les. Para finales de 2011 está previsto que un 
total de 1.643 funcionarios y agentes hayan 
sido transferidos al SEAE.

Tras barajarse distintos modelos de orga-
nización, la AR siguió la posibilidad que más 
consensos encontraba que era la de crear 
Desks o Direcciones Generales geográficas y 
una temática encargada de Asuntos Globales 
y Multilaterales 1. Dependiendo directamen-
te de la AR, las estructuras encargadas de la 
Política Común de Seguridad y Defensa an-
tes en el Consejo también pasan a integrarse 
en el nuevo Servicio. Cada una de las DG 
debe llevar todo el peso de la dirección po-
lítica estratégica de la Unión hacia cada una 
de las regiones y Estados socios, reforzando 
la coherencia y evitando las duplicidades de 

1  Las cinco DG geográficas se ocupan respecti-
vamente de Asia; África; Rusia, Vecindad Este y Bal-
canes Occidentales; Oriente Medio y Vecindad Sur, y 
Américas. La DG temática trata cuestiones horizonta-
les como Relaciones Multilaterales y Gobernanza Glo-
bal; Derechos Humanos y Democracia; Prevención de 
Conflictos y Seguridad, y No Proliferación y Desarme.
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las responsabilidades compartidas entre ins-
tituciones.

Los Desks deben asumir en solitario toda 
la dirección estratégica de la política hacia los 
distintos destinatarios. Teniendo en cuenta 
que en algunos de los ámbitos de las Relacio-
nes Exteriores quedan responsabilidades en 
la Comisión (Comercio, Ampliación, Ayuda 
Humanitaria, Programas Temáticos de la 
Cooperación para el Desarrollo) o que las 
competencias se comparten entre el SEAE y 
la Comisión (Vecindad y Desarrollo) el de-
safío ahora consiste en establecer una buena 
coordinación que garantice la coherencia y 
la eficacia para no replicar los problemas del 
antiguo sistema de reparto de competencias 
entre instituciones. Para ello se creaba den-
tro de la propia Comisión el 16 de abril de 
2010 un Grupo de Comisarios de Relaciones 
Exteriores, presidido por Ashton, que aúna 
a los de Comercio, Vecindad y Ampliación, 
Desarrollo, Ayuda Humanitaria y Asuntos 
Económicos y Monetarios con la finalidad 
de asegurar esa coordinación.

En el plano exterior, se integran también 
en el SEAE las antiguas Delegaciones de la 
Comisión ante terceros Estados y organi-
zaciones internaciones, que se convierten 
en Delegaciones de la UE con la misión de 
representar también la PESC interguberna-
mental. A lo largo de 2010, e iniciándose 
bajo Presidencia española, ha ido esceni-
ficándose esta transferencia progresiva de 
funciones desde las Embajadas de la Presi-
dencia rotatoria, contándose ahora con una 
única representación de la política exterior 
europea ante terceros. Estos cambios no se 
han producido sin tensiones ya que, por una 
parte, existe desconcierto entre los terceros 
ante las implicaciones de estos cambios ins-
titucionales. Por otra, en el caso de algunos 
Estados también se perciben resistencias 
por parte de los Embajadores de los Estados 
miembros para ceder un rol de coordinación 
al Delegado de la UE. La visibilidad de la UE 

en el mundo también se quiere ver reforzada 
con la consecución de un estatuto de obser-
vador reforzado para la UE en la Asamblea 
General de Naciones Unidas en el mes de 
mayo de 2011, para que exponga la posición 
común europea.

III.  �  La UE ante los cambios 
geopolíticos: ¿hacia  
una nueva estrategia  
y redefinición  
de prioridades en materia 
de Política Exterior?

La entrada en vigor del TL supone un 
nuevo marco de referencia para la política 
exterior europea, con nuevos objetivos y 
principios. Al mismo tiempo se constata una 
pérdida de protagonismo de la UE en la es-
cena internacional y un más que anunciado 
declive en sus dos fortalezas como son las 
relaciones económicas internacionales y la 
política hacia su vecindad. Igualmente repre-
sentantes de los Estados miembros y la doc-
trina han subrayado la necesidad de superar 
la Estrategia Europea de Seguridad, ya que es 
necesario un marco estratégico más concreto 
y mejor definido que establezca prioridades 
claras. Todo ello muestra la necesidad de re-
plantear la definición y ejecución de la políti-
ca exterior europea. El nuevo presidente del 
Consejo Europeo, Van Rompuy, avanzaba la 
reflexión sobre estos asuntos. Convocando 
una reunión extraordinaria en septiembre de 
2010 para debatir sobre las relaciones con 
los socios estratégicos, los resultados del 
Consejo Europeo irían más allá.

Las Conclusiones del Consejo fijan nue-
vos parámetros, al menos teóricos, para la 
definición e implementación de la política 
europea. Primero se determina que es nece-
sario actuar de forma más estratégica, esto 
es, definir con claridad los intereses y obje-
tivos estratégicos y los medios para alcan-
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zarlos. Igualmente exige la coordinación y la 
actuación coherente de todas las institucio-
nes comunitarias y de éstas con los Estados 
miembros. De este nuevo enfoque llama la 
atención un giro que casi podríamos llamar 
«realista», en el sentido de que se pone el én-
fasis en los objetivos e intereses de la Unión, 
y no como antaño en los principios, valores 
y la responsabilidad europea en gestionar los 
problemas de la globalización y del entorno 
internacional. Se abandona la retórica sobre 
los deberes civilizacionales que tiene la UE 
para abordar sin complejos la consecución 
de los intereses europeos. Por otra parte, 
esto es muestra de pragmatismo, ya que pa-
rece que permitirá aunar con más facilidad 
la voluntad de los Estados si se muestra con 
claridad las ganancias que puede ofrecer la 
actuación común.

Se plantean medidas para reforzar la co-
herencia y eficacia de la acción exterior, que 
parecen útiles y adecuadas. Primero se pro-
pone la movilización de todos los instrumen-
tos tanto nacionales como de la UE en apoyo 
de los intereses estratégicos europeos para 
reforzar la coherencia y complementariedad. 
Esos intereses generales que han de tenerse 
en cuenta tanto en las relaciones bilaterales 
como multilaterales llegan a concretarse: el 
cambio climático, la política energética, el 
comercio, el desarrollo y la Justicia y Asun-
tos de Interior, incluyendo la migración y la 
política de visados. De anteriores documen-
tos se añora la referencia a la promoción de 
valores como la democracia, los derechos 
humanos y principios de justicia social.

Segundo, se pide una mayor sinergia en-
tre UE y Estados miembros, haciendo que 
sus políticas se apoyen mutuamente y se re-
fuerce la puesta en común de información 
y la consulta sobre acontecimientos relevan-
tes. Tercero, es precisa una coordinación 
más eficaz y continua entre todos los agentes 
encargados de la política exterior europea en 

el seno de las instituciones. Cuarto, se sigue 
recordando la importancia de preparar ex-
haustivamente las distintas Cumbres inter-
nacionales por parte del Consejo Europeo. 
Finalmente, se insiste en la necesidad de un 
planteamiento estratégico a medio plazo de 
los problemas y posibilidades de las relacio-
nes con cada socio, centrando las cumbres 
en menos objetivos y definiendo mejor los 
medios para conseguirlos.

El reforzamiento de la dimensión estra-
tégica de la política exterior europea es una 
tarea ambiciosa para la cual se ha creado el 
SEAE y que supone una evaluación de los 
resultados de la política exterior europea ha-
cia cada una de las regiones y asuntos hori-
zontales. Por la premura de reaccionar ante 
los acontecimientos quizás no hayan podido 
plasmarse todos estos nuevos principios en 
las Comunicaciones sobre la reorientación 
de la Política de Vecindad, consecuencia de 
la «Primavera árabe». Sin embargo, sí puede 
constatarse una mayor dedicación del Con-
sejo Europeo a seguir debatiendo las líneas 
estratégicas de la política exterior, como las 
asociaciones estratégicas.

Las asociaciones estratégicas son un con-
cepto un tanto ambiguo lanzado por la Co-
misión hace unos años y que reciben un con-
tenido un tanto diverso. Serían relaciones 
reforzadas con socios con los que nos une 
una red de intereses mutua y que, además, 
son hoy polos relevantes de poder internacio-
nal 2. A nuestro juicio, el mayor énfasis puesto 
en la relación con los socios estratégicos no 
es sino el reconocimiento del multipolarismo 
creciente de las relaciones internacionales. 
Dentro de esa política exterior renovada se 
priorizan «las asociaciones estratégicas de 

2  Actualmente la UE ha desarrollado diez asocia-
ciones estratégicas: tres con socios tradicionales (Es-
tados Unidos, Canadá y Japón), con los emergentes 
(Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica), con México 
y Corea del Sur.
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la Unión Europea con actores clave a escala 
mundial». Esas asociaciones deben perseguir 
los intereses y beneficios de las dos partes y 
reconocer que todos, Unión Europea y Es-
tados emergentes, tienen derechos y obliga-
ciones y que estos últimos deben compartir 
responsabilidades en el plano internacional. 
En el marco de estas relaciones se subraya 
que el interés fundamental para los europeos 
es desarrollar las relaciones comerciales mu-
tuas. Parece adecuado que se prioricen las 
relaciones con los socios estratégicos pero 
es fundamental que se reflexione sobre este 
concepto y todas sus implicaciones, ya que 
hoy el abanico de asociaciones estratégicas 
no puede ser más diverso y no responden a 
una concepción común.

Tanto desde el punto de vista de los in-
tereses como de las estrategias parece que 
la UE está girando hacia un enfoque menos 
normativo y más pragmático. Se propone 
utilizar todas las posibilidades al alcance de 
los europeos, sea en el plano bilateral o en el 
de las instituciones comunes para defender 
una misma y única posición y encontrar así 
mayor eco e impacto. Hay elementos nuevos 
en el debate que parecen anunciar un giro en 
la concepción de la política exterior común, 
pero es preciso esperar para ver si producen 
los resultados deseados. No obstante, quizás 
lo llamativo es que esa reflexión no haya sur-
gido de la institución llamada a formularla, 
la AR, sino del nuevo presidente del Consejo 
Europeo.

IV.  �  Las relaciones exteriores 
de la Unión Europea 
en 2010-2011: avances, 
obstáculos y desafíos

La UE, aunque no haya abierto nuevos 
frentes brillantes en el área exterior, ha con-
tinuado con sus calendarios, produciéndose 
algunos avances en las principales políticas 

horizontales y las relaciones birregionales y 
las asociaciones estratégicas 3.

a)    La política de ampliación sigue siendo 
una herramienta fundamental en el objetivo 
de estabilizar el entorno europeo. Se constata 
que en 2010 se mantiene la «fatiga de am-
pliación» de los últimos años con una serie de 
manifestaciones como el deseo de los Estados 
miembros de controlar las distintas fases de 
las negociaciones, la politización del proceso 
y la incidencia de cuestiones bilaterales.

El Consejo Europeo de junio de 2011 ra-
tificó el fin de las negociaciones con Croacia, 
cuyo Tratado de Adhesión está previsto que 
sea firmado el 19 de diciembre en Varsovia. 
Se baraja el 1 de julio de 2013 como fecha 
razonable de adhesión aunque podría pos-
ponerse por algunos problemas en materia 
de justicia y derechos fundamentales que los 
croatas todavía deben solventar.

Montenegro vio reconocidos sus avances 
políticos y económicos con la concesión del 
estatuto de candidato en diciembre de 2010. 
No obstante, la apertura de negociaciones 
dependerá del cumplimiento de una serie de 
condiciones en materia de Estado de Dere-
cho, lucha contra la corrupción y el crimen 
organizado y libertad de expresión. La prio-
ridad del nuevo Gobierno montenegrino que 
entró en funciones a finales de 2010 es avan-
zar en las medidas necesarias para que pue-
dan abrirse las negociaciones cuanto antes.

Aunque todavía con perspectivas lejanas, 
también hay que subrayar que Serbia, de la 
mano del Gobierno proeuropeo de Tadic va 
avanzando en su senda hacia la UE, a ve-
ces con importantes concesiones. En 2010 
se produjeron relevantes gestos de este país 
para avanzar en la reconciliación regional 
con Bosnia y Croacia. Igualmente, tras la 

3  No abordaremos en este apartado la relevante 
Política de Vecindad por ser objeto de un capítulo se-
parado en este informe.
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Resolución del Tribunal Internacional de 
Justicia sobre Kosovo, optó por una estrate-
gia más posibilista y accedió a sentarse en la 
mesa de negociación patrocinada por Ashton 
para intentar llegar a una salida negociada 
con las autoridades kosovares. El siguiente 
paso en las demandas de la UE se dio con la 
entrega de importantes criminales de guerra 
al Tribunal Penal Internacional para la ex-
Yugoslavia en 2010 y 2011. El 25 de octubre 
de 2010, en contrapartida el Consejo decidió 
invitar a la Comisión a que presente su dicta-
men sobre la solicitud de adhesión serbia.

En los Balcanes Occidentales sigue pre-
ocupando la situación de crisis política de 
Albania, tras la parálisis del Parlamento de-
bido al desencuentro entre el partido del Go-
bierno y la oposición en torno a la legalidad 
de las elecciones en 2010. Solucionada la 
crisis gracias a la mediación de personalida-
des europeas, la Comisión emitió en octubre 
de 2010 un dictamen negativo respecto a la 
concesión del estatuto de candidato, además 
de por la falta de estabilidad política, por 
otros problemas relacionados con el imperio 
de la ley, la administración pública y los de-
rechos de las minorías.

La situación de Bosnia-Herzegovina en 
2010 también se ha caracterizado por la ines-
tabilidad política, sobre todo por la división 
de las entidades étnico-políticas y el desafío 
de la República Serbia de Bosnia a la Oficina 
del Alto Representante y al Estado bosnio. 
Además, la crisis económica y el resultado 
de las elecciones de 2010 han incrementado 
la falta de estabilidad y el descontento social. 
La Comisión considera que aún son muchos 
los avances políticos necesarios para poder 
conceder a Bosnia el estatuto de candidato. 
Se ha decidido también prorrogar el manda-
to de la Oficina del Alto Representante y la 
misión EUFOR Althea.

Con Macedonia, candidato, se eterniza 
la situación de no apertura de negociaciones 

por el viejo conflicto con Grecia a causa del 
nombre, que no acaba de resolverse a pesar 
de la mediación de Naciones Unidas. Desde 
2009 Grecia viene bloqueando la apertura de 
negociaciones. La Comisión subraya además 
la necesidad de que continúen las reformas 
en materia de policía, administración públi-
ca y la lucha contra el crimen organizado y 
la corrupción.

Desde junio de 2010 Islandia es también 
un candidato con quien se negocia desde el 
27 de julio. Debido a su integración eco-
nómica en el seno del Espacio Económico 
Europeo, en un informe la Comisión augu-
ró pocas dificultades en la preparación. No 
obstante, un relevante obstáculo político es 
el conflicto abierto con Reino Unido y Países 
Bajos por el caso Icesave, en que mediante 
referéndum se rechazó que el Estado islan-
dés corriera con la indemnización a sus aho-
rradores. Estos dos países han anunciado su 
oposición a que Islandia se adhiera en estas 
condiciones. Igualmente es un problema el 
bajo apoyo a la adhesión entre la población 
islandesa.

El mayor desafío sigue siendo Turquía, 
con quien las negociaciones avanzan despa-
cio, así como también la implementación de 
reformas legales por parte de este país. El 
conflicto político por Chipre sigue siendo 
el principal obstáculo, no cumpliendo Tur-
quía todavía con el Protocolo Adicional que 
le obliga a abrir sus puertos y aeropuertos a 
naves procedentes de Chipre. El bloqueo ha 
hecho que no se hayan abierto nuevos capí-
tulos de negociación en este periodo. Igual-
mente se detectan problemas en la imple-
mentación de las reformas políticas pedidas 
por la UE. No obstante, en el plano político 
es notable la cooperación entre Grecia y Tur-
quía para luchar contra la migración irregu-
lar, la firma de un acuerdo de readmisión y 
de facilitación de visados. En paralelo, Tur-
quía, potencia emergente, está esforzándose 
por desarrollar una política exterior autóno-
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ma hacia Asia y parece que pierde su interés 
por Occidente.

b)    El desarrollo de relaciones birregio-
nales ha sido una de las principales carac-
terísticas de la política europea en la última 
década. La Cumbre bianual entre la UE y los 
países de América Latina y Caribe se celebró 
en mayo de 2010 en Madrid bajo liderazgo 
de la Presidencia española. Fue una de las 
más provechosas de los últimos años con re-
levantes avances, abriéndose la cooperación 
birregional a un nuevo objetivo, la innova-
ción tecnológica. Se logró, además, concluir 
el Acuerdo de Asociación con Centroaméri-
ca, y los Acuerdos comerciales multipartes 
con Colombia y Perú. En paralelo se reto-
maron las negociaciones para un Acuerdo de 
Asociación con MERCOSUR. Igualmente se 
lanzaron un Mecanismo de Inversión para 
América Latina y la Fundación EU-LAC con 
la finalidad de dar impulso continuado a la 
asociación.

La octava Cumbre Unión Europea-Asia 
(ASEM) se celebró en octubre de 2010, cen-
trándose en el desarrollo sostenible y la co-
operación en tal sentido por parte de las dos 
regiones; el impulso de negociaciones para el 
establecimiento de acuerdos de libre comer-
cio entre Estados asiáticos y la UE y la adop-
ción de la Declaración de Bruselas sobre una 
Gobernanza Económica Global más Eficaz, 
con vistas a articular las posiciones de los 
participantes en los distintos foros relativos 
a la gobernanza global. A pesar del diálogo, 
gana el carácter declarativo de estas Cum-
bres sobre los resultados concretos.

En noviembre de 2010 se celebraba en 
Trípoli la tercera de estas Cumbres UE-Áfri-
ca para debatir sobre cuestiones económi-
cas, de fomento de la inversión y de empleo 
y cambio climático, que no arrojó resultados 
dignos de mención. El poco interés político 
que reviste esta región para la UE se vio en 
que su conducción se hizo principalmente 

desde la DG Desarrollo, pero sin ambición 
geopolítica. Una vez perdido el impulso ini-
cial de las Cumbres birregionales, se cons-
tata que no producen resultados a la altura 
de las expectativas generadas por ninguna de 
las partes. Posiblemente haya llegado la hora 
de plantearse la conveniencia de su mante-
nimiento.

c)    Entre las asociaciones estratégicas, las 
relaciones UE-Estados Unidos sufrieron uno 
de sus momentos más delicados a comien-
zos de 2010 por la negativa del Parlamento 
Europeo a ratificar dos acuerdos de coope-
ración en materia de lucha antiterrorista. 
Finalmente, una vez restañadas las heridas, 
la UE se reunió con su socio transatlántico 
en noviembre de 2010 en Washington, don-
de se aprobó una declaración mutua sobre 
la asociación transatlántica y se debatieron 
futuras áreas de cooperación en materia 
económica y de seguridad. Más allá de la di-
plomacia de las Cumbres hay que subrayar 
las fluidas relaciones entre la Secretaria de 
Estado Clinton y la AR Ashton, que mantie-
nen contacto habitual y se reúnen con mu-
cha frecuencia para tratar temas de interés 
común. Clinton habría solicitado de la AR 
su ayuda para negociar directamente sobre 
dos dossieres donde Estados Unidos encuen-
tra obstáculos: la vuelta de Irán a la mesa de 
negociaciones en relación con su programa 
nuclear y la resolución del conflicto serbio-
kosovar. Igualmente hay que citar la coope-
ración regular en el seno del Consejo Eco-
nómico Transatlántico, que articula el buen 
funcionamiento de la mayor área comercial 
del planeta. Esta asociación debe seguir sien-
do privilegiada desde la parte europea, que 
debe dar prioridad a la concertación sobre 
los problemas económicos, diplomáticos y 
de seguridad de la sociedad internacional.

La Cumbre UE-Rusia de junio de 2010 
fue ejemplo de la restauración de relaciones 
con este país. Se lanzó una asociación para la 
modernización que impulsa las cuatro áreas 
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de cooperación previas (espacio económico, 
espacio de libertad, seguridad y justicia, es-
pacio de seguridad exterior y espacio de in-
vestigación, educación y cultura) dirigiéndo-
la a la consecución de resultados. Se acordó 
apoyar las ambiciones rusas de adherirse a 
la Organización Mundial de Comercio y se 
ha continuado el diálogo en materia de de-
rechos humanos y la cooperación interpar-
lamentaria. La relación con Rusia siempre 
resulta relevante, por la maraña de intereses 
que nos vinculan a este gigante, pero no re-
sulta fácil por la resistencia de los Estados 
miembros a ceder el protagonismo bilateral 
en aras de una posición común. Ésta es una 
de las asociaciones estratégicas que más re-
quieren de esa nueva reflexión sobre obje-
tivos e intereses comunes que preconiza el 
Consejo Europeo y así Ashton presentó re-
levantes sugerencias al Consejo Europeo de 
diciembre.

La Cumbre con India celebrada en Bruse-
las en diciembre de 2010 ofreció resultados 
interesantes: compromisos mutuos en ges-
tión de crisis, seguridad marítima, no proli-
feración, cambio climático, derechos huma-
nos; la firma de un acuerdo entre Europol y 
este país en materia de lucha antiterrorista; 
progresos en la negociación de acuerdos de 
libre comercio, energía y cambio climático; 
establecimiento de un diálogo sobre cuestio-
nes migratorias.

Las relaciones estratégicas con China no 
son tan fluidas como con otros socios estra-
tégicos, minadas por las sucesivas guerras 
comerciales y por el interés de algunos so-
cios como Alemania de conducir sus relacio-
nes por separado. Más allá de las declaracio-
nes retóricas sobre la necesidad de reforzar 
una relación mutuamente beneficiosa sobre 
concesiones de las dos partes no se han pro-
ducido muchos más avances en la Cumbre 
de octubre de 2010. Como pequeño progre-
so puede citarse la apertura de un centro de 
energía limpia UE-China en Pekín. Sin em-

bargo, ésta sí es una asociación prioritaria 
para la UE que debe reflexionar con extremo 
cuidado sobre los temas en que sea posi-
ble plantear una cooperación con este país. 
Como consecuencia de la crisis de deuda pú-
blica, la necesidad de reforzar los vínculos 
se muestra aún mayor debido a la creciente 
penetración china en las economías occiden-
tales.

Entre otras asociaciones estratégicas se 
pueden citar los avances con Canadá en la 
negociación de un ambicioso acuerdo de co-
operación económica y comercial y la puesta 
en marcha de la más reciente de las asocia-
ciones estratégicas con Corea del Sur el 6 de 
octubre de 2010, después de la firma de un 
importante acuerdo marco que abarca sobre 
todo los ámbitos del diálogo político y el co-
mercio.

V.  �  La política exterior 
europea en 2010: 
recomendaciones  
para el futuro

El año 2010 y el comienzo de la nueva 
década no han sido años brillantes de la po-
lítica exterior europea, aun cuando hay que 
conceder que la UE se encontraba en transi-
ción institucional y las dificultades económi-
cas tampoco han ayudado. No obstante, han 
existido progresos y las nuevas instituciones 
anuncian, incluso, nuevas dinámicas en la 
política exterior. De todo nuestro análisis 
puede extraerse un conjunto de reflexiones 
y recomendaciones en relación con cada uno 
de los apartados tratados:

1.  �  La institucionalización y permanen-
cia del Consejo Europeo a través de 
la creación de su presidente deberían 
redundar en una mayor implicación 
de esta institución en la orientación 
de la política exterior que pueda fa-
cilitar cambios de actitud en los Go-
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biernos y posibilitar posiciones co-
munes. Por ello, sería recomendable 
que, más que ratificar los acuerdos 
del Consejo de Asuntos Exteriores, 
Van Rompuy incluyera en la agenda 
de los Consejos la preparación de las 
distintas Cumbres, acuerdos y líneas 
de política exterior que con carácter 
previo le hubiera transmitido la alta 
representante. Van Rompuy tiene la 
posibilidad de negociar con los res-
ponsables gubernamentales las líneas 
maestras e, incluso, de presionar a 
aquel Estado que hubiera incumplido 
sus compromisos, priorizando la ac-
tuación bilateral frente a la común.

2.  �  No debe olvidarse que la misión de la 
AR es dotar a la política exterior eu-
ropea de coherencia y eficacia, esto es, 
de reforzar una visión global y estraté-
gica de todos los instrumentos con que 
cuenta la UE para lograr sus objetivos. 
Dado el ingente número de tareas que 
ha de llevar a cabo, debe priorizar en 
su agenda las más relevantes, delegan-
do en sus segundos aquellas políticas, 
administrativas o de representación 
que no sean esenciales.

3.  �  Sería necesaria una mejor coordina-
ción de todos los polos instituciona-
les en materia de política exterior, 
a fin de evitar voces discordantes y 
sobre todo incrementar la visibilidad 
de la UE en materia exterior. Sería 
recomendable que el presidente die-
ra un paso atrás dejando el protago-
nismo de la imagen exterior europea 
a la AR, siempre y cuando las múl-
tiples responsabilidades de ésta lo 
permitieran. Es relevante que se vaya 
imponiendo y se pueda ir identifican-
do la cara de la política exterior eu-
ropea tanto en el exterior como ante 
los propios ciudadanos de la Unión, 
como un factor que puede contribuir 
a la legitimación de ésta.

4.  �  Respecto a su antecesor en el cargo, 
se echa en falta una mayor visibili-
dad de la AR en los medios de co-
municación. No debe desdeñarse la 
importancia de la comunicación a la 
ciudadanía de los logros en materia 
de política exterior, ni tampoco las 
posibilidades de la diplomacia públi-
ca en sus relaciones con terceros.

5.  �  El éxito del SEAE pasa por la condi-
ción previa de que los Estados miem-
bros pongan a su servicio los recur-
sos necesarios, tanto financieros, 
como humanos —cediendo sus di-
plomáticos más experimentados— e, 
incluso, de información e inteligen-
cia. Para el desarrollo de un cuerpo 
diplomático de vanguardia es ade-
más prioritario diseñar un buen plan 
de carrera y asegurar una formación 
adecuada y específica para cada uno 
de sus integrantes. En ambas cuestio-
nes es fundamental el apoyo de Esta-
dos miembros y del resto de institu-
ciones. En la cuestión pendiente de 
la formación debería considerarse la 
creación de una Escuela Diplomática 
Europea o, como alternativa, el esta-
blecimiento de una red de Escuelas 
Diplomáticas nacionales especializa-
das cada una en la capacitación en un 
área concreta.

6.  �  El desafío fundamental de la políti-
ca exterior sigue siendo cómo hacer 
converger los intereses de veintisiete 
Estados miembros en torno a una po-
sición común. En esa ímproba tarea 
es preciso asociar a todas las insti-
tuciones. Especialmente el SEAE, 
valiéndose de los diplomáticos pro-
cedentes de los distintos Estados 
miembros, debe dedicar sus esfuerzos 
a discutir y negociar con los distintos 
Gobiernos propuestas que permitan 
conciliar los diferentes intereses na-
cionales.

PARTE4-01.indd   192 16/11/11   15:58:03



¿Avanza la UE en política exterior? Nuevos instrumentos y equilibrios geopolíticos

193

7.  �  Es de alabar la disposición del Con-
sejo Europeo para reforzar la política 
exterior europea. Sin embargo, para 
actuar más estratégicamente, el pri-
mer elemento que falta es la defini-
ción y aprobación por parte del Con-
sejo Europeo de una Gran Estrategia 
que enmarque el conjunto de la ac-
ción exterior europea. Esa Estrategia 
global, que debe sustituir a la supera-
da Estrategia Europea de Seguridad, 
debería ir más allá de la retórica en 
torno a los grandes principios, valo-
res y amenazas generales. Debería 
concretar, además de un diagnóstico 
del entorno internacional, cuáles son 
los intereses comunes europeos —co-
merciales, económicos, energéticos, 
medioambientales...—, qué quieren 
hacer los Estados miembros en co-
mún y qué se deja para sus políticas 
bilaterales y con qué medios y recur-
sos están dispuestos a dotar a las ins-
tituciones comunes para que lleven a 
cado esas funciones.

8.  �  En relación con las asociaciones es-
tratégicas, es fundamental que se re-
flexione sobre este concepto y todas 
sus implicaciones, ya que hoy el aba-
nico de asociaciones estratégicas no 
puede ser más diverso y no respon-
den a una concepción común. Com-
plementariamente a la reflexión sobre 
la Gran Estrategia, pensamos que es 
necesario considerar el papel de estas 
nuevas asociaciones en el conjunto de 
los marcos de relación exterior euro-
peos (relaciones birregionales y subre-
gionales especialmente), y ver en qué 
medida se obstaculizan unos a otros, si 
se producen solapamientos o, incluso, 
si alguno exige su replanteamiento.

9.  �  En sus relaciones exteriores priori-
tarias, la UE tiene en este momento 
una serie de políticas que reformular. 
El primero de ellos es el caso turco, 

caracterizado por la falta de una vi-
sión común por parte de los Estados 
miembros y con la presión de que 
Turquía, cansada de esperar, está gi-
rando sus preferencias hacia Asia. La 
UE tiene ante sí el difícil dilema de 
combinar sus intereses geopolíticos 
con su dimensión normativa, dado 
lo lejos que sitúan todavía las senten-
cias del Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos a Turquía de la UE. 
Otras relaciones a considerar estraté-
gicamente en su conjunto son Rusia 
y China, donde la UE debe lograr al-
canzar una posición común que refle-
je los puntos de vista e intereses de 
todos que evite la tentación a algunos 
Estados miembros de proseguir con 
sus políticas bilaterales.
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I.    Introducción

La acción exterior de la Unión Europea 
(UE) se desenvuelve actualmente en un 
contexto mundial enormemente cambiante. 
Los Estados miembros (EEMM), y la propia 
Unión, se encuentran confrontados a proble-
mas que, a menudo, les transcienden, tales 
como la inestabilidad económico-financiera, 
la dependencia energética, las pandemias, el 
deterioro medioambiental, los flujos incon-
trolados de inmigración, la amenaza terro-
rista o la proliferación nuclear. De ahí que 
cada vez se vuelva más urgente «gobernar» 
los riesgos globales, aunque ello suponga 
que los países tengan que ceder determina-
das dosis de soberanía a instancias suprana-
cionales.

Por otro lado, cualquier intento de gober-
nanza global debe tener en cuenta un ele-

mento cada vez más evidente en la economía 
internacional: el considerable desplazamien-
to del poder económico de los países tradi-
cionalmente desarrollados (principalmente 
Europa y Estados Unidos) hacia las econo-
mías emergentes.

En este contexto parece imperativo re-
formar unas estructuras de gobernanza in-
ternacional que aún reflejan el viejo orden 
surgido tras la Segunda Guerra Mundial y 
que no contemplan adecuadamente no sola-
mente el nuevo peso relativo de los países 
emergentes, sino tampoco el de la propia UE 
en tanto organización de integración regio-
nal. Actualmente, un reto importante para la 
UE es el de promover la modificación de los 
estatutos de diversas organizaciones interna-
cionales (OOII), cuyo diseño actual respon-
de fundamentalmente a las necesidades de 
los Estados nación.

La proyección exterior de Europa  
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II.  �El   Tratado de Lisboa  
y la representación 
exterior de la UE

El Tratado de Lisboa (TL) introdujo unos 
objetivos muy ambiciosos (art.  3.5 TFEU) 
y nuevos instrumentos en materia de polí-
tica exterior. Sin embargo, la efectividad y 
desarrollo de éstos ha quedado una vez más 
en manos de la voluntad política de los Es-
tados miembros (EEMM), dado el carácter 
principalmente intergubernamental de dicha 
política.

Una de las innovaciones más relevantes 
introducidas por el TL es la concesión de 
personalidad jurídica a la UE (art. 47 TEU), 
gracias a la cual ésta pasa a tener la condi-
ción de parte contratante y puede ser miem-
bro de un convenio internacional o de una 
organización internacional.

El Tratado asimismo crea dos nuevas fi-
guras que ahora comparten protagonismo 
en materia de política exterior con el presi-
dente de la Comisión (y los comisarios con 
competencias que tengan dimensión exte-
rior). Se trata del presidente del Consejo Eu-
ropeo y el alto representante de la UE para 
la Política Exterior y de Defensa (AR), que 
es asistido en sus funciones por un también 
nuevo Servicio Europeo de Acción Exterior 
(SEAE) 1.

En la práctica, el presidente de la Comi-
sión Europea sigue gozando de una gran 
visibilidad externa en los organismos mul-
tilaterales, especialmente cuando se tratan 

1  Por razones de espacio, para una exposición de 
las nuevas figuras introducidas por el Tratado de Lis-
boa y el Servicio Europeo de Acción Exterior (SEAE), 
remitimos al capítulo IV.1 de este Informe. En relación 
al SEAE, el reparto de las jefaturas de delegación del 
SEAE entre los EEMM está resultando problemático. 
Problema éste que también se traslada a las delegacio-
nes de la UE en las OOII, cuyo avance está siendo más 
lento de lo deseable (especialmente en las Institucio-
nes Financieras Internacionales y en la ONU).

asuntos vinculados a una competencia comu-
nitaria exclusiva (por ejemplo, la política co-
mercial común) o compartida (por ejemplo, 
medioambiente). También el presidente del 
Consejo Europeo ha estado activo asistien-
do a numerosas cumbres y representando a 
la UE en las reuniones del G-8 y del G20 2, 
entre otras.

A partir de la experiencia del periodo que 
comprende este Informe, la incógnita se cen-
tra, sobre todo, en saber qué papel puede ir 
desempeñando el AR y si dicho papel irá ex-
tendiéndose también a la representación ex-
terna de la UE fuera del ámbito de la PESC. 
Efectivamente, el hecho de que el TL atribu-
ya al AR, además de la dirección de la PESC, 
la condición de presidente del Consejo de 
Asuntos Exteriores y la de vicepresidente 
de la Comisión coloca a esta figura en una 
buena posición para garantizar la consisten-
cia de las distintas políticas implicadas en la 
acción exterior comunitaria. Sin embargo, 
el que el AR se encuentre a caballo entre 
estas instituciones (triple mandato) puede 
colocarle en situaciones de debilidad. En la 
práctica, la AR, Catherine Ashton, ha ejerci-
do un papel fundamentalmente de coordina-
ción de las posiciones de los Estados miem-
bros (EEMM), mostrando un bajo perfil en 
cuanto a visibilidad, y casi siempre actuando 
después del (y no junto al) Consejo 3 —no en 
vano son los gobiernos los principales artí-
fices de su nombramiento—. Bien es cierto 
que la AR ha ido paulatinamente teniendo 
más en cuenta el papel del Parlamento Eu-
ropeo; éste podría llegar a convertirse en un 
aliado importante en la difícil tarea de garan-
tizar una acción exterior coherente, que vaya 
conciliando y transcendiendo los intereses 
nacionales dispares.

2  G8 de Muskoka y Deauville, así como en el G20 
de Toronto y Seúl.

3  También a menudo después de los Gobiernos de 
los grandes países europeos.
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III.  �E  status y proyección  
de la UE en los organismos 
multilaterales: un balance 
previo

A la hora de valorar si la UE ha alcan-
zado su pleno potencial en los organismos 
multilaterales hay que abordar previamen-
te la cuestión de cómo se articula en el TL 
el reparto de competencias entre la UE y 
sus EEMM. La acción exterior de la UE 
tiene implicaciones en diversos campos y 
la intervención comunitaria será más o me-
nos intensa dependiendo de la materia de 
que se trate. Tal y como se señalaba ante-
riormente, la UE goza de una competencia 
exclusiva en el ámbito de la política co-
mercial común, esfera en la que los EEMM 
quedan relegados a un segundo plano  4, 
mientras que la llamada Política Exterior 
y de Seguridad Común (PESC) se sigue 
caracterizando por la cooperación intergu-
bernamental.

No obstante, si examinamos la presencia 
actual de la UE en las diferentes OOII, ve-
remos que la UE no siempre ostenta el es-
tatus que le corresponde según sus compe-
tencias 5. Por ejemplo, en el FMI, donde se 
tratan asuntos monetarios que son compe-
tencia exclusiva de la UE (para la eurozona) 
y cuestiones relativas a necesidades financie-
ras de los EEMM en dificultades, ésta apenas 
cuenta con un estatus de observadora (ver 
más abajo). Algo similar ocurre con el Banco 
Mundial o Naciones Unidas. En realidad, en 

4  Más complejo es el tema de las competencias 
compartidas, como medioambiente o transporte, res-
pecto a las que la intervención de los EEMM sólo pasa-
rá a un segundo plano una vez que la UE haya ejercido 
la competencia por primera vez, conforme al principio 
de subsidiariedad (art. 5.3 TEU).

5  La UE puede ostentar distintas posiciones en 
una OOII: a) status de miembro pleno con derecho a 
voto; b) de miembro virtual, sin derecho a voto, pero 
con derecho a intervenir en los debates y presentar 
propuestas, y c) como mera observadora. 

pocos casos, la UE ha alcanzado un nivel de 
representación adecuado 6.

Bien es cierto que el contexto económi-
co internacional y el relativo de la Unión no 
ayuda en esta tarea. Desde la entrada en vi-
gor del Tratado de Lisboa, la UE está vivien-
do un periodo de gran turbulencia, con una 
crisis del euro que ha puesto en graves difi-
cultades a la integración europea y que ha 
hecho disminuir el protagonismo de la UE 
en la escena internacional.

El inicio del 2010 no fue muy esperanza-
dor. El fracaso de la Cumbre de Copenhague 
en diciembre de 2009 para establecer meca-
nismos vinculantes sobre cambio climático 
—en la que la UE se presentó con la posi-
ción más ambiciosa— estaba todavía recien-
te. Además la UE se confrontaba en aquel 
momento a una amenaza de expansión de las 
armas nucleares, fruto de las los programas 
nucleares iraní y norcoreano. Posteriormen-
te, ha tenido que hacer frente a una agota-
dora agenda: las presiones para reformar las 
instituciones de Bretton Woods; la grave cri-
sis de la deuda soberana, o los enormes desa-
fíos planteados por la «Primavera árabe».

Sobrepasado el segundo semestre de 
2011, podemos decir que aún existen serios 
interrogantes sobre si la UE va a ser capaz 
de convertirse en un verdadero actor global. 
Esto significaría un actor capaz de lanzar 
mensajes claros, coherentes y una mayor vi-
sibilidad frente a otras potencias. También 
significaría dotar a la UE con mayores capa-
cidades de poder duro (económico y militar) 
y blando (prestigio) para implementar tales 
mensajes. Sin embargo, lo anterior no impi-
de reconocer que se han producido ciertos 
progresos en algunos campos. Tras el fracaso 
de Copenhague, la Conferencia del Clima de 

6  Dos casos paradigmáticos en los que la UE sí 
que ha alcanzado su pleno nivel representativo son la 
FAO y la OMC.
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Cancún restauró la iniciativa de la UE dentro 
de NNUU en este ámbito. Igualmente, la UE 
jugó un papel, si no de liderazgo, al menos sí 
de firmeza en su apoyo a Estados Unidos en 
el combate contra la proliferación nuclear, 
aplicando con gran determinación las san-
ciones contra Irán dictadas por el Consejo 
de Seguridad de NNUU.

Respecto a los conflictos del Norte de 
África cabe realizar una lectura ambivalen-
te. Especialmente alarmante fue la ausencia 
de una posición común europea en el Con-
sejo de Seguridad de la UE frente al conflic-
to libio, debido a la abstención alemana en 
el mismo. En líneas generales, también hay 
que destacar que la AR intervino ante las re-
vueltas de Túnez, El Cairo o Trípoli siempre 
después que Sarkozy o Cameron. Las decla-
raciones oficiales emitidas desde Bruselas 
resultaron al principio demasiado pruden-
tes, y después algo tardías 7. Por otro lado, 
la OTAN ha sido la organización que ha ve-
hiculado la campaña militar, con un apoyo 
logístico y armamentístico notable por parte 
de Estados Unidos, y no los instrumentos de 
la Política Común y de Seguridad y Defensa 
europea (PCSD). Bien es cierto que la coa-
lición internacional que ha derrocado a Ga-
dafi del poder está encabezada, esta vez, por 
dos países europeos, Francia y Reino Unido. 
No es menos cierto que tales países han ac-
tuado fundamentalmente a título individual 
y al margen de las estructuras de la UE.

También resulta preocupante la poca de-
terminación mostrada por una UE ensimis-
mada en sus problemas internos en la tarea 
de seguir profundizando los cambios del sis-
tema multilateral internacional. En este sen-
tido, a continuación se analiza la evolución 

7  Los 27 aprobaron una Declaración respaldando 
las propuestas de la Comisión Europea y la alta repre-
sentante, Catherine Ashton. Véanse las Conclusiones 
Consejo europeo, EUCO 23/11, Bruselas, 23-24 de 
junio de 2011. 

reciente del papel de la UE en una selección 
de organismos y foros. Nuestra selección ha 
querido poner en primer plano aquellos que 
constituyen el núcleo de la gobernanza glo-
bal y en los que la UE, desarrollando las pro-
visiones contenidas en el Tratado de Lisboa, 
ha tenido un rol más destacado durante el 
periodo 2010-2011: en el ámbito económi-
co-financiero, el G20 y el FMI, y en el ámbi-
to político y de seguridad, Naciones Unidas 
—piedra angular del sistema mutilateral— y 
el Consejo de Europa 8.

IV.  �  La UE en el G20

A pesar de no constituir formalmente una 
«Organización», resulta obligado destacar al 
Grupo de los 20 por haber emergido como 
el principal foro de coordinación económica 
a nivel global a raíz de la crisis financiera de 
2008. La suma de los países representados 
en el G20 asciende al 85 por 100 del PIB 
mundial, el 80 por 100 del comercio y 2/3 
de la población del planeta. Tras la crisis, 
el G20 ha pasado de ser una mera reunión 
de ministros de economía y gobernadores 
de bancos centrales a también constituir un 
encuentro al más alto nivel entre de Jefes de 
Estado y de Gobierno.

En concreto, son miembros del G20, jun-
to a los países desarrollados más importan-
tes económicamente, las principales poten-
cias emergentes. De ahí que este foro goce 
de una mayor legitimidad que el G7 y el G8 
y se ajuste mejor a la realidad económica ac-
tual. Legitimidad que, por otro lado, se vio 
reforzada por la eficacia de los resultados 
obtenidos en las primeras cumbres. La ur-
gencia de la situación de crisis ha favorecido 
que decisiones clave en el ámbito económico 

8  Dejamos a un lado, por motivos de espacio, a 
decenas de OOII también importantes en lo que a la 
representación externa de la UE se refiere, como el 
Banco Mundial, la OMC, la OCDE o la OSCE.
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se hayan adoptado en un foro informal, libre 
de restricciones de procedimiento y con ca-
pacidad de actuación inmediata, a diferencia 
de lo que acontece en ocasiones en NNUU 
por el derecho a veto de algunos Estados.

Sin embargo, en este periodo se ha refor-
zado la idea de que no parece deseable que el 
G20 erosione el papel central de NNUU en 
tanto que principal órgano legitimado para 
la acción global. Especialmente si tenemos 
en cuenta el hecho de que en las últimas 
cumbres la eficacia del grupo de los veinte se 
esté cuestionando cada vez más. Parece ra-
zonable, pues, que la UE, en tanto que prin-
cipal valedora del multilateralismo efectivo, 
defienda una mejora en la coordinación del 
G20 con el sistema de NNUU, en virtud de 
la cual éste aporte legitimidad a cambio de la 
mayor eficacia de aquél.

La UE ha mantenido su estatuto de invi-
tado en el G20, pero, a diferencia de lo que 
ocurre en el FMI o el Banco Mundial, con 
la categoría de «completa participación». 
Cuatro Estados miembros (Reino Unido, 
Francia, Italia y Alemania) conforman la 
participación europea, junto a un invitado 
permanente (España). En la práctica, el papel 
dominante en las negociaciones recae sobre 
los representantes de los Estados miembros 
y los intereses nacionales priman frecuente-
mente sobre la adopción de posiciones eu-
ropeas comunes. Se han dado, no obstante, 
algunos signos de mejora en la coordinación 
interna europea. Anteriormente a las últimas 
citas del G20, la UE, principalmente a través 
del ECOFIN (reunión de Ministros de Eco-
nomía y Finanzas de la Unión), viene cele-
brando regularmente reuniones con el fin de 
intentar concertar posiciones internamente, 
aunque no siempre el consenso resulte fácil.

En ocasiones, ni siquiera la actuación con-
certada de los países europeos ha resultado 
en una mayor influencia en el G20, como lo 
demostró el fracaso en la cumbre de Toronto 

de la propuesta europea de establecer a es-
cala global una tasa a la banca para prevenir 
los efectos de futuras crisis. En el próximo 
G20 de Cannes la UE tendrá otra oportuni-
dad para plantear el establecimiento de im-
puestos al sector financiero y de contrastar el 
éxito de esta propuesta. 

La representación externa de la Unión 
Europea en el G20 la asumen el presidente 
del Consejo Europeo y/o el presidente de la 
Comisión, dependiendo del tema que se esté 
tratando. El hecho de que gran parte de los 
temas discutidos en el seno del G20 entren 
dentro de una zona gris en la que la UE y sus 
Estados miembros comparten competencias 
(por ejemplo cuando se trate de temas que 
atañen a la política económica general), aña-
de un mayor grado de confusión a la partici-
pación europea.

Dado que no parece factible en la actuali-
dad que los Estados miembros que participan 
en el G20 renuncien a su representación en 
el mismo a favor de una única representación 
de la UE, los esfuerzos de reforma deberían 
encaminarse a designar un único representan-
te para la silla de la UE. En este sentido, hay 
que valorar favorablemente que el Consejo 
y la Comisión llegasen a principios de 2010 
a un acuerdo de división de tareas. En esta 
misma línea, se ha descartado la propuesta de 
ampliar la presencia europea en el G20 con la 
participación del presidente de la eurozona.

Un examen de los cinco G20 posteriores a 
la crisis del 2008 demuestra varios cambios de 
tendencias en los resultados de este foro. En 
una primera etapa el G20 hizo gala de gran-
des dosis de consenso y de eficacia en la re-
solución de los problemas. Así, en la cumbre 
de Washington (noviembre de 2008) se llegó 
al compromiso de aprobar un colchón finan-
ciero de 1,1 billones de dólares para frenar 
los efectos del crash financiero. En el G20 de 
Londres (abril de 2009) se lograron asimismo 
avances importantes en la coordinación de los 
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desequilibrios macroeconómicos globales, la 
estabilidad y solvencia del sistema bancario y 
la garantía de una mayor representación de 
los emergentes en el FMI y Banco Mundial.

No obstante, a partir de la cumbre de To-
ronto (junio de 2010) empieza ya claramente 
una «fase de declive» con discrepancias so-
bre las recetas para salir de la crisis (políticas 
fiscales expansivas de Estados Unidos versus 
políticas de austeridad abanderadas por la 
UE) y bloqueo en temas como el estableci-
miento de una tasa a la banca, la adopción 
de medidas concretas en la lucha contra los 
paraísos fiscales o la parálisis en las negocia-
ciones comerciales de la Ronda de Doha.

Bien es cierto que esta tendencia a la baja 
se ha invertido, aunque sea ligeramente, en el 
último G20 de Seúl (noviembre 2010). En di-
cha cumbre se abrió la expectativa de una fi-
nalización de la Ronda de Doha, se impulsó el 
post-Cancún intentando una mejora de Kyoto 
en lo relativo al cambio climático y se llevó a 
cabo una ratificación de los Acuerdos de Ba-
silea III. Sin embargo, se pospuso hasta la si-
guiente cumbre el plan de actuación sobre las 
entidades financieras de relevancia sistémica 
y la búsqueda de una solución global para los 
desequilibrios económicos internacionales.

Es de lamentar, en cambio, la falta de con-
senso europeo a la hora de definir las prio-
ridades de la presidencia francesa para el 
G20 de Cannes (noviembre de 2011). Esta 
falta de concertación previa de la UE ha sido 
criticada recientemente por Estados Unidos 
y otros miembros del G20, especialmente 
en lo que se refiere a la solución de la crisis 
de deuda soberana y su eventual contagio a 
otras partes del mundo. Dichas prioridades 
francesas son, por otro lado, ciertamente 
ambiciosas y de difícil consecución a corto 
plazo, dada la atención que consume la ac-
tual crisis de deuda soberana en la UE.

Un ejemplo paradigmático del precio que 
tiene para los países europeos la fragmenta-

ción interna es el de la llamada «guerra de 
divisas». Este asunto estuvo muy presente 
durante el último G20 de Seúl y previsible-
mente también en Cannes. Efectivamente, 
en la actualidad la UE sufre, debido a sus 
estructuras de gobernanza económica aún 
débiles y a la división interna  9, las conse-
cuencias negativas de la batalla monetaria 
que están librando China y Estados Unidos. 
Un Banco Central Europeo que, a diferen-
cia de la Reserva Federal Americana, cuenta 
con grandes limitaciones para intervenir en 
defensa de las economías europeas no puede 
evitar la sobrevaloración del euro y el con-
secuente perjuicio para las exportaciones de 
los países de la UE.

A pesar de ello, los Estados miembros aún 
no se han puesto de acuerdo sobre si quieren 
que el euro juegue un papel internacional 
importante, si no sustituyendo al dólar como 
moneda de reserva (el peso económico de 
Estados Unidos ya no justifica el que tenga 
esta prerrogativa en exclusividad), al menos 
formando parte de un sistema monetario 
multi-divisa con el dólar y, eventualmente, el 
yuan 10. En principio, la postura de Francia 
es más favorable que la de Alemania a incre-
mentar la importancia del euro en la escena 
internacional, con las obligaciones que ello 
conllevaría.

V.  �  La UE en el Fondo 
Monetario Internacional

Una de las organizaciones de la gober-
nanza económica mundial que más reforza-
das han salido del G20 de Seúl (noviembre 

9  A este respecto es oportuno recordar la posición 
alemana en el G20 de Seúl, alineándose con China 
para criticar la política financiera expansiva estadouni-
dense antes de la cumbre.

10  Existe, a este respecto, la propuesta de los de-
rechos especiales de giro del FMI, que comportaría la 
creación de una cesta que incluyese a varias monedas.
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2010) es el Fondo Monetario Internacional 
(FMI). En dicha cumbre los líderes polí-
ticos encomendaron al FMI la vigilancia, 
conforme a unos parámetros previamente 
definidos por el Fondo, de los desequilibrios 
macroeconómicos en cada país. Parece claro 
que la función cada vez más relevante del 
FMI debiera ir acompañada de un aumento 
de los recursos destinados al mismo. Tam-
bién ha contribuido al protagonismo reciente 
del Fondo el impulso político suministrado 
por el anterior director gerente, Dominique 
Strauss-Kahn, con un discurso algo hetero-
doxo que defendía los estímulos fiscales para 
lograr el crecimiento económico.

A nivel regional, no se puede olvidar tam-
poco el papel que está desempeñando el FMI 
en la crisis de deuda soberana. La convenien-
cia de la participación del FMI fue cuestiona-
da a propósito del primer rescate a Grecia 
(principios de 2010). Las dudas en torno a 
éste y otros temas provocaron una demora 
en la adopción de medidas, con efectos ne-
gativos para los EEMM afectados. La par-
ticipación del FMI en los sucesivos rescates 
durante el 2010 y 2011 (Irlanda, Portugal 
y por segunda vez Grecia) ha resultado ser 
una fuente de controversia al menos por tres 
razones. Primero, por el cuestionamiento 
de la pertinencia de un FMI prestamista de 
Europa, en ausencia de un Fondo Monetario 
Europeo que muchos veían como la solución 
ideal. Segundo, por las suspicacias de favori-
tismo en la relación que han mantenido sus 
directores gerentes, en tanto que europeos, 
con una UE necesitada de financiación (Do-
minique Strauss-Kahn, primero, y a partir 
de junio de 2011 Christine Lagarde). A lo 
cual se han añadido conflictos puntuales, 
por ejemplo, las diferentes visiones sobre las 
necesidades de recapitalización de los ban-
cos europeos. Y tercero, por los efectos de-
vastadores del ajuste apuntalado por el FMI 
junto al BCE y la Comisión (la Troika), con 
negativos precedentes en América Latina, y 

que han estrangulado el posible crecimiento 
de economías como la griega. Independien-
temente de las anteriores controversias, pa-
rece cada vez más claro que el FMI sería el 
canal elegido por las potencias emergentes 
para instrumentar su eventual apoyo econó-
mico a los países más castigados por la crisis 
de deuda soberana europea, probablemente 
a cambio de un mayor peso en dicho orga-
nismo.

Pero a pesar del protagonismo que está 
teniendo el FMI en ciertos asuntos econó-
mico-monetarios relevantes para la UE, es 
paradójico que ésta goce de una deficiente 
representación en aquél. Ello se debe, en 
parte, a la estructura constitutiva del Fondo, 
donde la UE, como organización regional, 
encuentra difícil cabida, debido, entre otras 
cosas, a la fragmentación de los países eu-
ropeos en diferentes grupos del Directorio 
Ejecutivo en torno a sus veinticuatro direc-
tores. Este déficit representativo es si cabe 
más injustificable si tenemos en cuenta que 
el FMI incluye en su agenda de trabajo temas 
que atañen a competencias comunitarias. 
Sin ir más lejos, el Banco Central Europeo 
ostenta la competencia exclusiva de la políti-
ca monetaria respecto a los países de la zona 
euro. Asimismo, respecto a las competencias 
en materia macroeconómica y financiera, la 
Unión centra su intervención en la coordina-
ción (cada vez más intensa) de las políticas 
nacionales.

La presencia de las instituciones comuni-
tarias en las dos instancias principales para 
la toma de decisiones en el FMI es mínima. 
La Junta de Gobernadores es la máxima au-
toridad del Fondo y está compuesta por un 
representante de cada país miembro (repre-
sentantes de los Bancos Centrales o ministros 
de Finanzas). En la Junta de Gobernadores 
la UE actúa únicamente como observador 
del Comité de Desarrollo y de las Juntas 
anuales.
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Por otro lado, el Directorio Ejecutivo es 
el encargado del quehacer cotidiano de la 
institución. De sus veinticuatro directores, 
cinco corresponden a las principales econo-
mías, tres de las cuales son europeas (Ale-
mania, Francia y Reino Unido). Las restan-
tes sillas se reparten entre los representantes 
de grupos de países (circunscripciones), con 
un mínimo de cuatro países por grupo y un 
máximo de 24. Los Estados miembros de la 
UE que no tienen silla permanente (España) 
se encuentran esparcidos entre las distintas 
circunscripciones, hecho que no favorece la 
coherencia de la acción comunitaria, como 
se ha visto con motivo de la reciente elección 
de director gerente del FMI. El sistema de 
circunscripciones implica que cada país deba 
asumir la posición del Estado que ostente 
temporalmente la dirección de su respectivo 
grupo, lo que en el caso de España llevó a 
la paradójica situación de tener que votar a 
favor del candidato mejicano, a pesar de la 
voluntad expresada por nuestro gobierno de 
favorecer a la candidata francesa y promover 
así un voto unificado dentro de la UE.

En el plano comunitario, los asuntos re-
lacionados con el Fondo se discuten en el 
Subcomité para el FMI, perteneciente al 
Consejo Económico y Financiero (ECOFIN) 
y constituido por representantes de los Ban-
cos Centrales y Ministros de Finanzas de los 
países, junto con el Banco Central Europeo, 
la Comisión Europea y el representante de 
la Presidencia Rotatoria de la UE. Ninguna 
de estas instancias tiene, sin embargo, re-
presentación formal en el Fondo, salvo el 
BCE, que goza de estatus de observador en 
los temas de su competencia. La Comisión 
y el BCE, con atribuciones en temas mone-
tarios y de economía general, deberían as-
pirar a obtener la condición de observador 
pleno en la Junta de Gobernadores del FMI. 
En la práctica, a pesar de que el Subcomité 
haya demostrado cierta utilidad, aun pesa el 
hecho de que las capitales europeas dirijan 

mensajes diferentes a sus representantes en 
Washington.

Otro tema que afecta directamente el 
peso que tienen la UE y sus Estados miem-
bros en el FMI es el de las negociaciones so-
bre el reparto de sillas con los países emer-
gentes. Dichas negociaciones han puesto de 
manifiesto una posición de debilidad de la 
UE frente a la presión ejercida públicamen-
te por Estados Unidos (gracias al privilegio 
del derecho a veto que tiene este país sobre 
las decisiones de la Junta de Gobernadores). 
En el acuerdo de los Ministros de Economía 
del G20 de octubre de 2010, que todavía no 
se ha llegado a ejecutar, los gobiernos euro-
peos aceptaron una reforma que incluía la 
concesión de algunas sillas en la Junta y el 6 
por 100 de los derechos de voto a las poten-
cias emergentes  11. La sobre-representación 
de los países europeos (que no de la UE) 
en el FMI justifica esta mayor influencia de 
los emergentes. El tema más preocupante es 
que esta concesión de la UE no haya esta-
do acompañada de contrapartidas como la 
supresión del referido derecho a veto esta-
dounidense, el aumento en la representación 
externa de la UE en el FMI o un incremento 
en los recursos económicos aportados por 
las potencias emergentes.

Ni siquiera los países europeos consi-
guieron arrancar el reconocimiento de la UE 
como observador preferencial en la Junta de 
Gobernadores del FMI (a través de la Co-
misión o del BCE, según la materia), lo cual 
evidencia una debilidad negociadora que la 
UE no debería permitir en el futuro. La re-
unión programada para el 2012, cuyo objeto 
es revisar la composición del mismo, consti-
tuye una ocasión inmejorable para presentar 
una propuesta ya planteada en 1998 y 2006: 

11  Los Estados miembros de la UE reúnen en la 
actualidad más del 30 por 100 de los votos en el FMI. 
En este sentido, los europeos continúan teniendo un 
voto conjunto superior al de los BRICS.

PARTE4-02.indd   202 16/11/11   16:03:02



La proyección exterior de Europa en organizaciones y foros multilaterales

203

dotar a la UE con dos sillas en la Junta de 
Gobernadores, una para la eurozona y otra 
para el resto de los EEMM.

A cambio de estos avances en la repre-
sentatividad de la UE, ésta podría renunciar 
al privilegio de tener garantizado el nombra-
miento de un director gerente europeo en el 
FMI, en virtud del acuerdo tácito que tiene 
con Estados Unidos al respecto.

VI.  �  La UE en Naciones Unidas

Afianzar a la UE como actor global en 
Naciones Unidas —la piedra de toque de la 
arquitectura multilateral— es una asignatu-
ra pendiente para Europa, al menos desde 
la década de los noventa. A este respecto, 
el Tratado de Lisboa apunta expresamente a 
la colaboración con NNUU y sus agencias y 
abre a los europeos un abanico de posibili-
dades a desarrollar en su seno. Sin embargo, 
el hecho de que el Tratado no haga mención 
alguna a la reforma de la Organización, uni-
do a la pésima coyuntura económica de este 
periodo, ha provocado que la atención so-
bre NNUU como centro de toma de decisio-
nes se haya desplazado a otros organismos 
como el FMI o el G20. De esta manera, la 
agenda de reforma de NNUU ha ido rele-
gándose 12.

A pesar de lo anterior, hay que mencionar 
algunos acontecimientos importantes en tres 
instancias principales de NNUU: el Consejo 
de Seguridad, la Asamblea General y el Con-
sejo de Derechos Humanos.

12  La AR ha mostrado una atención preferente a 
las relaciones estratégicas de la UE con los BRIC (Bra-
sil, China, Rusia, India, Sudáfrica). Significativamen-
te, ni las Conclusiones del Consejo ni la posición de la 
AR Ashton considera a Naciones Unidas el foro multi-
lateral privilegiado para una interlocución con poten-
cias emergentes. Ver Consejo Europeo, Conclusiones 
de la Presidencia, Bruselas, 16 de septiembre de 2010 
(EUCO 21/1/10 REV 1). 

a)  �  Consejo de Seguridad de NNUU

El Tratado de Lisboa realiza una mención 
explícita al Consejo de Seguridad y contiene 
provisiones concretas sobre la acción coordi-
nada de la UE y sus EEMM (art. 34.2 TUE), 
la defensa de intereses europeos comunes 
y el perfil activo del alto representante. Sin 
embargo, la trayectoria de la UE durante el 
periodo 2010-2011 no ha estado exenta de 
dificultades.

En primer lugar, la UE se mostró dividida 
en la crisis de Libia, tal y como queda re-
flejado en las Resoluciones 1970, de 26 de 
febrero de 2011, y 1973, de 17 de marzo de 
2011. La primera establecía un embargo de 
armas a Libia, mientras que la segunda auto-
rizaba una zona de exclusión aérea. En esta 
ocasión la abstención de Alemania, que se 
alineó junto a China, Rusia, Brasil e India, 
rompió el consenso europeo mayoritario en 
la cuestión. Una vez más, la Unión adoleció 
de reflejos para llegar unida al Consejo de 
Seguridad en un asunto referente al empleo 
de la fuerza, al tiempo que evidenciaba el dis-
tanciamiento alemán respecto a sus socios. 
No obstante, al menos la abstención germa-
na no impidió poner en marcha la operación 
de contención a Gadafi. La posterior victoria 
militar sirvió momentáneamente para unir a 
los socios europeos y evitar un nuevo divor-
cio interno semejante al de Irak en 2003, si 
bien las incógnitas acerca del futuro de la 
coalición permanecen.

En segundo lugar, respecto al intento de 
imposición de sanciones al régimen sirio de 
Bachar el Asad por su represión militar con-
tra la población civil, la UE no pudo hacer 
valer su posición. China y Rusia lograron im-
ponerse vetando en la reunión del 4 de oc-
tubre de 2011 una Resolución de amenaza 
de sanciones preparada por Estados Unidos 
y los europeos. Finalmente, en la polémica 
cuestión de la declaración unilateral de inde-
pendencia por parte de la autoridad palesti-
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na, las divisiones europeas también salieron 
a la superficie. Tras anunciar el presidente 
Mahmud Abas la solicitud de estatus de 
miembro de pleno de derecho ante la Asam-
blea General de NNUU de 23 de septiembre 
de 2011, el Consejo de Seguridad defirió por 
un tiempo indefinido la decisión al comité 
de adhesiones. Y lo que es más preocupante, 
rápidamente dentro de la Unión se constitu-
yeron dos bloques: el de los contrarios a la 
propuesta palestina (Alemania, Países Bajos) 
y el de los partidarios de la misma (España, 
Francia, Portugal, Suecia). Aquí, de nue-
vo, se ha echado en falta un mayor impulso 
político por parte del presidente del Conse-
jo Europeo y de la AR en las reuniones de 
coordinación previas, una mejor previsión 
diplomática y un mayor rodaje del Servicio 
Europeo de Acción Exterior (SEAE), habida 
cuenta de que la cuestión estaba planteada 
desde hacía más de un año. Con todo, tras el 
bloqueo de Estados Unidos en el Consejo de 
Seguridad, la AR logró retomar la iniciativa 
del «Cuarteto» (Estados Unidos, Rusia, UE y 
NNUU) a fin de poder alcanzar un acuerdo 
vinculante para 2012.

En líneas generales, hay que reconocer 
que, a pesar de las dificultades, la UE ha ido 
alcanzando paulatinamente una representa-
ción exterior más sistematizada y regular en 
NNUU. Prueba de ello la tenemos en diversas 
comparecencias del presidente de la Comi-
sión y la AR, tanto en el Consejo de Seguri-
dad como en la Asamblea General, en ámbi-
tos tan diversos como la crisis libia, la lucha 
contra el terrorismo o asuntos de género 13.

b)  �  Asamblea General de NNUU

Aquí es donde la UE ha cosechado su 
mayor éxito al conseguir en mayo de 2011, 

13  Ver Declaraciones en el sitio de la Delegación 
de la UE en NNUU: http://www.europa-eu-un.org/ar-
ticles/articleslist_s7_en.htm. 

tras un primer intento fallido en septiembre 
de 2010, un estatus de observador plus o 
reforzado en la Asamblea General. El nuevo 
estatus permitirá a la Unión, al menos for-
malmente, hablar con voz propia en dicha 
Asamblea General. Asimismo, es un logro 
con valor simbólico de cara al conjunto de 
los 192 países representados, que supone 
un desafío para el propio funcionamiento 
de esta Organización con la incorporación 
a su estructura de las llamadas «Organi-
zaciones de Integración Regional» (como 
la UE).

En relación al dossier palestino comenta-
do anteriormente, y una vez bloqueada la vía 
del Consejo de Seguridad, previsiblemente 
se convertirá en un tema recurrente en la 
Asamblea General. Ello supondrá sin duda 
un importante test para medir el efecto po-
sitivo en términos de visibilidad del nuevo 
estatus de la UE en la misma.

c)  �  El Consejo de Derechos Humanos

En este organismo cabe hablar de avances 
y de una cierta recuperación de su prestigio, 
lastrado históricamente por una constante 
instrumentalización política de la cuestión 
de los derechos humanos. Destaca el exitoso 
boicot a la candidatura de la Siria de Bachar 
el Assad para ingresar en 2012 en el referi-
do Consejo. En este sentido, los países de la 
UE apoyaron la campaña de la Administra-
ción Obama y de decenas de ONG’s árabes 
e internacionales durante la primavera de 
2011.

Paralelamente, la UE se ha mantenido fir-
me desde el comienzo en su denuncia de las 
masacres contra la población civil por parte 
del dirigente libio Muammar El Gadafi, so-
licitando la apertura de un expediente a éste 
por crímenes de guerra ante la Corte Inter-
nacional de Justicia.
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VII.  �  La UE en el Consejo  
de Europa

Una de las organizaciones internacionales 
que el propio Tratado de Lisboa (TL) singu-
lariza expresamente a efectos de que la UE 
establezca «formas de cooperación apropia-
das» es el Consejo de Europa (CdE). El CdE 
constituye el espacio político y jurídico co-
mún más antiguo y amplio del continente, 
está integrado por 47 países y basa sus esta-
tutos en los valores democráticos, los dere-
chos humanos y el Estado de Derecho.

El art. 6.2 del TUE contiene un mandato 
para que la UE se adhiera a uno de los con-
venios del CdE, el Convenio Europeo para la 
Protección de los Derechos Humanos y de 
Libertades Fundamentales. Dicha adhesión 
conllevaría un cambio de estatus de la Unión 
en el CdE.

Actualmente, la UE es mera observadora 
en el CdE, mientras que todos sus EEMM 
pertenecen al CdE. La Comisión no contri-
buye al presupuesto del CdE directamente, 
aunque sea el mayor contribuyente a los 
programas operativos que se llevan a cabo 
con el CdE. Desde mayo de 2007, ambas 
organizaciones celebran unas «reuniones 
cuadripartitas», en las que la UE ha estado 
hasta ahora representada por la presidencia 
rotatoria del Consejo (sin competencias en 
acción exterior tras el TL) y por la Comisión, 
y el CdE por el presidente del Comité de Mi-
nistros y el Secretario General.

Es importante señalar que la adhesión al 
Convenio de Derechos Humanos del CdE 
no es automática. Tras aprobarse durante la 
Presidencia española de la UE el mandato 
de negociación (normas mínimas a las que 
habría de ceñirse la UE a la hora de nego-
ciar con el CdE la adhesión), la UE y el CdE 
todavía no han llegado a un acuerdo al res-
pecto debido a falta de consenso entre los 
Estados miembros.

Además de solventar determinadas difi-
cultades técnicas, dicho acuerdo habrá de 
recoger las excepciones previstas para Reino 
Unido y Polonia, respecto a quienes no se 
aplica la Carta de Derechos Fundamentales 
de la UE  14. Igualmente, será necesario de-
terminar quién ostentará la representación 
principal de la UE ante el CdE. La regla ge-
neral, como en otros casos, debería ser que 
la Comisión adquiera protagonismo cuando 
estén en juego competencias exclusivas o 
compartidas de la UE y que dicho protago-
nismo pase a manos del AR cuando se trate 
de materias derivadas de la PESC.

CONCLUSIONES  
Y RECOMENDACIONES

1.	� En relación a lo previsto en el Trata-
do de Lisboa, la UE ha ido asentan-
do en el periodo 2010-2011 algunas 
bases para fortalecer su presencia 
internacional y dotar de coherencia 
sus políticas en los foros económicos 
multilaterales y en Naciones Unidas. 
Sin embargo, no ha aprovechado su-
ficientemente ni las disposiciones del 
Tratado de Lisboa ni la urgencia de la 
coyuntura mundial.

2.	� La UE se halla todavía en un estadio 
inicial en lo relativo a su representa-
ción exterior. Para poder avanzar, se 
requieren, como mínimo, dos cosas: 
una intensificación de la coordina-
ción interna en los planos económico 
y diplomático y una visión clara de 
qué tipo de arquitectura internacio-
nal le interesa a Europa.

3.	� Las instituciones comunitarias y los 
EEMM han de potenciar las funciones 

14  Tampoco se ha decidido cómo deberá la UE 
ejercer su derecho a voto en el seno del Comité de Mi-
nistros y si lo hará en condiciones de igualdad con los 
Estados miembros. 
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del AR en tanto que garante de la co-
herencia de las distintas políticas que 
integran la acción exterior de la UE. 
Para ello será indispensable agilizar 
la puesta en marcha del SEAE, cuyas 
delegaciones en el exterior (tanto en 
los países como en las organizaciones 
Internacionales) pueden llegar a ser 
un instrumento muy valioso en ma-
nos del AR.

4.	� En el G20

	 4.1.  �  El G20 ha cumplido desde el 
principio de la crisis un papel 
esencial para evitar la vuelta al 
proteccionismo, mitigar el ries-
go de las devaluaciones com-
petitivas y generar un impulso 
fiscal que evitara el peligro de 
una nueva depresión. Para Eu-
ropa es importante que el G20 
continúe jugando un papel po-
sitivo en la gobernanza econó-
mica. Pero debería concentrar 
su acción en los temas esen-
ciales de la coordinación eco-
nómica y no sobrecargarse con 
demasiadas tareas, cumpliendo 
sobre todo una función de im-
pulso político y supervisión de 
los temas. De ahí que su acción 
deba ser complementada por 
organizaciones multilaterales 
especializadas (FMI, OCDE, 
NNUU), con estructuras más 
permanentes.

	 4.2.  �  La UE debe apostar por una 
profundización en las sinergias 
entre el G20 y las NNUU, en 
virtud de la cual las NNUU 
aporten más legitimidad a cam-
bio de la mayor eficiencia del 
G20. Pueden plantearse dos 
vías posibles a este respecto. 
Una vía consistiría en reforzar 

el Consejo Económico y Social 
(ECOSOC) de la ONU, con-
virtiéndolo en un órgano de 
obligada consulta para el G20. 
Otra vía, más ambiciosa, sería 
reconvertir el G20 en un Con-
sejo de Seguridad de Riesgos 
Sistémicos para la economía 
global, con estatus de organis-
mo multilateral, e integrado de 
una u otra forma en el sistema 
de NNUU —si bien esto reque-
riría probablemente a su vez 
una reforma de la membresía y 
funcionamiento del Consejo de 
Seguridad 15—.

	 4.3.  �  Es necesario profundizar en 
una mejor coordinación y ali-
neamiento en el interior de la 
UE previa a las cumbres del 
G20. De lo contrario se corre 
el riesgo de que el G20 acabe 
convirtiéndose en un G2, en 
el que la UE sufra las conse-
cuencias de las decisiones que 
adopten China y Estados Uni-
dos, como es el caso de la gue-
rra de divisas.

5.	�E n el Fondo Monetario Internacional

	 5.1.  �  La UE, con competencias im-
portantes en las materias que 
se tratan en el FMI, debe aspi-
rar a tener una representación 
propia en la Junta de Goberna-
dores del mismo, dividida en 
dos sillas: una que agrupe a los 
países de la zona euro y, otra, a 
los EEMM que no pertenecen 
al euro. La próxima reunión 
para revisar la composición de 

15  La falta de consenso dentro del propio G20 so-
bre diversas cuestiones y su pérdida de ímpetu supo-
nen una barrera añadida a la creación de un organismo 
nuevo.
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la Junta del FMI en 2012 de-
bería aprovecharse para lograr, 
como mínimo, una representa-
ción de los países del euro.

	 5.2.  �  La representación exterior de 
la UE debería correr a cargo 
de la Comisión y del BCE, con 
atribuciones importantes en te-
mas monetarios y de economía 
general. Ambas instituciones 
habrían de gozar de un esta-
tuto de observador pleno en 
la Junta de Gobernadores del 
FMI.

	 5.3.  �  La ejecución aún pendiente del 
acuerdo del G20 de octubre de 
2010 sobre la redistribución de 
cuotas y votos en el FMI, que 
dará lugar a una reducción de 
la presencia de países europeos 
en favor de los países emer-
gentes, debe llevar consigo 
las siguientes contrapartidas: 
i) una reducción del poder de 
veto que tiene Estados Unidos 
sobre las decisiones de la Junta 
Ejecutiva; ii) el que las poten-
cias emergentes muestren una 
mayor responsabilidad frente 
al multilateralismo y contribu-
yan más a la financiación del 
mismo.

	 5.4.  �  Una segunda reunión prevista 
para 2020 podría ser, a su vez, 
el momento para plantear el re-
conocimiento de la UE como el 
mayor accionista del Fondo y 
su participación como tal. Ello 
no debería significar una dis-
minución de la cuota europea 
en términos absolutos 16.

16  En una dirección paralela a las reformas en 
el Fondo, en el Banco Mundial los EEMM deberían 
agruparse y formar un grupo único en su Comité Eje-
cutivo, presidido por los EEMM de manera rotatoria, 

	 5.5.  �  Es importante comenzar a defi-
nir una voz propiamente euro-
pea en las políticas del Fondo, 
que promueva contención fiscal 
y crecimiento, un mayor margen 
para las economías emergentes y 
un mayor equilibrio macroeco-
nómico a escala global.

6.	� En Naciones Unidas

	 6.1.  �  La UE puede aprovechar su 
nuevo estatus de observador 
reforzado en la Asamblea Ge-
neral para lanzar mensajes más 
cohesionados, apoyándose en 
su condición de bloque regio-
nal de veintisiete países.

	 6.2.  �  Es preciso complementar la 
fórmula un Estado-un voto 
con instancias regionales que 
simplifiquen las negociaciones 
y explorar las sinergias de los 
Estados con sus respectivas 
Organizaciones de Integración 
Regional (UNASUR, ASEAN, 
Unión Africana). Ello contri-
buiría a aminorar la tradicional 
actitud reactiva de los Estados 
más débiles y más díscolos. 
Las agencias y organismos de 
la ONU podrían reducirse, de 
acuerdo con el principio de sub-
sidiariedad, de manera que cada 
región gestione los asuntos que 
le afecten más directamente.

	 6.3.  �  La alta representante habría 
de poner en marcha un «Gru-
po Asesor de Alto Nivel», en 
estrecho contacto con las insti-
tuciones europeas y los gobier-

o por la Comisión Europea. Igualmente, la Unión 
podría mejorar su estatus pasando a constituirse 
observador permanente reforzado en su Comité Eje
cutivo.

PARTE4-02.indd   207 16/11/11   16:03:03



José Luis Escario / Vicente Palacio

208

nos, para acordar posiciones de 
cara a una reforma del sistema 
de NNUU. Esta reforma debe-
ría ocupar un aspecto central 
en el diálogo estratégico con 
los países emergentes, de ma-
nera que se negociase con éstos 
los criterios básicos institucio-
nales, junto a otros aspectos 
importantes como las políticas 
de seguridad, las finanzas o el 
cambio climático.

	 6.4.  �  Aun contemplando como ho-
rizonte un asiento único en 
el Consejo de Seguridad de 
NNUU, la UE debería trabajar 
en corto y medio plazo en una 
triple vía: primero, coordinar 
previamente una posición co-
mún en el Consejo de la UE; 
segundo, desbloquear la toma 
de decisiones en ciertas áreas 
—como aquellas en las que 
está en juego la responsabili-
dad de proteger— mediante 
mayorías supercualificadas, y 
tercero, avanzar en la Europa 
de la defensa para hacer de la 
UE un actor global indispensa-
ble en este campo.

	 6.5.  �  Aprovechando la puesta en 
marcha del Servicio Europeo de 
Acción Exterior, los EEMM de-
berían dar pasos hacia una es-
pecie de «cooperación reforza-
da» dentro de las delegaciones 
de la UE en las sedes de NNUU 
de Nueva York y Ginebra, po-
niendo en común progresiva-
mente más recursos y tareas.

7.	� En el Consejo de Europa

	 7.1.  �  La adhesión de la UE a la Con-
vención del Consejo de Europa 
para la Protección de los De-

rechos Humanos y Libertades 
Fundamentales, aún en nego-
ciaciones, debería desembocar 
en el otorgamiento a la UE de 
la condición de miembro con 
derecho a voto, junto a los 
EEMM, así como a la partici-
pación de la Unión en el Comi-
té de Ministros del CdE.
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I.    Introducción

Tras un periodo inicial (1999-2008) de 
ciertos avances, si bien modestos, en el de-
sarrollo de institucional, de capacidades y 
misiones, la Política Común de Seguridad y 
Defensa (PCSD) de la UE ha entrado en cri-
sis. Varios factores han confluido y mermado 
el desarrollo de la PCSD desde 2008, entre 
ellos: la crisis financiera y los subsiguientes 
recortes en los presupuestos de defensa euro-
peos; la progresiva desesperación de Francia 
y su creciente atención a la OTAN; la deci-
sión de Francia y Reino Unido de proceder a 
una mayor cooperación militar en un marco 
bilateral, y las divisiones europeas sobre la 
intervención en Libia.

Este capítulo analiza la evolución de la 
PCSD desde el Tratado de Lisboa y ofrece 
algunas reflexiones sobre cómo mejorar su 
desarrollo. Hasta ahora, la referencia de la 
PCSD ha sido la gestión de crisis integral, 

con especial énfasis en soluciones civil-mili-
tares. El énfasis en soluciones integrales, en 
tareas de mantenimiento de la paz (y esce-
narios de baja intensidad en particular) ha 
dado como resultado una falta de atención 
al desarrollo del instrumento militar euro-
peo. Esta tendencia de falta de atención al 
instrumento militar ha sido agravada por la 
crisis económica de 2008 y la subsiguiente 
disminución de los presupuestos de defensa 
a lo largo y ancho de Europa.

En un entorno geopolítico marcado por 
la reticencia de Estados Unidos a jugar un 
papel directo en temas de seguridad europea 
y mediterránea (tal y como ha quedado de-
mostrado por el papel indirecto jugado por 
Washington durante la crisis Libia) y por la 
inestabilidad en el sur del Mediterráneo y 
Oriente Medio, la concentración de la UE 
en la gestión de crisis integral ha quedado 
obsoleto. La desesperación de algunos de los 
principales miembros (concretamente Fran-
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cia y Reino Unido) por la reticencia de la UE 
hacia la fuerza militar no hace sino ilustrar el 
hecho de que la UE corre el riesgo de no ser 
el principal vehículo para la canalización de 
la política exterior y de seguridad europea. 
Si la UE quiere mantener su influencia en 
su entorno geopolítico, así como sus aspira-
ciones de poder global, es imperativo que la 
PCSD vaya más allá de la gestión de crisis y 
desarrolle un instrumento militar pleno, con 
capacidades no sólo de reaccionar a crisis 
ya existentes, sino también de desempeñar 
otras tareas normalmente asociadas con el 
instrumento militar, a saber, la prevención, 
la disuasión, la defensa y la inteligencia.

La primera parte del capítulo examina el 
impacto del Tratado de Lisboa en el desa-
rrollo de la PCSD. La segunda sección ex-
pone las principales tendencias en el ámbito 
geopolítico de Europa y su vecindario y aler-
ta sobre la falta de adaptación de la PCSD. 
La tercera y última parte ofrece una reflexión 
sobre el tipo de PCSD que el entorno actual 
requiere y ofrece algunas recomendaciones 
concretas sobre cómo llevarla a cabo.

II.  �El   tratado de Lisboa  
y la PCSD

Uno de los principales objetivos del tra-
tado de Lisboa es mejorar la eficacia de la 
acción global de la Unión Europea, para lo 
cual hace hincapié en la importancia de una 
mayor coherencia en la Política Exterior y de 
Seguridad Común. En aras de una mayor co-
herencia, Lisboa decide dotar a la UE de per-
sonalidad legal internacional (art.  7 TUE), 
hasta entonces reservada a la Comisión; fu-
sionar las posiciones de comisario de Rela-
ciones Exteriores y alto representante para 
la Política Exterior y de Seguridad Común 
(PESC) en la nueva figura del alto represen-
tante de la Unión para Asuntos Exteriores 
y Seguridad, ahora también vicepresidente 

de la Comisión Europea; y el establecimien-
to del Servicio de Acción Exterior Europeo 
(SAEE). Supuestamente, estas medidas no 
sólo mejorarán la coherencia de la UE en 
política exterior, sino también en el campo 
de la gestión de crisis. Por ello (en este es-
píritu de mejorar la coherencia de la Unión 
en la gestión de crisis) se ha decidido tam-
bién insertar formalmente la PCSD dentro 
de la estructura del Servicio de Acción Ex-
terior Europea, reforzando así la autoridad 
del alto representante sobre la PCSD. Este 
movimiento confirma la subordinación de la 
PCSD a la PESC y confiere así al llamado 
«enfoque integral» una fuerte dimensión ins-
titucional (al confirmar a la PCSD como una 
pequeña parte dentro de la amplia panoplia 
de herramientas de política exterior con que 
la UE cuenta) 1.

La subordinación de la PCSD a la PESC 
es un rasgo distintivo de la UE que supone 
un brusco contraste entre esta orientación y 
la manera en que la política exterior y de se-
guridad están organizadas en la mayoría de 
Estados miembros, donde política exterior y 
política de defensa están separadas orgáni-
camente (cada una tiene asignado su propio 
ministerio, burocracia y presupuesto). Para 
entender esta peculiaridad hemos de remon-
tarnos a la decisión del Consejo de Colonia 
(1999) de diseñar la PCSD alrededor de la 
gestión de crisis. El énfasis en la gestión de 
crisis y, particularmente, en las operaciones 
de mantenimiento de la paz da a la PCSD y a 
la UE un cierto aire de neutralidad, ya que la 
figura legal internacional de «mantenimiento 
de la paz» implica el consentimiento entre 
las partes de un conflicto y, generalmente, 
requiere la bendición de las Naciones Uni-
das como un prerrequisito para la acción. La 
concepción de la PCSD en torno a los con-
ceptos de «crisis» y «gestión» y el compromi-

1  Entrevistas personales del autor en el Consejo y 
la Comisión europea, Bruselas (abril-junio 2011).
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so con la bendición de las Naciones Unidas, 
imbuyen de reactividad y neutralidad a la 
cultura estratégica de la UE.

La gestión de crisis confiere a la PCSD el 
estatus de instrumento de apoyo a la política 
exterior, excluyéndola así explícitamente de 
otras funciones comúnmente asociadas con 
el instrumento militar como la defensa, la 
prevención o la disuasión. El tratado de Lis-
boa no hace sino reafirmar esta tendencia, al 
colocar firmemente a la PCSD bajo el mando 
del alto representante y el Servicio Exterior 
de la UE. Según Lisboa, la PCSD es una par-
te integral de la PESC y su misión es proveer 
a la Unión de una capacidad operacional a 
través de activos civiles y militares (art. 42).

Más allá de la reafirmación y consolida-
ción de la subordinación de la PCSD a la 
PESC, el Tratado de Lisboa ofrece una serie 
de disposiciones específicas en lo que al de-
sarrollo de la PCSD se refiere. Cabe destacar 
cuatro: la expansión de las llamadas Misio-
nes Petersberg, la adopción de las cláusulas 
de asistencia mutua y de solidaridad y la 
creación de la figura de la Cooperación Es-
tructurada Permanente.

a)	� Las tareas de Petersberg han sido 
ampliadas para incluir «las opera-
ciones conjuntas de desarme», «ta-
reas de asesoramiento y asistencia 
militar», «tareas de estabilización 
postconflicto» y «la lucha contra el 
terrorismo» (art.  43, parágrafo  1). 
Estas nuevas tareas se suman a las 
ya existentes: tareas humanitarias y 
de rescate, tareas de prevención y 
pacificación y tareas de fuerzas de 
combate en gestión de crisis, inclu-
yendo tareas de establecimiento de 
la paz (Ortega, 2005). Dos noveda-
des importantes en este sentido son 
el refuerzo de la dimensión Reforma 
del Sector de Seguridad (RSS) de la 
PCSD (con la adición de las tareas de 

asesoramiento y asistencia militar) y 
el reforzamiento del llamado nexo 
de seguridad interna-externa con la 
inclusión de la lucha contra el terro-
rismo.

b)	� Quizá el principal cambio en el tra-
tado de Lisboa sea la expansión de 
la PCSD más allá de la gestión de 
crisis externas. Con la promulgación 
de las cláusulas de asistencia común 
y de solidaridad, Lisboa introduce 
el componente interno de la gestión 
de crisis en el acquis de la PCSD. El 
art. 42.7 contiene la famosa cláusula 
de asistencia común:

	� «Si un Estado miembro es víctima 
de agresión armada en su territorio, 
los otros Estados miembros tendrán 
hacia éste una obligación de ayuda y 
asistencia con todos los medios en su 
poder, de acuerdo con el art. 51 de la 
Carta de Naciones Unidas. Esto no 
prejuzgará el carácter específico de 
la política de seguridad y defensa de 
ciertos Estados miembros».

Sin prejuzgar sus posibilidades, la no 
adopción de las estructuras y capacidades 
militares necesarias para implementar la 
cláusula de asistencia mutua evidencia la 
falta de consenso político para la explota-
ción plena de su potencialidad. Asimismo, 
esto no hace sino corroborar la interpreta-
ción característicamente reduccionista que 
la UE hace del término «asistencia»: la no 
existencia de estructuras y capacidades per-
manentes da como resultado una concep-
ción reactiva de la asistencia (asistir una vez 
los ataques hayan ocurrido), ignorando así el 
fuerte carácter preventivo y disuasorio con el 
que su mera existencia dota al instrumento 
militar. La UE aplica así al concepto de de-
fensa o asistencia la misma lógica (eminen-
temente reactiva) que define su actitud hacia 
la gestión de crisis externas. En resumidas 
cuentas, el concepto de gestión de crisis se 
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ha ensanchado e incluye ahora también una 
dimensión interna, aunque con las mismas 
limitaciones que en el caso de las crisis ex-
ternas.

c)	� La expansión de la gestión de crisis 
de la UE más allá de sus aspectos 
«externos» está además agravada por 
la adopción de la llamada cláusula de 
solidaridad en el tratado de Lisboa:

	� «La Unión y sus Estados miembros 
actuarán conjuntamente en un es-
píritu de solidaridad si un Estado 
miembro es objeto de un ataque 
terrorista o víctima de un desastre 
natural o provocado. La Unión mo-
vilizará todos los instrumentos a su 
disposición, incluyendo los recursos 
militares disponibles por los Estados 
miembro para: a) prevenir amenaza 
terrorista en el territorio de los Es-
tados miembros; proteger las institu-
ciones democráticas y la población 
civil de cualquier ataque terrorista; 
asistir a un Estado miembro en su 
territorio a requerimiento de sus 
autoridades políticas en caso de ata-
que terrorista; b) asistir a un Estado 
miembro en su territorio a requeri-
miento de sus autoridades políticas 
en caso de un desastre natural o pro-
vocado» (art. 222, párrafo 1).

	� Aunque el art.  222.1 menciona la 
«prevención», las condiciones para 
activar la cláusula de solidaridad 
(que un Estado miembro sea «obje-
to» o «víctima» de ataque terroristas, 
desastres naturales o provocados) 
ponen el énfasis en la reacción. En 
este sentido, el término prevención 
es usado en el sentido de anticipa-
ción (que presupone inminencia en 
el ataque), y no con vistas a crear las 
estructuras y capacidades necesarias 
(permanentes) para ejercer una fuer-
za disuasoria permanente contra este 

tipo de amenazas. A su vez, la cláu-
sula de solidaridad estimula el nexo 
entre seguridad interna y externa y 
fomenta así las relaciones entre los 
distintos pilares de la UE, en este 
caso entre el segundo pilar (política 
exterior y de seguridad común) y el 
tercero (justicia, asuntos policiales e 
internos).

En conjunto, la inserción formal de la 
PCSD bajo el techo del Servicio Exterior 
Europeo, la expansión de las Misiones Pe-
tersberg y la introducción de las cláusulas de 
asistencia común y solidaridad suponen una 
consolidación y expansión de la PCSD en la 
gestión de crisis, así como de una forma par-
ticular de plantear la gestión de crisis: a tra-
vés del llamado enfoque integral. La conso-
lidación del enfoque integral como doctrina 
estratégica oficial de la Unión en la gestión 
de crisis se fragua alrededor de 2003-2004, 
en gran parte como una reacción a la inva-
sión americana de Iraq. En contraste con la 
actitud militarista y unilateral de la admi-
nistración Bush, el enfoque integral impli-
ca multilateralismo y pone el énfasis en la 
diplomacia y soluciones no militares (o con 
un componente militar minoritario y de baja 
intensidad). El denominado enfoque integral 
ejerce una suerte de influencia estructural 
sobre la mayoría de documentos estratégicos 
de la PCSD desde 2003. También ha teni-
do una influencia capital sobre el desarro-
llo institucional de la PCSD, tal y como se 
puede apreciar en el auge que, desde 2003-
2004, ha experimentado la dimensión civil 
de la PCSD, la creación de la célula civil/
militar en 2003 o la de la Capacidad de Pla-
nificación y Mando Civil en 2005. El tratado 
de Lisboa no hace sino confirmar esta ten-
dencia, con la inserción de la PCSD dentro 
del Servicio de Acción Exterior Europeo y 
la creación de un nuevo organismo dentro 
de dicho servicio: el denominado Directorio 
de Planificación y Gestión de Crisis. Este úl-
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timo Directorio será el órgano aglutinador 
de la PCSD, asegurando la coherencia de la 
misma y la aplicación del enfoque integral. 
En resumidas cuentas, el tratado de Lisboa 
confirma la orientación reactiva de la PCSD, 
así como una actitud reacia por parte de la 
UE hacia el instrumento militar, que trata 
de diluir en una narrativa y un entramado 
institucional articulados alrededor del famo-
so enfoque integral.

d)	� Más allá de los aspectos instituciona-
les y doctrinales, el tratado de Lis-
boa introduce la figura de Coopera-
ción Estructurada Permanente para 
facilitar el desarrollo de capacidades 
militares. La cooperación estructura-
da permanente está reservada para 
aquellos Estados miembros cuyas 
capacidades militares satisfagan más 
ambiciosos criterios y hayan adquiri-
do entre ellos compromisos más vin-
culantes en relación a las misiones 
más exigentes (art. 42).

	� La Cooperación Estructurada Perma-
nente, así como los requisitos para 
acceder a ella, vienen detallados en 
el art. 46 y en un protocolo especial 
anexo al Tratado. Inicialmente, el eje 
franco-alemán concibió el proyecto 
de Cooperación Estructurada Per-
manente en torno a la permanencia 
y la exclusividad: la permanencia 
le daría garantía al proyecto y a la 
PCSD coherencia; mientras que la 
exclusividad aumentaría el compro-
miso en el ámbito de desarrollo de 
capacidades.

Sin embargo el rechazo final del Consejo, 
principalmente debido a la oposición británi-
ca, de la propuesta para enumerar los nom-
bres de los países participantes en el mismo 
Tratado, la supresión de la referencia a la 
necesidad de satisfacer criterios militares 
ambiciosos y la aceptación de que los Esta-

dos miembros pudieran unirse o abandonar 
la Cooperación Estructurada Permanente 
con libertad convirtieron un proyecto «implí-
citamente exclusivo en algo explícitamente 
inclusivo» (Howorth, 2004: 489). Esto des-
pojó a la Cooperación Estructurada Perma-
nente de su supuesto valor añadido 2. Even-
tualmente, el concepto cayó en desuso en 
detrimento del nuevo mecanismo «pooling 
and sharing», promocionado en diciembre 
de 2010 por los ministros de Defensa de la 
UE y que vuelve a una concepción «ad-hoc» 
del desarrollo de capacidades europeas.

En resumen, la ausencia de un proceso de 
desarrollo de capacidades, ambicioso y per-
manente, la concentración en la gestión de 
crisis y la obsesión con un enfoque integral 
que relega al instrumento militar a un plano 
secundario consolida el carácter «ad-hoc» y 
eminentemente reactivo de la PCSD.

III.  �  La crisis financiera,  
el debilitamiento 
americano y la PCSD

Hemos de tener en cuenta que la decisión 
de la UE de articular la PCSD en torno a 
la gestión de crisis (motivada por la crisis 
de los Balcanes) fue tomada en los años no-
venta, definidos por un contexto geopolítico 
esencialmente benigno. Dicho contexto es-
taba caracterizado por la hegemonía de oc-
cidente, tras el fin de la guerra fría, y la con-
tinuación del compromiso americano para 
con Europa y su vecindario —sin prejuzgar 
su renuencia a la hora de intervenir en los 
Balcanes occidentales—. En tales circuns-
tancias, la confección de la PCSD en torno 
a la gestión de crisis y su vinculación con la 
OTAN les daba a los europeos la posibilidad 
de reaccionar ante crisis en las que los ame-

2  Entrevista del autor en el Consejo Europeo (Bru-
selas, abril 2011).
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ricanos decidiesen no implicarse. Esto per-
mitía a Europa responder así a las deman-
das americanas de hacer un mayor esfuerzo 
por su seguridad, contribuyendo a su vez a 
mantener el compromiso de la superpoten-
cia americana con Europa y su vecindario y 
a reforzar la influencia europea sobre unos 
Estados Unidos definidos por una actitud 
principalmente multilateral y sensible a los 
intereses europeos.

Sin embargo, los ataques terroristas del 
11 de septiembre de 2001 no sólo produje-
ron un giro geoestratégico de Estados Unidos 
hacia Asia Central y Oriente Medio (alejan-
do su atención de Europa), sino que también 
dieron lugar a una actitud de desdeño hacia 
la diplomacia y los organismos multilaterales 
(tal y como se puso en evidencia en la inva-
sión de Iraq en 2003). Fue en este contexto 
cuando la PCSD, inicialmente centrada en 
los aspectos militares, comenzó a desarrollar 
instrumentos y capacidades para la «gestión 
de crisis civil», a izar la bandera del enfoque 
integral (enfatizando la importancia de ins-
trumentos no militares) y a enconarse alre-
dedor de una narrativa de «soft power» (po-
der blando). Esto dio a los europeos lo mejor 
de cada mundo, permitiéndoles distanciarse 
discursivamente de la América unilateral y 
militarista de Bush, a la vez que se benefi-
ciaban de la seguridad y estabilidad global y 
regional garantizada por la hegemonía ame-
ricana, y su poderío militar en particular.

En resumen, la estrategia europea en la 
posguerra fría (incluidos los años de prin-
cipios de siglo  xxi) se resumía en hacer lo 
mínimo por garantizar la continuación del 
compromiso americano y desarrollar cier-
tas capacidades que sirvieran de seguro ante 
una eventual retirada del compromiso ame-
ricano para con la seguridad europea. Es en 
este contexto en el que debemos entender la 
concentración de la PCSD en la gestión de 
crisis. No es que los europeos renunciasen 

a las funciones disuasorias o preventivas del 
poder militar: lo que hacían era subcontratar 
esas funciones a los Estados Unidos y a la 
OTAN.

Con una presencia de alrededor de 50.000 
soldados, armas nucleares tácticas desplega-
das en suelo europeo y una fuerza expedicio-
naria naval permanente en el Mediterráneo, 
los Estados Unidos garantizaban de forma 
«silenciosa» la seguridad de Europa y alrede-
dores. Más allá, sus once portaaviones y su 
infraestructura global de bases e inteligencia 
sostenían un sistema económico global den-
tro del cual las economías europeas estaban 
plenamente integradas y del cual dependían.

La PCSD estaba concebida como un me-
canismo de último recurso para aquellos ca-
sos muy específicos en los que los americanos 
no pudieran o quisieran comprometerse con 
los intereses europeos. Para el resto, la UE 
se aferraba a una narrativa de poder blando 
que podía permitirse gracias a la hegemonía 
occidental y al compromiso americano para 
con Europa. En apenas unos años, se han 
desmoronado los cimientos que sostenían 
este acuerdo, a saber, la hegemonía ameri-
cana y el compromiso incuestionable de los 
Estados Unidos con Europa y su vecindario.

Por un lado, las largas y costosas inter-
venciones en Afganistán e Iraq, los efectos 
de una crisis financiera global que han gol-
peado duramente a Occidente y reforzado 
el auge de otras regiones y potencias, están 
acelerando el avance hacia una realidad 
crecientemente multipolar. Por otro lado, 
el espectacular auge de Asia y de China en 
particular han consolidado un viraje geoes-
tratégico de Estados Unidos hacia Oriente. 
En este sentido, varios acontecimientos re-
cientes evidencian la consolidación de una 
nueva actitud americana hacia Europa y su 
vecindario consistente en jugar un papel 
más indirecto. Prueba de ello es la pasividad 
de Estados Unidos hacia la invasión rusa de 

PARTE4-03.indd   216 16/11/11   16:03:45



La Política Común de Seguridad y Defensa en crisis

217

Georgia en 2008, seguida de una mejora 
de las relaciones con Rusia, escenificada en 
el nuevo partenariado OTAN-Rusia lanza-
do en el Consejo Estratégico de la Alianza 
aprobado en Lisboa en 2010. También lo es 
el creciente apoyo americano a una PCSD 
fuerte y autónoma, reconocida por la emba-
jadora estadounidense en la OTAN Victoria 
Nuland en febrero de 2008 3, animada por 
el Concepto Estratégico de Lisboa y repe-
tida en numerosas ocasiones por la Admi-
nistración Obama. Finalmente, la prueba 
más evidente es la reciente intervención en 
Libia, liderada por Francia y Reino Unido: 
ésta ha sido la primera intervención militar 
occidental de la posguerra fría en la que Es-
tados Unidos no ha desempeñado un papel 
central. Quizá la expresión del presidente 
Obama de «leadership from behind» (lide-
razgo desde atrás) muestra de una forma 
más ilustrativa la nueva actitud de Estados 
Unidos hacia Europa y su vecindario. Sin 
prejuzgar el hecho de que Estados Unidos 
seguirá prestando un apoyo crucial a los 
países europeos a la hora de mantener es-
tabilidad en el vecindario, el progresivo 
distanciamiento americano de Europa está 
dando lugar una desestructuración del equi-
librio regional, otrora articulado en torno a 
la OTAN, la UE y, en última instancia, el 
dominio americano.

Así, en los últimos años estamos asis-
tiendo al desapego de Turquía hacia Occi-
dente y una creciente influencia turca en el 
norte de África, el Cáucaso, Oriente Medio 
y la península balcánica; una reconstitución 
del espacio de influencia ruso en Europa del 
este, la península balcánica y el Cáucaso, o 
una creciente penetración económica China 
en África del Norte, Oriente Medio y Eu-

3  «U.S. Ambassador to NATO Victoria Nuland’s 
Speech in Paris: Ambassador discusses strengthening 
global security for Europe», US Department of State 
(http://www.america.gov/st/texttrans-english/2008/F
ebruary/20080222183349eaifas0.5647394.html).

ropa del Sur. Quizá particularmente impor-
tante sea la proliferación de iniciativas sub-
regionales de cooperación militar como, 
por ejemplo, entre los países nórdicos, en-
tre los países del este de Europa (el llamado 
grupo de Visegrado) y, notablemente, los 
acuerdos franco-británicos de noviembre 
de 2010 (puestos en escena a principios de 
2011 a raíz de la crisis Libia). De estas ini-
ciativas cabe destacar los acuerdos milita-
res franco-británicos, dada la masa crítica 
que esos dos países representan en asuntos 
militares. Estos acuerdos incluyen una ma-
yor cooperación en el campo nuclear, el es-
tablecimiento de una fuerza expedicionaria 
conjunta, una coordinación de los portaa-
viones de los dos países y una mayor cola-
boración en capacidades y tecnologías. En 
buena parte, la opción de Francia y Reino 
Unido por un marco bilateral se explicaría 
como una reacción al escepticismo mostra-
do por el resto de socios europeos hacia la 
fuerza militar.

A las diversas tendencias geoestratégi-
cas centrífugas llamadas a llenar el espacio 
otrora ocupado por la fuerte presencia es-
tadounidense hemos de añadir la incipien-
te desestabilización y desestructuración de 
un buen número de regímenes en la ribera 
sur del Mediterráneo y en el levante, cuyas 
implicaciones para Europa son aún una in-
cógnita 4.

Ante este panorama de debilitamiento 
de la presencia americana en Europa y alre-
dedores, la creciente presencia de potencias 
extraeuropeas en la periferia del continente, 
la proliferación de iniciativas bilaterales de 
cooperación militar entre países europeos y 
la incipiente ola de inestabilidad en el gran 
Oriente Medio, una PCSD concebida alrede-

4  Para un análisis de la crisis del Mediterráneo, 
véase las ocho entregas de «Enseñanzas de la crisis 
en el Mediterráneo», por Enrique Fojón, en la Revista 
Atenea (marzo-septiembre 2011).
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dor de la gestión de crisis de perfil «blando» 
resulta manifiestamente disfuncional.

El debilitamiento del fuerte componente 
disuasorio ejercido por la presencia militar 
y el fuerte compromiso político de Estados 
Unidos para con Europa y alrededores abre 
el camino a diversas tendencias y fuerzas re-
visionistas en el sur, este y sureste de la UE. 
La UE debe aspirar a llenar el espacio deja-
do por los Estados Unidos, y ello requiere 
un instrumento militar de carácter perma-
nente y presencia continua en el espacio 
europeo, ejerciendo así las labores de pre-
vención y disuasión propias del instrumento 
militar. La actual inestabilidad de la zona 
del Mediterráneo sur/levante y la menguan-
te presencia de la UE en el sur y el sudeste 
del continente hacen esto más urgente si 
cabe. Así mismo, la proliferación en Europa 
de iniciativas de cooperación militar bilate-
rales y minilaterales, y la determinación de 
Francia y Reino Unido de actuar al margen 
de la UE en particular, hacen el avance de 
la PCSD una cuestión de importancia po-
lítica capital. Por último, pero no menos 
importante, las dificultades financieras y los 
consiguientes recortes en los presupuestos 
de defensa europeos no hacen sino más ur-
gente la ampliación de la PCSD más allá de 
la gestión de crisis. De las diversas funcio-
nes del instrumento militar, la intervención 
(gestión de crisis) es la más costosa, siendo 
la inteligencia, disuasión y prevención tre-
mendamente rentables económica, política 
y estratégicamente.

IV.  �C  onclusiones  
y recomendaciones

Una PCSD concebida alrededor de un 
mal llamado enfoque integral que relega el 
instrumento militar a un plano secundario 
(casi superfluo) y que lo circunscribe a la 
gestión de crisis (ignorando así otras funcio-

nes capitales del instrumento militar, como 
la prevención y la disuasión) representa 
una amenaza al concepto de autonomía es-
tratégica europea. Mientras Estados Unidos 
se ha mantenido firmemente en la cima del 
sistema internacional y se ha comprometido 
con la estabilidad de Europa y alrededores, 
la desatención del instrumento militar ha 
sido para muchos europeos un coste asu-
mible. Sin embargo, el debilitamiento del 
poder americano y de la atención de Esta-
dos Unidos a Europa y la subsiguiente des-
estructuración del espacio europeo hacen 
de la elaboración de una verdadera política 
de seguridad y defensa una necesidad vital. 
En ello radica la capacidad misma de la UE 
de mantenerse como un actor político rele-
vante en Europa, en su vecindario y global-
mente.

Para revitalizar el poder de la UE en Euro-
pa, en su vecindario y a nivel global es impe-
rativo que la PCSD revitalice su dimensión 
militar y vaya más allá de la gestión de cri-
sis. Los europeos necesitan un instrumento 
militar permanente y robusto acompañado 
de una mayor voluntad política para usarlo. 
Sólo esto hará posible el llamado enfoque 
integral que, como su propio nombre indi-
ca, requiere necesariamente un instrumento 
militar eficaz. La disposición a usar el ins-
trumento militar es tan importante como su 
misma existencia. La mera señalización de 
su disponibilidad para utilizar sus capacida-
des militares ejercería una suerte de efecto 
disuasorio que multiplicaría considerable-
mente la influencia europea, reduciendo así 
la necesidad de utilizar el instrumento mili-
tar para extinguir crisis. Sólo una vez que el 
instrumento militar se ha consolidado puede 
éste retirarse para desempeñar una función 
disuasoria y preventiva, dando paso al pa-
pel activo de otros instrumentos (diploma-
cia, comercio, cooperación para el desarro-
llo, etc.). Sin el respaldo de un instrumento 
militar efectivo y autónomo, la diplomacia y 
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otros instrumentos normalmente asociados 
con el poder blando no son más que prome-
sas vacías.

Con el fin de revitalizar la PCSD y man-
tener así el poder de la UE en Europa y su 
vecindario, el Consejo de la UE debe adoptar 
las siguientes medidas:

a)	 �La PCSD debe estar articulada en 
base a una capacidad militar perma-
nente. Esto requiere la creación de:

	 —  �Una cadena permanente de pla-
nificación y mando militar autó-
noma de la OTAN, con una am-
plia capacidad de planificación 
de contingencia.

	 — � Una fuerza militar permanente 
que trascienda los modestos Gru-
pos de Batalla (con elementos 
aéreos, navales, terrestres y anfi-
bios);

	 — � Un mecanismo de desarrollo de 
capacidades permanente y am-
bicioso, y el rápido avance hacia 
una base tecnológico-industrial 
de la defensa europea.

	 �La creación de una capacidad mili-
tar permanente (apoyada por una 
estructura de planificación y mando, 
una política industrial común y un 
mecanismo para el desarrollo de ca-
pacidades conjuntas) es necesaria si 
la UE quiere trascender el ámbito de 
la gestión de crisis (intervención) y 
superar así la orientación reactiva de 
la PCSD. La permanencia y la ambi-
ción son claves para la expansión de 
la PCSD hacia las otras funciones bá-
sicas del instrumento militar (la de-
fensa, la disuasión, la prevención y la 
inteligencia). Un instrumento militar 
autónomo y pleno es imprescindible 
para que la UE haga realidad sus as-
piraciones de hegemonía regional y 
potencia global.

b)	 �Sin prejuzgar la necesidad de bus-
car amplios consensos internacio-
nales o la importancia y compromi-
so de la UE para con la ONU en 
particular, la aprobación de la ONU 
no puede ser un requisito sine qua 
non para la actuación de la PCSD, 
siempre y cuando intereses vita-
les para la seguridad de Europa se 
encuentren en juego. Esto no hace 
sino encasillar a la PCSD en misio-
nes característicamente modestas y 
debilitar su potencial disuasorio y 
preventivo.
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2011 está siendo, sin lugar a dudas, el 
año de la gran prueba para la Política Euro-
pea de Vecindad (PEV). En pleno proceso de 
revisión de la PEV lanzado por la Comisión 
Europea en junio de 2010, el retroceso en la 
transición democrática en los países del este 
de Europa, marcado por las elecciones en 
Ucrania y Bielorrusia y la Primavera Árabe 
de enero de 2011, han producido un cambio 
radical del contexto geopolítico de la vecin-
dad europea, una nueva reorientación desde 
el Este hacia el Sur de las prioridades y una 
exigencia de respuesta rápida. Los próximos 
meses estarán marcados por las negociacio-
nes de las perspectivas financieras 2014-
2020, cuya primera propuesta ha sido publi-
cada por la Comisión en julio de 2011.

I.  �  La PEV en 2010 y 2011

1.  �  El Tratado de Lisboa

El nuevo Tratado de la Unión Europea 
que entró en vigor el 1 de enero de 2010 in-

trodujo dos grandes cambios en la gestión de 
las relaciones de la Unión Europea (UE) con 
sus países vecinos:

— � La incorporación a los tratados del 
concepto mismo de vecindad y de 
la posibilidad de establecer con los 
países vecinos relaciones preferentes 
mediante acuerdos específicos. Esta 
posibilidad de celebrar acuerdos de 
vecindad no ha sido utilizada hasta 
ahora.

— � La nueva configuración institucional 
de la acción exterior de la UE, con un 
presidente del Consejo de la UE que 
preside las cumbres bilaterales y mer-
ma protagonismo a las presidencias 
semestrales y un Servicio Europeo de 
Acción Exterior dirigido por la alta 
representante de la Unión para Asun-
tos Exteriores y Política de Seguridad, 
que coordina las 136 delegaciones de 
la Comisión Europea en todo el mun-
do. Sin embargo, la PEV sigue siendo 
competencia del comisario europeo 
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de Ampliación y Política Europea de 
Vecindad, y la ayuda al desarrollo del 
comisario de Desarrollo.

Ante esta dispersión institucional, una 
cuestión no resuelta es la articulación y co-
herencia entre la política exterior europea, 
la política europea de vecindad y la coopera-
ción económica y financiera de la UE en los 
países de la vecindad.

2.  �  Planes indicativos nacionales  
2011-2013

El 3 de marzo de 2010, la Comisión Eu-
ropea aprobó 16 nuevos Programas Indi-
cativos Nacionales (PIN) 2011-2013 en el 
marco de la política europea de vecindad, 
con las correspondientes asignaciones fi-
nancieras bilaterales en el marco del instru-
mento financiero de la PEV, el Instrumento 
Europeo de Vecindad y Asociación, y los 
programas y proyectos a financiar en cada 
país durante ese periodo. Estos PIN estaban 
marcados por un alto grado de continuidad 
en los proyectos y programas financiados y 
reflejaban aparentemente una doble lógica: 
un primer intento de diferenciación entre 
los países de la vecindad en función de la 
evaluación de sus reformas realizada por la 
Comisión, que tenía su expresión en los dife-
rentes incrementos porcentuales de la ayuda 
con respecto a 2007-2010 (véase la tabla 1), 
y una reorientación estratégica de las priori-
dades de la UE hacia el Este en detrimento 
del Mediterráneo justificada políticamente 
por la diferencia entre «vecinos europeos» 
(los países del este) y «vecinos de Europa» 
(los países mediterráneos).

Todavía no se ha adoptado ninguno de 
los Planes de Acción de Vecindad que de-
berían sustituir en 2011 a la primera gene-
ración de Planes de Acción aprobados en 
2005 y 2006 para un periodo de tres a cin-
co años.

3.  �  Estatutos avanzados

Pese a la celebración el 7 de marzo de 
2010 de la primera cumbre entre la Unión 
Europea y Marruecos en el marco del Es-
tatuto avanzado acordado en octubre de 
2008 1, lo cierto es que ha habido una cier-
ta paralización del desarrollo y la aplicación 
del Estatuto avanzado causada, por un lado, 
por la insistencia europea en la convergencia 
normativa como piedra angular de todo el 
proceso y, por otro, por la frustración y de-
cepción de la parte marroquí sobre la falta 
de avances en la liberalización comercial (el 
acuerdo sobre liberalización agrícola alcan-
zado entre la Comisión europea y el gobier-
no marroquí en diciembre de 2009 sigue sin 
ser ratificado), en la movilidad de personas, 
en los compromisos de incremento de la 
asistencia financiera o en la negociación de 
un nuevo Acuerdo de vecindad.

En octubre de 2010, en el marco del Con-
sejo de Asociación UE-Jordania, las partes 
concluyeron las negociaciones técnicas de 
un nuevo Plan de Acción de Vecindad que 
incorporaba el «estatuto avanzado» de Jor-
dania (pero que sin embargo todavía no ha 
sido formalmente ratificado). Su contenido es 
equivalente al de Marruecos: reforzamiento 
del diálogo político, intensificación del pro-
ceso de convergencia normativa de Jordania 
con la UE, preparación de una zona de libre 
comercio profunda y global que profundice 
el actual Acuerdo de Libre Comercio, y una 
mayor participación en determinadas agen-
cias y programas europeos.

Las negociaciones de sendos estatutos 
avanzados con Túnez y Egipto, que habían 

1  Sobre el Estatuto Avanzado UE-Marruecos acor-
dado mediante el Documento Conjunto sobre el re-
forzamiento de las relaciones bilaterales adoptado en 
el Consejo de Asociación de 13 de octubre de 2008 
(http://eeas.europa.eu/morocco/docs/document_con-
joint_fr.pdf), véase Jaidi y Martín, 2010. 
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prácticamente culminado a lo largo de 2010, 
quedaron suspendidas tras los cambios de 
régimen experimentados por ambos paí-
ses en enero de 2011. En la Comunicación 
COM(2011) 200, publicada por las institu-
ciones europeas a raíz de la primavera árabe, 
se afirma que: «Los países socios que reali-
cen las reformas necesarias pueden esperar 

reanudar las negociaciones sobre los acuer-
dos de asociación con objeto de alcanzar un 
“estatuto avanzado” que supone un diálogo 
político significativamente reforzado y unos 
vínculos más estrechos entre el país socio y 
las instituciones de la UE. Ello entrañará un 
compromiso más profundo sobre la movili-
dad y un mejor acceso al mercado en la UE».

TABLA 1

ASIGNACIONES BILATERALES MULTIANUALES INDICATIVAS PARA 2011-2013 (MILL. €)

País
Asignación  
financiera

2011-2013 (mill. €)

Aumento  
con respecto  

a 2007-2010 (%)

Población  
(mill.)

Asistencia  
por habitante  
y por año (€)

Marruecos 580,5 18,2 31   6,2

Argelia 172   4,2 34   1,6

Túnez 240   6,7 10 8

Egipto 449,3   7,2 82   1,8

Autoridad Palestina * 504   6,3 4,5 37,3

Jordania 223 12,2   6 12,4

Líbano 150 7   4 12,5

Siria 129 32,3 21 2

Libia   60 1.000   6   3,3

Países árabes mediterrá-
neos **

2.507,8 12,8 198,5   4,2

Ucrania 470,1 26,8 46   3,4

Moldavia 273 73,5   4 22,7

Georgia 180 99,3   4 15

Azerbaiyán * 122 76,8   9   4,5

Armenia 157 213   3 17,4

Asociación Oriental *** 1.202,1 57,9 66   6,0

Vecindad 3.709,9 24,6 264,5   4,7

*  Excluida la asistencia humanitaria extraordinaria.
**  La Comisión también aprobó el PIN de Israel como país asociado mediterráneo, pero al tratarse de un país desarrollado 

no ha sido incluido en estos cálculos. Israel obtendrá seis millones de euros para 2011-2013.
***  Salvo Bielorrusia (para la que se ha previsto un asignación de 80 millones de euros, un aumento del 533,3 por 100, 

o 2,6 euros por habitante y por año). En el caso de Rusia, se han previsto 45 millones de euros para 2011-2013 el marco del 
IEVA.

Fuente: Elaboración propia a partir de documentos de la Comisión Europea; nota de prensa: http://europa.eu/rapid/
pressReleasesAction.do?reference=IP/10/221&format=HTML&aged=0&language=EN&guiLanguage=en.
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4.  �A  sociación Oriental y Unión para  
el Mediterráneo

La evolución en el ámbito multilateral 
en las dos regiones de la vecindad de la UE 
durante el periodo de referencia no pue-
de haber sido más dispar. Mientras que la 
Asociación Oriental creada en la Cumbre de 
Praga de 7 de mayo de 2009 entre la UE y 
los seis países asociados del Este de Europa 
(Ucrania, Bielorrusia, Moldavia, Georgia, 
Armenia y Azerbaiyán) se consolidaba como 
una plataforma regional con un claro valor 
añadido con respecto a la dinámica bilateral 
de la PEV, la Unión para el Mediterráneo, 
que en julio de 2008 tomaba el relevo de una 
dinámica regional ya asentada desde 1995 
mediante la Asociación Euromediterránea (o 
Proceso de Barcelona), no sólo concluyó en 
un fracaso sin paliativos, sino que echó por 
tierra los magros logros anteriores.

La Asociación Oriental puso en marcha, 
a lo largo de 2010, las cuatro «Plataformas 
temáticas» de coordinación interguberna-
mental sobre i) democracia y buen gobierno; 
ii) seguridad energética; iii) integración eco-
nómica y convergencia con la UE, y iv) con-
tactos entre personas, con dos reuniones 
anuales y un plan de trabajo para cada una 
de ellas. Además, se han iniciado cinco de 
las seis iniciativas emblemáticas previstas: 
i) gestión integrada de fronteras; ii) merca-
dos regionales de energía; iii) PYME; iv) po-
lítica medioambiental, y v)  preparación y 
respuesta a las catástrofes naturales y causa-
das por el hombre, mientras que la iniciativa 
de diversificación del suministro de energía 
ha sido pospuesta 2. Asimismo, la Asociación 
oriental ha puesto el énfasis en una serie de 

2  Véase el informe de avance conjunto de la Co-
misión Europea y la alta representante sobre la «Apli-
cación de la Política Europea de Vecindad en 2010: 
la Asociación Oriental», SEC(2011) 641, de 25 de 
mayo de 2011, http://ec.europa.eu/world/enp/pdf/
progress2011/sec_11_641_en.pdf. Significativamen-

programas de «desarrollo institucional inte-
grado» de instituciones claves para la aplica-
ción de los futuros Acuerdos de asociación 
con los países de la región y ha definido un 
marco claro para avanzar en materia de mo-
vilidad de personas.

La segunda Conferencia de Ministros de 
Asuntos Exteriores de la Asociación oriental 
tuvo lugar en diciembre de 2010, y la segun-
da cumbre prevista para mayo de 2011 bajo 
presidencia semestral húngara quedó aplaza-
da a septiembre de 2011, bajo el semestre de 
presidencia polaca. La Comisión ha mante-
nido en todo momento la gestión técnica del 
proceso, movilizando recursos financieros 
adicionales (600 millones de euros, 350 de 
su fondo de reserva y 250 más del Programa 
Regional-Este del IEVA). El talón de Aqui-
les de la Asociación oriental sigue siendo, sin 
embargo, los «conflictos congelados» (y no 
tan congelados) en la región: Abjasia, Nagor-
no-Karabaj, Transdniester y Osetia del Sur.

En cuanto a la Unión para el Mediterrá-
neo, en el primer semestre de 2010 se culmi-
nó el proceso de supeditación del avance de 
la cooperación multilateral euromediterrá-
nea a los avatares del conflicto árabe-israelí 
y, por consiguiente, de la esclerosis progre-
siva que la ha caracterizado desde 2008. La 
introducción de una copresidencia (Francia 
y Egipto en 2008-2010) y la integración de 
la Liga Árabe como observadora en todas las 
reuniones, ha conseguido contaminar todo 
el proceso euromediterráneo del conflicto 
árabe-israelí.

De hecho, desde noviembre de 2008 no 
ha podido volver a celebrarse una Conferen-
cia Euromediterránea de Ministros de Asun-
tos Exteriores (la prevista en noviembre de 
2009 en Estambul hubo de suspenderse), y 
desde la Conferencia Ministerial sobre Agua 

te, la Comisión no publicó un informe similar para la 
Unión para el Mediterráneo.
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celebrada en Barcelona el 14 de abril de 
2010, en la que la adopción de la Estrategia 
Mediterránea del Agua que se había prepara-
do a lo largo de dos años y sobre la que había 
un acuerdo político de fondo fracasó por el 
desacuerdo sobre el tratamiento semántico 
de los territorios ocupados, las conferencias 
ministeriales también han quedado bloquea-
das. Desde entonces, sólo se han celebrado 
Conferencias Ministeriales Euromediterrá-
neas de Turismo (19-20 de mayo de 2010), 
de Comercio (11 noviembre 2010) y de Em-
pleo (21-22 noviembre de 2010), habiéndo-
se suspendido otras muchas previstas. Tam-
bién hubo de suspenderse la II Cumbre de 
la Unión para el Mediterráneo, inicialmente 
prevista para junio de 2010 bajo presiden-
cia española, aplazada a noviembre de 2010 
para garantizar su «éxito total», pero sobre 
todo para «dar una oportunidad a las con-
versaciones indirectas de paz entre israelíes 
y palestinos y permitir que la cumbre pudie-
ra contribuir a consolidar ese proceso», y fi-
nalmente suspendida sine die.

Pese a esta parálisis política, en marzo de 
2010 se consiguieron aprobar en precario 
los Estatutos de la Secretaría de la UpM y el 
nombramiento del jordano Ahmad Masa’deh 
como secretario general y de los seis subse-
cretarios generales de la UpM, poniendo en 
marcha la Secretaria de la UpM en Barce-
lona. Sin embargo, de los seis proyectos re-
gionales aprobados (descontaminación del 
Mediterráneo, protección civil, plan solar, 
autopistas del mar, iniciativa mediterránea 
de desarrollo empresarial y universidad euro-
mediterránea), sólo este último se ha pues-
to en marcha, y al margen de la Secretaría, 
mientras que los demás sólo han avanzado 
los estudios preparatorios impulsados por la 
Comisión Europea y el Banco Europeo de In-
versiones. En febrero de 2011 dimitió el se-
cretario general, siendo sustituido en julio de 
2011 por el marroquí Yousef Amrani. Con 
todo, la movilización de recursos financieros 

ha sido exigua hasta la fecha y el diseño insti-
tucional adolece de varios «defectos de fábri-
ca» que corren el riesgo de convertirse en un 
obstáculo más a la cooperación regional.

En cualquier caso, y especialmente tras 
la primavera árabe, parece difícil restablecer 
una dinámica de cooperación euromediterrá-
nea en una línea de continuidad con la Aso-
ciación Euromediterránea y la Unión para 
el Mediterráneo, y en concreto mantener un 
proceso que integre simultáneamente a los 
países árabes y a Israel. Institucionalmente, 
la cuestión de la copresidencia de la UpM 
se mantiene en un limbo jurídico. Mientras 
que Francia sigue ejerciendo la copresidencia 
como si nada hubiera cambiado, a la espera 
de la tantas veces aplazada cumbre que debe-
ría transferir la presidencia a la alta represen-
tante europea, el Gobierno egipcio ha renun-
ciado a ella y es cada vez más evidente que 
será necesario un «cambio de régimen» tam-
bién en las relaciones euromediterráneas.

5.  �  La emergencia de las macrorregiones 
como nuevo instrumento  
de cooperación

En el año 2009, la adopción de la estrate-
gia de la UE para la región del Mar Báltico 3, 
seguida en febrero de 2011 de la estrategia 
de la UE para la región del Danubio 4, parece 
haber dado lugar a un nuevo modelo de co-

3  Que reúne a ocho Estados miembros (Dinamar-
ca, Estonia, Finlandia, Alemania, Letonia, Lituania, 
Polonia y Suecia), véase la Comunicación de la Comi-
sión Europea COM(2009)248, de 10 de junio de 2009, 
http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?u
ri=COM:2009:0248:FIN:ES:PDF, acompañada de un 
plan de acción.

4  Incluye Alemania (Baden-Württemberg y Bavie-
ra), Austria, Eslovaquia, Chequia, Hungría, Eslovenia, 
Rumania y Bulgaria, dentro de la UE, y Croacia, Ser-
bia, Bosnia y Herzegovina, Montenegro, Moldavia y 
Ucrania (regiones del Danubio), fuera de la UE, Co-
municación de la Comisión COM(2010) 715 final, 
de 8 de diciembre de 2010, http://eur-lex.europa.eu/
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operación regional en la UE (y con regiones 
fronterizas fuera de ella) en torno al concep-
to de «macrorregión», definido en sentido 
amplio como «una región que incluye terri-
torios de distintos países y regiones asocia-
dos con uno o más elementos característicos 
o retos comunes». A lo largo de 2010 y 2011 
ha habido una intensa labor de lobby con 
el fin de explorar la posibilidad de extender 
este modelo al Atlántico (configurada final-
mente como una política marítima integrada 
para la región atlántica) y al Mediterráneo.

El enfoque «macrorregional» se basa en 
el principio de los «tres NOES» (ninguna 
institución adicional, ninguna legislación 
adicional, ninguna financiación adicional) y 
se centra, por consiguiente, en un enfoque 
de coordinación multinivel y transnacional 
articulado en torno a cuestiones concretas 
de cooperación (en otras palabras, limitado 
a un ejercicio conjunto, integrado y descen-
tralizado de planificación y programación). 
En esa medida, presupone la existencia de 
fuertes capacidades institucionales por parte 
de las regiones participantes.

Aunque el principio de «ninguna finan-
ciación adicional» se aplica a la creación 
de nuevas macrorregiones, no debe pasarse 
por alto que, una vez establecidas, es muy 
probable que las estrategias macrorregiona-
les acaben constituyendo una unidad de re-
ferencia para la asignación y el reparto de 
fondos (eventualmente, ya en el marco de las 
perspectivas financieras 2014-2020).

6.  �  Cambios geopolíticos en la vecindad: 
revueltas árabes y retroceso 
democrático en el Este

Los resultados «antieuropeos» de las elec-
ciones presidenciales de enero y febrero de 

LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2010:0715:FIN
:ES:PDF. 

2010 en Ucrania, y sobre todo los retrocesos 
democráticos experimentados en Bielorrusia 
desde las elecciones de diciembre de 2010, 
alertaron de que no todo iba tan bien como 
se anunciaba en Europa oriental. En enero y 
febrero de 2011, las revueltas y los cambios 
de régimen en Túnez y en Egipto (sin ningu-
na conexión con las políticas de promoción 
de la democracia de la UE en la región), y 
posteriormente las reformas constituciona-
les preventivas en Marruecos y en Jordania 
y los conflictos civiles desatados en Libia y 
en Siria, han supuesto un replanteamiento 
de las prioridades geopolíticas de la UE en 
su vecindad y han obligado a la Unión Eu-
ropea a replantearse su política de vecindad, 
sobre todo en lo que tenía de reforzamiento 
del statu quo y apoyo de facto a los regíme-
nes autoritarios en aras de la estabilidad, la 
represión del islamismo político y el control 
de los flujos migratorios.

Por otro lado, las revueltas de la prima-
vera árabe han puesto de manifiesto que, in-
cluso en aquellos ámbitos de la PEV en los 
que los resultados se consideraban más posi-
tivos, como la aplicación de la zona eurome-
diterránea de libre comercio, la gestión ma-
croeconómica o las reformas económicas, la 
negligencia de las políticas sociales y de las 
medidas compensatorias ponían en cuestión 
su sostenibilidad social, y por consiguiente 
su contribución a la estabilidad de dichos 
países. En ese sentido, más allá del funciona-
miento y los instrumentos de la PEV, parece 
requerirse un profundo replanteamiento del 
modelo económico que la UE ha promovido 
hasta ahora en la región.

7.  �  La respuesta de la UE: reorientación 
de la PEV e incremento de las ayudas

La respuesta de la Comisión se ha pro-
ducido en dos etapas, y puede resumirse 
en un nuevo énfasis en la promoción de la 
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democracia, un tímido aumento de los re-
cursos financieros disponibles y una conti-
nuidad casi total en los instrumentos de la 
PEV.

En un primer momento, ante la magnitud 
y la trascendencia de las revueltas y los cam-
bios de régimen en el mundo árabe, la Co-
misión Europea y la alta representante para 
asuntos exteriores y política de seguridad 
publicaron su primera comunicación con-
junta propugnando una «Asociación para la 
democracia y la prosperidad compartida con 
los países del Mediterráneo meridional» 5, re-
conociendo implícitamente su error al haber 
privilegiado la estabilidad de los regímenes 
autocráticos del norte de África frente a la 
promoción de la democracia, la comunica-
ción postulaba que la nueva asociación por 
la democracia y la prosperidad compartida 
(cuyo estatuto jurídico no se precisa, dando 
la impresión de que se trata más de un eslo-
gan político o una etiqueta que de un nuevo 
instrumento concreto de cooperación) «debe 
basarse en avances concretos» en los ámbi-
tos de «la democracia, los derechos huma-
nos, la justicia social, la buena gobernanza y 
el Estado de Derecho».

El enfoque de la nueva Asociación «es un 
enfoque basado en incentivos con una ma-
yor diferenciación o enfoque “más por más”: 
aquellos países que avancen más profunda y 
rápidamente en las reformas podrán contar 
con más apoyo de la UE. El apoyo se rea-
signará o reorientará respecto de aquellos 
países que se estanquen o retrocedan en los 
planes acordados de reformas» (principio de 
diferenciación), y «el compromiso de cele-
brar elecciones libres, limpias y adecuada-
mente supervisadas debería ser el requisito 
de ingreso en la Asociación» (principio de 
condicionalidad).

5  Comunicación COM(2011) 200, de 8 de marzo 
de 2011, http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexU-
riServ.do?uri=COM:2011:0200:FIN:es:PDF.

Los tres ejes de esa Asociación serían:

— � Transformación democrática y con-
solidación de las instituciones, con 
especial énfasis en las libertades fun-
damentales, las reformas constitucio-
nales, la reforma del sistema judicial y 
la lucha contra la corrupción.

— � Mayor asociación con los ciudadanos, 
con un acento específico en el apoyo 
a la sociedad civil y mejores oportu-
nidades de intercambios y contactos 
de «persona a persona» con especial 
atención a los jóvenes.

— � Desarrollo económico y crecimiento 
sostenible e integrador, en especial apo-
yo a las pequeñas y medianas empresas 
(PYME), a la capacitación y formación 
profesional, a la mejora de los sistemas 
de educación y sanidad y al desarrollo 
de las regiones más pobres.

Ahora bien, estos elementos estaban ya 
expresamente recogidos en la política euro-
pea de vecindad desde sus inicios, y entre los 
instrumentos que se desgranan en la segun-
da parte de la comunicación (pp. 6 a 17) no 
aparecen más que dos pequeñas novedades: 
la creación de un mecanismo de vecindad 
para la sociedad civil y la puesta en marcha 
de un mecanismo de vecindad europea para 
la agricultura y el desarrollo rural.

Por otro lado, para hacer frente a los nue-
vos retos de la región, el Consejo de la UE 
nombró en julio de 2010 un representante 
especial para la región del sur del Medite-
rráneo (el español Bernardino León), cuya 
principal misión será promover el diálogo 
político con los países de la región y garanti-
zar la coherencia de la acción de la UE.

En el marco más general de la política 
europea de vecindad, la comisión y la alta 
representante publicaron en mayo de 2011 
una nueva comunicación que culminaba el 
proceso de revisión de la PEV puesto en 
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marcha en junio de 2010. Esta comunica-
ción pretendía dar «Una nueva respuesta a 
una vecindad cambiante» 6. Las líneas estra-
tégicas son las mismas que las de la Comuni-
cación COM(2011) 200, y en realidad man-
tiene una gran continuidad con respecto al 
actual marco reglamentario de la PEV.

Con este nuevo enfoque se pretende:

1.  �  «Prestar un mayor apoyo a los socios 
dedicados a la construcción de una 
democracia sólida, de tipo duradero» 
y definida en términos más amplios 
que en la anterior comunicación, «ya 
que el derecho de voto va acompa-
ñado de la libertad de expresión, de 
la formación de partidos políticos 
competidores, de una justicia impar-
cial a cargo de jueces independientes, 
de la seguridad proporcionada por 
unas fuerzas de policía y un ejército 
responsables, de una función pública 
competente y no corrupta y de otros 
derechos humanos y civiles que mu-
chos europeos dan por supuestos, 
como la libertad de pensamiento, de 
conciencia y de religión».

2.  �  «Apoyar un desarrollo económico 
integrador, de modo que los vecinos 
de la UE puedan comerciar, invertir 
y crecer de manera sostenible, redu-
ciendo las desigualdades sociales y 
regionales, creando puestos de traba-
jo y proporcionando un nivel de vida 
más elevado para sus ciudadanos.

3.  �  «Reforzar las dos dimensiones regio-
nales de la política europea de vecin-
dad, a saber, la Asociación oriental y 
el Mediterráneo meridional respecti-
vamente, […]».

6  Comunicación de la Comisión Europea y 
la alta representante, COM(2011) 303, de 25 de 
mayo de 2011, www.europarl.europa.eu/RegData/
docs_autres_institutions/commission_europeenne/
com/2011/0303/COM_COM(2011)0303_ES.pdf.

En línea con la comunicación COM(2011) 
200, la nueva PEV apenas incluye novedades 
con respecto a los instrumentos utilizados, 
más allá de la creación de una «Dotación 
europea para la democracia», de estilo más 
bien americano, «para ayudar a los partidos 
políticos, las ONG no registradas y los sin-
dicatos y demás interlocutores sociales», y 
la puesta en marcha de «Programas piloto 
de desarrollo regional» como «instrumentos 
más nuevos de la UE para ayudar a los socios 
a solucionar los desequilibrios económicos, 
sociales y regionales; ayudarán a los socios a 
establecer estructuras y actividades adecua-
das para abordar los desafíos regionales», 
proponiéndose asimismo extender al Medi-
terráneo los programas de desarrollo insti-
tucional integrado puestos en marcha en la 
Asociación oriental. La dimensión social de 
la PEV, concretamente en materia de políti-
cas de empleo y diálogo social, sigue prác-
ticamente ausente, pese al creciente énfasis 
en la creación de empleo (exclusivamente 
mediante instrumentos «clásicos» como el 
fomento de las PYME, la liberalización e in-
tegración comercial o la cooperación indus-
trial reforzada).

En cualquier caso, las comunicaciones 
sobre la PEV de 2011 no resuelven la cues-
tión clave del objetivo final o visión a largo 
plazo (la finalité politique) que subyace en 
la PEV y de los incentivos que ofrece a los 
países vecinos para impulsar la convergencia 
normativa con la UE y las reformas que les 
exige. En la comunicación fundacional de la 
PEV de 2003 7, ese objetivo final se definía 
así: «Debería ofrecerse a todos los países ve-
cinos la perspectiva de participar en el mer-
cado interior de la UE y de continuar con la 

7  Comunicación de la Comisión COM(2003) 104, 
«Una Europa más amplia. Relaciones con los países 
vecinos: un nuevo marco para las relaciones con nues-
tros vecinos del Este y del Sur de Europa», de 11 de 
marzo de 2003, http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/
LexUriServ.do?uri=COM:2003:0104:FIN:ES:PDF. 
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integración y la liberalización para impulsar 
la libre circulación de personas, mercancías, 
servicios y capitales (las cuatro libertades). 
Cuando un país haya llegado a ese punto, es-
tará lo más cerca de la UE que puede estarse 
sin ser miembro». Sin embargo, esta oferta 
de «todo menos las instituciones» se ha di-
luido en estos cinco años de aplicación con-
creta de la PEV.

8.  �  La apertura de las negociaciones  
de las perspectivas financieras  
2014-2020

En todo caso, la clave para la evolución 
futura de la PEV serán los recursos financie-
ros que se les atribuyan en las nuevas pers-
pectivas financieras de la UE para el periodo 
2014-2020. El primer paso de esas negocia-
ciones, que deberían concluirse en 2012, 
fue la propuesta de «Un presupuesto para 
Europa 2020», presentada por la Comisión 
Europea el 29 de junio de 2011 8. En ella se 
propone la asignación de 16.097 millones 
de euros para la PEV para el periodo 2014-
2020, lo que según los servicios de prensa de 
la Comisión equivaldría a un incremento del 
40 por 100 con respecto a las asignaciones 
de 11.181 millones para el actual periodo 
2007-2013. Sin embargo, conviene recor-
dar que la propuesta de marco presupuesta-
rio de la Comisión es tradicionalmente una 
propuesta de máximos: en su propuesta de 
presupuesto para 2007-2013 presentada en 
diciembre de 2004, la Comisión propuso ini-
cialmente un paquete financiero de 15.000 
millones de euros para el IEVA, que fue re-
ducido posteriormente en las negociaciones. 
Incluso si se aceptara tal cual la propuesta de 
la Comisión, ello equivaldría a una media de 

8  Comunicación de la Comisión, «Un presu-
puesto para Europa 2020», COM(2011) 500 fi-
nal, de 29 de junio de 2011, www.europarl.eu-
ropa.eu/meetdocs/2009_2014/documents/com/
com_com(2011)0500_/com_com(2011)0500_es.pdf. 

8,6 euros por habitante y año de los países de 
la vecindad, un avance importante respecto 
a los seis euros por habitante y año de media 
del periodo 2010-2014, pero siempre a una 
distancia sideral de los 223 euros por habi-
tante y año en fondos estructurales recibidos 
de media en el periodo 2007-2013 por los 12 
nuevos Estados miembros de la UE.

II.  �  Repercusiones para  
la ciudadanía europea

De la capacidad de la Unión Europea 
para hacer frente a los retos que plantean 
sus relaciones con los países de la vecindad 
dependen:

— � La consolidación de la UE como actor 
global, y en esa medida su capacidad 
para preservar el «modelo social euro-
peo» en el marco del proceso de glo-
balización influyendo en la definición 
de un modelo de gobernanza econó-
mica global compatible con el mismo; 
la PEV es el principal instrumento 
europeo para influir, a través de la ex-
tensión del acervo comunitario, en las 
«reglas de gobernanza mundial».

— � La estabilidad en su entorno geográ-
fico inmediato, clave para la propia 
seguridad europea y que sólo pue-
de conseguirse sobre la base de una 
«prosperidad compartida», es decir, 
de un proceso de convergencia real; 
la inestabilidad en la vecindad sur o 
este tiene un impacto directo sobre 
los ciudadanos europeos a través, 
por un lado, de la intensificación de 
las presiones migratorias (con las 
consecuencias que se han visto, por 
ejemplo, tras el cuestionamiento de la 
libre circulación en el espacio Schen-
gen, derivado del flujo de inmigran-
tes libios y tunecinos a Italia) y, por 
otro, de la importación directa de la 
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inestabilidad a través de la diáspora 
sobre todo mediterránea asentada en 
Europa.

— � El estallido de conflictos provocados 
por la inestabilidad en la vecindad 
europea o el enconamiento de los 
conflictos existentes puede tener un 
coste muy considerable para los Es-
tados europeos, como pone de ma-
nifiesto el caso de Libia, el conflicto 
árabe-israelí (y en particular el coste 
del apoyo a la autoridad palestina y 
de la reconstrucción y el manteni-
miento de la paz en Líbano tras los 
ataques israelíes de 2006) o el con-
flicto entre Georgia y Rusia en Osetia 
del Sur en 2008.

III.  �  Conclusiones  
y recomendaciones

En este contexto, lo que se requiere para 
conseguir los objetivos de la PEV no es tanto 
un cambio en los instrumentos y el conte-
nido de la propia PEV como una aplicación 
consecuente de sus principios y mecanismos 
y la movilización de recursos suficientes al 
efecto. Las siguientes recomendaciones ofre-
cen algunas ideas en esa dirección.

1.	� Presupuesto y extensión de los fon-
dos estructurales. La propuesta de 
presupuesto para la PEV para 2014-
2020 presentada por la Comisión de-
bería ser un punto de partida mínimo 
y no, como es de suponer, un techo a 
ajustar a la baja. El marco actual de 
relaciones entre la UE y los vecinos 
no permite avanzar en un proceso de 
convergencia real. Por tanto, se re-
quiere ofrecer a los países de la ve-
cindad, si no un acceso inmediato a 
los fondos estructurales de la política 
regional europea como instrumento 
de cohesión y convergencia, al menos 

un marco institucional que permita 
una acceso gradual a los mismos con 
un horizonte temporal claro (aunque 
sea dilatado) y unos criterios de con-
dicionalidad vinculantes (también 
para la UE) 9.

2.	� Todo menos las instituciones. Este 
lema, proclamado una y otra vez 
como punto de llegada de la PEV, 
debería hacerse efectivo y no quedar 
reducido, como hasta ahora, a un 
mero slogan político sin sustancia. La 
Unión Europea debería ofrecer a sus 
países vecinos un marco claro de re-
laciones graduales en todas sus polí-
ticas y programas, incluida la política 
regional, la política agrícola común y 
otras). Sólo así podría subsanarse el 
problema de incentivos para la refor-
ma de que adolece la PEV, que aun-
que está directamente basada en el 
modelo de la ampliación, carece del 
objetivo de la adhesión como premio 
final por la realización de las refor-
mas y la adopción del acervo comu-
nitario.

3.	� Acuerdos de vecindad y estatutos 
avanzados. En este marco de clari-
ficación de la oferta de la UE a los 
países de la vecindad, debería esta-
blecerse un marco institucional y 
convencional bien delimitado que 
ofreciera una «escala» de «estatutos» 
de asociación a la UE en función del 
cumplimiento de criterios predefini-
dos y objetivos:

	 • � Acuerdos de asociación como los 
ya existentes entre la UE y los paí-
ses asociados mediterráneos y los 
que se están negociando con Ucra-
nia desde 2007 y Moldavia desde 

9  Sobre la problemática de la extensión de los 
Fondos Estructurales a los países de la vecindad, véase 
Martín, 2009.
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enero de 2010 y Azerbaiyán, Ar-
menia y Georgia desde julio de 
2010, que prevén la creación de 
una zona de libre comercio y un 
marco bilateral de diálogo político 
y relaciones.

	 • � Política europea de vecindad, con 
un plan de acción que defina las 
reformas a realizar y el apoyo que 
la UE prestará en ese proceso.

	 • � Estatuto avanzado, con una ofer-
ta diferencial con respecto a la 
PEV en términos de acceso a los 
mercados, movilidad de personas 
y asistencia financiera. Este va-
lor añadido no está claro actual
mente.

	 • � Acuerdos de vecindad que esta-
blezcan un marco institucional y 
temporal claro para la plena inte-
gración en el espacio económico 
europeo, la aplicación de las cuatro 
libertades y la participación en las 
políticas y programas europeos.

4.	� Incorporación selectiva de los países 
de la vecindad a la Estrategia Euro-
pa 2020. A más corto plazo, un me-
canismo concreto para visualizar el 
compromiso de la UE con la plena 
integración de los países de la vecin-
dad en el espacio económico euro-
peo es prever la integración parcial 
y gradual de algunos de ellos —por 
ejemplo, los que se beneficien del Es-
tatuto avanzado—, en algunas de las 
iniciativas y el proceso de concerta-
ción y supervisión multilateral de la 
Estrategia Europa 2020.

5.	� Dimensión regional de la vecindad 
Sur-UpM. La Unión para el Medite-
rráneo ha sido un fracaso en todos 
los ámbitos: su enfoque en los pro-
yectos, sus prioridades, su formato 
institucional y su financiación. Por 
tanto, parece claro que lo que hace 

falta es un profundo replanteamien-
to de la cooperación euromediterrá-
nea, de su perímetro, su contenido, 
su institucionalización y su financia-
ción. A priori, los dos ejes de recu-
peración del proyecto euromedite-
rráneo que podrían desarrollarse a 
corto plazo son:

	 • � La recomunitarización del proce-
so euromediterráneo, es decir, la 
devolución a la Comisión Europea 
de la gestión del proceso.

	 • � La recuperación y la profundiza-
ción de las estrategias regionales 
definidas en algunos ámbitos sec-
toriales (integración de las muje-
res en la vida económica y social, 
transporte, energía, turismo, em-
pleo, cultura y agua).

6.	� Instrumentos y evaluación de la PEV

	 • � Los planes de acción deben reco-
ger no sólo una lista de reformas a 
realizar por los países socios para 
conformarse al acervo comunitario 
que refleja básicamente los intere-
ses europeos, como hasta ahora, 
sino objetivos concretos, plazos 
y recursos a movilizar (tanto por 
la UE como por cada país socio) 
para su aplicación, así como las 
contraprestaciones concretas que 
la UE concederá en función de 
los avances conseguidos (es decir, 
compromisos mutuos, y no sólo de 
los países socios). El número de 
prioridades seleccionadas en cada 
plan de acción debería reducirse y 
reflejarse en la programación de la 
asistencia financiera (PIN), lo que 
no siempre ha sido el caso hasta 
ahora.

	 • � Los informes de evaluación anua-
les deberán reforzar su perfil téc-
nico y tener un carácter menos po-
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lítico. Para ello, deberían aplicar 
una matriz de criterios e indicado-
res comunes que permita compa-
rar realmente los avances realiza-
dos entre países (benchmarking), 
así como respecto a los objetivos 
programados.

	 • � Los programas de cooperación 
transfronteriza, que pese a que han 
tardado en arrancar constituyen 
un mecanismo de participación de 
autoridades locales y regionales y 
agentes de la sociedad civil en los 
recursos y en la gestión de la PEV 
y el primer instrumento de acción 
exterior que aplica la metodología 
de la política regional europea, de-
berían mantenerse, extenderse y 
reforzarse.

7.	� Resolución de conflictos. Aunque en 
la Comunicación COM(2011) 303, 
«Una nueva respuesta a una vecin-
dad cambiante», se considera priori-
tario «reforzar la participación de la 
UE en la solución de los conflictos 
prolongados», se requiere vincular 
más estrechamente la aplicación de 
la PEV con los esfuerzos de la UE 
en la resolución de conflictos en su 
vecindad, por ejemplo mediante la 
aplicación de mecanismos de con-
dicionalidad a las partes que incum-
plan el Derecho internacional, y no 
sólo mediante la promoción de me-
didas de confianza y la cooperación 
regional.

8.	� Dimensión social. Las causas pro-
fundas de las revueltas árabes ponen 
de manifiesto la necesidad de desa-
rrollar la dimensión social, y especí-
ficamente la cooperación en materia 
de políticas de empleo y de políticas 
sociales, de los procesos regionales 
de cooperación con los países de 
la vecindad (Asociación oriental y 
Unión para el Mediterráneo) y de la 
propia PEV 10.
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Hay un estilo, una manera europea de entender el mundo en tanto 
que somos de hecho un ejemplo, tal vez el más exitoso, de globalización. 
Tenemos esa ventaja en experiencia y conocimiento que no estamos va­
lorando ni aprovechando adecuadamente.

El 2010 ha sido el año de la gran prueba. En octubre se ratificaba 
por Irlanda y Polonia el Tratado de Lisboa, permitiéndose su entrada en 
vigor y generando la expectativa de que, por fin, la UE tendría más ca­
pacidad de acción. Pero la gobernanza europea se ha visto superada por 
una gestión intergubernamental de la crisis de la deuda. Esta gobernanza 
ha renunciado a ir más allá de pedir la coordinación macroeconómica e 
impulsar reformas estructurales en áreas políticas donde precisamente la 
UE carecía de competencias. Se ponía así de manifiesto la dificultad de 
desarrollar un proyecto común cuando los esfuerzos se concentraban en 
el plano nacional y eran asimétricos entre los Estados miembros.

Pensamos que la UE sigue siendo una alternativa real como modelo 
de globalización y que la respuesta a la crisis pasa por más Europa. Pero 
más Europa en una concreta dirección, la que busca el avance en el de­
sarrollo económico, la cohesión social a nivel europeo, la sostenibilidad 
y la democracia. Las siguientes recomendaciones van en este sentido.

1.  �  Avanzar sin demora hacia un gobierno económico de la Unión 
que combine una política de reducción de deuda con el relanza-
miento económico.

•  �Lanzamiento de un plan europeo de reactivación económica 
por el empleo y el crecimiento.

•  �Implementación de medidas de estímulo y dinamización de la 
economía, tanto por parte del BCE (bajadas de tipos y mayor 
inyección de liquidez en el sistema, junto a políticas de deman­
da a nivel regional para financiar innovación, infraestructuras 
y servicios públicos europeos).

RECOMENDACIONES
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•  �Transformación del FEEF y del futuro MEDE en un Tesoro 
Europeo, con capacidad para emitir eurobonos e intervenir en 
los mercados.

•  �Creación de la figura de un «Ministro de Finanzas» de la zona 
euro.

2.  �  Elaboración de un Pacto Social Europeo al mismo nivel que los 
Pactos de Estabilidad y Crecimiento.

•  �Sus objetivos serían desarrollar los pilares básicos de un mode­
lo social europeo y proponer medidas para su financiación.

•  �Establecimiento de umbrales mínimos a nivel europeo en dis­
tintos aspectos de la protección social, como por ejemplo un 
salario mínimo interprofesional.

•  �Profundizar en la progresiva armonización social en los tres 
pilares básicos: pensiones, educación y salud a nivel eu­
ropeo, en relación con el nivel de convergencia económica 
que debería irse alcanzando.

•  �Vincular esta agenda social a la dimensión exterior de la UE, 
para que la UE defienda un modelo de globalización más de­
mocrático y distributivo en línea con los principios que inspi­
ran la UE.

3.  �  Avanzar hacia un sistema fiscal europeo.

•  �Ampliación del Presupuesto de la Unión: hasta el 2-3 por 100 
del PIB regional.

•  �Complementar de manera progresiva las aportaciones naciona­
les con un sistema de recursos propios, a partir de nuevas for­
mas de imposición sobre transacciones financieras, beneficios 
de sociedades europeas o emisiones de gases contaminantes.

•  �Un sistema de intercambio automático de información a nivel 
europeo, que ponga así fin al secreto bancario. La Directiva 
sobre la Fiscalidad del Ahorro revisada sería un gran paso en 
esta dirección y debería ser aplicada sin excepciones.

•  �Una armonización de la base fiscal corporativa con un tipo 
impositivo mínimo.

•  �Introducción de reglas contables que obliguen a las empresas 
europeas de todos los sectores económicos a desglosar infor­
mación contable país por país.

4.  �  Desarrollo de una regulación financiera eficiente.

•  �Reforzamiento del mandato y poderes del Sistema Europeo de 
Supervisión Financiera.
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•  �Establecimiento de un Fondo de Garantía de Depósitos y de un 
Sistema de Resolución Bancaria Europeos.

•  �Creación de una agencia pública europea de rating.

5.  �  Creación de mecanismos de reequilibrio entre ciudadanos y 
consumidores.

•  �Establecimiento de mecanismos de corresponsabilidad en la 
asunción de los riesgos derivados de la actividad económica: 
procedimiento armonizado a nivel europeo para los casos de 
insolvencia de persona física.

•  �Fortalecimiento de la administración pública a nivel europeo: 
creación de una oficina europea de reconocimiento transnacio­
nal de derechos sociales y de una oficina europea de movilidad 
encargada de tramitar expedientes administrativos que impli­
quen a más de una administración pública nacional.

6.  �  Reforzamiento de la relación de los ciudadanos y los represen-
tantes europeos.

•  �Reforma del sistema electoral: retirada de umbrales mínimos.
•  �Elección directa del presidente de la Comisión por parte del 

Parlamento Europeo, en función de los resultados electorales.
•  �Creación de oficinas ciudadanas de los miembros del Parla­

mento para fortalecer la relación entre representados y repre­
sentantes.

7.  �  Reformulación y clarificación del actual marco legislativo mi-
gratorio comunitario.

•  �Visión de conjunto, que proporcione mayor transparencia y 
certeza jurídica solucionando la actual fragmentación, falta de 
coherencia y enfoque parcial.

•  �Establecimiento de un mecanismo comunitario realmente efi­
caz de evaluación y seguimiento para verificar la aplicación 
real del acervo Schengen que sustituya al actual mecanismo de 
naturaleza intergubernamental.

•  �Mayor control político y judicial de las agencias. El nuevo mo­
delo de agencias en materia del ELSJ (FRONTEX, Europol, 
Agencia Europea de Apoyo al Asilo, etc.) debería ser objeto de 
un mayor escrutinio democrático por el Parlamento Europeo 
y una estrecha verificación por la Comisión de que sus activi­
dades son plenamente compatibles con las exigencias de los 
Tratados y la Carta de Derechos Fundamentales.

•  �Garantía de protección judicial adecuada a los nacionales de 
Estados terceros.
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8.  �  Dotar a las decisiones de los órganos europeos de fuerza vincu-
lante en la lucha contra la desigualdad de género.

•  �Garantizar la absoluta igualdad de género en todas las políticas 
de la UE.

•  �Fortalecer la perspectiva de la igualdad sobre la de no discri­
minación.

•  �Introducir la perspectiva no androcéntrica en la configuración 
de las políticas europeas.

•  �Profundizar en la implantación de medidas de protección so­
cial.

9.  �  Adopción de un VII Programa de Acción en Medio Ambiente.

•  �Priorizar en las nuevas políticas la mayor eficiencia energéti­
ca y en general en el uso de recursos naturales, en particular 
del agua, incluyendo una mejor coordinación de las medidas 
fiscales y de fijación de precios que contribuyan a un uso más 
eficiente y sostenible de los recursos naturales y del entorno en 
infraestructuras naturales y construidas.

•  �Reducción del 30 por 100 de las emisiones de gases de efecto 
invernadero para el año 2020, manteniendo el apoyo a la con­
tinuación del Protocolo de Kyoto.

10.  �  Definición de una visión global y estratégica de la acción exte-
rior de la UE.

•  �Elaboración, por la Comisión y el Consejo de una estrategia 
clara de acción exterior que sea sometida a los Estados y al 
Parlamento Europeo.

•  �Coordinación efectiva de las políticas de cooperación al desa­
rrollo, evitando duplicidades y aumentando las sinergias. Dar 
un mayor protagonismo a la Agencia Europea de Coopera­
ción.

•  �Creación de una Escuela Diplomática Europea o, como alter­
nativa, el establecimiento de una red de Escuelas Diplomáticas 
nacionales especializadas cada una en un área concreta.

•  �Devolución a la UE del proceso euromediterráneo y encargar a 
la Comisión la gestión de dicho proceso.

11.  �  Mejora de la representación exterior de la UE.

•  �Profundización en las sinergias entre el G20 y las NNUU me­
diante la conversión del Consejo Económico y Social (ECO­
SOC) de la ONU en un órgano de obligada consulta para el 
G-20 o, alternativamente, mediante la transformación del 
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G-20 en un Consejo de Seguridad de Riesgos Sistémicos para 
la economía global, con estatus de organismo multilateral.

•  �Representación propia en la Junta de Gobernadores del FMI, 
dividida en dos sillas: una que agrupe a los países de la zona 
euro y otra a los EEMM que no pertenecen al euro.

•  �Adhesión de la UE a la Convención del Consejo de Europa 
para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fun­
damentales y participación de la Unión en el Comité de Minis­
tros del CdE.

12.  �  Establecer un marco institucional y convencional bien delimita-
do que ofrezca una «escala» de «estatutos» de asociación a la UE 
en función del cumplimiento de criterios predefinidos y objetivos 
(Acuerdos de Asociación, Política Europea de Vecindad, con un 
Plan de Acción, Estatuto Avanzado, Acuerdos de Vecindad).

•  �Acceso gradual a los fondos estructurales de la política regio­
nal europea para los países de la vecindad, como instrumento 
de cohesión y convergencia, a partir de unos criterios de condi­
cionalidad vinculantes (también para la UE).

•  �Ofrecimiento a los países vecinos de un marco claro de rela­
ción gradual en todas sus políticas y programas, incluida la 
Política Regional, la Política Agrícola Común, etcétera.

•  �Incorporación selectiva de los países de la vecindad a la Estra­
tegia Europa 2020.

13.  �  A corto plazo, realizar una reforma puntual del Tratado de Lis-
boa que permita desbloquear los cuellos de botella de la gober-
nanza económica europea. A largo plazo, acometer un proceso 
de revisión de los Tratados mediante una convención europea 
y ratificación mediante un referéndum a nivel europeo que sus-
tituya las ratificaciones nacionales. En su formulación actual la 
UE es un sistema federal incompleto, y por eso inestable.

14.  �  Desarrollar instrumentos de participación social efectiva.

•  �Puesta en marcha de prácticas como la de los presupuestos 
participativos a partir de las oportunidades que ofrecen las tec­
nologías de la información y el conocimiento.

•  �Establecimiento de un registro de asociaciones y mayor trans­
parencia sobre las fuentes de financiación y representatividad 
de los grupos de interés.

•  �Facilitar reglamentariamente la puesta en práctica de la inicia­
tiva popular europea.

•  �Fortalecer el mecanismo de audiencias a las organizaciones de 
la sociedad civil en las comisiones del Parlamento Europeo.
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A finales de 2009 la Unión Europea se estaba enfrentando a una prueba de-
cisiva. Con la aprobación del Tratado de Lisboa nacía una Unión con mayor 
capacidad de acción colectiva. 
Sin embargo, la crisis de la deuda puso pronto a prueba las potencialidades 
del nuevo sistema institucional y las dificultades no solo para adoptar posi-
ciones comunes sino para coordinar las diferentes estrategias nacionales. 
Desde entonces, se han sucedido vacilaciones, avances y retrocesos que, en 
balance, han cuestionado los límites del actual modelo de Lisboa. 
En el informe se analiza la actividad de la UE durante 2010 y el primer 
semestre de 2011, en medio de la crisis más grave desde la II Guerra Mun-
dial. Se subrayan los cambios en los planes y programas producidos por la 
crisis económica, así como las debilidades estructurales del sistema actual. 
También se analizan las consecuencias de la actividad de las Instituciones 
Comunitarias para la Ciudadanía Europea (ampliación de derechos y obli-
gaciones, así como nuevos cauces de participación política) y se definen es-
cenarios futuros y recomendaciones, con el fin de superar la situación actual.
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